
		
[image: images]



CIUDADES COHESIONADAS: 

			CO-CREAR AGENDAS URBANAS INCLUYENTES

			Diálogos de la academia con la sociedad civil




		
	
		
		
				[image: logo]
		
		

México, 2024


			Ciudades cohesionadas: co-crear agendas urbanas incluyentes.

			Diálogos de la academia con la sociedad civil

			Karla Valverde Viesca y Dianell Pacheco Gordillo (coordinadoras)

			 

Primera edición, 27 de October de 2024

			 

DR © 2024 Universidad Nacional Autónoma de México

			Ciudad Universitaria, Alcaldía Coyoacán,

			C.P. 04510, Ciudad de México, México.

			 

Facultad de Ciencias Políticas y Sociales, 

			Circuito “Maestro Mario de la Cueva” s/n,

			Ciudad Universitaria, Alcaldía Coyoacán, 

			C.P. 04510, Ciudad de México, México.

			 

DR © Ediciones del Lirio, S.A. de C.V.

			Azucenas 10, San Juan Xalpa, 

			Iztapalapa, C.P. 09850, Ciudad de México

			<www.edicionesdellirio.com.mx>

			 

Diseño editorial y forros: Patricia Reyes

			Imagen de portada: ©Héctor Quiroz Roth, Barda de la cancha de futbol sobre Eje 10, Colonia Pedregal de Santo Domingo, Ciudad de México, 8 de mayo del 2022.

			 

ISBN UNAM: 978-607-30-9543-3

			ISBN EDL: 978-607-8970-11-7 

			 

Investigación realizada gracias a los Programas UNAM-PAPIIT CG300118 Vulnerabilidad socio-territorial y proceso metropolitano en la región Centro de México; el BV300120 Crisis ambiental en México y desigualdad; y el Programa de Investigación e Innovación Horizonte 2020 de la Unión Europea, bajo el convenio No 734770 del Programa Marie Skłodowska-Curie cuyo proyecto se intitula The Cohesive City: Addressing stigmatisation in disad­vantaged neighbourhoods (Co-Creation).

			 

Esta investigación fue arbitrada a “doble ciego” por especialistas en la materia, se privilegia con el aval de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Nacional Autónoma de México.

			Reservados todos los derechos. Prohibida la reproducción total o parcial de esta obra, sea cual fuere el medio, sin la anuencia por escrito de los titulares de los derechos.

			 

Hecho en México / Made in Mexico.


CIUDADES COHESIONADAS: 

			CO-CREAR AGENDAS URBANAS INCLUYENTES

			Diálogos de la academia con la sociedad civil

			Coordinadoras:

			Karla Valverde Viesca 

			Dianell Pacheco Gordillo

			
			
						[image: logo1]
						


UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE MÉXICO

			Leonardo Lomelí Vanegas

			Rector

 

Patricia Dolores Dávila Aranda

			Secretaria General

			 

Tomás Humberto Rubio Pérez

			Secretario Administrativo

			 

Hugo Alejandro Concha Cantú

			Abogado General

			 

Socorro Venegas Pérez

			Directora General de Publicaciones y Fomento Editorial

			 

FACULTAD DE CIENCIAS POLÍTICAS Y SOCIALES

			Carola García Calderón

			Directora

			 

Patricia Guadalupe Martínez Torreblanca

			Secretaria General

			 

Jesús Baca Martínez

			Secretario Administrativo

			 

Elvira Teresa Blanco Moreno

			Jefa del Departamento de Publicaciones

		
		
			 


Índice 

			PRÓLOGO 

			Rosaura Ruíz Gutiérrez

			INTRODUCCIÓN: CONSTRUYENDO UNA CIUDAD COHESIONADA DESDE Y CON LA SOCIEDAD

			Karla Valverde Viesca y Dianell Pacheco Gordillo,

			CONFERENCIA DE APERTURAANÁLISIS DESDE LAS POLÍTICAS DE GOBIERNO Y EL URBANISMO

			Almudena Ocejo Rojo

			CONFERENCIA MAGISTRAL 
EL DERECHO A LA CIUDAD Y LOS PROCESOS DE PLANEACIÓN PARTICIPATIVA EN LAS CIUDADES

			Alicia Ziccardi Contigiani

			1. NUEVOS DERROTEROS, POLÍTICA Y DERECHO A LA CIUDAD

			¿QUÉ HACEN LOS GOBIERNOS PARA CONSTRUIR CIUDADES AMIGABLES CON LAS MUJERES?: DIAGNÓSTICOS, PROPUESTAS Y DESAFÍOS

			Flavia Freidenberg y Flavia Mabel Tello Sánchez

			¿LAS MUJERES TIENEN DERECHO A LA CIUDAD? CONSTRUCCIÓN DE LA IGUALDAD DE GÉNERO EN LA CIUDAD DE MÉXICO

			Karolina Monika Gilas

			EL DERECHO AL INTERNET Y LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES EN LA CIUDAD DE MÉXICO: APROXIMACIONES DESDE EL DERECHO A LA CIUDAD

			Guadalupe Georgina Sosa Hernández y Miguel Angel Rivera Herrera

			DERECHO A LA CIUDAD PATRIMONIO: LA TRANSFORMACIÓN DEL ZÓCALO DE LA CDMX Proyectos de recuperación, nuevos usos y exclusiones

			Lorena Margarita Umaña Reyes

			EL DERECHO A LA CIUDAD, LA ESTIGMATIZACIÓN DE LAS FAVELAS Y LA EXPERIENCIA DE LOS GUÍAS TURÍSTICOS COMUNITARIOS

			Maria Sarah da Silva Telles

			CONFERENCIA MAGISTRAL

			CIUDADES CAPITALES Y EL DESPLIEGUE ESTATAL EN AMÉRICA LATINA

			Fernando Carrión Mena

			II. LA DISPUTA POR LOS ESPACIOS, DINÁMICAS SOCIOPOLÍTICAS Y CIUDADANÍA. Estudios de caso 

			LAS IMPLICACIONES DE LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA NO FORMAL EN EL DESARROLLO DE CIUDADES COHESIONADAS

			Enrique Gutiérrez Márquez y Irais Moreno López y Miguel Lindig Leon

			¿PUEDEN LAS REDES CLIENTELARES CONSTRUIR CAPITAL SOCIAL? 

			Luz María Cruz Parcero

			PERCEPCIÓN DE INSEGURIDAD Y CONSTRUCCIÓN DE CIUDADANÍA. EL CASO DE ESTUDIANTES DE LA FCPYS, UNAM QUE RENTAN O VIVEN EN LA COLONIA PEDREGAL DE SANTO DOMINGO 

			Christian Amaury Ascencio Martínez y Karla Valverde Viesca y Dianell Pacheco Gordillo

			PROVISIÓN DE ESPACIOS PÚBLICOS Y DEPORTIVOS EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

			Denise Aline Ramírez Campos

			LA CIUDAD NEOLIBERAL. DESIGUALDAD Y EXCLUSIÓN SOCIAL EN LA PERIFERIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO: EL CASO DE CUATITLÁN IZCALLI

			Luis Pablo Lorencez Santillán

			Lista de autoras y autores


PRÓLOGO 

			Rosaura Ruíz Gutiérrez

			Habitamos esta gran Ciudad de México, pero no es sino hasta hace poco que comenzamos a pensar, repensar y analizar de manera interdisciplinaria sus distintas dimensiones desde la biología, la ecología, la economía, la estética, el patrimonio, la sociología, la historia, la geografía, el urbanismo, los estudios de género y juventud y desde luego, la arquitectura del paisaje. 

			Esta tarea necesaria e inminente para las ciudades del mundo, en la Ciudad de México es tema del presente libro intitulado Ciudades cohesionadas: Co-crear agendas urbanas incluyentes. Diálogos de la academia con la sociedad civil, coordinado por Karla Valverde Viesca y Daniell Pacheco Gordillo, y con un amplio reconocimiento por parte del Gobierno de la Ciudad. Este trabajo refleja un verdadero ejercicio de diálogo entre el conocimiento científico y las necesidades de la sociedad civil, compartiendo así nuestra tesis de que es precisamente a través del conocimiento que podemos avanzar en el entendimiento y el ejercicio de nuestros derechos ciudadanos, y específicamente aquellos ligados a donde vivimos los habitantes de las ciudades. El derecho a la ciudad es el derecho a la libertad en el contexto específico de los territorios a los que hemos impuesto el apelativo de “urbano”. Por ello, para las “agendas urbanas” recuperar la ciudad implica, no solamente reconocer su sentido original de ciudad, lugar de las y los ciudadanos y promover la reflexión sobre la cohesión urbana, sino también el encuentro entre lo público y lo privado; y la vivienda como un “lugar donde habitan las personas”. Estos conceptos básicos se van resignificando porque el fenómeno de lo urbano ya rebasa el significado original de las palabras con que nos describimos e imaginamos a las ciudades. La misma ciudad está inmersa en un proceso constante de cambio, de evoluciones, de luchas y revoluciones sociales, culturales y desde luego ambientales y tecnológicas.  

			Desde la interdisciplina, nos reencontramos con la palabra original agenda urbana, ahora con un nuevo significado, como un concepto extendido del hábitat y los derechos. Ya la ciudad no sólo es el territorio garante de derechos, sino un derecho por sí misma emanado de la identidad de sus habitantes y un justo reconocimiento a la heterogeneidad y diversidad que la conforma.  

			Quiero destacar dentro de la diversidad a la política, porque este libro expone magistralmente diversas dimensiones de la ciudad desde una perspectiva de la filosofía y la ciencia política. Y es que lo “político” representa una herencia y un continuo de la identidad de la Ciudad de México, por lo que esta obra aporta una visión fundamental. A veces aparentemente obviada por el análisis técnico, pero sumamente valiosa para entender la idiosincrasia del fenómeno urbano en México.  

			No sorprende pues, que este libro provenga de la Facultad de Ciencias Políticas de nuestra querida Universidad Nacional Autónoma de México. La relación entre universidad, ciudad y país es fundamental. Por eso dice Vicente Quirate: “México es una Ciudad que es país”, y complementa el gran Carlos Monsiváis “La UNAM es un laboratorio de todo lo que sucede en el país”. No sólo porque ambos, México-Ciudad y México-Nación comparten el nombre, sino porque aquí han sucedido y han culminado las grandes epopeyas nacionales y las grandes transformaciones de la vida pública de México, y la universidad, ha sido origen y efecto de muchas de ellas. 

			Las transformaciones continúan. Son una constante de nuestra ciudad dinámica, y hoy, estamos impulsando grandes cambios en la política pública a través de la vinculación efectiva entre academia y sociedad civil. Por eso, decidimos desde el primer momento participar y apoyar el proyecto que dio origen a este libro en el marco de un importante convenio de colaboración con la Unión Europea. 

			Han pasado dos años desde el primer seminario sobre ciudades cohesionadas y grandes cambios han asombrado a nuestra ciudad. Después de la pandemia por SARS-CoV-2, las ciudades estamos más cohesionadas que nunca a través de la salud global. Por eso creo que la ciencia, nuestros científicos y el valor social de los conocimientos que producen para atender los problemas más inmediatos, son elementos de esta cohesión. La tarea desde el gobierno es entonces, motivar el trabajo conjunto, la reflexión crítica, la planeación y la prospectiva con el apoyo de las capacidades científicas y humanísticas de la Ciudad.

			La cohesión entre ciudades debe responder a la responsabilidad y agenda global que demandan los “ciudadanos del mundo” y no solo los de lugares y nacionalidades particulares. Podría resultar paradójico que en el ámbito local reconozcamos la coyuntura global, pero es necesario que los ciudadanos comprendamos la importancia de contar con la visión sustentable, solidaria y universal de una Ciudad-País. Por eso, la Ciudad de México es desde el ámbito constitucional una ciudad global, solidaria y del conocimiento, una ciudad que celebra y apoya la ciencia y la aplica, como en el caso de este libro, cuyas  reflexiones podrían ser vinculadas con la política pública a través de las instituciones  de la Red ECOS para la realización de una actividad constante de co-diseño en las  agendas urbanas. 

			Pensar y repensar la ciudad es un ejercicio permanente, vital e inacabable. Es un ejercicio que no puede desligarse de la política y del objetivo de su gobierno.  Gobernar a la Ciudad es servirla, y yo me atrevería a decir que esto sólo se puede hacer desde el conocimiento, el entendimiento y el amor hacia su gente.  

			Ya han pasado más de 150 años desde que el gran reformador Guillermo Prieto reseñó una ciudad abatida por otra epidemia, el cólera. Lo mismo que Camus describiera en París para “La Peste”, Prieto lo encarnizo en sus letras para el cólera. Parece que nada ha cambiado, pero es abismal el cambio, en aquel entonces París y México, fueron ciudades cohesionadas por la salud en el siglo XIX y hoy todas las metrópolis lo están por las mismas necesidades y retos; y éstas son las nuevas agendas urbanas.  

			La memoria urbana y el conocimiento científico son una fuente de reflexión y aprendizaje para el futuro de las ciudades, como lo demostró la actual pandemia por SARS-CoV-2. El diálogo entre academia y sociedad civil nos permite entender y explicar mejor a nuestra Ciudad y a nosotros mismos, inmersos ambos en la vulnerabilidad terrible de la posteridad, ante la que solo nos protege la continuidad histórica del pensamiento y la ciencia. Este libro demuestra también que la pandemia actual no frenó el ejercicio de investigación, diálogo e innovación, sino que lo multiplicó, apoyado en la fortaleza de las universidades y de nuestra Ciudad. Es para nosotros un motivo de celebración y esperanza.


INTRODUCCIÓN:
 CONSTRUYENDO UNA CIUDAD COHESIONADA DESDE Y CON LA SOCIEDAD

			Karla Valverde Viesca, ORCID: 0000-0002-2238-723X

Dianell Pacheco Gordillo, ORCID: 0000-0002-0308-8058

			¿Cuáles son algunos de los retos urbanos que enfrentan hoy las ciudades del mundo? El objetivo del libro es crear una reflexión colectiva sobre los desafíos que se viven en las ciudades en términos de su dinámica, pero también, en relación con los derechos, la resiliencia y la adaptación que enfrentan sus ciudadanos.

			El crecimiento y propagación de las ciudades en las últimas décadas, ha sido amplio y constante. Datos del PNUD (2018) calculaban que 42,000 millones de personas, el 55 por ciento de la población mundial vivía en ciudades, ocupando un 3 % de la tierra y para el 2050 se espera que supere los 6500 millones. Actualmente, el Banco Mundial (2023) estima que alrededor del 56 por ciento, que equivale a 4400 millones de habitantes habita en ciudades. Se espera que esta tendencia continúe, ya que la población urbana aumentará a más del doble para 2050, momento en que casi 7 de cada 10 personas vivirán en ciudades. En su último Reporte y como consecuencia de la pandemia por SAR-COV2, ONU-Hábitat (2023) observó que aunque se ha desacelerado el proceso de urbanización, ello no cambia las tendencias calculadas, ya que la población mundial que habita en ciudades se duplico del 25% al 50% entre 1950 y el 2020, mientras que en los próximos 50 años alcanzará el 58%. Lo anterior significa que, la población global continuará creciendo a un ritmo de 2.2 billones de personas más para 2050.

			Preocupados por la dinámica que se vive en las ciudades, la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales inició en 2015 una colaboración con colegas académicos de universidades europeas y latinoamericanas. Este esfuerzo interinstitucional e internacional cristalizó en el proyecto colectivo H2020 The Cohesive City: Addressing stigmatisation in disadvantaged neighbourhoods (Co-Creation). Este proyecto tiene como eje fundamental el estudio de las dinámicas sociopolíticas en barrios vulnerables dentro de las ciudades para identificar y construir un dialogo proactivo en la resolución de problemas.

			Se trata de promover propuestas creativas para que a través de las intervenciones participativas y culturales de todos los involucrados se aborden problemas comunes y puedan proponerse soluciones. Los tres objetivos generales del proyecto son:

			
					Analizar la estigmatización territorial en barrios desfavorecidos a través del enfoque de la Co-creación para reunir a investigadores, artistas y diseñadores de políticas públicas.

					Construir habilidades y capacidad de investigación en los miembros del equipo para producir conocimiento sobre el concepto de ciudades cohesionadas.

					Desarrollar lineamientos que puedan aplicarse, con base en una metodología co-creativa, en diferentes ciudades para abordar el problema de la estigmatización territorial.

			

			En 2016 el Proyecto fue aprobado por la Comisión Europea. La iniciativa convocó la experiencia complementaria de socios sobre la base del intercambio de conocimiento y el trabajo de investigación entre los miembros del equipo. A partir de enero de 2017 la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales se convirtió en la sede del proyecto en la UNAM y en ese marco colabora con Instituciones de Educación Superior internacionales como la Universidad de Oxford Brooks y la Universidad de Bath, en Reino Unido; asi como, la Universidad Católica Pontificia de Rio de Janeiro, en Brasil. También con la Organización No Gubernamental European Alternatives, en Francia; la Organización Civil City Mine(d), en Bélgica; y Tesserae, en Alemania. La coordinación general del proyecto se encuentra en la Universidad de Oxford Brooks en el Reino Unido y ha tenido tres coordinadores: Juliet Carpenter, Sue Brownill y Reza Shirazi.

			El proyecto de Investigación pudo emprenderse gracias al financiamiento del Programa de Investigación e Innovación Horizonte 2020 de la Unión Europea, bajo el convenio No 734770 del Programa Marie Skłodowska-Curie suscrito con la UNAM con el registro 47815-631-6-III-17. Asimismo, con el apoyo de dos Programas UNAM-PAPIIT. El CG300118, Vulnerabilidad socio-territorial y proceso metropolitano en la región Centro de México y el BV300120, Crisis ambiental en México y desigualdad.

			En términos académicos, el proyecto ha sido una oportunidad para incorporarnos como Institución de Educación Superior a una discusión multinacional y global que busca nuevos derroteros teóricos que impulsen la resolución de problemas reales que enfrentan las sociedades y sus ciudadanos. Centrar nuestra mirada hacia los microespacios para colaborar en la construcción de un nuevo concepto “ciudades cohesionadas” y contribuir a la disminución de las brechas de desigualdad que identifican a las sociedades actuales ha sido un motor y un aliento.

			El texto que ustedes tienen en sus manos constituye un segundo volumen en el que se reúnen los debates y las reflexiones que, en el marco del Proyecto H2020 se presentaron en el Seminario Internacional Ciudades cohesionadas: Co-crear agendas urbanas incluyentes. Este acto académico fue organizado por la UNAM en colaboración con la Secretaría de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación de la Ciudad de México (SECTEI) del 2 al 5 de septiembre del 2019. En él se ofreció un panorama integral sobre el trabajo que se emprende en diversos ámbitos, para construir y restablecer redes de cooperación entre las distintas áreas de las ciudades y mediante diversas herramientas. Los resultados de esta jornada derivaron en dos libros colectivos, el primero de ellos Ciudades Cohesionadas: Co-crear agendas urbanas incluyentes. Propuestas críticas desde la comunidad (http://ciid.politicas.unam.mx/www/libros/ciudadescohesionadas2022.mobi) se publicó en el año 2023. En este segundo volumen, presentamos una serie de reflexiones desde la sociedad civil.

			Son diez los capítulos que integran este libro electrónico y se presentan en dos secciones. También se incluyen tres conferencias magistrales con sus ligas para consulta. Abre esta obra, un prólogo de la Dra. Rosaura Ruíz Gutiérrez, quien además de apoyar el trabajo del Seminario cuando estuvo al frente de la SECTEI es una firme defensora de la Ciudad y de sus derechos. La primera sección inicia con dos conferencias magistrales. La Dra. Almudena Ocejo, quien era titular de la Secretaría de Bienestar en la Ciudad de México, presenta un panorama general sobre las políticas públicas en la Ciudad de México, con énfasis en el bienestar social. Posteriormente, la Dra. Alicia Ziccardi ofrece una visión sobre la lucha emprendida en la Ciudad de México para ganar el Derecho a la Ciudad y cómo esta temática se posiciona cada día más en la agenda internacional. 

			Con este telón de fondo inicia la primera sección del libro intitulada Nuevos derroteros, política y Derecho a la Ciudad en donde a través de cinco capítulos se reflexiona sobre el reto que supone la discusión sobre estos derechos cuando las sociedades no promueven políticas inclusivas. Asimismo, se resaltan algunos problemas que enfrentan ciertos sectores de la sociedad al ser estigmatizados y excluidos. Dos contribuciones analizan la situación de las mujeres que viven en la ciudad y cómo enfrentan obstáculos que afectan el ejercicio de sus derechos civiles y políticos. En su trabajo, Freidenberg y Tello Sánchez ofrecen un panorama amplio sobre la importancia del Derecho a la Ciudad y sobre lo que deberían hacer los gobiernos locales para establecer una agenda de género que mejore las condiciones en las que viven las mujeres en los municipios y ciudades. Proponen diez elementos que pueden guiar a los gobiernos en buenas prácticas para la construcción de ciudades amigables con las mujeres. En esta misma línea, Karolina Monika Gilas examina cómo las relaciones sexuadas del poder limitan el Derecho a la Ciudad para las mujeres, en particular, su participación en la toma de decisiones, el acceso a los espacios seguros, así como las garantías y posibilidades del ejercicio de los derechos reproductivos en la Ciudad de México. Propone, una operacionalización del Derecho a la Ciudad a partir de dos dimensiones básicas: apropiación y participación. En otro capítulo, Guadalupe Georgina Sosa Hernández y Miguel Angel Rivera Herrera, amplían nuestra mirada al tomar como objeto de estudio a las personas adultas mayores que en la Ciudad de México son excluidas de la llamada ciudad digital. En su reflexión presentan opciones para que el desarrollo de las Tecnologías de la Información y Comunicación (TIC) ofrezcan opciones a diversos sectores de su población. Desde otra perspectiva, Lorena Margarita Umaña Reyes recupera la idea de los proyectos que transforman urbanamente a las ciudades y a su paso, ponen en riesgo el Derecho a la Ciudad-Patrimonio.

			Una experiencia internacional sobre la segregación que ocurre en los territorios populares es presentada por Maria Sarah Silva Telles, quien narra a través del trabajo de los guías turísticos comunitarios en la Favela de Santa Martha, Brasil, la lucha que desde ahí emprenden sus habitantes para tener acceso al derecho a la ciudad.

			Se cierra esta sección, con la conferencia del Dr. Fernando Carrión quien, con su experiencia en el proceso de institucionalización de la Ciudad de Quito, Ecuador conversa sobre las relaciones que se establecen entre la ciudad y el país o la región. En su exposición, nos invita a la reflexión sobre algunos de los criterios que pueden ser útiles para categorizar a las ciudades y sus autonomías.

			La segunda sección de este volumen la intitulamos La disputa por los espacios, dinámicas sociopolíticas y ciudadanía. Estudios de caso, ello con el propósito de ofrecer distintas perspectivas sobre las relaciones entre actores que tienen lugar en distintos lugares de la Ciudad de México. En ella, también se ofrecen cinco capítulos. Enrique Gutiérrez Márquez, Iraís Moreno López y Miguel Lindig Leon nos comentan sobre el debate que tiene la democracia liberal para incluir distintas formas de participación y mecanismos diferentes que le permitan a los ciudadanos participar de las decisiones públicas que definen su vida. Una reflexión sobre cómo los ciudadanos, pueden intercambiar intereses a través de redes clientelares, es expuesta por Luz María Parcero quien enfatiza nuevos elementos para entender el clientelismo como una trama que permite coordinar acciones colectivas en la resolución de problemáticas sociales.

			Otro conjunto de relaciones en la ciudad se presenta en un estudio sobre la percepción de inseguridad en la colonia Pedregal de Santo Domingo en la Ciudad de México, donde Christian Amaury Ascensio Martínez, Karla Valverde Viesca y Dianell Pacheco Gordillo reflexionan sobre los estigmas y las divisiones que viven las personas jóvenes en una colonia aledaña a la Ciudad Universitaria para entender las dinámicas sociales que ahí se reflejan. En esa misma lógica, Denise Aline Ramírez Campos nos presenta un recorrido sobre el proceso de reducción de espacios y equipamiento deportivo público en la Ciudad de México dando cuenta de la falta de mantenimiento y de la comercialización o administración privada de los deportivos públicos. Una aproximación de la configuración urbana en la periferia de la Ciudad es presentada por Luis Pablo Lorencez Santillán quien desde las teorías de desventajas acumuladas da cuenta de los procesos de exclusión en Cuautitlán Izcalli, municipio conurbado de la Ciudad de México.

			Es importante mencionar que ambas secciones de este volumen plantean una discusión y reflexión de la Ciudad desde interlocutores académicos. La intención es mostrar cómo la investigación de procesos sociales, políticos o económicos nos aleja un poco de ser solo usuarios y nos coloca en un papel de cuestionamiento y construcción de escenarios en los que predomina la exigencia de derechos y de ejercicio de estos. Todas estas inquietudes tienen un doble proceso porque en la mayoría de las ocasiones hacen del investigador un agente, que busca desde su actuar y desde su lugar un espacio de interlocución con la comunidad y con los tomadores de decisiones.

			Esta forma de interrelacionar las dinámicas, los espacios y los actores es la base de todo proceso co-creativo. Con este volumen, queremos contribuir a la discusión sobre la Co-creación como un método para acercarnos a la comunidad, pero también, como una herramienta de análisis para identificar las necesidades de la población.

			Vale la pena preguntarnos ¿Pueden las investigaciones generar un cambio en la agenda pública o en la dinámica social? En la medida en que podamos hacer que la información, el análisis y la reflexión pasen por todos los miembros de una comunidad, se hablará de un diálogo inclusivo que fomente lazos y permita construir en una mayor escala una ciudad cohesionada.

			No queremos concluir sin agradecer a todas las personas que indudablemente con sus experiencias compartidas hacen posible presentar este volumen. Especial mención merecen Fernando Castañeda Sabido, Angélica Cuéllar Vázquez y Carola García Calderón, quienes en su momento y desde la dirección de la Facultad impulsaron el diseño del proyecto, su desarrollo y su consolidación. También agradecemos el apoyo y la confianza del Dr. Leonardo Lomelí Vanegas quien entonces, desde la Secretaría General de la UNAM promovió este propósito. Asimismo, al Dr. Adrian Guillermo Aguilar Martínez, a la Dra. Leticia Merino Pérez, quienes nos invitaron a colaborar en los proyectos PAPIIT-UNAM. Así como al equipo de trabajo de Rosaura Ruiz Gutiérrez en la SECTEI, entonces coordinado por Ofelia Angulo Guerrero, hoy Titular de la misma. A Pamela Castro Suárez y Héctor Quiroz Roth, por promover este proyecto en el Departamento de Urbanismo, de la Facultad de Arquitectura. Y, por supuesto, a  María Fernanda Nieves Acosta, Tonantzin Sierra Ayala, Gabriela Mondragón Cervantes y Luis Pablo Lorencez Santillán, quienes participaron como becarios.
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¿QUÉ HACEN LOS GOBIERNOS PARA CONSTRUIR CIUDADES AMIGABLES CON LAS MUJERES?: DIAGNÓSTICOS, PROPUESTAS Y DESAFÍOS
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Flavia Mabel Tello Sánchez, ORCID: 0000-0002-7805-9147

			Las ciudades se urbanizan a ritmos vertiginosos. Un fenómeno al que no es ajeno América Latina donde más del 80% de la población se concentra en las ciudades mientras el decrecimiento del área rural es del 0,3% anual (ONU Hábitat, 2012). Las ciudades se han convertido en territorios de oportunidades para las personas, con renovadas promesas de progreso y ambiguas negaciones en la práctica (Falú, 2016, p. 9). Negaciones y exclusiones como resultado de desafíos emergentes y limitantes de la gestión pública de las ciudades. La evolución de las ciudades y sus problemáticas han adquirido dimensiones a lo que las políticas públicas no han podido aún responder de manera eficiente y suficiente (Segovia, 2017). Pero, a la vez, lo local cada vez asume mayor peso y se convierte en una oportunidad indiscutible que tienen los gobiernos locales de poder captar y palpar los problemas y necesidades de sus vecinos y vecinas. 

			Las oportunidades de trabajar desde la ciudad, desde lo local, se presenta como una de las panaceas del desarrollo. Su relevancia es tan central que se ha convertido en uno de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de Naciones Unidas: “Lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles” (Objetivo N.º 11).1 En ese escenario, los gobiernos locales están obligados a procurar la igualdad entre hombres y mujeres, dado que el ámbito local es el escenario más cercano y sensible a las necesidades de la ciudadanía2 y son quienes tienen la tarea de atender en primera instancia los problemas cotidianos de sus vecinos y vecinas. Los gobiernos locales pueden ser agentes de cambio y actores claves en el proceso de transformación de las ciudades en el marco de una mayor “feminización de la política” (Lovenduski, 2005).3

			Si bien el asistencialismo y el paternalismo han sido mecanismos tradicionales que se han utilizado para atender las problemáticas de las mujeres, la construcción de democracias incluyentes y paritarias impone adoptar estrategias más integrales y de largo impacto para favorecer el desarrollo en un marco de igualdad (Tello, 2017; Incháustegui, 2015). Como lo indicó en su momento la 4º Conferencia Mundial de la Mujer, organizada en Beijing en 1995, se trata de poner a la igualdad de género en el centro de las políticas de desarrollo local. Esto se enmarca en la obligación de los Estados de eliminar la discriminación contra las mujeres en la vida pública y el compromiso de garantizar la igualdad de condiciones entre hombres y mujeres.4 

			Así como las leyes y las instituciones públicas reproducen relaciones asimétricas de poder entre hombres y mujeres, las ciudades también lo hacen. Ninguna de ellas, leyes, instituciones o ciudades, son neutrales. Por el contrario, cada una puede producir, reforzar o eliminar las desigualdades de género. Que las ciudades (las instituciones, las leyes) estén “generizadas” supone, siguiendo a Acker (1990), que en ellas se reproducen valores, reglas, prácticas y discursos que suponen cierta superioridad de los atributos culturales masculinos; que los recursos de poder, los incentivos y la visibilidad del trabajo se distribuyen de manera asimétrica beneficiando a los hombres y donde lo femenino suele estar subordinado y devaluado respecto a lo masculino.

			Si bien numerosas ciudades latinoamericanas cuentan con políticas de género, algunas con planes de igualdad de largo plazo, estrategias integrales e iniciativas innovadoras, la mayoría de los procesos a nivel local suelen estar vinculados a la voluntad política del gobernante de turno, con insuficientes recursos financieros y técnicos para la eficacia de la acción; siguen estando generizados; son débiles o inexistentes mecanismos institucionales para el adelanto de las mujeres, pero sobre todo, enfrentan importantes resistencias por parte de las élites políticas, los partidos y las propias burocracias para impulsar la igualdad de género. 

			¿Cómo es una ciudad amigable a las mujeres? ¿Cuáles son los obstáculos que enfrentan las mujeres -de manera desproporcionada con relación a los hombres- cuando viven la ciudad y de qué manera los obstáculos afectan el ejercicio de sus derechos? ¿Qué deberían hacer los gobiernos locales para mejorar las condiciones en las que viven las mujeres en los municipios y ciudades? Estas son algunas de las preguntas que guían esta investigación. El objetivo es conocer y describir los obstáculos que enfrentan las mujeres en las ciudades, con la intención de explorar los elementos centrales que debería tener una ciudad amigable a las mujeres, así como también identificar buenas prácticas que permitan pensar en una serie de propuestas generales para una “agenda de género” que podría ayudar a los gobiernos locales en la planificación de una “ciudad amigable a las mujeres”. El documento propone al menos 10 elementos que una ciudad debería contemplar para cumplir con esta exigencia y, al mismo tiempo, indica cuáles deberían ser las políticas públicas con perspectiva de género que los gobiernos locales deberían impulsar para cumplir con la igualdad sustantiva y los Objetivos del Desarrollo Sostenible. 

			Este texto cuenta con tres partes. Primero, se identifican y discuten los obstáculos que enfrentan las mujeres cuando buscan vivir en una ciudad que no es amigable con ellas en una serie de ejes centrales como la representación política, la vida en comunidad, servicios públicos, seguridad, el transporte, el ocio, entre otros. Segundo, identifican una serie de áreas de oportunidades respecto a los ejes de acción que podrían impulsar los gobiernos locales para construir ciudades amigables a las mujeres. En ese sentido, finalmente, se propone un decálogo de dimensiones sobre las que se puede trabajar a partir de la “transversalización de género en las políticas públicas” en la gestión municipal.5

			II. OBSTáCULOS QUE ENFRENTAN LAS MUJERES Y QUE HACEN UNA CIUDAD POCO AMIGABLE: UNA DISCUSIÓN TEÓRICA Y EMPÍRICA 

			América Latina se ha caracterizado por ser una de las regiones que más ha excluido a los grupos que integran sus sociedades en términos de género, raza, edad, estratos socioeconómicos, migrantes o etnicidad. Esta exclusión es Interseccional, es decir, cruza diversas aristas al mismo tiempo y da cuenta de una profunda “desigualdad estructural” (Saba, 2016). Esa desigualdad se manifiesta en la existencia de prácticas sociales, prejuicios y sistemas de creencias que hacen que haya grupos en “situación sistemática de exclusión”, donde aunque no existen reglas formales (leyes) que impiden el ejercicio de los derechos o el acceso a las instituciones, hay personas que por el hecho de pertenecer a esos grupos (mujeres, indígenas, personas con discapacidades u otros grupos) enfrentan barreras mayores que dificultan su acceso y ejercicio pleno de los derechos. 

			Las ciudades son espacios donde esa desigualdad estructural se manifiesta con crudeza. El ámbito local es donde las estadísticas nacionales por feminicidio adquieren nombres y rostros, donde los puntos negros de las ciudades están vetados al tránsito seguro de las mujeres, donde las mujeres buscan respuestas y protección inmediata a sus necesidades y temores y, en particular, la economía del cuidado adquiere mayor sentido y relevancia. El hecho de que las mujeres y hombres accedan de manera diferenciada a las instituciones, en el ejercicio de sus derechos, al uso de la ciudad o a la manera en que buscan ejercer el poder en las ciudades afectan el ejercicio de los derechos humanos. No es sólo un problema de cómo se respetan o ejercen los derechos de las mujeres, sino que tiene que ver con el modo en que una sociedad ejerce la igualdad real y los derechos universales de todos los grupos que la integran (Bareiro y Soto, 2015). 

			Henri Lefèvre fue quien en 1968 invitó a repensar las ciudades, cada vez más urbanas y subsumidas al capitalismo. Lefebvre conceptualizó el “derecho a la ciudad”, construyendo un planteamiento político que reivindicaba el buen vivir para todos, buscando hacer de las ciudades un espacio de encuentro colectivo. Una crítica a la aceleración de una urbanización deshumanizada de las ciudades que más tarde comenzó a mirarse desde los prismas de género. El feminismo y las mujeres organizadas desarrollaron aportes teóricos y empíricos en este sentido, poniendo en evidencia las desigualdades y brechas derivadas de la histórica y sistemática exclusión de las decisiones que les afectan (Falú, 2016). 

			Las mujeres enfrentan a diferencia de los hombres barreras políticas, sociales, culturales y/o económicas. Primero, las mujeres no son electas para gobernar las ciudades. Ellas no consiguen acceder en igualdad de condiciones a los máximos cargos ejecutivos y de decisión política en los gobiernos de las ciudades de todos los países. Los datos del Observatorio de Igualdad de Género para América Latina y el Caribe (CEPAL, 2020) evidencian que sólo el 15,5 por ciento de los gobiernos locales (alcaldías, presidencias municipales, intendencias) son ejercidas por mujeres. De los países de la región, Cuba (47,2%) y Nicaragua (42,5%) son los que tienen más mujeres en los ejecutivos locales mientras que el resto no alcanza la masa crítica. Es decir, sus porcentajes son menores al 30 por ciento. (Gráfico 1). Dato que se diferencia de manera significativa con los de concejalas, ya que el porcentaje de electas en este cargo duplica al de los ejecutivos locales (29,8%) (Gráfica 2). 

			Gráfica 1 Porcentaje de mujeres alcaldesas, presidentas municipales, intendentas en 28 países de América Latina y el Caribe
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			Fuente: CEPAL (2020).

			Gráfica 2 Porcentaje de mujeres concejalas electas en 26 países de América Latina y el Caribe
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Fuente: CEPAL (2020).

			Segundo, la estructura administrativa de los gobiernos locales no valora las “áreas de la mujer” en igualdad de criterio que el resto de las áreas. Esta es otra barrera ya que las áreas de la mujer en la burocracia del gobierno local se encuentran desjerarquizadas y no cuentan con presupuesto asignado, capacidad de operativizar propuestas ni tampoco posibilidades de que las mujeres accedan a las áreas de planificación y control económico de los presupuestos. Es más, en algunos gobiernos locales, se crean estructuras administrativas “ad hoc” de manera temporal para encargarlas a las mujeres regidoras con la intención de no entregarles la dirección de las que suelen ser consideradas como áreas importantes y/o estratégicas de las burocracias.6 

			Tercero, las mujeres enfrentan múltiples estereotipos entre los que destacan los vinculados a la idea de que el espacio público es predominio de los hombres mientras el privado debe ser para las mujeres. Esta división entraña además un prejuicio muy fuerte respecto a que “ellas no saben” de lo público y suelen ser juzgadas respecto a si saben y cuánto saben de la cosa pública. Los estereotipos de género son obstáculos actitudinales duros de enfrentar y mucho más de cambiar porque están presentes en los principales agentes de socialización cultural manera en que se educa y en el modo en que los medios de comunicación informan y generan frames sobre cómo son las cosas (Freidenberg, 2018). 

			Cuarto, el trabajo no remunerado y voluntario en la comunidad, en particular en los sectores más pobres y empobrecidos de las ciudades, es realizado por mujeres, producto de la privatización y/o reducción de los servicios públicos y “naturalizado” como extensión del trabajo doméstico - privado asignado históricamente a las mujeres. Quinto, las ciudades reproducen valores patriarcales. Los distintos roles asignados culturalmente a hombres y mujeres han determinado diferentes prácticas tanto en la esfera privada como pública. A pesar de ser las principales responsables del cuidado y las usuarias de los servicios públicos, las necesidades de las mujeres frente a esta función, vital a las comunidades, no han sido concebidas como centrales al concepto de desarrollo humano, y menos aún en la planificación de las ciudades y las políticas públicas para el desarrollo territorial. 

			Las ciudades se han pensado para un sujeto único masculino, blanco, sano y joven y se desconoce un enfoque Interseccional que ponga en el centro la vida cotidiana y que comprenda tres aspectos clave: seguridad, movilidad y economía (Kern, 2020).7 Las subjetividades y experiencias personales, una vez que dejan la excepcionalidad para ser parte de una constante, constituyen una sustantividad que reproduce los imaginarios, alimentados no tanto desde las relaciones privadas, como sí por aquellos culturalmente socializados y normalizados. Las violencias hacia las mujeres, inicialmente reconocidas sólo en el entorno doméstico, representan una extensión de las relaciones de poder y opresión sobre el cuerpo de las mujeres culturalmente propiciadas y acrecentadas en el ámbito privado como consecuencia de la normalización de la ‘intimidad’ como valor inquebrantable de las relaciones familiares. Violencias y opresiones que restan derechos y oportunidades en su desarrollo tanto personal, profesional como político.

			Sexto, las fronteras entre lo privado y lo público no pueden, por tanto, disociarse sin un enfoque de derechos, el cual va más allá de los derechos concretos de las mujeres como mujeres. Es decir, la categoría de género invita a repensar el carácter relacional de las múltiples dimensiones que atraviesan a las personas, en particular de las mujeres, determinadas por su condición de clase, etnia, orientación sexual, entre otros. Cuestiones como la violencia de género, el trabajo de cuidados no remunerado y mayoritariamente asumido por las mujeres, la salud sexual y reproductiva, el mandato de poder, la “dueñidad” (Segato, 2016) y dominación sobre las mujeres, la dependencia económica de las mujeres se mantienen vigentes e interpelados por otras formas de opresión potencializadas por la interseccionalidad (etnia, clase, orientación sexual, edad, territorialidad) y que da luz sobre las condiciones de vulnerabilidad de distintos colectivos ligados a las vidas de las mujeres: pobreza, infancia, tercera edad, personas enfermas y dependientes, entre otras.8

			Las ciudades han sido pensadas y construidas desde una óptica androcentrista, ciega a las necesidades específicas de las mujeres y escasamente sensible a las minorías. Transitar las ciudades, hacer uso de los espacios y recursos públicos, disfrutarlas, vivirlas, y proyectarse en ellas, nunca fue igual para unos y otras. Mujeres, niños y niñas, jóvenes, personas de la tercera edad, con discapacidad, comunidades sexuales diversas, entre otras, enfrentan obstáculos de manera cotidiana (que no enfrentan los hombres) cuando quieren trasladarse, cuando quieren disfrutar, cuando quieren hacer suya la ciudad, la comunidad o el municipio. Las grandes urbes (como Ciudad de México, Buenos Aires, San Pablo, por ejemplo) agravan la presencia de estas barreras y más cuando las políticas urbanísticas, de transportes, de cuidado del espacio público, de intercomunicación no se piensan con perspectiva de género y si bien las mujeres, no son todas iguales, muchas son discriminadas de la misma manera.9 

			La ausencia de mujeres (y de sus intereses progresistas y de transformación de las desigualdades) en las instituciones y en los espacios públicos manifiesta techos u obstáculos en el modo en que se organizan las instituciones; en el modo en que gestionan los gobiernos; en la manera de pensar las relaciones de poder entre hombres y mujeres, así como también traducen fallas sistémicas en el funcionamiento de la democracia y la implementación de las políticas públicas.

			III. ¿QUÉ DEBERÍAN HACER LOS GOBIERNOS PARA CONSTRUIR CUIDADES AMIGABLES CON LAS MUJERES?: PROPUESTAS POLÍTICAS

			Los gobiernos locales deberían transformar con sus políticas las relaciones humanas y hacer que las ciudades sean más amigables con las mujeres, en particular, porque las mujeres tienen derecho a vivir en una ciudad que las cuide. El derecho de las mujeres a la ciudad implica el derecho a vivir libremente la ciudad, a decidir sobre la ciudad, a disfrutar la ciudad, a cambiar los tiempos y los espacios de la ciudad, a crear la ciudad (CEPAL, 2017). ¿Qué sería entonces una ciudad amigable a las mujeres? Las ciudades amigables con las mujeres suponen espacios de convivencia sin restricciones (Tello, 2019). Esto no significa que las mujeres demanden ciudades a su medida, ciudades para las mujeres ni guetos sólo para ellas. Resulta vital reconocer que las mujeres son diversas e integran comunidades diversas.10 

			Una ciudad amigable a las mujeres implica la adopción de las “políticas de transversalización de género” (gender mainstreaming) y su posterior institucionalización a nivel normativo (en las reglas y en las prácticas). Los cambios deben hacerse en el lenguaje, en las políticas y en las reglas (permisos, licencias de paternidad y maternidad); en los horarios, en los presupuestos, en las inversiones, en la infraestructura, en los sistemas de información, en los procesos de trabajo, en la distribución de tareas, en los criterios de ascenso, en las efemérides, en las fiestas (la vida institucional), en los sistemas de incentivos y en los manuales. Esto supone que el género cruza todas las decisiones y acciones del aparato estatal, por lo que se debe garantizar la igualdad de resultados de las decisiones estatales, así como también la inclusión de los intereses y necesidades de hombres y mujeres en el funcionamiento de las instituciones y en la implementación de las políticas públicas. 

			Las ciudades amigables deberían tener al menos diez características. Su identificación puede guiar el trabajo de los gobiernos locales de América Latina. Estas propuestas pueden pensarse como un decálogo, que incluyen las siguientes dimensiones que no son excluyentes entre sí, sino que, por lo contrario, se entrecruzan y complementan: 

			
					Ciudades seguras

					Ciudades cuidadoras

					Ciudades conciliadoras

					Ciudades compartidas

					Ciudades incluyentes y transformadoras

					Ciudades empoderadoras

					Ciudades de reconocimiento a las mujeres 

					Ciudades participativas y planificadas 

					Ciudades libres de estereotipos de género 

					Ciudades con autoridades (des)generizadas

			

			1. Ciudades seguras. En el territorio se dan componentes con un soporte espacial distinto para hombres y mujeres (Massolo, 2005, p. 8) y por tanto se produce una apropiación distinta para unos y otras (Falú, 2013). Para las mujeres, el acceso, uso y disfrute del espacio público está condicionado por el miedo urbano que perciben en su relación con el espacio público como consecuencia del continuum de violencias de género que no distingue ni tiempo ni espacios (Cockburn, 2004). Violencias que van más allá de las que experimentan también los hombres en la ciudad, como la inseguridad ciudadana, la criminalidad o la violencia urbana. La violencia hacia las niñas y mujeres tiene connotaciones de género, lo que significa que las agresiones hacia ellas responden a los estereotipos y roles de género, las relaciones de poder, la cosificación del cuerpo de las mujeres y el mandato de masculinidad (Segato, 2016). 

			Si bien la violencia hacia los hombres puede también enmarcarse en las desiguales relaciones de poder entre hombres y resultar del dañino mandato de masculinidad que les impone demostrar fuerza y dominio sobre los demás, sin embargo, las violencias y crímenes contra las niñas y mujeres incluye, en la mayoría de los casos, agresiones sexuales y demostraciones de “dueñidad” que trascienden el ámbito privado (Segato, 2016). La violencia hacia niñas y mujeres es uno de los principales flagelos de la región. Los informes de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) y de Amnistía Internacional revelan que “cada día mueren en promedio al menos 12 latinoamericanas y caribeñas por el solo hecho de ser mujer” (NODAL, 2017). En el caso de México, de acuerdo con el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en el primer cuatrimestre del 2019 murieron 1,199 víctimas de la violencia machista, lo que significa que cada dos horas y media en promedio, una mujer es asesinada por el hecho de ser mujer ( INFOBAE, 2019).11 

			Asimismo, durante la pandemia del COVID-19 las medidas impuestas por gran parte de los gobiernos para reducir el contagio, vinculadas a la reducción de la movilidad, el confinamiento, así como el cierre de servicios y establecimientos, dieron lugar a un aumento de las violencias hacia mujeres, abuso sexual en niñas, casos de femicidio y femicidios frustrados en el contexto doméstico. De acuerdo con la Comisión Interamericana de Mujeres de la OEA (2020), algunos países y gobiernos locales han reportado un aumento de hasta el 80% en las llamadas a las líneas telefónicas que brindan atención y orientación en casos de violencia. En otros casos, como en Uruguay y Chile, si bien disminuyeron las llamadas a estos números de atención, aumentaron los casos de feminicidio, lo cual da cuenta de las condiciones de control por parte de sus agresores cuando están obligadas a convivir con ellos las 24 horas del día, los siete días de la semana, que junto a las limitaciones para poder realizar una denuncia, deja en desamparo a las víctimas frente a las medidas de contención de la emergencia sanitaria.

			Cifras que alarman y están dando lugar a una cada vez más creciente movilización social que demanda acciones más efectivas para combatir con lo que parece ser, en palabras de Segato (2016), una “guerra contra las mujeres”.12 Ninguna mujer está exenta de ser víctima de una agresión y ninguna medida parece estar resultando eficaz para evitarlo. Probablemente, porque las acciones encaminadas a combatir la violencia machista se han centrado en las víctimas y no tanto en las desigualdades y condiciones subyacentes que conducen a la violencia hacia niñas y mujeres. Paradójicamente, la manera más extendida para prevenir la violencia ha sido mediante la cultura del miedo enseñada desde niñas, lo cual ha supuesto la restricción de las mujeres al espacio público y sus libertades, impactando negativamente también en el ejercicio de sus derechos y oportunidades de desarrollo (Lagarde, 2017; Falú, 2018).13

			Uno de los mayores obstáculos para vivir la ciudad, siendo mujer, es la noche. El drama tiene múltiples caras: acoso sexual, atracos, miedo e inseguridad, menos opciones de movilidad, cambios de rutas y mayores gastos. El planeamiento urbano, y disposición de los servicios públicos, son en este sentido un nudo crítico para la seguridad de las mujeres. El insuficiente alumbrado público por las noches, los callejones sin salida, los baldíos, la escasa frecuencia nocturna de transporte público, las condiciones de inseguridad de los espacios de ocio y la escasa presencia policial en puntos conflictivos de la ciudad son algunas de las condiciones que favorecen la licencia para atacar y agredir a las mujeres en el espacio público. Construir una ciudad segura para las mujeres no es un problema de las mujeres, como así tampoco es un asunto exclusivo de los institutos municipales de las mujeres. Tal como exhorta la Carta por el Derecho de las Mujeres a la Ciudad (2012, p. 207), es un asunto en el que deben involucrarse todos los sectores sociales, hombres y mujeres. 

			Junto a desafíos y recomendaciones recogidos en dicha Carta, a continuación, se exponen algunas propuestas elementales para una ciudad amigable a las mujeres desde la perspectiva de su seguridad:

			
					Diseñar políticas públicas de seguridad urbana que prevengan la violencia ejercida sobre las mujeres y las niñas/os, basadas en nuevas formas de cuidado y protección de las personas, que privilegien un enfoque preventivo y no represivo.

					Diseñar políticas públicas que incorporen la perspectiva de género en el planeamiento territorial, detectando las zonas inseguras para las mujeres para convertirlas en espacios seguros, iluminados, con guardias urbanos, con accesos a puntos antipánico, paradas de transporte seguras, cámaras de seguridad urbanas, entre otros. 

					Integrar la seguridad urbana como atributo del espacio físico en la planificación de la ciudad y los programas y proyectos sectoriales, que promuevan espacios públicos, entornos barriales, centros de las ciudades, calles, periferias urbanas, más seguras para toda la ciudadanía.

					Promover campañas de sensibilización sobre la violencia contra las mujeres en el marco de los derechos humanos, dirigidas a la población en general, involucrando a distintos sectores sociales, a la comunidad educativa y particularmente los medios de comunicación como principales formadores de opinión y potenciales aliados para cuestionar estereotipos culturales que legitiman conductas violentas contra las mujeres.

					Incorporar al sistema de transporte la seguridad física como condicionante de la movilidad de las personas, minimizando situaciones de riesgo y de agresión, en particular, para las mujeres.

					Atender las necesidades diferenciadas de varones y mujeres en los desplazamientos en la ciudad como parte de las políticas de transporte público. En los sectores más pobres se incrementa la exclusión social, aislando las mujeres en sus viviendas y barrios, sin posibilidades seguras de movilidad. Atención concreta a la situación de inseguridad de las mujeres, a partir de la creación de casas de acogida para las víctimas, una línea de emergencia, circuitos sociales de advertencia de riesgos, un servicio de atención psicológica y jurídica, entre otros.

			

			Algunas experiencias municipales para ciudades seguras pueden encontrarse por ejemplo en diversas experiencias como a) el Programa de Seguridad Pública para las Mujeres, liderado por la Secretaría de las Mujeres de la Alcaldía de Medellín (Colombia), articulado con las instituciones del sistema de atención a las violencias basadas en el género;14 b) en Bogotá, el Sistema Integrado de Transporte Público incorpora cámaras de vigilancia en los recorridos nocturnos y en paradas de potencial riesgo para la seguridad de las mujeres y personas con distinta orientación sexual y c) la iniciativa mundial de ONU Mujeres, Ciudades Seguras, a la que se han adscrito los gobiernos locales de ciudades latinoamericanas tales como Ciudad de México, Bogotá, Medellín, Quito, Cuenca, Puebla, e incluye entre otras medidas el desarrollo de diagnósticos para recolectar datos sobre las violencias hacia las mujeres; el desarrollo de políticas y servicios integrales para prevenir y responder eficazmente a la violencia sexual en espacios públicos; la inversión de recursos en la seguridad de las mujeres en espacios públicos a través de una integración de una perspectiva de género en la planeación urbana y el desarrollo social y en la generación de diagnósticos y estadísticas.15

			2. Ciudades cuidadoras. La división sexual del trabajo es tal vez el nudo crítico y primigenio a todas las desigualdades entre hombres y mujeres. Relegadas del espacio público al mundo privado y las responsabilidades reproductivas, las mujeres no solo han sido frecuentemente excluidas de la toma de decisiones públicas, sino también de las oportunidades y de los usufructos del desarrollo. El trabajo reproductivo y no remunerado de las mujeres permanece todavía invisible en la lógica y análisis de impacto de las políticas de bienestar, que todavía siguen centrando su enfoque en las familias, ignorando la carga desigual que tienen las responsabilidades domésticas al interior de estas, lo cual repercute directamente en la disponibilidad y uso de tiempo de las mujeres (Lucas-García y Bayón-Calvo, 2017), que claramente ha condicionado y limitado su participación en el mercado laboral, en la política y su propio bienestar.16

			No obstante, distintos enfoques comienzan a replantear dicha problemática. Por un lado, a través de estadísticas sobre el uso del tiempo, que ponen en evidencia que las mujeres trabajan en promedio hasta 3.4 horas más que los hombres en tareas no remuneradas (ONU Mujeres, 2018), lo cual reproduce las brechas de género que se traducen en la pobreza de tiempo y pobreza económica de las mujeres, dando lugar a un nuevo campo de análisis conceptualizado como ‘economía del cuidado’. Esta perspectiva ha permitido visibilizar las limitaciones de las mujeres con responsabilidades de cuidado frente a las potenciales oportunidades, tanto de crecimiento profesional como incluso para su propio descanso y ocio, restringiendo especialmente su autonomía económica (CEPAL, 2017). 

			El trabajo de cuidado que las mujeres asumen da lugar a que, en caso de que busquen su inserción laboral, sea condicionada a empleos y salarios parciales, precarización en la mayoría de los casos, o al autoempleo, entendidas como opciones viables a la necesidad de conciliar. En otros casos, ha propiciado lo que se ha reconocido como las “cadenas internacionales de cuidado”, donde las mujeres más pobres han decidido migrar a otros países para cuidar a los hijos e hijas de otros/as, mientras ellas dejaban a los suyos bajo el cuidado de las abuelas en sus países de origen. 

			Las familias han evolucionado y los tiempos de las personas y sus vínculos lo han hecho al compás de la revolución tecnológica: relaciones menos presenciales y más conectadas en línea, mayor movilidad migratoria, mayor cantidad de separaciones y un control de natalidad más riguroso por parte de las parejas que evitan concebir familias numerosas, así como la extinción de la responsabilidad tradicional de una hija cuidadora.17 Las personas ya no están tan disponibles para hacerse cargo del cuidado como en tiempos pasados y las responsabilidades sobre este asunto se ha traducido en tensiones aún no resueltas.18 En este nuevo contexto, mientras las mujeres realizaban tal trabajo carecía de valor, mientras que en el minuto que se tiene la necesidad de pagar por este como servicio, resulta caro y hasta imposible de sostener para una familia de ingresos medios. 

			Sin embargo, la responsabilidad sobre el trabajo de cuidados se exarcebó durante la pandemia del COVID-19. De acuerdo con la Comisión Interamericana de Mujeres, el cierre de escuelas, el aislamiento social y las necesidades de atención de personas enfermas, ha aumentado exponencialmente el trabajo de cuidado de las mujeres y, por tanto, las brechas en el uso del tiempo, el trabajo no remunerado por parte de las mismas y, con ello, la desigualdad de género (CIM/OEA, 2020).

			Una ciudad cuidadora implica una serie de desafíos y políticas vinculadas a: 

			
					Repensar la redistribución y corresponsabilidad del cuidado, asumiendo que el Estado y sus administraciones descentralizadas, deben garantizar la responsabilidad del cuidado con especial énfasis en los ciclos vitales y situaciones de dependencia. 

					Desarrollar esfuerzos públicos y sociales para cubrir brechas a través de servicios de proximidad tales como guarderías, educación para la primera infancia, residencias para la tercera edad, servicios de atención a la salud, prestaciones para el trabajo doméstico, servicios públicos de cuidado a domicilio;

					Promover remuneraciones/compensaciones para las personas cuidadoras de larga duración (de personas dependientes). 

					Socializar el deber del cuidado educando a niños y niñas en la corresponsabilidad. 

					Promover garantías para la protección y seguridad social de las personas cuidadoras, trabajadoras domésticas y amas de casa. 

			

			Sin embargo, existen diversas iniciativas públicas más sensibles a esta problemática en crecimiento. Algunos gobiernos locales han llevado este tema a sus agendas de gestión con políticas públicas pioneras que se recuperan aquí a modo de ejemplo como el Plan para garantizar el derecho a recibir y ofrecer cuidados dignamente es el plan estratégico hasta el 2020 impulsado por el Ayuntamiento de Barcelona (España), cuyo eje es la democratización de los cuidados a través de 68 acciones. Entre otras, el impulso de la covivienda, que posibilita formas de convivencia más colectiva; ayudas a la rehabilitación para personas con discapacidad, que facilitan la autonomía en el domicilio; formación que acredite las competencias profesionales de las personas cuidadoras; medidas de conciliación laboral para las personas que están en un proceso de inserción laboral, o la promoción de redes comunitarias.19 También el Programa Nuestros Niños es una propuesta socioeducativa de atención integral que desde 1990 ofrece cuidado integral de niños y niñas de entre 6 meses y 3 años en situación de vulnerabilidad social, y se basa en un modelo de cooperación público-privada entre la Municipalidad de Montevideo, organizaciones de la sociedad civil, organizaciones de carácter sindical y cooperativas (Batthyány, 2017). La iniciativa local más reciente y tal vez más pionera y ambiciosa en este sentido es el Sistema Distrital de Cuidados (SDC) que en 2020 puso en marcha la Alcaldía Mayor de Bogotá, Colombia. El SDC articula numerosos servicios que atienden las necesidades del cuidado de manera corresponsable y está dirigido a brindar soporte a personas que tienen la responsabilidad del cuidado en el hogar, así como acceso a educación continua, apoyo psicológico en caso que lo requieran y servicios que relevan la carga del cuidado para que puedan descansar de estas tareas.

			3. Ciudades conciliadoras. La falta de reconocimiento del trabajo de cuidado ha dado lugar que asimismo se invisibilicen las dificultades que tales responsabilidades suponen para la mayoría de las mujeres. No solo por la restricción al empoderamiento económico de las mujeres que realizan trabajos no remunerados, sino también por la necesidad de ‘hacer malabares’ con el escaso tiempo con el que cuentan. Mientras que para los hombres en general este no es un problema, las mujeres necesitan conciliar familia, trabajo y vida personal. Todavía hoy, las responsables de conciliar son casi en exclusivo las mujeres: son quienes aceptan jornadas de medio tiempo, se incorporan a periodos de excedencia, e incluso abandono de los empleos o la propia carrera profesional con la inherente reducción en sus ingresos. 

			No ha sido hasta hace unos pocos años atrás que dicho desafío se trasladó a las empresas, a partir de lo cual, las más sensibles a la problemática, impulsaron “políticas de conciliación”, que junto a la formalización de las prácticas ya habituales por parte de las mujeres, se ofrecieron nuevas facilidades para la conciliación tales como la flexibilización del horario laboral, permisos para la lactancia materna, reducción de la jornada laboral, excedencias permitidas para el cuidado de los hijos durante la primera infancia, el teletrabajo, entre otras.20 

			En los últimos años, la pregunta sobre quién tiene el deber de conciliar se ha ampliado a la corresponsabilidad, y en el mismo sentido se ha incorporado en el debate a las ciudades. Al hablar de ciudades conciliadoras se pone al centro de la planeación urbana y el ordenamiento territorial la necesidad de facilitar la organización espaciotemporal del trabajo y la vida doméstica para las personas y familias. El objetivo son ciudades más habitables y humanas, sensibles a las necesidades de mujeres y hombres entendidos como sujetos corresponsables tanto en el espacio público como en el privado. Al pensar en ciudades conciliadoras desde el planeamiento urbano, es importante comprender que el componente físico-geográfico está estrechamente vinculado al componente social que, necesariamente, debe incluir el género como categoría de análisis.21 Una ciudad conciliadora va más allá de propiciar políticas de empleo que faciliten la conciliación familiar-laboral. Para lograr una “ciudad conciliadora” los gobiernos locales deben:

			
					Realizar diagnósticos y generar indicadores de género sobre los desplazamientos en la ciudad, a través de estudios de origen y destino de los viajes, con el fin de diseñar políticas de transporte público que respondan a las necesidades diferenciadas de varones y mujeres desde el enfoque interseccional (según edad, situación de dependencia, horarios de uso según género, situaciones de acoso en el transporte público, entre otras). Entre otras medidas, esto podría incluir el replanteamiento de las rutas, la posibilidad de hacer transbordos con el mismo tiquete, horarios conciliadores, la eliminación de escalones u otras barreras que impidan el acceso de sillas de ruedas o carritos de bebé, así como espacios reservados para equipamiento de personas con movilidad reducida (Tello, 2017, p. 249).

					Pensar estrategias para reducir las dificultades para la conciliación y allanar las dificultades a través de políticas de movilidad sensibles al género. ¿Por qué la movilidad? Sea en transporte público o no, los hombres suelen tener recorridos lineales, mientras que las mujeres suelen realizar viajes multipropósito y multidestinos (llevan a sus hijos al colegio, después van a hacer algún trámite, luego van a trabajar, llevan a los hijos a actividades extraescolares, van a hacer las compras, visitan y se ocupan de los mayores, entre otras) y, por ende, paradas múltiples. Otra característica común en la movilidad de las mujeres es que, a diferencia de los hombres, ellas suelen viajar con acompañantes dependientes (hijos, personas enfermas o de la tercera edad).22

					Desarrollar políticas de conciliación conectadas con el cuidado, por lo que una ciudad conciliadora es aquella que además de facilitar la movilidad de las mujeres como principales responsables del cuidado, ofrezca servicios de proximidad (guarderías para la primera infancia, residencias para mayores, escuelas públicas accesibles, centros de salud) que contribuyan a quitar la carga de tal cuidado asignada tradicionalmente a las mujeres, asumiendo que el cuidado es un derecho inherente al mantenimiento de la vida y, como tal, responsabilidad de todos y todas. Por supuesto, también responsabilidad del Estado y sus administraciones en el territorio. 

			

			Algunas experiencias desarrolladas para alcanzar ciudades conciliadoras pueden encontrarse, por ejemplo, en a) la articulación entre PNUD y la Intendencia de Montevideo (Uruguay) se realizó una investigación que puso en evidencia cómo la capacidad para movilizarse es uno de los factores que determinan la disponibilidad de uno de los recursos con que cuentan los hogares: el tiempo. El estudio reveló desigualdades en el acceso al transporte entre hombres y mujeres, y a partir de eso, interesantes conclusiones con base estadística en la necesidad de replantear las rutas, paradas, distancia, encadenamiento de viajes y tarifas, que afectan especialmente la calidad de vida de las mujeres y su disponibilidad de tiempo. (Tello, 2017, p. 23); b) en el Plan Maracena Concilia (España) es una iniciativa del gobierno municipal que persigue abordar la conciliación de manera integral y transversal. Para ello, inicialmente recogió información sobre la situación real en materia de conciliación en todos los ámbitos: familiar-doméstico, educativo, sociolaboral. El Plan incluye acciones de Sensibilización-Formación-Divulgación dirigidas a la población sobre la importancia del trabajo realizado en el espacio familiar-doméstico y la necesidad de repartirlo equitativamente entre hombres y mujeres.23

			4. Ciudades compartidas. Las ciudades, cada vez más urbanizadas, están diseñadas para la optimización de las necesidades capitalistas y poco sensibles a las necesidades humanas. El fomento del uso de automóviles para atender los intereses individuales sobre las necesidades familiares ha dado lugar a una alta congestión vehicular en los trayectos urbanos y, en consecuencia, una cada vez más preocupante contaminación ambiental. Cabe resaltar que son los hombres quienes más hacen uso del automóvil privado, en tanto las mujeres tienden a usar el transporte público, principalmente. A pesar de ello, las políticas de tránsito urbano por lo general priorizan la movilidad de los vehículos particulares, lo cual provoca, por un lado, la congestión vehicular, y como consecuencia de ello, el incremento del tiempo en la movilidad lo cual afecta sobremanera a las mujeres y a las personas ligadas a sus responsabilidades de cuidado. 

			A razón de este planteamiento, las grandes inversiones en infraestructura de caminos orientadas a la eficiencia económica del tránsito vehicular pierden sentido humano cuando no contemplan dignificar la movilidad de las personas en el espacio público desde el enfoque de derechos (Tello, 2018). Desde el enfoque de la movilidad, pensar en “ciudades compartidas” sugiere revisar las asimetrías de género presentes en el acceso, uso, apropiación y disfrute de los servicios por parte todas las personas, ya que la evidencia arrojar importantes brechas en dicho acceso ya se sea hombre, mujer, niño, niña, joven, anciano, anciana, personas con discapacidad o LGTBI. 

			Esto supone eliminar las barreras arquitectónicas a la movilidad de todos y todas desde una perspectiva inclusiva. Supone no solo crear rampas de acceso en aceras y edificios, sino también en el transporte público. Desde el enfoque de seguridad, supone asimismo eliminar las barreras al miedo, especialmente el que experimentan las mujeres en el espacio público; punto ya comentado líneas arriba sobre el alcance de las ciudades seguras. Al plantear la idea de las ciudades amables con las mujeres, indefectiblemente se adscribe el concepto de “ciudad compartida” desde un enfoque que va más allá del binarismo sexual. Se trata entonces, del enfoque de género desde la perspectiva de las mujeres como principales responsables del mantenimiento de la vida.24 Expresar la dignificación del derecho a la ciudad compartida desde los retos de la movilidad, sugiere poner al centro los derechos de los peatones por encima de los vehículos y, en este sentido, los gobiernos locales tienen las competencias necesarias para garantizar y velar por este derecho con medidas coherentes con la realidad de la comunidad local y el flujo vehicular que recorre sus vías. 

			Los gobiernos locales pueden invertir su esfuerzo en ciudades compartidas cuando las conciben como aquellas urbanísticamente diseñadas para la convivencia, la integración y la cohesión social, para lo cual deberían:

			
					Fomentar espacios de ocio compartido, como los parques públicos que combinan zonas de juego para la infancia con espacios de esparcimiento para las personas mayores o personas con movilidad reducida; o cuentan con clubes deportivos públicos. Implica también apostar por el encuentro entre sectores sociales diferentes a través de la instalación de polos destinados al ocio en barrios periféricos, grandes espacios verdes con actividades comunitarias;

					Fomentar actividades de intercambio cultural cuando en las ciudades coexisten expresiones multiculturales, con la intención de fomentar el conocimiento mutuo y la tolerancia. 

					Propiciar programas no formales de intercambio educativo intergeneracional donde abuelos/as y niños/as son los protagonistas. 

					Incluir en los planes de ordenamiento urbano la disposición de medidas de tránsito que faciliten compartir las necesidades de movilidad a través de, por ejemplo, pasos de peatones próximos, sendas peatonales, ciclovías, alquiler público de bicicletas, calles con restricción vehicular, carriles exclusivos para el transporte público o para automóviles de uso compartido y, por supuesto, alternativas de transporte público que garanticen frecuencia, precios accesibles y seguridad. 

			

			5. Ciudades incluyentes y transformadoras. Una de las deficiencias actuales tiene que ver con las dificultades para el acceso a los derechos y a los servicios dentro de las ciudades para las mujeres (por ejemplo, la tenencia de la vivienda). En muchas sociedades aún no se cumplen a cabalidad las leyes que permiten el acceso en igualdad de condiciones a los diversos derechos. Dado que las mujeres no siempre cuentan con posibilidades de autonomía financiera (al dedicarse al trabajo doméstico no remunerado) no suelen cumplir con los criterios de elegibilidad para el acceso a créditos para la vivienda y tampoco a la vivienda subsidiada o subvencionada. Estos presuponen ingresos regulares y empleos formales, mientras que los ingresos de las mujeres provienen de empleos informales e inestables. Una ciudad amigable e incluyente a las mujeres debe eliminar las prácticas culturales y mecanismos que limitan la efectiva aplicación de las leyes. También una ciudad incluyente y transformadora debe procurar ser un espacio para la inclusión de la diversidad, no solo se trata de incluir mujeres en sistemas que continúan siendo patriarcales sino de aprovechar la capacidad transformadoras de poblaciones diversas (mujeres, afros, indígenas, poblaciones con orientación sexual diversa, entre otros). 

			La Carta por el Derecho de las Mujeres a la Ciudad (2012, p. 207) y los posteriores documentos dan pistas respecto a la necesidad de equiparar las condiciones de acceso a la tenencia de la vivienda, así como también a otras dimensiones de la inclusión (como para personas con discapacidad y/o grupos en condiciones de vulnerabilidad) a partir de una serie de acciones concretas:

			
					Revisar los criterios de elegibilidad para el acceso a la vivienda subsidiada o subvencionada por parte de las mujeres que no cuentan con ingresos formales. 

					Programas de inclusión para personas con necesidades especiales y/o otros grupos en condiciones de vulnerabilidad.

					Talleres de discusión sobre las diversidades y la mejor manera de inclusión de dichas demandas en las políticas públicas. 

			

			Algunas experiencias comparadas dan cuenta de los avances en esta materia como, por ejemplo, sería el Proyecto Por una ciudad incluyente y sin barreras, de la Alcaldía Mayor de Bogotá, incluye un componente dirigido a ofrecer un acompañamiento psicosocial (a través de profesionales de psicología, trabajo social, terapia ocupacional, fonoaudiología, fisioterapia y otras especialidades) tanto a las personas con discapacidad como a sus cuidadores y cuidadoras (Dalmazzo, 2017).

			6. Ciudades empoderadoras. La permanente omisión de las necesidades específicas de las mujeres ha colocado sus intereses estratégicos al borde de las políticas de desarrollo económico de los territorios, lo cual no solo ha repercutido negativamente en la anhelada sostenibilidad del progreso de los pueblos y naciones (al subestimar y excluir las contribuciones de la mitad de las poblaciones) sino también en la autonomía y el empoderamiento de las mujeres. 

			Los Objetivos de Desarrollo Sostenible han incorporado este desafío transversalizando el enfoque de género para el logro de toda la agenda, en el entendimiento de que no puede haber desarrollo ni sostenibilidad sin contar con las mujeres. Y esta es una deuda histórica de la promesa de progreso de las ciudades para con las mujeres. Las cualidades de atracción y competitividad de las ciudades no pueden agotarse a las oportunidades económicas de los hombres y su bienestar. Además de ofrecer condiciones de ‘calidad de vida’ a las personas y las familias -como se promueve a través de ciudades cuidadoras, conciliadoras, compartidas y seguras-, las ciudades deben ofrecer también a las mujeres oportunidades para su empoderamiento personal y colectivo. Pensar en ciudades empoderadoras para las mujeres sugiere el desafío de que la política pública deje de pensar en ellas como simples beneficiarias para, en cambio, reconocerlas como sujetos políticos y sujetos de desarrollo en todos los ámbitos, con especial atención al económico y al político como espacios claves de poder. 

			Los gobiernos locales tienen la responsabilidad y el reto, no solo de garantizar la igualdad de oportunidades, sino el empoderamiento efectivo de las mujeres para la igualdad sustantiva. Y esto pasa por líneas de acción dirigidas a:

			
					Generar oportunidades de empleo para las mujeres, no sólo enfocadas a promover la autonomía económica de las mujeres sino también fomentando su empoderamiento, en cada campo donde participen. Por supuesto, las oportunidades, para impactos más sostenibles, deberían ser sensibles a las necesidades de conciliación de las familias.

					Promover la inclusión financiera con perspectiva de género, garantizando el acceso al crédito por parte de las mujeres con proyectos productivos y apoyando y fortaleciendo sus talentos individuales y colectivos, a través del apoyo a propuestas asociativas, como las cooperativas. 

					Promover y apoyar la participación de las niñas en el área de las ciencias y la tecnología, como campos estratégicos de conocimiento y desarrollo en el actual milenio.

					Apoyar a niñas y jóvenes talentosas a través de becas, en las ciencias, en el deporte, el arte y el liderazgo social. 

					Fomentar de la participación laboral de las mujeres en profesiones tradicionalmente masculinizadas, como las ingenierías, la economía o, incluso oficios como los bomberos.

					Apostar por el fortalecimiento de capacidades para mujeres potencialmente líderes, tanto en el ámbito político como en el sector empresarial.

					Ampliar los espacios de participación en el poder por parte de las mujeres, sin retóricas simuladas. Se trata de ejercer el poder real, de que las mujeres que finalmente tienen la oportunidad de estar en el poder puedan ejercerlo.

					Fortalecer el empoderamiento en clave de género, para que quienes estén en los espacios de poder, sean hombres o mujeres, tomen decisiones comprometidas con la agenda de la igualdad y que ‘no dejen a nadie atrás’. 

			

			7. Ciudades de reconocimiento a las mujeres. Las ciudades no reconocen a las mujeres, por el contrario, las invisibilizan: los monumentos, los parques, las calles, los puentes, los edificios suelen tener nombres masculinos. Un estudio da cuenta de la ausencia de calles con nombres de mujeres en Quito (Ecuador), donde sólo el 3% de las vías reconoce a una mujer.25 Una situación similar ocurre en la Lima, ya que, de sus más de 13 mil calles, el 28.7% llevan nombres de hombres y un 3.3% son de mujer. En Ciudad de Buenos Aires (Argentina) también el dato es del 3%, ya que sólo 98 de las 2208 calles porteñas tenían nombre de mujer en 2018, lo que significa que el 40 por ciento de los distritos (18 de 48) no poseen referencias a mujeres. Sólo un barrio es completamente feminista (Puerto Madero), ya que la totalidad de sus calles, parques y puentes tienen nombre de mujeres, de revolucionarias y heroínas, líderes políticas, militantes de la política femenina local, activistas sociales, defensoras de derechos humanos, artistas o profesionales destacadas.26 

			Las mujeres necesitan reconocerse en la narrativa, en la memoria de las ciudades y en el paisaje urbano para reforzar su identidad con la ciudad, clave en la construcción de ciudades compartidas (Durán, 2007). En ese sentido, con el fin de contribuir a recuperar la historia visibilizando las contribuciones de las mujeres y nombrándolas parte del patrimonio de las ciudades, los gobiernos locales pueden entre otras medidas:

			
					Promover la inclusión de mujeres en las nomenclaturas de los espacios públicos (calles, puentes, parques, monumentos, entre otros) como una manera de reconocer y visibilizar el papel de las mujeres en la sociedad. 

					Fomentar el uso de un lenguaje inclusivo y no sexista, procurando especialmente protocolos para el manejo de la información y la comunicación pública.

					Incluir acciones afirmativas en la contratación pública de proveedores culturales, para propiciar elencos mixtos, o integrados y/o dirigidos por mujeres, considerando que este es un espacio que, una vez remunerado, es predominantemente masculino. 

					Fomentar pactos interinstitucionales para que en los distintos eventos (sociales, académicos, culturales, deportivos) se garantice siempre la presencia y representación equilibrada de mujeres especialistas, en línea a la agenda #NoSinMujeres. 

			

			8. Ciudades participativas y planificadas. Una manera alternativa en la planeación de las ciudades, más allá de la lógica patriarcal, es revisar el modo en que se pueden impulsar políticas públicas que permitan planificar las ciudades con perspectiva de género, atendiendo al menos tres de las prácticas que impulsa el municipalismo (Roth y Shea Baird, 2017): a) la elaboración abierta y participativa de propuestas programáticas desde abajo, contando con la inteligencia colectiva de la ciudadanía; b) una estructura organizativa relativamente horizontal (por ejemplo, basada en asambleas de barrio) que oriente las acciones de los/as representantes electos y c) el impulso de la tensión creativa entre el dentro y fuera de las instituciones locales.27

			En este esquema, resulta fundamental que las mujeres participen en los espacios de planificación de las ciudades. Los datos dan cuenta de que ellas suelen estar ausentes de las decisiones vinculadas a la planificación territorial y urbana; y de que cuando lo están les cuesta participar de manera transversal, como parte de un proceso de inteligencia colectiva y horizontal, debido a la estructura decisional tradicional de características jerárquicas. Siguiendo como base a la Carta por el Derecho de las Mujeres a la Ciudad (2012), las políticas que los gobiernos locales deberían contemplar para generar ciudades más amigables en términos de participación y planificación serían: 

			
					Generar condiciones que permitan formular y reforzar políticas y prácticas para promover la plena participación y la igualdad de las mujeres en la planificación de los asentamientos humanos y en la adopción de decisiones (Hábitat II, 2012, p.46 e).

					Facilitar la participación de las mujeres en la gestión del presupuesto y el control de las inversiones y del gasto público, que debe ser expuesto con transparencia, dando publicidad de la distribución de los recursos, a bien de constatar que los intereses y demandas de las mujeres estén contemplados. 

					Generar estructuras de toma de decisiones horizontales, colaborativas, con la posibilidad de que las propuestas de la ciudadanía “lleguen” a quienes toman las decisiones a nivel de barrios y municipio. 

			

			9. Ciudades libres de estereotipos de género. Una ciudad que permite actividades, imágenes e ideas que denigran a las mujeres, que las estigmatizan o las hacen parecer inferiores frente a la valoración que se hace de los hombres, es una ciudad que facilita la reproducción de estereotipos de género, es decir, creencias, imágenes e ideas generalizadoras y socialmente compartidas que se consideran propiamente femeninas (o masculinas) y que guían la formación de ciertas expectativas, evaluaciones y formas de ser en torno a la conducta esperada de los individuos (García Beaudoux, 2017, p.37). Las personas de cada género suelen ser percibidas de una determinada manera, en función de una serie de roles, de lo que se espera que ellas hagan y de cómo se considera que ellas deben comportarse en la vida familiar, en la política, en la vida profesional o en la relación con los demás (Eagly, 1987). 

			Ese modo normalizado de construir espacios de poder y de dar significados a discursos supone un profundo sesgo sexista, reproduciendo “símbolos genéricos de la pericia” (Kantola, 2008), es decir, ideas que hacen pensar que el expertise es predominio de los hombres, que ellos están más capacitados, que su liderazgo es el más exitoso y que, por tanto, el espacio público debe ser colonizado por (y para) los hombres. Las ciudades, desde sus autoridades, burocracias e instituciones, como parte de un nuevo proceso de socialización que feminice a la política, deberían trabajar para evitar reproducir esas formas estigmatizadas de percepción de la realidad. En este sentido, eliminar los estereotipos de género supone promover valores y prácticas anti patriarcales que erradiquen el predominio de los estilos ‘masculinos’, que suelen subordinar a las mujeres y también implica cambiar las formas de la política y enfocar la atención directamente en las prácticas donde se reproducen los roles de género (Roth y Baird, 2017). 

			Una ciudad libre de estereotipos de género debería contemplar las siguientes acciones:

			
					Promover programas y actividades deportivas que incluyan a las niñas y mujeres en disciplinas tradicionalmente masculinizadas, y viceversa. 

					Erradicar tradiciones que contribuyen a la cosificación de las mujeres y el culto a la imagen, como la elección de reinados de belleza para, en su lugar, destacar el talento de las mujeres y reconocerlas como ‘embajadoras de la ciudad’, tal como algunas iniciativas ya lo han hecho.

					Realizar campañas de sensibilización, dirigidas tanto a la población, como a las instituciones, con el objeto de promover valores de igualdad sustantiva e inclusión, libres de sexismo y de “símbolos genéricos de pericia” vinculados a los hombres.

					Fomentar nuevas masculinidades a través de talleres de y para hombres, buscando deconstruir con ellos los mandatos tóxicos de dominación, violencia y misoginia. 

			

			10. Ciudades con autoridades (des)generizadas. Cualquier ciudad amigable a las mujeres requiere de autoridades con perspectiva de género, es decir, sensibles a las diversas aristas que cruzan la vida de las mujeres y capaces de impulsar las transformaciones que son necesarias. En ese sentido, urge eliminar los estereotipos de género y las barreras actitudinales que dificultan que las autoridades encargadas de tomar decisiones suelen reproducir desde los gobiernos locales. 

			Algunas de las medidas a impulsar para contar con ciudades con autoridades que impulsan la perspectiva de género serían, por ejemplo, 

			
					Generar espacios para discutir la manera en que se pueden impulsar maneras más colaborativas, dialogantes, horizontales los procesos de toma de decisiones a nivel local.

					Desarrollar talleres de formación con perspectiva de género para autoridades de alto nivel, staff, e incorporación de procesos para tomar decisiones conscientes de las diferencias de género.

					Impartir cursos de capacitación para aprender cómo transversalizar la perspectiva de género en las políticas públicas y en las instituciones locales, tanto para hombres como para mujeres. 

					Generar diálogos con la ciudadanía que permita fomentar nuevas formas de hacer política basadas en una democratización más inclusiva del poder, la política municipal y las políticas públicas. 

			

			IV. REFLEXIONES PRELIMINARES

			Las ciudades pueden ser amigables a las mujeres. Y el asunto puede favorecer a sus habitantes. La participación de mujeres políticas, funcionarias, jueces y legisladoras, comprometidas con las demandas de género, perfecciona el funcionamiento de la democracia, equipara las condiciones de igualdad entre los sexos y hace más inclusivos a los sistemas políticos en general. Las ciudades pueden beneficiarse de la incorporación de las mujeres en los espacios de toma de decisiones en sus gobiernos locales. En ese sentido deben procurar reconocer e implementar los compromisos contraídos con las mujeres en los diferentes convenios internacionales como la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, 1979), y las distintas conferencias Mundiales de las Mujeres de Naciones Unidas, Medio Ambiente (1992), Beijing (1995), Hábitat (1996), que son el andamiaje jurídico y social que ya se aprobó como parte de los diálogos entre los gobiernos y la sociedad civil, con la participación de organizaciones de mujeres y feministas en torno a la ampliación de los derechos de la ciudadanía. 

			Los gobiernos locales pueden revisar las recomendaciones de buenas prácticas que se encuentran descritos en diversos instrumentos internacionales como la “Carta Europea de la Mujer en la Ciudad” (1995), la “Carta Internacional por el derecho de la mujer a la ciudad” (2004), la “Declaración de Aguascalientes: Los territorios locales desde la perspectiva de género” (2013) y, más reciente, “Declaración de Santiago: Mujeres, Ciudad y Territorio” (2016), los que recogen el consenso internacional en torno a las principales barreras al derecho de las mujeres a la ciudad desde la perspectiva de género.28 En ese sentido, los gobiernos deberían hacer efectiva la transversalización de la perspectiva de género en las decisiones, en las instituciones y en las leyes locales; feminizar las normas, los valores compartidos, las prácticas, poniendo en escena en igualdad de condiciones a hombres, mujeres y otres; asignar recursos de manera participativa, transversal y colaborativa, favoreciendo espacios de diálogos y discusión con la comunidad para la efectivización de esos derechos así como también hacer público y transparente las metas y los logros conseguidos de manera de poder ir evaluando los avances realizados en las transformaciones necesarias para convertir a las ciudades latinoamericanas en espacios amigables a las mujeres. 

			Sin embargo, dadas las persistencias y desafíos para avanzar en la igualdad de género a nivel de la política municipal -territorios en los que se concretarían los consensos y avances internacionales y regionales para mejorar la calidad de la gobernabilidad democrática y la acción política hacia la igualdad de género-; conocer, sistematizar y difundir, experiencias para la construcción de un modelo de ciudad incluyente y transformadora, generando instrumentos de conocimiento y monitoreo, ayudarían a garantizar más el avance en la igualdad y los derechos de las mujeres. 

			Los gobiernos locales pueden mejorar el modo en que gestionan las ciudades de cara a cumplir también con la Agenda 2030 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Una estrategia posible para incentivar el trabajo de los gobiernos de las ciudades sería promover un Sello para las Ciudades Amigables con las Mujeres con la intención de contribuir en la homologación de los indicadores que resultan necesarios para mejorar los estándares de evaluación de las ciudades amigables a las mujeres. A partir de recomendaciones y evidencias, se trataría de construir un modelo de evaluación para los gobiernos locales, ofreciendo un marco orientador e instrumentos para la gestión local que aporten elementos de referencia que permitan profundizar en una gobernanza local democrática garante de la igualdad sustantiva. Esto contribuiría a instalar una cultura de mejoramiento continuo de los procesos de gestión inclusiva de los municipios, basada en la autoevaluación y el reconocimiento y verificación de los logros intermedios de gestión que vayan alcanzando los municipios, así como también facilitaría la aplicación de planes o iniciativas de mejora como práctica permanente, lo que en consecuencia redundaría en un impacto equitativo de la gestión municipal en la vida de sus vecinos y vecinas.
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						1	 Los Objetivos del Desarrollo del Milenio (ODM) son una iniciativa de Naciones Unidas, impulsada en 2000 con la Declaración del Milenio y firmada por 189 países. Los ODM integran 8 objetivos y 21 metas cuantificables que se supervisan mediante 60 indicadores específicos. 
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						3	 Se entiende como feminización de la política tanto una mayor representación descriptiva de las mujeres como una transformación de la manera de hacer política y en los resultados de sus decisiones (representación sustantiva). La misma supone romper con las lógicas masculinas que tienden a premiar estilos que no están tan extendidos o no son tan populares entre las mujeres, como la competición, la generalización y la jerarquía. No significa, ni mucho menos, entender la superioridad de lo femenino sobre lo masculino, sino simplemente buscar armonizar las maneras y las propuestas en el marco de la igualdad sustantiva. 


						4	 Esto no es una cuestión menor. Si bien la Declaración Universal de Derechos Humanos y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, aprobadas en 1948, tenían ya incorporados como valores básicos el respeto de los derechos para todas las personas, no incluían de manera directa y explícita los derechos de las mujeres.
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						6	 Ver por ejemplo las Regidurías de Panteón o de Limpieza de Aguas Negras en diversos municipios de Oaxaca que se rigen por sistemas normativos indígenas. 


						7	 Fonseca explica que todo comienza por ignorar el valor del cuidado y las labores cotidianas que suelen hacer las mujeres. Y también pasa por subestimar e invisibilizar las opresiones que se dan alrededor de los roles tradicionales de género. Una ceguera amparada en la falsa idea de universalidad de los derechos y la neutralidad de las políticas (Kern, 2020). 


						8	 “Nombrar lo personal en clave política convirtió preguntas, angustias, incertidumbres y desconciertos personales en propuesta colectiva política, alimentando una acción transgresora de los límites impuestos por una forma de conocimiento y aprehensión de la realidad social, y abriendo con ello un terreno subjetivo fundamental en los procesos de cambio” (Vargas, 2007, p. 23). 


						9	 “...las mujeres no somos todas iguales pero algunas somos más iguales que otras y las mujeres jóvenes, las indígenas, las desplazadas, las migrantes, las afrodescendientes, organizadas o no, han quedado fuera de la toma de decisiones públicas que afectan sus vidas” (Declaración Redes Feministas de A. Latina. CEPAL, México 2004).


						10	 Una ciudad amable desde la perspectiva de género implica pensar en las necesidades de todos y todas, tal como sugiere la Nueva Agenda Urbana aprobada en Quito en 2016. Declaración aprobada por los Estados miembros para su adopción en la tercera Conferencia de las Naciones Unidas sobre vivienda y desarrollo urbano sostenible (Hábitat III. Quito, 2016).
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						12	 Por ejemplo, las movilizaciones argentinas de “NiUnaMenos” o las recientes marchas realizadas en México en contra de la violencia. 


						13	 Culpabilizar a las mujeres por las agresiones sufridas tampoco ha contribuido a evitar el aumento de las violaciones, feminicidios y la exacerbación de la brutalidad de los crímenes (violaciones múltiples, violaciones con empalamiento, atentados con agentes químicos, fuego en carne viva, cuerpos descuartizados, entre otras) sino que más bien ha dado lugar a desviar la atención del problema elemental: un sistema patriarcal y misógino que trasciende las relaciones humanas y ha permeado incluso el ordenamiento urbano y las instituciones.


						14	 El Programa incluye casas de acogida para las víctimas, una línea de emergencia, circuitos sociales de advertencia de riesgos, un servicio de atención psicológica y jurídica en territorio, y la creación del Consejo de Seguridad Pública de las Mujeres como instancia de articulación institucional


						15	 Algunas ciudades europeas prevén paradas personalizadas para los recorridos nocturnos de los servicios de transporte público, dirigidas a reducir el tramo que la mujer tiene que recorrer sola y de noche desde que se baja del autobús hasta su domicilio o el lugar al que se dirija.


						16	 Aún cuando existe una mayor empleabilidad de las mujeres en el mercado laboral, éstas continúan siendo las principales responsables del trabajo no remunerado al interior de los hogares, revelando la aún latente y desproporcional organización social del cuidado. 


						17	 Hasta hace poco tiempo era tradición familiar que una hija se quedara soltera para ocuparse del cuidado de sus padres durante la vejez. Algunas culturas indígenas mantienen esta costumbre: es el caso de las muxes, en el Istmo de Tehuantepec, en el estado mexicano de Oaxaca. Las muxes son hijos varones en roles tradicionalmente femeninos, educadas para ser trabajadoras y buenas cuidadoras de sus progenitores en la vejez.


						18	 “En las próximas décadas se agudizará el proceso de envejecimiento de la población de la región y, por lo tanto, se incrementará la carga de cuidado de las personas adultas mayores, los enfermos crónicos y las personas con alguna discapacidad, y aumentarán los costos de la atención de la salud y los sistemas de pensiones” (Estrategia de Montevideo).


						19	 Disponible en: https://www.barcelona.cat/infobarcelona/es/plan-para-garantizar-el-derecho-a-recibir-y-ofrecer-cuidados-dignamente_511803.html 


						20	 Políticas que empezaron a ser garantizadas a través de los estatutos de trabajo impulsados por los sindicatos de algunos sectores. Algunas pocas empresas más vanguardistas comenzaron a ofrecer guarderías dentro de las propias instalaciones para facilitar la conciliación. En cualquier caso, las que se adscribieron a estas facilidades fueron en su mayoría mujeres, dando cuenta, nuevamente, que a pesar de los distintos instrumentos ofrecidos para la conciliación, poco se han transformado las relaciones privadas en torno a la corresponsabilidad. 


						21	 En este sentido, las ciudades diseñadas zonificando áreas desvinculadas entre sí han contribuido a la fragmentación social por un lado, y, por otro, a la ineficiencia en el uso y apropiación de las ciudades por parte de la ciudadanía en general, y de las mujeres en particular. Como propuesta, Sancho Martínez (2017, p. 26) plantea “la necesidad de evitar la zonificación y promover una ciudad compacta y mixta, que es multifuncional y no tiene una zonificación excesivamente marcada, para ser, así, más sostenible y conciliadora”. 


						22	 La ausencia de reconocimiento sobre los recorridos de las mujeres, principalmente vinculados a las cadenas de actividades y responsabilidades domésticas-laborales, ha dado lugar a que las rutas del transporte público complejicen y aumenten la cantidad de tiempo destinada a los traslados de las mujeres quienes, además, se ven más expuestas a la inseguridad asociada a la movilidad urbana. Si además estos recorridos tienen lugar en el entorno rural, la movilidad de las mujeres es todavía más difícil, y en no en pocos casos, imposible.


						23	 Paralelamente, involucrando a las empresas y a la sociedad en el desafío de la conciliación a través de Pactos para la Corresponsabilidad, fomentando acuerdos que sustenten un modelo de familia y de empresa corresponsable, promocionando las experiencias ya existentes y dotándolas de reconocimiento social. Al mismo tiempo, el Plan procura recursos y servicios para la conciliación: reorganizando, adaptando y creando servicios de atención a menores y personas dependientes que posibiliten la conciliación de la vida personal, laboral y familiar de la ciudadanía.


						24	 Las mujeres son quienes, de forma normalizada, se preocupan por las necesidades específicas de sus hijos e hijas, de los abuelos y abuelas, de la juventud, y de las personas con discapacidad a su cargo, incluso por encima de sus propias necesidades e intereses como mujeres. 


						25	 “De las 11 696 vías que tiene Quito solo 389 (3,3%) llevan nombres de mujeres insignes, cantidad mucho menor a las 3 612 (30,8%) que tienen nombre de ilustres varones”. El Comercio, “Solo el 3% de las calles de Quito tiene nombre de mujer; una propuesta busca reconocer a Tránsito Amaguaña”, publicado el 1 de septiembre de 2019. Disponible en: https://www.elcomercio.com/actualidad/porcentaje-nombres-mujeres-calles-quito.html [Consulta realizada el 1 de septiembre de 2019, a las 18:00 hs.].


						26	 “Los barrios con menos perspectiva de género y que únicamente tienen calles con nombres de varón son 17 (de 48): Almagro, Balvanera, Belgrano, Boedo, Monserrat, Monte Castro, Parque Chas, Parque Patricios, Paternal, San Cristóbal, San Telmo, Versalles, Villa del Parque, Villa Luro, Villa Ortúzar, Villa Real y Villa Riachuelo [...] Con 27 arterias femeninas que remiten a heroínas y revolucionarias, en las calles de Puerto Madero se mezclan, sin preferencias o clases, las pioneras de la militancia política femenina local, las activistas sociales, las defensoras de los derechos humanos, las artistas, las profesionales destacadas y las líderes argentinas y del continente americano”. En Sección Ciudad. “Sólo 98 calles de 2208 tienen nombres de mujeres”, publicado el 5 de febrero de 2018. Disponible en: https://www.seccionciudad.com.ar/solo-92-de-las-2208-calles-porteas-tienen-nombres-de-mujer-aid34469.html [Consulta realizada el 1 de septiembre de 2019, a las 18:30 hs.].


						27	 “El municipalismo entiende que la capacidad de acción institucional depende de una sociedad organizada fuerte en la calle, que empuje desde la ciudadanía y los movimientos sociales. Por eso, defiende tanto la ‘presión desde fuera’, como la apertura de mecanismos de decisión realmente democráticos en las instituciones locales. Y, por último, la exigencia de que los gobiernos locales no sean simplemente el último escalón inferior de la administración estatal, sino espacios de autogobierno. Así entendido, el municipalismo se practica no solamente en las ciudades grandes, sino también en unidades más pequeñas, que pueden ser tanto distritos o barrios, como municipios más pequeños” (Roth y Shea Baird, 2017).


						28	 Los gobiernos locales han ratificado compromisos para con las mujeres en la Declaración Mundial de IULA sobre las Mujeres en el Gobierno Local (1998); la Declaración del Congreso Fundador de “Ciudades y Gobiernos Locales Unidos” (París 2004) y la Carta por el Derecho de la Mujer a la Ciudad (2012), que busca enfatizar los desafíos pendientes para lograr ciudades más equitativas y democráticas. Esta Carta se fundamenta en la Carta Europea de la Mujer en la Ciudad (1995) y en las declaraciones del Encuentro “Construyendo Ciudades por la Paz” y la Declaración de Montreal sobre la seguridad de las mujeres (2002).






¿LAS MUJERES TIENEN DERECHO A LA CIUDAD? CONSTRUCCIÓN DE LA IGUALDAD DE GÉNERO EN LA CIUDAD DE MÉXICO

			Karolina Monika Gilas, ORCID: 0000-0003-4536-9189

			El derecho a la ciudad exige que todas las personas que comparten el espacio urbano tengan las oportunidades de llevar una vida digna y de utilizar, para ello, los espacios y las oportunidades que brindan las urbes. El derecho a la ciudad implica reconocer “el papel que deben jugar las ciudades en la garantía a todos sus habitantes del goce colectivo de la riqueza, la cultura, los bienes y el conocimiento” (Correa, 2010, p. 133), pues la ciudad, como una compleja forma de vida colectiva, que abarca lo político, lo social, lo económico, lo cultural, lo ambiental y lo científico, se torna clave para el ejercicio de los derechos y de la ciudadanía, tanto en lo colectivo como en lo individual, llevando el derecho a la ciudad a su doble expresión: del goce efectivo de los derechos y de la participación activa de todas y todos (Fernandes, 2006, p. 46), a la “mutua construcción entre gobernados y gobernantes” (Correa, 2010, p. 136). 

			La construcción del derecho a la ciudad propuesta por Lefebvre (1968) ha sido objeto de cuestionamientos y críticas por parte de la literatura feminista. La investigación dominante sobre el derecho a la ciudad se basa en la perspectiva patriarcal (Fenster, 2005; Vaiou, 2014; Watt, 2018) e invisibiliza las diferencias en las formas en las que las mujeres y los hombres experimentan la ciudad (Chant & McIlwaine, 2016) bajo sus estructuras generizadas (Bastia, 2018). Como lo señalan Hudons y Ronnblom (2008)

			Aunque las ciudades pueden emancipar a las mujeres al ofrecerles múltiples ventajas en cuanto a las oportunidades educativas y laborales, acceso a la cultura y mayor libertad de control social, al mismo tiempo reflejan las relaciones desiguales del poder en términos de género, clase, etnicidad, sexualidad y habilidad. Incluso cuando el número de las mujeres involucradas en la política, administración, planeación y arquitectura ha incrementado, las normas masculinas siguen guiando la planeación y funcionamiento de las ciudades. Las ciudades son diseñadas, planeadas, construidas y administradas por hombres y para hombres, creando espacios y lugares que perjudican a las mujeres y otras personas que no cumplen con las normas de masculinidad, etnicidad, heterosexualidad y capacidad. (p.73)

			En este contexto es necesario no solo profundizar en la conceptualización del derecho a la ciudad desde la perspectiva de género, sino también identificar parámetros que permitan analizar las capacidades de las mujeres para su ejercicio y aplicarlos al estudio de casos. Para cumplir con este objetivo, en el apartado dos este trabajo parte de la definición del derecho a la ciudad, para realizar su análisis y critica desde posiciones feministas y elaborar una propuesta de su evaluación. En el apartado tres, se lleva a cabo la aplicación de esta propuesta, al realizar el estudio de las condiciones y posibilidades que tienen las mujeres habitantes en la Ciudad de México (CDMX) que, por sus características y fuerte articulación del derecho a la ciudad en su Constitución, es un importante caso de referencia. Finalmente, en el apartado cuatro se concluye acerca de la utilidad metodológica de este tipo de análisis y sobre el ejercicio del derecho a la ciudad de las mujeres que habitan en la CDMX, una de las metrópolis más importantes de América Latina. 

			I. DERECHO A LA CIUDAD EN LA PERSPECTIVA FEMINISTA

			EL DERECHO A LA CIUDAD

			El derecho a la ciudad, postulado por Lefebvre (1968), surge de los cuestionamientos de la realidad social de enajenación y despolitización resultantes de la urbanización moderna. A partir de la crítica marxista y la denuncia de las desigualdades sociales, económicas y políticas, Lefebvre planteó la necesidad de creación de espacios accesibles para todos y de mecanismos de participación ciudadana en la toma de decisiones sobre las ciudades (Molano, 2016). Esta perspectiva implica una redefinición radical de la pertenencia a una comunidad política que, para Lefebvre, no está atada a los requisitos formales de la ciudadanía, sino a compartir —habitar—un mismo espacio. Quienes habitan la ciudad tienen derecho a ella en las dos dimensiones fundamentales: a apropiarse del espacio y a participar en su construcción. La apropiación del espacio de la ciudad implica la posibilidad y capacidad de usar los espacios de la ciudad de forma cotidiana, de vivir, jugar, trabajar, representar y, simplemente, ocupar el espacio. La participación exige que quienes habitan la ciudad tengan el papel central en la toma de decisiones sobre el espacio y la vida urbana, en los ámbitos político, económico y administrativo (Purcell, 2003; Dikec, 2001). 

			La realización del derecho a la ciudad en estas dos dimensiones iba a generar condiciones de mejor calidad de vida para quienes habitan la ciudad y reconstruir a la ciudad como “un punto de encuentro para la vida colectiva” (Lefebvre, 1968, p. 138). La urbe se iba a transformar y retomar sus orígenes democráticos, maximizando la libertad individual a través de la vida colectiva y colaboración social encaminada a aminorar las desigualdades (Borja, 2010). La apropiación y participación efectiva de quienes habitan el mismo espacio debía llevar a profundos cambios en la organización y administración de la ciudad, brindando mejores oportunidades de vida. 

			Sin embargo, las décadas recientes no conllevaron al aminoramiento de las desigualdades denunciadas por el sociólogo francés. Por el contrario, la segregación espacial, el empobrecimiento de la población y las restricciones a la participación política se agravaron notablemente (Do Rio, 2007) y fueron acompañados de otros procesos disruptivos, como reestructuración urbana y la privatización de los espacios públicos (Purcell, 2007). Estos fenómenos condujeron a que la propuesta de Lefebvre fuera retomada, con mucha fuerza, por la academia como un enfoque de análisis de los procesos sociales que ocurren en las ciudades, por las organizaciones civiles como una demanda de reestructuraciones de los espacios y relaciones de poder en las ciudades, y por las organizaciones supranacionales y por los gobiernos como un paraguas para la expresión de las obligaciones estatales de poner mayor atención a los cambios socioeconómicos ocurridos en las aglomeraciones y a las maneras en que estas afectaban las capacidades de desarrollo de las personas29. Con ello, en la articulación del derecho a la ciudad se fortalecieron los elementos relativos a la lucha por la justicia social y en contra de las desigualdades que afectan el desarrollo de las personas en una ciudad y generan su exclusión, como es el caso de las personas de escasos recursos, las personas con discapacidad, las minorías étnicas y los migrantes (Harvey, 2013; Soja, 2008).

			En este contexto, el derecho a la ciudad fue redefinido como una demanda de transformaciones sociales y como una exigencia del acceso a los servicios y bienestar en la ciudad, la voz ciudadana en la construcción de la ciudad, la democratización del espacio público y de las decisiones. Esta es la articulación contenida en la Carta mundial por el derecho a la ciudad (Foro Social Mundial, 2005), que articula el derecho a la ciudad en torno al 1) el acceso en condiciones de igualdad a los potenciales beneficios de la ciudad; 2) la participación democrática en la toma de decisiones sobre la ciudad y en el manejo de sus asuntos, y 3) el ejercicio efectivo de los derechos y libertades de las personas. Con esta configuración, las demandas del ejercicio efectivo del derecho a la ciudad lo vinculan a la generación de condiciones adecuadas para que todas las personas que habitan la ciudad: a la vida y la dignidad humana, el acceso y aprovechamiento del espacio público, la movilidad, la seguridad, el acceso a la vivienda y el acceso y utilización de los servicios públicos (Alvarado, 2014, p. 7). La ciudad aparece como un espacio colectivo en el que es posible la realización de la voluntad colectiva (Borja, 2003), y donde sus habitantes pueden construir un espacio para vivir con dignidad (Mathivet, 2010). 

			CRÍTICA FEMINISTA DEL DERECHO A LA CIUDAD 

			La visión de Lefebvre de la ciudad y del derecho a esta parten de la crítica marxista a las dinámicas generadas por las prácticas capitalistas y neoliberales que llevaron a la enajenación y despolitización de grandes partes de la sociedad. Este enfoque, centrado en las relaciones de clase, subsumía otras estructuras sociales generadoras de desigualdades, al asumir que con la transformación de las relaciones socioeconómicas iba a generar una sociedad más igualitaria. La lectura feminista del derecho a la ciudad apunta a que esta perspectiva, aparentemente neutral, resulta sesgada e impide modificar las estructuras de género que deben ser identificadas para que puedan ser deconstruidas, a partir de tres ejes analíticos. 

			El primer eje apunta a que la comprensión holística de la vida humana en la ciudad construida por Lefebvre la percibe como un todo, negando “reducir nuestra comprensión de la experiencia en pequeñas fracciones de la vida, como la clase, género, raza, ingreso, hábitos de consumo, estado marital u otros” (Purcell, 2014, p. 145). Esta postura invisibiliza al género como una de las estructuras fundamentales para la construcción de las identidades de las personas (Beebeejaun, 2017, p. 3) y como uno de los factores que define cómo las personas viven la ciudad y en la ciudad. La definición de Lefebvre ignora las nociones del poder y control —que son relacionados con la identidad y con el género—, de ahí que “no desafía ningún tipo de relaciones de poder (étnicas, nacionales, culturales), menos aún las relaciones sexuadas que determinan y afectan las posibilidades de ejercicio al uso y a la participación en la vida urbana” (Fenster, 2005a, p. 219). 

			Otro eje en el cual el derecho a la ciudad invisibiliza al género e ignora las diferencias en su ejercicio por las mujeres y los hombres tiene que ver con la dicotomía privado-público. El concepto lefebvriano de la ciudad y del derecho a esta se limita al espacio público, el que puede ser habitado y compartido por todos. Sin embargo, como apunta la literatura feminista, la actividad de las mujeres tradicionalmente está restringida a lo privado, excluyéndolas de vivir los espacios públicos (Dahlerup, 2018). Incluso, las limitaciones culturales existentes en algunas sociedades y, también, las limitaciones de facto existentes en otras (relacionadas, por ejemplo, con la violencia de género) tienen el efecto de expulsar las mujeres de los espacios públicos como calles o parques (Massey, 1994; Fenster, 1999). En estos contextos la vida diaria en la ciudad planteada por Lefebvre, la experiencia de la ciudad y generación de sensación de pertenencia de sus espacios a través de las rutinas diarias (de Certeau, 2002, p. 284), no está accesible para todas las personas. 

			El tercer eje de crítica feminista refiere a cómo la aparente neutralidad de los espacios esconde las relaciones sexuadas del poder. Las ciudades son generizadas —es decir, reflejan las estructuras y la comprensión social de las relaciones humanas y reproducen los patrones de desigualdad de género (Thelen, 1999, p. 386; Acker, 1992)— y su análisis, al igual que el análisis del ejercicio del derecho a la ciudad debe tomar en cuenta las relaciones de género. La ciudad —como espacio y comunidad política— es creada a través de las prácticas sociales y, por tanto, en sí misma es el producto de relaciones sociales y relaciones de poder (Buckingham, 2010). 

			¿En qué sentido y en qué aspectos el ejercicio del derecho a la ciudad es diferente para las mujeres y los hombres? La ciudad, entendida no solo como el espacio físico, sino también como un espacio emocional relacional —con lo que vivir la ciudad trata de inclusión, pertenencia y relaciones sociales—es generizada (Hudson y Ronnblom, 2008, p. 75). En ambas dimensiones del ejercicio del derecho a la ciudad, la de apropiación y participación, aún se mantienen profundas diferencias marcadas por las relaciones de género. En las ciudades modernas se mantienen espacios a los que las mujeres no pueden acceder, por razones culturales, de seguridad, o por su situación personal. Los procesos de decisión sobre las ciudades también siguen dominados por los varones, con lo que las necesidades y experiencias de las mujeres suelen ser ignoradas (Fenster, 2005b). 

			La literatura apunta a que las diferencias en las formas en las que las mujeres y los hombres experimentan la ciudad se centran en los aspectos de seguridad, el uso de la infraestructura pública y del transporte, en la proximidad de los espacios domésticos, laborales y de servicios y en la participación en la toma de decisiones, gobernanza y planeación (Buckingham, 2010). La violencia que las mujeres experimentan en la ciudad es reflejo de las relaciones patriarcales existentes en las sociedades modernas. Los riesgos que implica transitar por los espacios públicos hacen que las mujeres eviten hacer uso de estos, lo que impide que se apropien de los espacios y las hace, inconscientemente, reproducir el dominio masculino sobre el espacio (Koskela, 1999). Deficiencias de transporte público y de la infraestructura, como falta de luz en las calles o inaccesibilidad de los servicios de emergencia, tienen el efecto de dificultar y restringir aún más la movilidad de las mujeres (Tacoli y Satterthwaite, 2013). La dispersión de los servicios que las mujeres utilizan cotidianamente —transporte, escuelas, clínicas, lugares de trabajo— elevan la carga de las tareas de cuidado y entorpecen significativamente el desarrollo de las rutinas de las mujeres (Khosla, 2009). La exclusión de las mujeres de los espacios de toma de decisión sobre la ciudad refuerza todos estos problemas y les impide hacer uso de los mecanismos y las herramientas de políticas públicas indispensables para revertir las desigualdades (Buckingham, 2010). 

			Las formas en las que las mujeres experimentan la ciudad están marcadas, además de su género, por otros factores y características que las hacen susceptibles a contextos de vulnerabilidad o discriminación. Las mujeres no son un grupo homogéneo, por lo que algunas enfrentan mayores y/o diferentes desafíos al desarrollar sus vidas cotidianas en la ciudad (Khosla, 2009). Sin embargo, las deficiencias de los servicios básicos para la población —como agua potable, energía eléctrica, instalaciones sanitarias o transporte público—tienen un impacto mayor en las mujeres que en los hombres, pues en la mayoría de las sociedades las mujeres siguen siendo las responsables primarias del funcionamiento de los hogares. Con ello, la falta de la capacidad gubernamental de proveer los servicios básicos refuerza las estructuras patriarcales e impide a las mujeres ejercer el derecho a la ciudad (Haritas, 2013). 

			El ejercicio del derecho a la ciudad, desde la perspectiva de género, incluye entonces el derecho de las mujeres a vivir libres de violencia y miedo, en sociedades más equitativas, inclusivas y democráticas (Falu, 2010, p. 16). Asimismo, exige el reconocimiento del derecho de las mujeres de participación en la toma de decisiones, en la administración y planeación de la ciudad (Shaw et al., 2013, p. 7). 

			LAS MUJERES TIENEN DERECHO A LA CIUDAD: UNA PROPUESTA DE ANÁLISIS

			La conceptualización del derecho a la ciudad desde la perspectiva feminista apunta a que, en las dos dimensiones de este derecho —la apropiación y la participación— debe garantizarse la igualdad y la capacidad de su ejercicio pleno por parte de las mujeres que habitan a la ciudad. Desde esta perspectiva, la literatura identifica algunos aspectos esenciales que deben ser incluidos en la formulación del derecho a la ciudad para que este abarque, por igual, a las mujeres y los hombres. 

			Diversos trabajos apuntan a que la seguridad es uno de los elementos fundamentales para el ejercicio efectivo del derecho a la ciudad por parte de las mujeres, pues sin la erradicación de la violencia que las mujeres padecen en los ámbitos privados y públicos su capacidad de ejercer cualquiera de sus derechos se ve disminuida. Las mujeres deben sentirse seguras en sus ciudades y en sus casas (Buckingham, 2010; Fenster, 2005b), para poder apropiarse de los espacios urbanos, aprovechar las oportunidades que estos brindan a sus habitantes y para poder participar en las decisiones colectivas. Algunas investigaciones apuntan a que la seguridad debe abarcar también el acceso a la vivienda digna y segura y a la prevención de la situación de calle y de desalojos forzados (Shaw et al., 2013). 

			La seguridad es también un elemento fundamental para el sistema de transporte público. El derecho de las mujeres a moverse libremente por la ciudad exige que los servicios de transporte sean accesibles en términos de costos, de cercanía y de cobertura, y que deben ser un espacio seguro para el uso por las mujeres. La calidad de la infraestructura abarca no solamente la existencia y calidad del servicio que brinde el transporte en sí (metro, autobús u otros), sino incluye a la cercanía de las paradas, la frecuencia del servicio, la adecuada iluminación de las calles y la accesibilidad para las personas con necesidades espaciales (Buckingham, 2010; Shaw et al., 2013). 

			La capacidad de las mujeres de apropiarse del espacio público depende igualmente del acceso que tengan a los servicios básicos de los que depende la calidad de vida. Aquí resultan fundamentales dos características: accesibilidad y proximidad. La accesibilidad requiere que los servicios sean disponibles para las personas, que estas puedan usarlos siempre cuando los necesiten. La proximidad exige que estos servicios estén localizados en la cercanía de quienes los necesitan o los quieren usar (Jouffe, 2010). Por ejemplo, las mujeres deben poder utilizar los servicios de salud. Es decir, contar con el seguro u otros requisitos necesarios para ello, y el acudir a una clínica no debería implicar una travesía de cruzar la ciudad entera. Al ser las cuidadoras primarias en la mayoría de las sociedades, las mujeres están especialmente afectadas cuando el cubrir las necesidades básicas (trabajo, educación, atención a la salud) propias y de sus familias (hijos, personas mayores, personas con discapacidad) requieren desplazarse alrededor de la ciudad, lo que implica dificultades en el acceso y gasto excesivo de tiempo y recursos (Buckingham, 2010). 

			En particular, la ausencia o baja calidad de los servicios básicos resulta gravemente prejudicial para las mujeres. Ellas usualmente son responsables de conseguir agua o fuentes de energía necesarias para actividades cotidianas como la preparación de los alimentos, actividades que tienen altos costos en términos de tiempo y esfuerzo, limitando sus posibilidades de desarrollar otras actividades (laborales, educativas o de esparcimiento). Asimismo, las niñas y mujeres son más vulnerables ante la falta de servicios de sanidad, en especial por las necesidades de higiene y los estigmas relacionadas con la menstruación (UN-Habitat, 2013). 

			Otro elemento fundamental para tomar en cuenta es el acceso al trabajo. Una importante parte de la literatura feminista apunta a que la participación económica de las mujeres es indispensable para la construcción de la igualdad de género (Borchorst y Siim, 2002). Sin embargo, el acceso al empleo sigue siendo altamente desigual y sexuado. En América Latina las mujeres, con mayor frecuencia que los hombres, desarrollan actividades informales (ILO, 2018). Esta situación resulta perjudicial, pues reciben menores ingresos, no cuentan con salarios fijos ni seguridad social y, además, sus empleos son más susceptibles a desaparecer; todo lo anterior las hace más vulnerables a la pobreza, discriminación y abusos (OCDE/ILO, 2019, p. 135). La falta de disponibilidad del empleo —en particular, del empleo formal, estable y que garantice la seguridad social— impide que las mujeres puedan ejercer su derecho a la ciudad, tanto respecto a la apropiación como participación.

			Finalmente, la participación es uno de los pilares del derecho a la ciudad y, además, es la herramienta que permite a las mujeres ejercer influencia sobre las decisiones colectivas y, con ello, en la construcción de una mayor igualdad. Se trata de garantizar el acceso equitativo de hombres y mujeres a todos los espacios de decisión —políticos y administrativos—, así como de la incorporación de las mujeres en los procesos de consulta sobre todas las cuestiones relevantes para el desarrollo de la ciudad y sus habitantes (Bastia, 2018). 

			Con base en la revisión de la literatura, se propone la siguiente operacionalización del derecho a la ciudad en perspectiva feminista a partir de los contenidos específicos que deben abarcar sus dos dimensiones:

			
					La apropiación. La apropiación del espacio urbano implica que las mujeres deben tener las posibilidades de hacer uso de este, de forma cotidiana y segura, y poder aprovechar las oportunidades que la ciudad brinda a sus habitantes. Por ello, en esta dimensión se debe evaluar: 	la seguridad de las mujeres, tanto en el ámbito privado como en el público, que refleja la garantía efectiva del derecho de la vida libre de violencia, a través del análisis de la incidencia de hechos violentos en las que las mujeres son víctimas; 

	el acceso a la infraestructura pública eficiente, en particular a los servicios de agua potable, sanidad, electricidad, en todo el territorio de la ciudad; 

	el acceso al transporte público, que debe ser accesible y eficiente, cubrir con una red extensa al territorio urbano y contar con un diseño que tome en cuenta las rutas con mayor frecuencia utilizadas por las mujeres;

	la disponibilidad del empleo para las mujeres y el nivel de la actividad laboral de la población femenina; 

	el acceso a la educación primaria, secundaria y terciaria de las niñas y mujeres habitantes de la ciudad;

	el acceso a los servicios de salud, a través de accesibilidad y proximidad de las clínicas y hospitales;

	el acceso a los mecanismos de protección de los derechos reproductivos de las mujeres, desde la educación sexual, el acceso a los anticonceptivos y al aborto libre y gratuito. 




					La participación. La participación abarca el involucramiento de quienes habitan la ciudad en la toma de decisiones públicas, en la administración de la ciudad y en la planeación de esta. De ahí que la evaluación de esta dimensión debe tomar en cuenta: 	la proporción de las mujeres que ocupan los cargos ejecutivos, legislativos y judiciales en las autoridades de la ciudad;

	la proporción de las mujeres que ocupan los puestos en la administración pública, en particular los altos mandos; 

	la participación de las mujeres en los procesos electorales y de consulta, así como la existencia de obstáculos a esta participación;

	la existencia y uso de mecanismos especiales dedicados a la promoción de la participación de las mujeres en el gobierno, administración y en los mecanismos de consulta;

	la existencia del presupuesto público etiquetado y la prioridad presupuestal para los proyectos encaminados a la construcción de la igualdad de género;

	la transversalización de la perspectiva de género en la administración pública de la ciudad, y

	la inclusión de la perspectiva de género en las decisiones de planeación de la ciudad, en los aspectos urbanísticos (en especial de vivienda), medioambientales, educativos, laborales, entre otros. 




			

			Esta perspectiva permite un análisis que va más allá del reconocimiento formal de los derechos, sino que pone énfasis en la evaluación del grado de cumplimiento de los elementos que componen el derecho a la ciudad. De igual forma, el enfoque permite incorporar, además de las experiencias y opiniones de las mujeres que habitan la ciudad, la información proveniente de diversas fuentes (documentación oficial, datos estadísticos, información hemerográfica) que ilustra la situación de las mujeres en cuanto a la apropiación y participación en la ciudad. 

			II. LAS MUJERES EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

			La Ciudad de México es una de las metrópolis más importantes de la América Latina. Se trata de una ciudad habitada por casi nueve millones de habitantes30, de los cuales el 52.6% son mujeres (Evalúa CDMX, 2020a, p. 10). Asimismo, se trata de una de las ciudades pioneras en cuanto al reconocimiento del derecho a la ciudad y que cuenta con un régimen constitucional que reconoce amplios derechos políticos, económicos y sociales para su población. Desde hace décadas, la Ciudad ha sido un escenario importante para la movilización de las organizaciones feministas y de mujeres y fue la primera en el país en reconocer el derecho al aborto. 

			Estas características de la Ciudad de México la hacen un caso relevante para el análisis, en particular tomando en cuenta el contexto de la pobreza existente en el país (siete de cada diez personas en condiciones de pobreza multidimensional, la mitad de ellas en pobreza extrema) y en la propia Ciudad (con cinco de cada diez personas, y dos de ellas en pobreza extrema). La CDMX tiene altos niveles de desigualdad socioeconómica, con el coeficiente Gini de 0.68 y con más de la mitad de la población que no está en condiciones de cubrir sus necesidades básicas (Evalúa CDMX, 2020b). 

			En este apartado, para analizar el ejercicio del derecho a la ciudad por las mujeres habitantes de la Ciudad de México (CDMX), se realiza la evaluación de los dos rubros fundamentales para el análisis de este derecho, la apropiación y la participación, para ilustrar los avances y los obstáculos que enfrentan las mujeres habitantes de la CDMX en la realización del derecho a la ciudad. 

			LA APROPIACIÓN DEL ESPACIO POR LAS MUJERES EN LA CDMX

			Conforme a la interpretación feminista del derecho a la ciudad, la apropiación del espacio incluye diversos elementos relativos a las posibilidades y formas en las que las mujeres pueden relacionarse y hacer uso de los espacios urbanos que habitan, en particular la seguridad, el acceso a los servicios básicos y transporte, el acceso a la educación y salud y la disponibilidad del empleo. 

			En este último rubro las mujeres en la CDMX están todavía subrepresentadas. La participación laboral de las mujeres en la Ciudad es de 45% de la población económicamente activa en la Ciudad, frente al 55% de los varones (con las mismas proporciones entre quienes realizan las actividades laborales en condiciones de formalidad e informalidad); es de notar que la tasa de ocupación aumenta en la medida que disminuyen las condiciones de pobreza en las que se encuentran. En promedio, las mujeres jefas de familia reciben ingresos remunerados en 21% menores frente a los varones y la mayoría de ellas recibe ingresos menores a dos salarios mínimos (Evalúa CDMX, 2020a y 2020b). Asimismo, la estructura de ingresos representa la pirámide de género: el 70% de las personas que no reciben ingresos por las actividades que desarrollan son mujeres, mientras que al género femenino pertenecen solamente el 40% de las personas que se ubican en el rango más alto de los ingresos (Evalúa CDMX, 2020a). En caso de la responsabilidad por las tareas domésticas y de cuidado, la estadística muestra una imagen muy tradicional: únicamente 65% de los hombres desempeñan este tipo de tareas, frente al 87% de las mujeres. La distribución de horas agrava esta desigualdad, pues las mujeres dedican al hogar y cuidado un promedio semanal de 41.5 horas, frente a 18 horas destinadas por los varones (Evalúa CDMX, 2020a). 

			En la Ciudad de México, los servicios de seguridad social y de salud no están al alcance del 43.5% y 26% de la población, respectivamente (Evalúa CDMX, 2020b). Las mujeres cuentan con el acceso a la salud ligeramente mayor que los hombres (81% de las mujeres frente al 77% de los hombres) (Evalúa CDMX, 2020a). El aspecto de protección de la salud de las mujeres que destaca en la Ciudad es el acceso a la interrupción legal del embarazo (ILE). Desde 2007 las mujeres tienen el derecho de interrumpir un embarazo durante las primeras 12 semanas de gestación. A pesar de la amplia disponibilidad de la ILE, la incidencia del embarazo adolescente en la Ciudad es alta, con 52 casos por cada mil jóvenes entre 15 y 18 años (InmujeresCDMX, 2018), lo que puede apuntar al acceso insuficiente a la educación sexual y a los anticonceptivos. Existe una enorme brecha en el acceso a la jubilación, prestación con la que cuenta el 71.6% de los varones mayores de 60 años frente a tan solo 26.2% de las mujeres (Gobierno CDMX, 2019). 

			La educación también es sesgada por fuerte desigualdad. Si bien el promedio de escolaridad en la Ciudad es de 11.1 años (dos años mayor que el promedio nacional) y es igual para los hombres y mujeres, el 27% de la población de la CDMX tiene rezago educativo fuertemente asociado con las condiciones socioeconómicas (Evalúa CDMX, 2020a). Los datos evidencian también que, si bien la tasa de mujeres y varones que estudian es similar en todos los niveles educativos, existe una importante brecha de género en la educación superior: las mujeres están sobrerrepresentadas en las carreras de humanidades y artes (195 mujeres por cada 100 hombres) y en ciencias biológicas de la salud (177 mujeres por cada 100 hombres), mientras que su participación es muy baja en el área físico-matemática e ingenierías (con 39 mujeres por cada 100 hombres) (InmujeresCDMX, 2018). Esta brecha de género tiene importantes consecuencias en cuanto a la disponibilidad del empleo y del ingreso de las y los egresados. 

			El acceso a la vivienda en la CDMX es limitado, pues la mitad de la población (el 49.2%) habita en viviendas de baja calidad y/o con espacio insuficiente (Evalúa CDMX, 2020a). En cuanto al acceso a los servicios básicos, quienes habitan la CDMX cuentan con buena cobertura en cuanto a los servicios sanitarios y el drenaje, así como la energía (únicamente el 0.3% de las viviendas no cuenta con el acceso a los servicios sanitarios y el 0.2% de electricidad) (Evalúa CDMX, 2020a). El servicio con mayores deficiencias en la Ciudad es el agua: el 10% de las viviendas no cuentan con el servicio de agua entubada y cerca de la mitad de la población señala que su calidad y suministro son insuficientes. Las deficiencias en al servicio de agua potable están fuertemente asociadas con la situación socioeconómica de las personas, pues las viviendas de las familias de menores ingresos son las que padecen desabastecimiento e interrupciones en el servicio, lo que les obliga a dedicar más tiempo a conseguir el agua (más de 90 minutos a la semana) y a gastar más en ella (Evalúa CDMX, 2020a). 

			Similar es la distribución del acceso a los servicios de infraestructura, en especial de alumbrado público, banquetas y otros espacios para el tránsito seguro. La CDMX tiene importantes insuficiencias en cuanto a la infraestructura básica y en las colonias populares el alumbrado público y las banquetas son escasas (Evalúa CDMX, 2020a). Estas deficiencias reducen la movilidad de las personas, pues transitar por los espacios públicos, incluso cercanos a su casa, y acceder a los nodos de transporte público resulta complicado y riesgoso, lo que genera sensación de inseguridad y desincentiva su uso (Mejía-Dorantes y Soto Villagrán, 2020, p. 5). El propio transporte público es insuficiente para satisfacer la demanda de la población de la Ciudad y de la zona conurbada. La red de transporte, si bien heterogénea y amplia, está concentrada en las zonas en las que se aglomera la mayor parte de establecimientos comerciales y servicios, así como de las oficinas del gobierno federal y local, con lo que condensa el 53% de los empleos formales disponibles en la Ciudad (Evalúa CDMX, 2020a; UN-Hábitat Report, 2015). Esta concentración limita el acceso al transporte y eleva los costos y tiempos (de 3.5 horas en promedio) de los desplazamientos diarios para quienes habitan la ciudad, en particular de quienes viven en las zonas populares, ubicadas en las periferias (Mejia-Dorantes, 2018). Además, el diseño y esquema de operación del transporte público no responde a las necesidades de las mujeres y sus patrones de uso de transporte, concentradas en el desarrollo de las tareas de cuidado (Mejía-Dorantes y Soto Villagrán, 2020, p. 5; SEMOVI, 2019). 

			La disponibilidad y el acceso a los servicios básicos en la CDMX refleja una fuerte segregación socioeconómica y socio territorial, evidenciando grandes desigualdades en función de la zona de la ciudad en la que se habita, el nivel de ingresos y el nivel educativo. Aunque los datos disponibles no permiten identificar con exactitud qué parte de la población femenina está afectada por las deficiencias de los servicios básicos, se puede suponer que las mujeres padecen las consecuencias más drásticas, pues ellas siguen siendo las responsables primarias del funcionamiento del hogar y se ven obligadas a destinar más tiempo y recursos para conseguir los servicios básicos. Los datos apuntan a que las mujeres le dedican el doble del tiempo que los varones a las tareas del acarreo del agua y que la falta de acceso al agua potable aumenta en un 15% el trabajo doméstico realizado por las mujeres (GDF, 2015).

			El problema más grave que enfrentan las mujeres habitantes en la CDMX y que tiene consecuencias más duras para su desarrollo es la violencia e inseguridad, tanto en el ámbito privado como público. Conforme a los datos oficiales, en 2019 se han denunciado 24,522 casos de violencia familiar (Gobierno CDMX, 2020). Asimismo, el 52.6% de las mujeres señalan haber enfrentado violencia de pareja a lo largo de su vida (frente al 43.9% a nivel nacional), el 70.4% reconoce haber vivido violencia en el ámbito laboral, el 37% en el comunitario y el 30.6% en el escolar (INEGI, 2016). En el espacio urbano, la incidencia de violencia contra las mujeres también es muy alta. El 70.8% de las mujeres reportan haber sido víctimas de violencia física y/o sexual (INEGI, 2016). La tasa de feminicidios en la Ciudad es alta, con 73 casos registrados en 2019, el 50% más que el año previo (Gobierno CDMX, 2020). La CDMX es la segunda entidad en el país con más altos niveles de violencia contra las mujeres (INEGI, 2018). 

			El 88.5% de las mujeres han sido víctimas de algún tipo de violencia de género al usar el transporte púbico (SEMOVI, 2019). Es necesario subrayar que los riesgos de movilidad no desaparecen al usar un auto propio, pues en la CDMX son frecuentes asaltos o secuestros de quienes se desplazan en un automóvil o hacen una parada en este. Estos ataques ocurren, incluso, en pleno día cuando los usuarios se detienen en un semáforo en rojo (Mejía-Dorantes y Soto Villagrán, 2020, p. 7). Las medidas implementadas hasta la fecha por los gobiernos de la Ciudad han sido insuficientes y poco efectivas. La segregación por género (vagones del metro o camiones exclusivos para las mujeres) introducida en el transporte público desde 2002 ha sido fuertemente cuestionada por los grupos feministas, por los especialistas en políticas públicas y por la sociedad y, además, han resultado ineficientes en términos de reducción de casos de violencia y acoso sexual (Mejía-Dorantes y Soto Villagrán, 2020, p. 3-4). 

			LA PARTICIPACIÓN DE LAS MUJERES EN LA CDMX 

			La participación es el segundo pilar del derecho a la ciudad y en este rubro la CDMX registra grandes avances (como en la representación política de las mujeres en los órganos legislativos), aunque también enfrenta retos importantes, en particular respecto de la participación femenina en la gestión administrativa y planeación. 

			A partir de la implementación (y paulatino fortalecimiento) de las cuotas de género para la elección de representantes legislativos —y, a partir de 2014, de la paridad de género—, la Ciudad ha registrado un aumento en la proporción de las mujeres que llegaban a ocupar escaños. Entre 1997 y 2018 la representación femenina pasó del 25.8% al 50% (Proyecto #MujeresPolíticas, 2017; IECM, 2018). La integración paritaria del Legislativo es un mandato constitucional para la Ciudad desde 2018, al igual que la integración paritaria del gobierno, de las alcaldías, del Poder Judicial y de los órganos autónomos. Sin embargo, en algunos ámbitos la paridad tiene efectos limitados: si bien el gobierno está encabezado por una mujer e integrado de forma equilibrada, únicamente cuatro de las 16 alcaldías están encabezadas por mujeres.31 En el Poder Judicial, las mujeres ocupan el 37.7% de los cargos de magistraturas y juzgadores (PJCDMX, 2019). 

			Otros aspectos de la participación política de las mujeres muestran aún patrones importantes de falta de equidad. En la integración de la administración pública de la Ciudad, las mujeres son solamente el 36% del personal que labora en la Administración Pública del Gobierno (GDF, 2015). En las estructuras delegacionales la situación es similar y lejana de la paridad (López y Ruiz, 2016) y no hay evidencias de programas o proyectos que pretendan revertir esta desigualdad más allá de la poco eficiente estrategia de licencias de paternidad (INCIDE Social, 2015). 

			Otro de los elementos relevantes que permiten evaluar los avances de las políticas públicas a favor de la igualdad es el presupuesto destinado a los programas de igualdad y la transversalización de la perspectiva de género. En este rubro hubo un importante incremento, con la dedicación de los recursos equivalentes al 37.28% del presupuesto de la CDMX a la “transversalización de las actividades institucionales con el programa especial de oportunidades y no discriminación hacia las mujeres” en todas las alcaldías y dependencias del gobierno. Sin embargo, la estrategia presenta importantes deficiencias: no se identifica en qué consisten las políticas que pretende realizar la administración pública; el incremento de los recursos32 no está acompañado de la información necesaria para identificar los gastos específicos ni para poder verificar que los recursos se empleen para lograr el objetivo señalado ni cuáles hayan sido sus resultados; y no hay información suficiente que permitiera identificar los mecanismos que involucraran a las mujeres en el proceso de planeación y ejecución de dichas políticas (CELIG, 2019). 

			Desde hace varios años la igualdad de género está enunciada como uno de los objetivos estratégicos de los gobiernos de la CDMX, que incorporan los compromisos de adopción de estrategias de transversalización de la perspectiva de género en todos los ámbitos de administración pública (GDF, 2015; Gobierno CDMX 2019 y 2020). Sin embargo, la revisión de los programas de las 20 secretarías con las que cuenta el gobierno de la CDMX evidencia que, si bien cada una cuenta con algún programa específico relacionado con el género o igualdad (como “Mujer Es Innovando” de la Secretaría de Desarrollo Económico o “Cultura por la No Violencia” de la Secretaría de Cultura, entre muchos otros), la mayoría no cuenta no ha desarrollado estrategias o programas institucionales que reflejen los principios de transversalización del género en su operación y realización de sus objetivos (con excepción de la Secretaría de Movilización y Transporte). 

			Finalmente, los programas gubernamentales dirigidos a las mujeres y a atender los problemas específicos que ellas enfrentan resultan deficientes en el cumplimiento de sus objetivos y en la capacidad de generar empoderamiento. La tendencia generalizada es que estos programas se dirijan solo a una parte de las mujeres, sin reconocer la heterogeneidad de sus situaciones y necesidades, y que reflejen las añejas tendencias clientelares, utilizando a las beneficiarias como instrumentos para lograr fines políticos (Evalúa CDMX, 2020c, p. 153). 

			LAS MUJERES QUE HABITAN LA CDMX FRENTE AL DERECHO A LA CIUDAD 

			Ante la evaluación de las condiciones de vida que determinan las posibilidades de participación y apropiación del espacio, ¿las mujeres que habitan la CDMX están en condiciones de ejercer el derecho a la ciudad? La respuesta se puede dar a partir de tres elementos. 

			Primero, a partir de los datos de advierte relativa igualdad entre hombres y mujeres que habitan la Ciudad de México en términos de acceso al empleo, a los servicios básicos, a la educación y salud. Sin embargo, las diferencias existentes, aunque parecen reducidas, tienen importantes consecuencias para el desarrollo de la personalidad de las mujeres y niñas, limitando su capacidad de ejercer el derecho a la ciudad y llevar una vida digna. 

			Segundo, la participación en las decisiones públicas por parte de las mujeres ha mejorado notablemente en los últimos años a partir de la incorporación de reglas específicas encaminadas a lograr la integración paritaria de los tres poderes y órganos del gobierno. No obstante, persisten importantes brechas de género en la integración de la administración pública, mientras que la política de transversalización de la perspectiva de género en todas las decisiones públicas y en el ejercicio presupuestal no se logra aún, lo que limita las posibilidades que tienen las mujeres de definir el rumbo de la Ciudad y que esta sea cada vez más igualitaria. 

			Tercero, y más importante, los niveles de violencia que viven las mujeres habitantes de la CDMX, en los ámbitos privados y públicos, es extremadamente alta y es una barrera fundamental para la realización no solo del derecho a la ciudad, sino de cualquier otro derecho humano. En este contexto, las mujeres de la CDMX no pueden gozar plena y libremente de sus derechos, de apropiarse y de participar en la ciudad, pues la violencia las afecta y las limita en todos los espacios: en la casa, en la escuela, en el trabajo y en la calle. 

			III. CONCLUSIONES 

			El análisis de las condiciones en las que las mujeres habitantes de la Ciudad de México ejercen el derecho a la ciudad en sus dos vertientes, de apropiación y participación, evidencia un escenario complejo y de importantes limitaciones. El acceso a los servicios básicos en la CDMX es insuficiente en el contexto de la pobreza en la que vive la mitad de su población. Las desigualdades que persisten (como el débil acceso de las mujeres a las pensiones, la brecha salarial, el sesgo de género en la educación superior) evidencian la persistencia de las estructuras generizadas de poder y relaciones sociales perjudiciales para las mujeres, quienes también enfrentan importantes limitantes en la apropiación del espacio público como resultado de las insuficiencias de ciertos servicios, como el acceso al agua y deficiencias del sistema de transporte público y, en general, de la infraestructura. Sus posibilidades de participación, aunque han mejorado en los últimos años, resultan aún limitadas, como se evidencia en que las decisiones cotidianas sobre la Ciudad no están tomadas con la participación igualitaria de las mujeres, y que los programas de gobierno —más allá del discurso– no dan prioridad a los problemas de desigualdad de género; aún queda pendiente la inclusión de la perspectiva de género en las decisiones de planeación de la ciudad, en los aspectos urbanísticos (en especial de vivienda), medioambientales, educativos, laborales, entre otros. Finalmente, la violencia que viven las mujeres en el ámbito privado y público en la CDMX es la limitante más drástica a la realización de sus derechos, de una vida digna y de libre desarrollo. 

			Como en muchos lugares, en la Ciudad de México, “el derecho a la ciudad, entendido como el derecho a apropiarse plenamente del espacio y a participar en todos los procesos que en este transcurren no está realizado por mujeres” (Rahbari y Sharepour, 2015, p. 229). En la mayoría de las ciudades del mundo las estructuras patriarcales implican que las experiencias cotidianas de la ciudad sean determinadas por el género y que las perspectivas de género sobre las políticas urbanas se mantengan fuera de las agendas gubernamentales (Beebeejaun, 2017; Peake, 2017). 

			La investigación, además de las desigualdades y brechas de género que impiden a las mujeres ejercer plenamente el derecho a la ciudad, evidencia también un importante problema de falta de perspectiva de género que impide el diseño efectivo de las políticas públicas: la imposibilidad de llevar a cabo diagnósticos certeros y profundos. A partir de la revisión de las bases de datos, programas y diagnósticos publicados por el gobierno de la CDMX se advierte que este no cuenta con los datos relativos a la situación de las mujeres en cuanto al acceso a la mayoría de los servicios básicos. En la Ciudad persiste una fuerte gender data gap (Criado Perez, 2019), la ausencia de la información pública desglosada por género que permitiera tener una mayor claridad respecto de las condiciones de vida y necesidades que tienen las personas en función del género. 

			Este estudio, a la par con otros trabajos, apuntan a la necesidad de incorporar la perspectiva de género en la conceptualización y en el análisis del derecho a la ciudad. En la literatura existe un consenso acerca del potencial transformador del derecho a la ciudad como una herramienta para construir urbes más seguras e inclusivas, en especial cuando se apuesta por los servicios accesibles y orientados a eliminar las desigualdades, así como por la construcción de mecanismos participativos que involucran a las mujeres en la toma de decisiones públicas (Fenster, 2005b; Whitzman et al., 2013). Para que esta transformación se haga realidad, las ciudades necesitan profundizar los cambios en las estrategias de planeación, toma de decisiones y diseño e implementación de las políticas públicas. Necesitan erradicar la violencia de género, mejorar la seguridad de las mujeres y enfocarse en la construcción de las condiciones indispensables para eliminar todo tipo de obstáculos que aún impiden a las mujeres la realización plena del derecho a la ciudad: de apropiarse libremente de sus espacios y de participar en todas las decisiones que afectan a sus habitantes.
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			En la actualidad, los cambios acelerados a los que nos enfrentamos y la velocidad con las que las sociedades mutan nos han llevado a cuestionarnos los viejos paradigmas y plantearnos nuevos. A pesar de los cambios que se han generado luego de la revolución industrial, el mundo globalizado sigue enfrentando grandes problemas nacionales, como el de la desigualdad, entendida como “una combinación de indicadores económicos referidos a los ingresos y la riqueza […] inseparable de diferencias sociales de otro tipo” (Martin, Moore, Schindler, 2016, p.3).

			Al respecto, la Organización de las Naciones Unidas (ONU) argumenta que la desigualdad no solo se refiere a la riqueza, el patrimonio neto, los ingresos o el sueldo bruto, sino que “también puede abarcar la expectativa de vida, la facilidad que tienen las personas para acceder a los servicios de salud, la educación de calidad o los servicios públicos. Hay desigualdades entre los géneros y entre los grupos sociales.33”. De entre ellos, el sector en el que enfatiza este artículo es el de las personas adultas mayores que históricamente se encuentran en un territorio de desigualdad importante, poco explorado, por cierto. 

			Los desarrollos tecnológicos de las últimas décadas han abierto nuevas discusiones y le han dado una centralidad al uso de las Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC) en los procesos y dinámicas sociales contemporáneas, sin menoscabo de las condiciones de vida de la ciudadanía. 

			Entre los efectos de esta paradoja, se aceleran y profundizan las contradicciones entre las posibilidades habilitadas para quienes acceden y usan las Tecnologías de la Información y Comunicación (TIC) y aquellos que quedan al margen de estos entornos sociotécnicos. Al mismo tiempo, se reproducen las estructuras de desigualdad y las brechas digitales se suman a las formas de exclusión ya existentes (Barceló y Oliva, 2002, p. 61). 

			En esa dirección, el presente capítulo centra la discusión en torno al uso y acceso del derecho al internet como un indicador de la calidad de vida, indispensable para ejercer el derecho a la ciudad, con énfasis en los adultos mayores. El texto se divide en cuatro apartados. En el primero se ofrecen algunos elementos sobre la discusión del derecho a la Ciudad y la Ciudad digital como un punto de referencia para entender la importancia de internet y el uso de las nuevas tecnologías por parte de los adultos mayores. En el segundo, se presentan algunos principios de la reforma constitucional en telecomunicaciones en México, con especial énfasis en la CDMX, tomando como un elemento central el derecho al internet, y se reflexiona sobre la brecha digital destacando la situación de los adultos mayores. El tercer apartado está dedicado a conocer la situación reciente del adulto mayor que habita la Ciudad en torno a los usos de las TIC, a partir de evidencia existente. Por último, a manera de conclusión, se exponen una serie de recomendaciones para que se incorporen políticas de atención al adulto mayor con la finalidad de que éste logre ejercer su derecho a la Ciudad en el terreno digital. 

			I. DERECHO A LA CIUDAD Y CIUDAD DIGITAL 

			Durante años el debate del derecho a la ciudad se centró en varias aristas, entre ellas su acceso físico y el hecho de poder transformarla a partir de las amplias necesidades colectivas. Debido a la creencia de que su estudio se limitaba a la distribución del espacio físico, la discusión se llegó a centrar en cómo a través de ese diseño nos podríamos rehacer a nosotros mismos como parte de los cambios sociales que atravesamos al pasar de los años, motivo por el cual el trabajo se condujo por la labor casi exclusiva de los urbanistas y arquitectos. 

			Los estudios sobre derecho a la Ciudad tuvieron su origen alrededor de los años sesenta del siglo pasado. Desde entonces ocupan un lugar central en los grandes debates sobre la transformación de las grandes urbes. Entre los precursores de este ámbito de investigación se encuentra el filósofo francés Henri Lefebvre, quien hace una dura crítica a las prácticas urbanas y alerta sobre las implicaciones de la vida urbana, advirtiendo sobre las desigualdades que acarreaban dichas prácticas. Es a partir de este debate que surge la idea de un “derecho a la ciudad”, entendido como un derecho a la “vida urbana, a la centralidad renovada, a los lugares de encuentros y cambios, a los ritmos de vida y empleos del tiempo que permiten el uso pleno y entero de estos momentos y lugares” (Lefebvre, 1969, p. 167). 

			Lefebvre definió el derecho a la ciudad como el derecho propio de los habitantes urbanos a construir, decidir y crear la ciudad, al igual que a hacer de ella un espacio privilegiado en donde poder disfrutar lo que tiene que ofrecer. Sin embargo, para aspirar a una apropiación equitativa entre los diversos miembros de la sociedad, es necesario tener en cuenta que es un “derecho humano emergente, en tanto que éste es fruto, por un lado, de una sociedad en evolución, y por otro, supone en su misma formulación, una reivindicación que aspira a un mundo más justo y solidario.” (p.154) 

			Así, a casi sesenta años de su surgimiento, se han suscrito: 

			…documentos legales, tanto internacionales como a nivel local, en cooperación con gobiernos, movimientos sociales y académicos, los cuales han servido como guía para su construcción legal, para sus decretos de aplicación e inserción en la vida cotidiana. En la actualidad este derecho permanece presente, pero exige de mayor precisión en su contenido debido a la evolución propia de las ciudades. (p.155) 

			Es debido a estos planteamientos que la Plataforma Global por el Derecho a la Ciudad (2016 p.11) lo ha definido como “el derecho de todos los habitantes (actuales y futuros, permanentes y temporales) a utilizar, ocupar, producir, gobernar y disfrutar de ciudades, pueblos y asentamientos humanos justos, inclusivos, seguros y sostenibles definidos como bienes comunes”. 

			El derecho a la Ciudad Digital ofrece un panorama amplio de los espacios de interacción entre sus habitantes. En este sentido, es relevante mencionar que, así como la Ciudad en físico requiere de un plan de expertos en arquitectura, urbanismo etc., la Ciudad Digital también exige dentro de la infraestructura un grupo de expertos como planeadores, funcionarios, y capacitadores en TIC para que ayuden en el proceso de alfabetización digital. 

			Al respecto, Arlene Bailey y Ojelanki Ngwenyama (2010) aseguran que la Ciudad Digital tendrá éxito en la medida en que se atiendan los desafíos de accesibilidad, de uso y los bajos niveles de alfabetización –tradicional y digital– dentro de los diferentes grupos de la sociedad. Así pues, lo novedoso de la creación de la ADIP, y sus respectivos objetivos, obligaría –potencialmente– a ampliar las opciones conductuales con respecto a cómo se experimenta la ciudad en el contexto de lo que se ha denominado la Sociedad de la Información y el Conocimiento. Por lo que una función más de la gobernanza tecnológica está en orientar la significación o resignificación de ser ciudadano de la capital del país en la actualidad. (Sosa y Trejo, 2020, p.14) 

			Si seguimos de lleno esta definición, nos adentramos más al objeto de este artículo, permitiéndonos centrarnos en el acceso a los bienes comunes que no solo se pueden encontrar de manera física, sino que también pueden llegar a reproducirse de forma intangible, como es el caso del espacio radioeléctrico. Este espacio puede ser entendido como: 

			…un recurso natural limitado y de alta demanda, fundamental en materia de telecomunicaciones inalámbricas. Se trata de un bien intangible, por lo que su descripción resulta un tanto compleja; puede ser entendido como parte del espacio aéreo que, a través de este, sirve como el medio en el que viajan las ondas electromagnéticas empleadas para transmitir información y así proveer diferentes servicios de telecomunicaciones y radiodifusión (IFT,2015). 

			En México, dicho espectro radioeléctrico es un bien común, como el aire que respiramos. Decir “bien común” significa que no pertenece a nadie y es el Estado el encargado de regular su explotación a través del otorgamiento de licitaciones a empresas sin que estás puedan asumir que les pertenece (en todo caso, hacen uso de él bajo ciertas condiciones de regulación estatal). 

			Además de licitarlo, el Estado tiene la capacidad de hacer uso del espectro radioeléctrico para proveer a la ciudadanía de la conectividad necesaria para asegurar el derecho a internet. De acuerdo con Morales (2012), la importancia de internet se debe a lo siguiente: 1) su rol como una herramienta crítica para la participación democrática, el control del funcionamiento del Estado, la gestión pública y el combate a la corrupción; 2) para garantizar la transparencia, probidad y responsabilidad de la gestión pública, el respeto por los derechos sociales y la libertad de expresión y prensa; 3) porque tiende a asegurar que las decisiones colectivas se tomen de manera informada; y 4) como instrumento clave para el ejercicio de otros derechos humanos. Debemos tomar en cuenta que el espacio digital puede facilitar también la interacción con espacios citadinos que, de otra forma, quedarían fuera del alcance de ciudadanos en situación vulnerable como es el caso de los adultos mayores. 

			Pensar en que internet puede llegar a facilitar el acceso a la información a aquellos que, por diferentes circunstancias no pueden hacer uso de los diversos espacios de la Ciudad, representa una oportunidad sin precedentes para asegurar el disfrute de los derechos ciudadanos. No obstante, para alcanzar dicho estado es necesario que existan ciertas condiciones de conectividad, así como vencer la brecha digital que afecta de diferente forma a la sociedad en general. 

			Ahora bien, es importante señalar que no sería posible hablar de este derecho sin adentrarnos a la discusión en torno al uso de las TIC. A pesar de que el tema ha sido abordado por diferentes autores, para el presente artículo entenderemos a las TIC como un “conjunto de procesos y productos derivados de las nuevas herramientas (hardware y software), soportes de la información y canales de comunicación relacionados con el almacenamiento, procesamiento y transmisión digitalizada de la información” (Díaz, 2011, p.3). 

			Uno de los puntos de mayor importancia de estas innovaciones tecnológicas es que nos permiten administrar la información, lo cual deriva en el acceso a una inmensa fuente de información, es decir, “proporcionan un proceso rápido y fiable de todo tipo de datos, canales de comunicación inmediata, capacidad de almacenamiento, automatización de trabajos, interactividad y la digitalización de toda la información” (Ibid.: 4). Gracias a ello, desde finales del siglo pasado la tecnología ha jugado un papel central en la vida cotidiana de las personas, generando como consecuencia cambios en patrones de comportamiento o, incluso, registrando nuevos. Un ejemplo claro de ello son las redes socio digitales, el uso del celular y posteriormente, la expansión de los llamados “teléfonos inteligentes”. El rápido desarrollo de estas tecnologías nos ha permitido incluso avanzar hacia la creación de contenido propio, en lo que autores como Scolari (2007) llaman “la hipermediación inmersa en la globalización de la información”. 

			Así, aunque las tecnologías nos han brindado un sinfín de nuevas oportunidades para comunicarnos, también nos representan nuevos retos. Es decir, cómo se incorporan al derecho en general en temas tan específicos como el derecho a la información, la propiedad intelectual, los derechos del consumidor en la red, el derecho a la privacidad en los entornos digitales, los cuales terminan reflejando cambios y transformaciones en las dinámicas sociales. Estos nuevos entornos tecnológicos o digitales hoy en día cumplen un papel fundamental en la economía global, así como en la evolución y el crecimiento del mundo desarrollado y de las ciudades. De ahí su importancia y la necesidad de verlos como posibilidades reales para el disfrute y ejercicio de derechos para diferentes sectores de la población, entre ellos los adultos mayores. 

			II. EL MARCO LEGAL Y LA BRECHA DIGITAL 

			En el contexto de la reforma en telecomunicaciones del 10 de junio de 2013, se plasmó constitucionalmente el derecho al acceso a internet. La Constitución tiene menciones a internet en tres diferentes artículos. El artículo 6, sobre la libre manifestación de ideas, expresa: “El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e internet” (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2019: 11). El artículo 73, sobre las facultades del Congreso, dice que éste tendrá poder “para dictar leyes sobre vías generales de comunicación, tecnologías de la información y la comunicación, radiodifusión, telecomunicaciones, incluida la banda ancha e Internet, postas y correos, y sobre el uso y aprovechamiento de las aguas de jurisdicción federal” (p.68). 

			Por último, en el “Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de los artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de telecomunicaciones”, entre sus artículos transitorios, el décimo cuarto indica que “el Ejecutivo Federal elaborará las políticas de radiodifusión y telecomunicaciones del Gobierno Federal y realizará las acciones tendientes a garantizar el acceso a Internet de banda ancha en edificios e instalaciones de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal. Las entidades federativas harán lo propio en el ámbito de su competencia” (p.238-239). 

			Asimismo, en materia de las leyes secundarias de la reforma en telecomunicaciones, Enrique Peña Nieto propuso una iniciativa de decreto para expedir tanto una Ley del Sistema Público de Radiodifusión como una Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión (Esteinou, 2014; 17; Peña Nieto, 2014). Ambas se publicaron en el Diario Oficial de la Federación en 2014.2 Por su parte, la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad establece que este grupo de población tiene derecho a acceder a sistemas y tecnologías de la información y la comunicación que les apoyen para ser independientes (Instituto Federal de Telecomunicaciones, 2016). Es en este punto donde centramos al adulto mayor en la Ciudad de México. 

			Como lo señala la Declaración Política y Plan de Acción Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento (Plan Madrid, 2002), el mundo en el que nos desenvolvemos posee capacidades tecnológicas sin precedentes, mismas que ofrecen oportunidades nunca vistas. Bien dirigidos, dichos avances pueden contribuir a una vejez plena, incluyente y participativa, en la que las personas en esa etapa contribuyan activamente a sus comunidades, a la vez que aporten al desarrollo de sus sociedades. Para alcanzar dicho estado de bienestar, se requiere de una acción concertada que cimiente una sociedad equitativa entre todas las edades. 

			En esa dirección, en febrero de 2014, “el jefe de Gobierno del Distrito Federal, Miguel Ángel Mancera Espinosa, dio a conocer la Estrategia Digital y de Innovación que su administración implementará para convertir a la Ciudad de México en una ‘Capital Digital’, una smart city, que optimice los servicios administrativos, de información y comunicación, incentive la participación ciudadana y disminuya la brecha digital entre la población, con la optimización para el acceso a Internet en espacios públicos de alta afluencia como la Alameda Central” (Arellano, 2014). “Mancera declaró que el ‘EDI CDMX’ –como se denomina a este plan de acción ligado al enfoque de innovación científica y tecnológica establecido en el Programa General de Desarrollo 2013-2018 –incluye entre sus planteamientos la ‘Agenda Digital CDMX’, cuya misión es crear espacios de vinculación entre las instancias de Gobierno, instituciones académicas y sociedad civil en el uso de las Tecnología de Información y Comunicación (TIC)”. 

			En 2015, “El Gobierno de la Ciudad de México y Telmex se unieron para ampliar el acceso a Internet a través de la red Wi-Fi en 37 nuevos sitios de acceso público de siete delegaciones con lo que llegan a mil 177 sitios de acceso a internet abierto en la capital del país” (Rodríguez & Rodea, 2015). Esto fue parte de la ‘Fase 4 del programa ‘Acceso a Internet Wi-Fi CDMX en Plazas y Parques Públicos’”. La fase 5 consistió en sumar otros 20 sitios públicos en 2016 (Mejía, 2016). En 2017, Mancera lanzó una herramienta llamada H21, consistente en 100 tutoriales de diseño y programación, con el fin de formar autodidactas en computación. El público objetivo eran los 131 mil jóvenes que en ese año no fueron admitidos en diferentes procesos de selección para educación superior. (Cruz Flores, 2017). A pesar de los esfuerzos realizados por el ex Jefe de Gobierno para hacer de la CDMX una Ciudad digital, las desigualdades de equipamiento, acceso, y recursos financieros y humanos generan exclusiones y acentúan aquellas ya existentes dentro de la brecha digital.

			El 5 de diciembre de 2018 inició labores la nueva Agencia Digital de Innovación Pública (ADIP), misma que fue uno de los ejes centrales en materia de nuevas tecnologías impulsado por la recién electa jefa de gobierno, Claudia Sheinbaum. Según los propios objetivos de la ADIP, su creación busca facilitar la vida de la ciudadanía a partir del uso de la tecnología, diseñar y vigilar la implementación de políticas de gestión de datos, gobierno abierto, gobierno digital y gobernanza tecnológica en la Ciudad de México, “y se ha comenzado con la digitalización de algunos trámites y servicios de la Ciudad, así como con la instalación de un buen número de puntos (13,000) de conectividad a internet gratuito”. 

			 En su página de internet destacan que con el objetivo de hacer efectivos los derechos de la ciudadanía y para impulsar la transición del Gobierno de la Ciudad de México a un gobierno digital, la ADIP impulsó la creación de la Ley de Ciudadanía Digital que busca proveer “los servicios que satisfagan las necesidades, expectativas y preferencias de la ciudadanía de forma abierta, transparente, cercana, eficiente, integrada y confiable. De esta manera, se cumple con el propósito de formar un ciudadano digital que pueda emplear fácilmente las herramientas tecnológicas que le brinda el gobierno” (IFT, 2016). 

			 Dentro de la administración de Sheinbaum se hace mención que la ADIP pondrá especial atención a los grupos vulnerables: mujeres, niños, niñas y adolescentes, personas jóvenes, personas mayores, personas con discapacidad, personas LGBTTTI, personas en situación de calle, personas de identidad indígena y personas afrodescendientes (art. 11 CPCDMX). Así, entender el papel que juega las personas mayores dentro del plan digital es de vital importancia, ya que siempre se corre el riesgo de la desconexión para este grupo, mismo que parece ir rezagándose en comparación con los avances tecnológicos y con ello, incrementándose la brecha digital. 

			Al respecto, Mark Warschauer (2002) argumenta que el acceso a las TIC se inserta en un complejo conjunto de factores que abarcan los recursos físicos, digitales, humanos, sociales y de relaciones, esto debido a que no sólo se trata de poder adquirir los aparatos físicos por medio de los cuales se tiene acceso a los contenidos de la red, sino que, además, aquellos que los tengan deben pasar un proceso de apropiación en el cual deben invertir tiempo. 

			Así, el gobierno de la CDMX debe considerar políticas públicas que aseguren el acceso a las TIC para los grupos vulnerables. Esto no solo contribuirá para superar la brecha digital, sino también para promover un proceso de inclusión social, y con ello, lograr utilizar la tecnología para que sectores como el de las personas adultas mayores encuentren en las plataformas digitales herramientas para realizar sus actividades diarias que, debido a sus características etarias, de otra forma no podrían llevar a cabo.

			De esta manera, resulta importante analizar las necesidades y dificultades que los adultos mayores presentan para poder hacer uso de los espacios físicos de la ciudad, siendo necesario no solo observar la brecha digital que les impide –en muchos casos– hacer uso de las posibilidades de internet, sino también las muchas oportunidades postergadas debido a la falta de políticas que fomenten la inclusión digital de este grupo, a la vez que permitirles ejercer sus derechos ciudadanos en espacios virtuales. 	

			III. LA SITUACIÓN DEL ADULTO MAYOR EN LA CDMX

			Según datos del Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores (INAPAM), basado en lo establecido por la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores (LDPAM, 2002), una persona es adulto mayor a partir de los 60 años en adelante. Plantearse una definición más amplia requeriría hacer referencia al declive en los cambios fisiológicos que ocurren al paso de la edad cronológica. Sin embargo, la disminución de las capacidades físicas y mentales varía entre individuos (OMS, 2015), motivo por el que caracterizar a esta etapa como una en donde la pérdida de audición vista y movilidad es generalizada resulta incorrecto. Por tal razón, al caracterizar a dicha población se requiere considerar la diversidad en el espectro de grados de estados de salud y estados funcionales que presentan, tomándola en cuenta al momento de formular políticas públicas que les permitan cubrir sus necesidades y realizar actividades básicas sin necesidad de terceros que les asistan. 

			Acorde con las proyecciones del Consejo Nacional de Población (Conapo, 2018), México se encuentra en un proceso de transición de una población mayoritariamente joven a una envejecida, proyectándose que la población de jóvenes menores a los 15 años disminuirá de un 27.6% en 2015 a un 20.7% para 2050. Por su parte, el porcentaje de adultos mayores reportará un incremento del 11.5%, pasando de un 10% en 2015 a un 21.5% para 2050 (González, 2016). 

			Asimismo, la esperanza de vida de las personas en México incrementará de 75.2 años registrados en 2015 (INEGI, 2015) a 77.3 años en 2050 (García, 2014). En un mundo hiperconectado, en el que nos mantenemos comunicados e informados a través de internet, es necesario prestar atención al uso que las personas adultas mayores hacen de las TIC, para así llegar a establecer los usos que se les puede dar a las herramientas digitales para mejorar su calidad de vida dado que, por distintas razones, se encuentran imposibilitados para realizar actividades de manera física. 

			El Informe mundial sobre el envejecimiento y la salud (2015) de la Organización Mundial de la Salud (OMS), define el envejecimiento saludable como el proceso de desarrollar y mantener la capacidad funcional que permite el bienestar en la vejez. La capacidad funcional comprende los atributos relacionados con la salud que permiten a las personas ser y hacer las actividades que valoran, coadyuvando a alcanzar el bienestar del individuo. Así, el envejecimiento saludable crea contextos y oportunidades para que los individuos mantengan una vida digna sin importar su condición de salud y, con ella, una buena calidad de vida. 

			De acuerdo con los datos de CONAPO , en 2018 había 13,180,639 personas de 60 años o más, lo que representa el 10.6% de la población total del país. Sumado a esto, este grupo poblacional es más grande que el 8.8% (10,994,800) de personas que tienen entre 0 y 4 años. Así, se estima que la población de 60 años en adelante crecerá en un 277 por ciento: pasará de 8.2 millones en 2015 a más de 30 millones para el año 2050; de los cuales 2,468,408 habitarán en la CDMX (CONAPO, 2018). Para lograr que este porcentaje de la población pueda hacer valer sus derechos ciudadanos, resulta necesario que puedan seguir aprovechando las posibilidades que la ciudad les brinda. Sin embargo, al tratarse de personas que han perdido parcialmente sus capacidades intrínsecas, es necesario considerar alternativas para que puedan apropiarse de los espacios públicos sin necesariamente acudir a ellos. Tal parecería que cuando hacemos referencia a las tecnologías, automáticamente estamos descontando a sectores de la población que no tienen acceso a ellas o que involuntariamente están rezagadas. Son muchos los beneficios que las nuevas tecnologías han traído a la sociedad, ya que además de brindar la posibilidad de que las personas puedan tener una mayor autonomía personal, facilita algunas herramientas a través de las cuales se pueden asumir nuevos roles y actitudes que permiten un envejecimiento saludable. 

			A medida que los individuos envejecen, experimentan una pérdida significativa en sus capacidades mentales y físicas (intrínsecas). A pesar de que ambas son relevantes al momento de considerar cómo se relacionan con el entorno, la pérdida de capacidades intrínsecas puede ser subsanadas con cambios en el entorno físico y social. Además, para agregar complejidad a esta situación, los adultos mayores en la actualidad pueden no solo esperar una vida más longeva que sus predecesores, sino que el contexto en que se desarrollan también ha cambiado significativamente. Una de las diferencias más significativas es que, hoy en día, una gran mayoría de ellos viven en ciudades (OMS, 2015). En esa línea, la conectividad facilitada por las TIC, sumadas a la brecha digital en la que muchos de ellos se encuentran, genera que una buena parte de este sector se encuentre en situación de vulnerabilidad y desigualdad a pesar de ser el grupo etario que mayor crecimiento está registrando. 

			De este modo, las posibilidades que brinda internet son una alternativa para que los adultos mayores tengan acceso a los diferentes espacios que constituyen una ciudad; esto cobra sentido cuando nos planteamos el escenario de la Ciudad digital en la CDMX. De ser una realidad, las personas de 60 años y más podrían comunicarse sin importar el lugar donde se encuentren, superar el aislamiento, evitar desplazamientos para realizar labores cotidianas (transacciones bancarias o comerciales; compra de alimentos o productos básicos, entre otros), implementar dispositivos de localización y ayuda de primeros auxilios; formarse y acceder a una fuente de aprendizaje permanente, por mencionar algunos ejemplos. 

			Que los adultos mayores puedan realizar tareas cotidianas con asistencia de las TIC contribuye a incrementar su calidad de vida, debido a que, independientemente de las limitaciones en sus capacidades, podrán llevar a cabo actividades que les son importantes, incluso vitales. Esto sin mencionar que “los adultos mayores que dominan las nuevas tecnologías disfrutan de un bienestar psicológico debido al sentimiento que genera el poder lograrlo, lo que ayuda a mejorar su posición ante su familia e incluso ante la sociedad.” (OISS, 2015). 

			Lo anterior ayuda a entender que las personas mayores no son pasivas en sus relaciones con el entorno. Por el contrario, la manera en la que se relacionan con él está determinada por las decisiones que toman para responder a su situación particular y, en la medida de lo posible, cambiarla. Mantener la capacidad y el derecho a elegir está estrechamente relacionado con las nociones de agencia y autonomía, que han demostrado tener una poderosa influencia en la dignidad, integridad, libertad e independencia de una persona mayor (OMS, 2015). En resumen, si bien es cierto que la habilidad para tomar decisiones está influida por los recursos personales de cada individuo (tales como ser financieramente estable, estar mejor educado y más conectado socialmente), el acceso a internet representará un medio por medio del cual el adulto mayor logre realizar actividades cotidianas que valora y, con ello, le generará bienestar. 

			Si bien el ideal sería que las personas envejezcan en una ciudad amigable con el adulto mayor, la realidad es que muchas de las alcaldías de la CDMX no cuentan con la infraestructura suficiente para fomentar que los individuos mantengan su independencia durante el mayor tiempo posible, asegurando en la medida de lo posible la autonomía y dignidad del adulto mayor, rasgos que hemos señalado como imprescindibles. Debido a esas carencias, las personas adultas mayores se ven en la necesidad de pasar gran cantidad de tiempo dentro de sus hogares o limitarse a su vecindario (OPS, 2015), generando aislamiento social e imposibilidad parcial para realizar actividades básicas e instrumentadas de la vida diaria.4 Esto se debe a que, cuando existe una pérdida de capacidades significativa, las pequeñas barreras que limitan la movilidad en el entorno se vuelven obstáculos significativos para cubrir necesidades básicas. 

			Ante esta perspectiva, adecuar los hogares para que las personas adultas mayores puedan cubrir sus necesidades sin necesidad de transitar por la ciudad trae múltiples beneficios, tales como realizar tareas con mayor facilidad, reducir riesgos a la salud (como caídas), contribuir a mantener su independencia y facilitar el impacto en sus redes de apoyo (OMS, 2015). Para todo ello, como hemos insistido, las TIC pueden ser de gran utilidad. No obstante, al tratar este tema necesariamente se debe pensar en los retos de acceso, uso y apropiación que enfrentan y que complica el acceso de los adultos mayores a las herramientas digitales. Ante esta situación, la recomendación que se ha hecho es fomentar políticas públicas para la alfabetización digital, a través de la cual las personas de 60 años en adelante puedan adquirir las habilidades para administrar su salud, mantenerse al tanto de los desarrollos en información y tecnología, participar en la vida comunitaria y mantener su identidad (OPS, 2015). 

			Así, la brecha digital se piensa a partir de las dificultades que presentan los adultos mayores para hacer uso del hardware y software disponibles en la actualidad; se cree que la disminución de la agudeza visual, la pérdida auditiva, las dificultades psicomotrices o una menor capacidad de memoria (Phiriyapokanon, 2011) son las únicas barreras a las que los individuos se enfrentan al querer integrarse al mundo digital. No obstante, estos retos sólo representan una vertiente de la brecha digital: la etaria, pero habría que tomar en consideración también aquellas relacionadas con la capacidad de cada individuo para lograr explotar los recursos de las TIC y aplicarlos a sus necesidades (Alva de la Selva, 2014). 

			Por este motivo, es necesario revisar las políticas públicas que fomentan el uso y apropiación de las TIC por parte de las personas adultas mayores, particularmente aquellas que se implementan en la CDMX, debiendo tener en cuenta su temor a adentrarse al entorno digital debido al desfase generacional que les supone un mayor esfuerzo para adaptarse a la sociedad del conocimiento. De lograr incluir a las tecnologías en sus actividades cotidianas, podrán prevenir la dependencia de terceros gracias a que se mantendrán activos y saludables psíquica y mentalmente (Cardozo, Martin y Saldaño, 2017). 

			Ejemplo de dichas políticas es la que implementó el Instituto Nacional de las Personas Mayores (INAPAM) en el Centro Cultural Aragón. Durante su ejecución, el Instituto atendía a 60 alumnos mayores a 60 años cada trimestre y, después de llegar sin conocimiento sobre computación, sus estudiantes adquirían conocimientos en uso de mensajería electrónica y redes socio digitales para actividades cotidianas, como socializar o desarrollar funciones laborales (Peralta, 2013). Otro ejemplo: el Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT) realizó talleres dirigidos a adultos mayores y personas con discapacidad visual, mismos que se llevaron a cabo por última vez en noviembre de 2018. Dichas actividades tuvieron por objetivo “enseñarlos a utilizar equipos terminales que permiten acceder a los servicios de telecomunicaciones” (IFT, 2018). 

			Si bien tanto el INAPAM como el IFT realizaron programas que fomentan el desarrollo de habilidades digitales por parte de los adultos mayores, éstos no son habituales en la ciudad. A pesar de que el INAPAM cuenta con Centros Integrales para el Desarrollo de las Personas Adultos Mayores –o Escuela de Mayores–, por ejemplo, estas no ofrecen actividades educativas para la alfabetización digital –a pesar de que realizan acciones para alfabetizar a la población con 60 años y más (INAPAM, 2020). 

			Este hecho lleva a reflexionar cómo están siendo ocupados los espacios destinados a capacitar a los adultos mayores en la CDMX. Si bien es cierto que se han implementado cursos ocasionales que buscan fomentar las habilidades digitales de los miembros de este grupo etario, es necesario analizar la forma en la que los ciudadanos con 60 años y más podrían beneficiarse de las herramientas disponibles en la web para disfrutar de los espacios de la ciudad. 

			El futuro para los adultos mayores sobre aminorar la desigualdad no es el más optimista, se espera que esta se agrande debido al rápido envejecimiento de la población y a factores como los recorridos profesionales “irregulares” y la inestabilidad laboral de las recientes generaciones. La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) resaltó que los nacidos a partir de los años sesenta ya no experimentarán un aumento de sus ingresos medios respecto a otras generaciones que los antecedieron, como había ocurrido en últimas décadas. Esto contrasta con la esperanza de vida que sigue aumentando, pero en el terreno de lo laboral existe una mayor inestabilidad, lo que acarrea condiciones precarias, lo que repercutirá de lleno en este sector, en particular de las personas con menor nivel educativo. 

			Según los resultados de la Encuesta Intercensal 2015, citados por el Consejo para Prevenir y Eliminar la Discriminación de la Ciudad de México (Copred) (2016), en la CDMX hay un total de 1,276,452 personas con 60 años y más. En el mismo documento, el Consejo señala que se ha estimado un proceso acelerado de envejecimiento de la población, paralelo a un descenso en los niveles de fecundidad, aumento en la esperanza de vida y envejecimiento de sus habitantes. De acuerdo con la encuesta “¿Qué tan conectado está México?”, llevada a cabo por el Gabinete de Comunicación Estratégica (2015), el 74.2% de los habitantes de la Zona Metropolitana con línea telefónica fija tienen acceso a internet. De estos, el 25.9% tienen 50 años y más. Asimismo, solo el 10.5% declararon estar jubilados/desempleados. 

			A pesar de la existencia de estudios demográficos sobre la conectividad en México, aquellos dedicados exclusivamente a las estadísticas de la CDMX son limitados. Si nos enfocamos a los referentes a los adultos mayores, la información resulta escasa. Sumando a esto, como se puede apreciar en los datos proporcionados por la encuesta “¿Qué tan conectado está México?”, las cohortes poblacionales no hacen referencia a las personas de 60 años y más, sino que éstos se incluyen entre los encuestados con 50 años cumplidos en adelante, lo cual imposibilita conocer con exactitud el porcentaje de éstos que tienen acceso a internet. 

			Asimismo, se observa que el único otro dato que podría brindar información sobre la conectividad de los adultos mayores en la CDMX está presentado junto con las personas desempleadas. Estos sesgos no solo dificultan el análisis de la población objetivo de este estudio, sino que pone en evidencia la necesidad de conocer a profundidad los hábitos que las personas adultas mayores tienen en relación con el uso de internet para, de esta forma, generar políticas públicas que respondan a sus necesidades. 

			A pesar de la falta de información sobre la CDMX, el hecho de que el 42.3% de los adultos mayores que viven solos tienen alguna limitación para realizar alguna actividad considerada básica (ENADID, 2018), no tendría que ser una limitante si lo vemos desde la perspectiva de la Ciudad digital. Con las condiciones adecuadas y una política centrada en la enseñanza de las TIC, quienes se encuentren en esa situación podrían disfrutar de una vida plena. No obstante, existe cierta reticencia a considerar las ciudades digitales como una alternativa viable para que la ciudadanía realice actividades cotidianas, pero invertir en alfabetizar a la población de adultos mayores es una medida que mejoraría significativamente la manera en que interactúan con el entorno. 

			Al plantearse la posibilidad del uso de internet para hacer partícipes a los adultos mayores de la CDMX en la ciudad digital, es necesario considerar la brecha digital, misma que considera el acceso, uso y apropiación del software y hardware necesarios para desarrollar actividades online. 

			Con frecuencia se argumenta que plantear el acceso a internet para las personas mayores a los 60 años es inviable debido a la brecha de acceso que dificulta que puedan costear adquirir software o hardware, además de la conexión a internet. Este argumento encuentra fundamento en el hecho de que, para 2015, tan solo el 29.2% de los 1,187,411 de adultos mayores habitantes de la CDMX se encontraban económicamente activos. Del 70.4% restante, el 41.4% se encuentra jubilado lo cual representa un 70.6% de esta población que cuenta con ingresos (CONAPO, 2018), mismos que abren la posibilidad de que puedan cubrir el costo de un paquete de datos fijo o móvil. 

			No obstante, se debe tomar en cuenta que el 52.8% del total de adultos mayores residentes de la CDMX están afiliados al Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), esto significa que su pensión asciende a 7,681 pesos para quienes se jubilaron por vejez; mientras que aquellos que lo hicieron por cesantía en edad avanzada alcanzan los 7,793 pesos (Juárez, 2020). 

			Tomando en cuenta que los paquetes de internet inalámbrico para casa más económicos del mercado rondan los 350 pesos, existe una amplia posibilidad de que los adultos mayores puedan adquirir alguno de estos servicios. Sumado a esto, durante 2016, 81% de los afiliados al Instituto Nacional de las Personas Mayores (INAPAM) reportaron vivir con familiares (UNFPA, 2017) lo cual amplia la posibilidad de que buena parte de este sector no solo tenga acceso a internet, sino que también disponga del dispositivo de un tercero3 que le permita conectarse vía wifi en casa.

			IV. CONCLUSIONES 

			Es importante resaltar que actualmente en todos los planes sobre Ciudad Digital que tiene el gobierno de la CDMX, existen al menos un par de menciones a los grupos vulnerables, en este grupo se encuentran las personas adultas mayores. Dichos planes se refieren a la inclusión digital, sin embargo, hacen falta mayores esfuerzos desde distintas aristas como el desarrollo de políticas que garanticen la infraestructura, la alfabetización digital y, en consecuencia, la apropiación de las tecnologías. 

			En el ejercicio del derecho de los adultos mayores a la Ciudad Digital es vital el acceso a las Tecnologías de la Información. De no lograrse, dicho grupo poblacional –que cada día va en aumento– terminará por rezagarse, acentuado la brecha digital, lo que traerá un quiebre en términos de prácticas y dinámicas sociales cotidianas, disparando la exclusión y la desigualdad de la que se mencionó al inicio de este artículo. 

			Las personas adultas mayores no podrán ejercer su derecho a la ciudad digital sino logran desarrollar las habilidades necesarias para el dominio de las aceleradas tecnologías, los vertiginosos cambios que viven las sociedades contemporáneas como por ejemplo, la pandemia por Covid-19 están urgiendo a sus habitantes a incorporar estas tecnologías para sustituir interacciones físicas que convergen en los terrenos sociales, familiares, laborales, educativas, entre otros. 

			De lograr atender la necesidad de las personas con 60 años y más que cuentan con acceso a la red de redes, así como brindar herramientas a aquellas que no lo hacen, significaría asegurarles un mayor grado de autonomía. Se debe tener en cuenta que las posibilidades de las TIC no están enfocadas en este caso en brindarles independencia a las personas adultas mayores que viven solos, sino que se deben plantear como una solución que genere ambientes y oportunidades para que mantengan una vida digna sin importar su condición de salud. 

			 Por lo anterior, resulta necesario asegurar el derecho a internet no solo para aquellos alfabetos digitales, sino ampliar su uso hasta aquellos que desconocen las posibilidades y beneficios que pueden adquirir de conectarse a la Web, fomentando su uso hasta que logren apropiarse de ellas para que, como mencionan Mokhtarian y Meenakshisundaram (1999), lleguen a sustituir la forma tradicional en la que realizan ciertas actividades, transformándolas permanentemente. 

			Agudo-Prado, Fombona-Cadavieco y Pascual-Sevillano (2013), reflexionan sobre la importancia de brindar a las personas mayores oportunidades para incorporar las TIC para la resolución de problemas de la vida diaria. Para lograr este objetivo, dicen se ha comenzado a producir un cambio en la percepción de las personas adultas mayores, convirtiéndose su educación en uno de los ámbitos emergentes de la Pedagogía Social y contribuyendo al empleo de las TIC para favorecer mayor autonomía personal y financiera; al igual que evitar el distanciamiento y disminuir la dependencia. 

			Así, la educación se vuelve un elemento esencial no solo para vencer la brecha de uso, sino también para contrarrestar también aquella de apropiación. Siguiendo a Benítez (2013), el proceso de apropiación hace referencia a la capacidad de los individuos para volver las TIC significativas para sus propios propósitos, requiriendo del desarrollo de diversas habilidades para tomar el contenido significativo de los medios y hacerlo parte integral de sus actividades de la vida cotidiana. 

			A pesar de las posibilidades que presentan las TIC para beneficiar y facilitar las actividades de las personas mayores, existe una amplia heterogeneidad en la manera en la que este grupo poblacional envejece, debiendo tener en cuenta esta característica para prestar especial atención a la diversidad no solo para responder a sus necesidades, sino también para darles el lugar predominante que tienen en la sociedad, aprovechando su experiencia y amplio conocimiento en diferentes temas para fortalecer los lazos comunitarios, a la vez que promoviendo una sociedad más igualitaria en la que todos sus miembros puedan gozar equitativamente de los beneficios de la ciudad. 

			 Es por esto por lo que, en 2015, se crearon la Asociación Europea de Innovación: una para ciudades y comunidades inteligentes (EIP SCC, por sus siglas en inglés) y otra para el Envejecimiento Activo y Saludable (EIPonAha, por sus siglas en ingles). Dichas iniciativas buscan reunir a ciudadanos, gobierno, comercio e investigación. Así, su objetivo es crear entornos amigables con los adultos mayores, siendo la recomendación de autores como van Staalduinen, Bond, Dantas y Jegundo (2015) integrar las tecnologías y las comunicaciones como herramientas que proporcionen entornos más inclusivos, receptivos y sostenibles para personas de todas las edades. 

			Para lograr este objetivo se deben crear políticas públicas que respondan a las necesidades del adulto mayor. Es debido a este requisito que tomar decisiones que les permitan ejercer sus derechos dentro de la Ciudad digital se convierte en una tarea titánica, ya que la recomendación de organizaciones como la OMS (2015) es poner a la persona adulto mayor en el centro de la discusión. Es decir, que resulta necesario dar respuestas personalizadas para cada uno de los individuos situados en esta etapa. 

			Es debido a esta necesidad que se deben integrar equipos de trabajo en los que participen de las decisiones los adultos mayores. Aspirar a generar políticas públicas que impacten positivamente en este grupo etario sin tomar en consideración sus necesidades específicas resulta observar con una mirada sesgada las posibles soluciones a sus limitaciones. 

			Así, sin importar el presupuesto o las políticas gubernamentales generadas para proveer al adulto mayor de herramientas tecnológicas para su desarrollo, si no es tomada en cuenta la pérdida experimentada en sus capacidades mentales e intrínsecas y, acorde a ellas, se planteen resolver las problemáticas que se les presentan, de nada servirán programas de alfabetización digital o, incluso, en los que se les provea de conexión a internet. 

			Resulta necesario comprender que las personas con 60 años y más no pueden ser incluidas de manera general en estadísticas pertenecientes a grupos poblacionales con características distintas a las de ellos. Se debe considerar que cada persona adulto mayor enfrenta distintos grados de estados de salud y estados funcionales. Pensar en las posibilidades que la Ciudad digital puede facilitar a este sector hace factible replantearse el que puedan hacer uso nuevamente de los espacios que anteriormente podían disfrutar. 

			Así, proponer la inclusión de los adultos mayores en la Ciudad a través de la Ciudad digital, no se trata solamente de evitar el aislamiento y la soledad que muchas veces afectan a las personas, sino que se habla de brindarles herramientas que faciliten cubrir sus necesidades, a la vez que realizar actividades básicas que, de otra forma, no podrían llevar a cabo sin la dependencia de un tercero que les asista en la búsqueda de mantener su calidad de vida como ciudadanos y, más importante aún, como seres humanos. 
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DERECHO A LA CIUDAD PATRIMONIO: LA TRANSFORMACIÓN DEL ZÓCALO DE LA CDMX

			Proyectos de recuperación, nuevos usos y exclusiones

			Lorena Margarita Umaña Reyes, Orcid 0000-0002-0409-8151

			El acelerado proceso de urbanización que se intensificó a mediados del siglo XX con el proceso de industrialización, la centralidad de las urbes en cuanto a bienes y servicios, la concentración del poder político y las instituciones y las migraciones del campo a la ciudad, produjeron cambios irreversibles en lo que hoy conocemos como el espacio urbano y como ciudades. Las ciudades se densificaron, los servicios se concentraron y con esto, se transformaron en metrópolis.

			En este proceso, los centros históricos, atrapados en esas dinámicas urbanas, sufrieron el desplazamiento de las clases sociales que lo ocupaban a inicios del siglo XX y con ello cambiaron los usos de esos territorios. El espacio social y simbólico se construye por la historia del territorio, los nuevos procesos urbanos y la movilidad de sus actores. En este sentido, el crecimiento urbano ha provocado dos fenómenos paralelos: la urbanización de las poblaciones rurales y la ruralización de las urbanas (Ledrut, 1968). Esto significa que muchas personas que viven en áreas rurales trabajan en los centros de las ciudades y esto trae como consecuencia la hipermovilidad diaria, que afecta no sólo a los habitantes de los polos urbanos, sino también a los de las ciudades satélites. En esta dinámica, los centros históricos han sufrido un deterioro significativo en sus infraestructuras e incluso el abandono a finales del siglo pasado.

			Los centros históricos son claves para comprender la historia de las ciudades, puesto que tienen la capacidad de albergar su memoria colectiva y en buena medida, la identidad de quienes lo habitaron y habitan. En ellos encontramos monumentos históricos, construcciones significativas en momentos clave de la vida política y cultural de las ciudades. El estudio de los Centros históricos expresa, entonces, la necesidad de preguntarnos sobre el sentido de la centralidad, la identidad y la patrimonialidad en un contexto de transformación urbana. Para ello es indispensable partir de dos hechos fundamentales, primero, que los centros históricos son, en primera instancia, centros urbanos que no pueden escapar de los procesos de cambio, deterioro y transformación. Y segundo, que los centros históricos son espacios vivos que se transforman con y por sus habitantes y actores sociales. Estos lugares, debido a su historia y a sus cambios sociales son espacios de gran importancia en el análisis de las ciudades. Los Centros Históricos han sido considerados como núcleos de desarrollo de gran importancia para las ciudades y como lugares donde se concentra gran parte del legado arquitectónico que perdura desde hace más de un siglo. Su patrimonio arquitectónico y físico es uno de sus principales legados, pero este elemento no agota todas las posibilidades de análisis, ya que un área geográfica como esta, tiene significado dentro de la construcción social de las ciudades en la medida que ofrece un patrimonio sociocultural intangible. 

			Al hablar de patrimonio sociocultural no nos referimos a los posibles vestigios físicos que nos ayudan a reconstruir el pasado, sino a aquellos que aluden a la memoria, a las representaciones simbólicas colectivas de esos territorios. El patrimonio sociocultural hay que reconocerlo como una herencia de comportamientos sociales, es decir a un patrimonio inmaterial. La UNESCO lo definió en “La Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial” (2003)34 como las prácticas sociales, las tradiciones estéticas y los modos de conocimiento perpetuados en el seno de una comunidad cultural. Los centros históricos representan un legado material e inmaterial que debe preservarse.

			El coloquio de Quito, en Ecuador que se desarrolló en 1977, dentro del Proyecto regional de Patrimonio Cultural Andino UNESCO/PNUD, presentó como tema clave “La preservación de los centros históricos ante el crecimiento de las ciudades contemporáneas”. Dicho coloquio planteó que la conservación de los centros históricos no podía significar únicamente la recuperación física del espacio, sino, primordialmente, la recuperación de la calidad de vida de sus habitantes. El término Centro Histórico se definió en el coloquio como: “...todos aquellos asentamientos humanos vivos, fuertemente condicionados por una estructura física proveniente del pasado, reconocibles como representativos de la evolución de un pueblo.” (UNESCO/PNUD, 1977, p. 13). El concepto refiere tanto al territorio como a sus habitantes. Jorge Hardoy (1983), define tres características claves de los centros históricos: el carácter temporal, la dimensión territorial y la intensidad de uso. La primera hace alusión al sentido histórico que presentan los centros históricos; la segunda a la delimitación sustentada sobre una mezcla de aspectos históricos y estéticos, como argumento para la política cultural de conservación y la última, a la recurrencia, la frecuencia y la fuerza del uso cotidiano de ese territorio y que, como consecuencia, produce deterioro, disputa por el espacio y conservación.

			Además de estas características habría que considerar la de su valor simbólico que involucra las relaciones sociales y los significados que los actores sociales le asignan a partir de sus dinámicas cotidianas. En palabras de Giglia y Duhau (Duhau, 2008, p. 27) “Si la estructura del espacio está vinculada a la estructura de las relaciones sociales esto es cierto en un doble sentido: por un lado, hay que entender a las relaciones sociales para leer el espacio, es decir, hay que ver a este último como un resultado de ciertas relaciones sociales; y, por otro lado, hay que mirar al espacio para entender las relaciones sociales”. Es decir, el espacio es y significa en función de las relaciones que se producen en él.

			I. CAMBIOS SIMBÓLICOS Y FISICOS: PATRIMONIO E IDENTIDAD 

			Estas características que le brindan un valor simbólico a estos espacios propician un escenario cotidiano de patrimonialidad y de referencia. Actualmente, el debate acerca de la importancia de los Centros Históricos en la definición de un tipo de identidad particular para quienes lo habitan, es un tema que ha cobrado fuerza en los países de América Latina. El caso del Centro Histórico de la Ciudad de México, (el Zócalo capitalino) es considerado como el espacio social y público por excelencia, no solo porque representa, en buena medida, la mexicanidad y porque reúne un gran legado histórico, sino también, por ser un espacio de multiculturalidad y pluralidad de sentidos y usos por parte de los actores sociales. Doreen Massey presenta tres formas de definir el espacio: 1. Como producto de interrelaciones. Es decir, el espacio como producto de la y las interacciones, por lo que no tiene una existencia en sí mismo independiente de lo social. 2. El espacio como esfera de posibilidad de existencia de la multiplicidad. Es decir, un espacio en donde converge la heterogeneidad, donde se manifiestan distintas individualidades de manera simultánea y 3. El espacio como un proceso de formación, en devenir, no como un sistema cerrado. Esto implica que el espacio siempre estará en construcción y cambio. (Massey, 2005, p. 105). El centro histórico de la Ciudad de México se describe entonces, como un espacio de relaciones, histórico y de sentidos que se transforma a lo largo de su historia con y por sus habitantes. Precisamente, en función de este tipo de espacios se modifica la intensidad de su uso, sus límites y sentidos. 

			Los cambios que ha experimentado el Zócalo han generado una recomposición de la renta del suelo, de su uso, de las inversiones en servicios, del tipo de comercio. Todo ello ha motivado proyectos de recuperación, rehabilitación y conservación de calles, parques, monumentos, edificios, etc., para motivar su uso y conservar el legado histórico.

			El Zócalo capitalino fue declarado Patrimonio Cultural de la Humanidad por parte de la Unesco en 1987 y cuenta con cerca de 1,500 edificios, entre templos, museos, hoteles, tiendas, galerías, teatros y centros culturales, muchos de ellos catalogados como monumentos históricos o artísticos. Los edificios de valor histórico comprenden un área de 668 manzanas y una superficie de 9.7 kilómetros cuadrados (CONACULTA, 2020). Según el Decreto presidencial de 1980 (SEGOB diario oficial de la Federación, 1980) se creó y reconoció la “Zona de Monumentos Históricos denominada Centro Histórico de la Ciudad de México”. En el documento del Plan de Manejo 2017-2022 (Documento de conclusiones y aportes para el Plan de Manejo 2017- 2022, 2017) se establece un polígono protegido con base en la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Históricos y Artísticos, el cual consta de dos perímetros (A, la zona núcleo y B, como zona de amortiguamiento) que en total abarcan un área de 10 km2, casi 700 manzanas, cerca de 1400 edificios declarados monumentos históricos (por datar de antes de 1900) y otra tanto de edificios catalogados por su valor artístico (las construcciones relevantes construidas durante el siglo XX). Así, en el Centro Histórico de la Ciudad de México (CHCM) de 9,000 propiedades existentes en la actualidad, 3,000 deben considerarse como edificios protegidos por el INAH, el INBA y la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda (SEDUVI). Todos ellos forman parte del paisaje urbano histórico que funda el Valor Universal Excepcional que, a su vez, sustenta su calidad de Patrimonio Mundial. Sin embargo, lo material también conlleva un valor intangible e igualmente importante. Esas estructuras importan, porque contienen en sus muros historias, acontecimientos, tradiciones y prácticas que hacen indispensable considerar como un reto tanto la preservación urbana como la social.

			El CHCM representa entre otras cosas, la identidad nacional, la cultura, la centralidad y el poder y es considerado como el espacio público por excelencia. En palabras de Fernando Carrión, implica convertirlo en “la plataforma de innovación del conjunto de la urbe y en objeto de deseo de la ciudad posible; es decir, que la centralidad histórica debe ser entendida como proyecto y no solo como memoria”. Carrión desarrolla tres hipótesis sobre el destino de los centros históricos: el fin de los centros históricos, las nuevas centralidades históricas y el fortalecimiento de la centralidad para concebirlo como un gran proyecto urbano. (Carrión, 2005). En el caso del Zócalo de la Ciudad de México, está lejos de la primera y más bien han surgido, en los últimos 30 años, esfuerzos institucionales por recuperar, rehabilitar y restaurar la centralidad de este espacio para convertirlo en un gran proyecto urbano. Con la intensidad de uso del Zócalo capitalino y las recurrentes disputas por él, en realidad apuntan más hacia le tercera hipótesis enfocada a su fortalecimiento. En las características que permiten definir a los territorios como centros históricos, prácticamente hacen indisociable lo material y lo inmaterial. Un centro histórico es un espacio de monumentalidad, de historia, de centralidad, de vitalidad y de habitabilidad (Santamaría, 2013, Pp. 123-124). Estas características involucran a las construcciones y las estructuras físicas y a sus usos y habitantes.

			En los últimos años, en casi todas las ciudades del mundo se han iniciado proyectos de revitalización y recuperación de áreas de valor histórico, que se encuentran abandonadas y deterioradas a partir de las transformaciones sociales (desplazamiento de población hacia zonas más modernas de la ciudad), el desplazamiento de actividades económicas, la invasión del comercio informal, el deterioro por los desastres naturales, etc. En su realización, estos proyectos han tropezado con algunas dificultades a causa de:

			“la falta de instrumentos jurídicos adecuados para la rápida resolución de los problemas de la recomposición de la propiedad privada, a veces muy fragmentada; de la compensación a los habitantes obligados a transferirse; de un adecuado resarcimiento a los viejos propietarios de los inmuebles demolidos; de la necesidad de producir nuevos destinos de uso suficientemente variados e integrados y, por otra parte, de recursos privados que integren las inversiones públicas, fundamentales para iniciar las transformaciones, pero, generalmente limitadas.” (Ceccarelli, 2006, p. 23)

			En la Ciudad de México, prueba de esto, es la creación del Fideicomiso de Centro Histórico en 1990, que al principio fue más bien un organismo enfocado hacia la recaudación de fondos y la promoción de campañas de cuidado del paisaje y desarrollo de algunas intervenciones puntuales de rehabilitación. Pero a partir de 1997 el Fideicomiso Centro Histórico, la Universidad Nacional Autónoma de México y el Instituto Politécnico Nacional realizaron un diagnóstico, con el que se acordó en conjuntar esfuerzos desde el Gobierno de la ciudad, el gobierno federal y la iniciativa privada, para iniciar la implementación de acciones concretas más amplias. El Fideicomiso del Centro Histórico se convirtió entonces, en un organismo público dedicado a la conducción del proceso de renovación de la infraestructura urbana e impulsó el ordenamiento de la imagen urbana.

			“Recuperar los Centros Históricos equivale a una recuperación de la historia latinoamericana dentro de un contexto urbano, otorgándole una significación cuya lectura es, al mismo tiempo, un conocimiento de su desarrollo social en el espacio, y a través de un tiempo histórico. La extensión a una historia urbana se presenta en este caso como el sustento esencial de un programa de rehabilitación, sin la cual es imposible evitar referencias superficiales, repetitivas en sus generalizaciones sobre la definición de un lenguaje urbano y arquitectónico, corriendo el riesgo de una vuelta atrás hacia un folklore vernáculo, hacia una idealización de los viejos tiempos que delimitaron la estructura de los Centros Históricos y su época de apogeo, el todo justificado por la búsqueda de una “identidad” que, más de una vez, rozó el ridículo.” (Scovazzi, 1996, pág. 143)

			Sin embargo, el rescate, recuperación y/o rehabilitación del Centro histórico no puede pasar por alto a los actores sociales. Los centros históricos manifiestan una herencia cultural dual de los centros históricos. Esto quiere decir que esta dualidad “está sujeta a factores económicos por un lado y al capital cultural por otro” (Scarpaci, 2002, p. 20). Esta dualidad más bien se define como una dialéctica, una tensión continua entre estos dos extremos. Sin duda, el patrimonio es un tema fundamental cuando se habla de los centros históricos y con esa preocupación, se hace evidente el choque y las disputas por la diversidad que caracteriza a ls centros históricos. El patrimonio entonces no solo contempla lo físico sino también las interpretaciones. Es decir las representaciones físicas, pero también las sociales. La pregunta de la recuperación debe ser ¿para quiénes? Los usuarios y habitantes han cambiado con el paso del tiempo. Con la mutación del Zócalo capitalino ha sido inevitable la pluralidad de sujetos patrimoniales. El panorama de la recuperación se vuelve más complejo con los cambios en el territorio, el deterioro, los procesos de desterritorialización (cambiar el uso para el que originalmente fue diseñado ese territorio) y posterior Re-territorialización (la recuperación del uso original de ese territorio), con el abandono y las nuevas dinámicas económicas y culturales. El zócalo sigue siendo un escenario de centralidad y que convoca y moviliza. Eso, lejos de disminuir, ha incrementado: “La llamada recuperación del Centro Histórico dio inicio con la remodelación de las calles: Madero, Bolívar, Isabel la Católica, Cinco de Mayo, Tacuba, Donceles, Cinco de Febrero y Venustiano Carranza, todas ellas ubicadas al poniente de la Plaza Central; en esta etapa de modificaciones a calles la intervención que podría considerarse que fue de mayor magnitud es la transformación en corredor comercial-peatonal de la calle Madero.” (Nemeth-Chapa, 2017)

			Sin embargo, una de las consecuencias de la recuperación de estos espacios suele ser la expulsión de ciertos grupos marginados que desde hace más de medio siglo se instalaron en el Zócalo capitalino en busca de mejores oportunidades de vida. La definición de la “otredad” se define entonces, a partir de la “limpieza” y el cuidado del paisaje. Que por un lado implica una apuesta estética de recuperación y por otra una apuesta económica que involucra la habitabilidad del centro histórico y el turismo.

			El comercio ha sido siempre una actividad dominante en ese territorio. Sin embargo, el crecimiento desbordado del comercio informal ha planteado otros usos de las calles y avenidas del centro, hasta incluso reconocerlas, identificarlas y nombrarlas por el tipo de actividad económica y/o cultural. Esto aplica incluso para aquellas actividades formales y legitimadas a partir del perfil de sus habitantes y usuarios: “Donceles, la calle de los libros viejos”, “el callejón de los libros”, “Mercaderes”, “Corredor del niño Dios”, “Tacuba y la calle de los perfumes” y otras. Algunas de ellas, al incluirlas en los planes de recuperación han transformado no solo sus usos y prácticas, sino sus actores., tal y como ocurrió con la Calle de “Madero”. Víctor Delgadillo (2008, pp. 826-27) destaca cuatro grandes rasgos que caracterizan los programas recientes de rescate de estos centros históricos:

			1. La concentración de grandes inversiones públicas a fondo perdido en las zonas más interesantes, rentables y factibles para los sectores público y privado.

			2. El uso del discurso del beneficio de toda la sociedad y del interés público, cuando directamente se favorece al sector privado (propietarios, desarrolladores inmobiliarios, promotores del turismo, etcétera).

			3. Los beneficios y la plusvalía son apropiados por los particulares y la decisión de reinvertir en esos territorios depende de ellos.

			4. La ausencia de inversiones en los barrios deteriorados, tugurizados y densamente habitados por pobres, que también contienen un rico patrimonio edilicio. Además, los damnificados directos de estos programas son las actividades populares que atentan contra la dignidad del patrimonio (por ejemplo, la celebración de Reyes Magos en la Alameda de la ciudad de México) y el comercio informal en la vía pública.

			Estos rasgos tienen en común un factor: la producción de nuevos actores excluidos de estos territorios. Los esfuerzos por recuperar, rehabilitar y restaurar han debido justificarse fundamentalmente desde el resguardo del patrimonio material. Esta acción se justifica desde el desgate y deterioro de las estructuras físicas. No obstante, las actividades económicas, culturales, habitacionales y de subsistencia están profundamente arraigadas a este espacio. Ese no es únicamente un territorio, es un espacio vivido y significado. Los usos y las prácticas cotidianas están profundamente vinculadas a las formas de representar esos lugares. Podría afirmarse que el espacio o la espacialidad social inicia con la “territorialización”, que se define como “una reja de líneas de circulación (flujos de personas, de bienes, de energía y de información) y de nexos de intercambio o de terminación (términos de línea, puntos de interface económica o cultural, sedes de los poderes, lugares de reproducción de la fuerza de trabajo, etc.).” pero también como un lugar que es producido con unas reglas, fines y usos particulares. Sin embargo, hay lugares que han sido desterritorializados, es decir, desarraigados de costumbres, identidades, ideas, sistemas de valores o, también, para expresar la pérdida de poder y control sobre un determinado espacio (Ianni, 1998). Néstor García Canclini (Garcia Canclini, 2012) afirma que el proceso de desterritorialización ocurre cuando los usos originales de un lugar son sustituidos por otros: calles que son mercados, espacios de prostitución, parques que son puntos de venta y de protesta, casas abandonadas que son estacionamientos, etc. Y finalmente, el proceso de re-territorialización ocurre cuando un nuevo grupo recupera el control establecido de ese espacio (recuperación). Estos tres conceptos reflejan de manera dinámica los conflictos posibles y esperables al realizar ciertos procedimientos de recuperación. “Entre el 2008 y 2014 se llevaron a cabo varios proyectos en el área del Centro Histórico: el retiro de ambulantes de Eje Central, la Alameda y del perímetro “B” en el 2008 y de la calle Circunvalación y el barrio de Mixcalco en 2014. El rescate de la Alameda Central (finalizado en 2012) y la remodelación de la Plaza Garibaldi en 2010; la peatonalización de las calles Madero y Regina en 2009, la calle Corregidora a partir de enero 2016 y la Semi-peatonalización de la calle 16 de septiembre en 2014.” (Nemeth-Chapa, 2017). De nuevo, la pregunta sobre ¿para quiénes se recupera, rehabilita y restaura? Es una pregunta fundamental para entender el derecho a estos escenarios en un contexto de gentrificación, transformación y turistificación del Zócalo.

			II. EL DERECHO A HABITAR EL ZÓCALO DE LA CDMX: GENTRIFICACIÓN, TRANSFORMACIÓN, RECUPERACIÓN Y EXPULSIÓN. 

			“las relaciones de poder están siempre implicadas en prácticas espaciales y temporales” (Harvey, 1998, p.250).

			La transformación es irremediable. El centro de la Ciudad de México ha pasado por múltiples estados, con gran cantidad y diversidad de habitantes y ha sido escenario de miles de acontecimientos que han marcado la identidad de la ciudad y sus habitantes. Téllez (2014) afirma que “para los promotores del “rescate” y la “revitalización”, los sectores populares y sus formas de habitar se convirtieron en objetivo central de la transformación, pues se les ha atribuido la causa del deterioro del patrimonio histórico material e inmaterial de lo que ha sido denominado por la élite como la “cuna de la mexicanidad, del mestizaje”. Es una realidad que en este entramado de tensiones y conflictos sociales se ha negado, menospreciado y condenado el aporte de los sectores populares a las formas de habitar la ciudad.”. No hay duda de que se ha privilegiado y apostado por la conservación del patrimonio urbano- arquitectónico que intenta restaurar y re-territorializar los antiguos usos de estos lugares y rehabilitar y reforzar actividades en términos comerciales y/o administrativos, pero también hay una creciente apuesta por las actividades turísticas y culturales. Recuperar ha implicado en algunos casos despojar, confiscar e incluso negar el uso a sus viejos usuarios. Borrar del escenario e ignorar o invisivilizar a ciertos actores y habitantes, el olvido de ciertos espacios y zonas también ha sido una estrategia de recuperación. 

			Según el Documento de conclusiones y aportes para el Plan de Manejo 2017-2022 (2017) el Censo de 2010 indicó que “se logró detener el despoblamiento del Centro Histórico por primera vez, al pasar el perímetro A de 31,000 en habitantes en 2005 a 34,000 habitantes en ese año (+8%). El Centro tenía, al finalizar 2015, cerca de 38,000 habitantes. Así mismo se convirtió en el lugar más concurrido de México al pasar de 700,000 visitantes y usuarios diarios en 2005, a más dos millones en 2015. Tras ocupar el último lugar entre los corredores hoteleros en 2000 con 15% de ocupación anual promedio, desde 2010 el Centro Histórico compite por el primer lugar con 65% de habitaciones ocupadas en promedio al año. De ser un polígono sumamente inseguro, las zonas recuperadas del Centro Histórico se convirtieron en las más seguras de la ciudad.” A pesar de esto, los proyectos de recuperación no dejan de ser polémicos. Recuperar para unos, siempre implica despojar a otros. 

			¿Por qué cambia el Zócalo? ¿por qué importa? Sin duda porque su centralidad es clave, porque sigue siendo un escenario disputado por múltiples actores sociales que lo consideran suyo: “Se concibe este, como un espacio patrimonial, entendiendo que lo patrimonial debe verse como la herencia, como lo propio, lo que pertenece a todos, lo que se comparte, lo que “nos” corresponde y se define como “no expropiable”. Esta forma de ver el espacio reconoce el derecho de todos para recorrerlo, cruzarlo, utilizarlo y dotarlo de sentido; siempre y cuando, se respeten las normas mínimas establecidas para mantener su orden. Sean éstas formales o no. (Umaña, 2013, p. 140). Se apela al derecho a habitarlo, a usarlo. El fenómeno de la gentrificación que significa “la reocupación de un espacio urbano por parte de una clase socioeconómica en detrimento de otra. Esta última es expulsada y excluida mediante la variación forzada, por los mecanismos de mercado, del precio del solar urbano.” (Checa-Artasu, 2011, p. 2). Con este fenómeno, estamos ante la recalificación, revalorización y recuperación de los espacios de los que se excluye a quienes reducen el valor, la plusvalía y el atractivo a esos escenarios. El espacio sufre una reconfiguración que hace posible nuevas exclusiones bajo el argumento de la conservación patrimonial. 

			Por supuesto que rehabilitar y recuperar es fundamental, pero pensar en el derecho a la ciudad implica, necesariamente pensar en el conflicto como una constante devenida de la diversidad de actores que usan ese espacio y que lo disputan como un espacio de supervivencia, de empleo, de diversión, de cultura, de protesta, etc. 

			III. REFLEXIONES FINALES 

			Recuperar el Centro Histórico implica trabajar la transformación de la ciudad en función de la calidad de vida de sus habitantes y usuarios. Ese debe ser el objetivo prioritario a la hora de pensar la rehabilitación de espacios, la conservación y el derecho a la ciudad. El Zócalo capitalino es básicamente un conglomerado de redes significativas a partir del espacio vivencial de sus habitantes. El espacio está colmado de sentidos. Para recuperarlo no puede eludirse la diversidad, la disputa y el conflicto por su uso.

			A pesar de los esfuerzos de las autoridades por ordenar, reglamentar, re territorializar esto no puede ignorar la marginalidad y la exclusión como las grandes características de ese territorio, el Centro no puede dejar de verse como un espacio en el que se generan un conjunto de planos atravesados por procesos sociales diferenciados (Ortiz, 1998). Con el regreso del Gobierno Federal y la figura del presidente al Palacio Nacional, significados que apelaban a la omnipresencia de la autoridad, ahora tienen eco en la idea del centro como espacio de poder, de toma de decisiones a las que todos quieren tener acceso.

			El Centro Histórico, por tanto, se constituye como una compleja red de significados y acciones, con coincidencias y contradicciones que definen y delimitan simbólicamente ese espacio de la ciudad. Como afirma (Castells, 1983), en esta perspectiva, el espacio urbano no es un texto ya escrito, sino “una pantalla reestructurada permanentemente por una simbólica que cambia a medida de la producción de un contenido ideológico por las prácticas sociales que actúan en y sobre la unidad urbana”, aunque no hay que olvidar la carga simbólica que se hereda de los viejos actores, que aunque en algunos casos se transforma, en otros se asimila y se aprende y en otros se transgrede y se cuestiona.

			Por hoy, habría que preguntarse si los procesos de recuperación no están irremediablemente vinculados a una mercantilización y exotización de los significados culturales que ostenta ese territorio y que son altamente rentables en términos turísticos, pero que castigan a los habitantes más vulnerables del Zócalo. 

			El Zócalo como mercancía se transforma en un fenómeno cultural, cuya existencia hace visible la presencia de transacciones que implican un intercambio de objetos y servicios. Ver el Zócalo como un espacio de consumo y que se consume genera competencias y disputas por habitarlo, por usarlo. Su recuperación debe ser tanto física como simbólica y como tal la gestión urbano- patrimonial debe entenderse como “aquella donde se han condensado políticas, iniciativas, formas de acción y organización y mecanismos que habrían de determinar la ocupación y uso del suelo urbano” (Irigoyen, 2021, p. 45).

			El derecho a habitar el Zócalo debe ver la inherencia del conflicto. Las implicaciones políticas y sociales que produce una transformación de un escenario de este tipo son múltiples y contradictorias y las reacciones, nunca serán unívocas. Nunca tendrán un sentido único y consensuado, precisamente por la diversidad de sectores que utilizan ese territorio. Cada grupo social, estará preocupado por garantizarse un lugar dentro de ese territorio y en ese sentido, la transformación puede propiciar exclusiones e inclusiones. Los procesos de gentrificación en este espacio de la ciudad propician ingresos y expulsiones, desplazamientos y expropiaciones, incluso cambios en los habitus, tanto en los económicos como en los culturales de sus ocupantes. Sin embargo, no se puede perder de vista que algunas de estas políticas de recuperación pueden ser poco afines con las poblaciones que habitan o habitaban ese espacio. Se trata entonces de repensar las políticas urbanas de manera que los proyectos de recuperación y renovación urbana contemple las complejidades de ese territorio que no se limitan a lo físico.
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EL DERECHO A LA CIUDAD, LA ESTIGMATIZACIÓN DE LAS FAVELAS Y LA EXPERIENCIA DE LOS GUÍAS TURÍSTICOS COMUNITARIOS

			Maria Sarah da Silva Telles, ORCID 0000-0002-8317-0042 

			Según Lefebvre (1967), el derecho a la ciudad “se anuncia como una apelación, como una demanda” (Lefebvre, 2009 [1967], p. 107) como parte de un proyecto utópico, si se considera en toda su extensión, algo que aún no existe.

			Para varios autores (Harvey, 2014; Santos Jr., 2014; Tavolari, 2016) el derecho a la ciudad según Lefebvre se ha actualizado e interpretado como un reclamo para garantizar la reproducción social en la ciudad. También, se entiende como el derecho colectivo a luchar por una ciudad que aún no existe, que produce una calidad de vida satisfactoria, basada en las demandas de las luchas sociales, lideradas por los movimientos sociales. Podría decir que su origen estuvo en la conjunción entre lo teórico-conceptual y lo práctico-reclamo (Tavolari, 2016). En este sentido, continúa operando en este doble enfoque, cuando el derecho a la ciudad generalmente no está disociado de su aspecto de denuncia /militancia.

			En este capítulo, me gustaría considerar el derecho a la ciudad como el derecho de los residentes de las favelas35 a la ciudad. Para comprender el proceso de lucha y resistencia del derecho de las favelas a ser una parte integral de la ciudad, utilizaré el caso de una favela de la ciudad de Río de Janeiro36, que siempre es un caso “bueno para pensar” (Machado da Silva, 2016; Leite, 2014) sobre el tema de la segregación urbana y la estigmatización de los residentes de los territorios populares. Entre los innumerables intentos de reducir la distancia social entre la ciudad formal y la favela, presentaré, por último, la experiencia del turismo en la favela de Santa Marta37, realizada por guías locales, basada en un proyecto del gobierno.

			Históricamente, los residentes de las favelas de Río de Janeiro siempre han buscado, con mayor o menor éxito, el “reconocimiento como parte legítima de las ciudades donde existen”, el “derecho a la ciudad” (Machado, 2019). Las innumerables formas de “descalificación moral y social” resultan en una enorme estigmatización de los territorios y sus residentes: hasta mediados del siglo XX fueron considerados “extraviados”; pasando por la población marginal en la década de 1950 y, desde la década de 1980, con la llegada, en Brasil, de la ruta de la cocaína, sus residentes serán estigmatizados como “narcotraficantes ilícitos”, en un proceso de violencia policial contra jóvenes pobres, principalmente compuesto de negros, viviendo en favela y al margen de las ciudades. A partir de entonces, el proceso de segregación socioespacial se hizo más pronunciado y generalizado a todos los residentes de la favela.

			Para comprender mejor el alcance de la segregación de los territorios populares, es necesario recordar que el país é uno de los países más desiguales del planeta, solo superado por seis países africanos38. En cuanto a la desigualdad urbana, la incidencia de diversas desigualdades - entre ellas ingresos, transporte, raza, género y lugar de residencia - se superponen y dan como resultado un escenario urbano de la mayor gravedad, en el que la lucha por el derecho a la ciudad es la principal agenda de luchas urbanas.

			“En realidad, esta inserción ambigua y conflictiva en la ciudad (de las favelas) parece ser la fuente más básica de los procesos de control y segregación que sufren. En cualquier caso, observando toda esta lucha secular de las favelas y sus residentes contra la segregación, se puede hacer una pregunta (...): considerando que se sabe que las formas de descalificación moral de la pobreza han variado bastante con el tiempo, porque es siempre en las favelas que los atributos negativos están pegados?” (Machado da Silva, 2019, p. 26).

			Quizás, una de las razones está en la topografía de la ciudad de Río de Janeiro, ubicada entre el mar y la montaña, eso permite la gran proximidad geográfica entre la llamada ciudad formal - los lugares de residencia de las clases media y alta - y la favela, considerada un lugar de informalidad e ilegalidad, combinada con la enorme distancia social entre los diferentes espacios.

			A pesar de la segregación urbana secular, como ya mencioné, que se remonta a la ocupación de esos espacios por personas recién liberadas, después del fin de la esclavitud de los africanos, la favela resulta de una lucha permanente por la integración en la ciudad. En algunos momentos, los muros que la separan de la ciudad aumentan, ya que nunca logró el “derecho a la ciudad”, una ciudadanía urbana, de hecho. Para profundizar la distancia social entre la favela y la ciudad, el papel de la policía (específicamente la policía militar) y los narcotraficantes son decisivos. “Esto refuerza, por lo tanto, la opinión predominante de que las favelas y las periferias son lugares de ausencia, de falta (...) y donde enfrentan el control armado de los grupos criminales. (...) El proceso de militarización es predominante debido al modelo policial y los grupos que controlan estos territorios” (Franco, 2018, pp. 25, 94).

			La estigmatización de los territorios de pobreza, que termina llegando a sus residentes, va en la dirección opuesta al derecho a la ciudad (Lefebvre, 2009 [1967]). La segregación urbana es un resultado directo de la estigmatización de los territorios de pobreza. Y esta segregación se ha intensificado enormemente con representaciones de violencia urbana en sus formas más incriminatorias. 

			En las últimas cuatro décadas, el proceso de democratización y la llamada violencia urbana se han intensificado (Ramos, 2016; Caldeira, 2010). Es una “ironía perversa” (Machado da Silva, 2009) que uno de los principales problemas de la sociabilidad urbana contemporánea - crimen muy violento - reemplazó, en cierto sentido, la dictadura civil-militar de Brasil, que duró 21 años, entre 1964-1985. Este es uno de los desafíos más importantes para la democratización efectiva de la sociedad brasileña en tiempos contemporáneos. 

			A fines de la década de 1970, el advenimiento de la cocaína como un producto muy lucrativo cambió radicalmente la perspectiva del crimen. En la década de 1990, grupos de narcotraficantes, ya establecidos en las favelas, comenzaron a comprar y vender armas sofisticadas. Aquellos en las favelas ubicados cerca del aeropuerto y el área del puerto se convirtieron en expertos en la venta de armas a comerciantes en otras favelas que querían protegerse de la policía y de los grupos rivales. Las armas fueron robadas de arsenales militares o importadas, generalmente con la complicidad de los funcionarios de aduanas. La favela, dicen los líderes de los grupos del narcotráfico, seguiría siendo un “refugio” relativamente seguro: al principio respetaban a los habitantes y, por otro lado, eran relativamente bien tolerados. 

			Las armas se convirtieron en el centro de la barbarie en Río, especialmente en las favelas de la ciudad. La exhibición de rifles de guerra por adolescentes (de 14 a 16 años) con el sonido de disparos se ha convertido en una de las características de la violencia en la ciudad de Río. Un modelo de violencia en el que las áreas urbanas se convierten cada vez más controlados militarmente por grupos armados. Cientos de favelas en casi todos los vecindarios, desde los más ricos hasta los más pobres, estaban bajo el control de grupos de narcotraficantes que comenzaron a hacer cumplir las leyes, regular el funcionamiento de la vida comunitaria y lidiar con la situación de la policía y los grupos rivales con poder altamente letal (cf. Ramos, 2016).

			Para justificar la acción violenta de la policía39, la sociedad brasileña es necesariamente cómplice, en su mayoría, de la llamada “guerra contra las drogas”, principal política de seguridad pública de los estados de la federación, siguiendo el modelo hegemónico de Estados Unidos. El resultado es que el país tiene la tercera población carcelaria más grande del planeta, compuesta en su mayoría por personas pobres y negras. El encarcelamiento masivo completa el dramático cuadro que las ciudades presentan a sus habitantes pobres: enfrentamiento policial, con grave riesgo de letalidad en territorios populares, como las favelas; y la prisión. Ante esta situación social, las desigualdades se intensifican y se naturalizan cada vez más. Los habitantes de favelas se quedan con la lucha por sobrevivir en la ciudad, para ser parte de la ciudad. Se establece un círculo vicioso de violencia y segregación.

			Desde finales de la década de 1980, hace más de 30 años, precisamente desde el final de la dictadura civil-militar, los brasileños son conscientes de un fuerte aumento en la sensación de inseguridad urbana, de miedo, con un crecimiento incontrolable de la así llamada delincuencia urbana. No solo han aumentado enormemente los números, sino también los tipos de delitos: uso de medios cada vez más violentos, generalmente acompañados por el uso de armas de fuego de gran calibre, lo que Machado da Silva llamará “sociabilidad violenta” (Machado da Silva, 2016). Entre los tipos de delitos, los homicidios son los más visibles y los más dramáticos.

			La participación de la policía y su papel en la profundización y radicalización del modelo criminal y el surgimiento de formas de violencia mortal son ampliamente estudiados y debatidos por los principales autores de las ciencias sociales (Machado da Silva, 2009; 2016; 2019; Ramos, 2016; Zaluar, 1994). La policía impuso el ritmo de la carrera armamentista y, a menudo, es el agente de esta dinámica, que a veces vende armas y municiones en las favelas. Los análisis convergen en el sentido de que la policía, ya sea en forma de omisión o negociación; o la forma de protección, de hecho, tiene un papel central en los casos de delitos en Río de Janeiro y este papel ha sido cada vez más sofisticado. En el contexto de las favelas, el más practicado es el soborno semanal recibido en el punto de venta de drogas por la policía, que luego distribuye dinero entre colegas en el batallón de la policía.

			La policía está involucrada en varias compañías criminales. Como dijo un joven traficante de drogas, “el verdadero traficante de drogas es la policía: ellos son los que traen las armas, las drogas ... la diferencia es que tienen el uniforme (de la policía)” (Favela Morro do Alemão, Mimeo, 2012). Los testimonios de los residentes de las favelas sobre la policía son unánimes: la policía no respeta, humilla, golpea y algunas veces mata. Los traficantes también, pero en general, aquellos que no interfieren en el tráfico no se ven afectados o permanecen en paz. Los problemas del tráfico de drogas y armas y el problema de la policía en favelas y barrios pobres son desafíos para esta parte de la población que vive allí para disfrutar del derecho a la ciudad, una parte fundamental de la democracia brasileña.

			“(...) la rutina de las favelas, en las últimas décadas, ha llegado a estar constituida, sobre todo, por la virtualidad de los conflictos violentos que pueden estallar en cualquier momento en estos territorios. Las manifestaciones violentas que amenazan la rutina de la parte de la población que vive en las favelas son el resultado de la contigüidad territorial ineludible con las pandillas armadas vinculadas al tráfico ilegal de drogas y con la acción impredecible y casi siempre violenta de la policía y las milicias. La proximidad entre estos actores hace que las personas que no viven en favelas se vuelvan muy sospechosas de los ‘favelados’”. (Machado da Silva y Menezes, 2019, p. 533).

			Cuando analizamos las políticas de seguridad adoptadas por el Gobierno del Estado de Río de Janeiro después de la dictadura, encontramos, especialmente en las primeras décadas, una alternancia entre el énfasis en los derechos humanos y una estrategia de declarar la guerra al crimen, a veces con un discurso ambíguo. Río de Janeiro se ha convertido en un caso único en Brasil y raro en todo el mundo. No hubo casos similares a Río, a excepción de Bogotá y Medellín40, que tenían algo en común. En Río, los disparos diarios con armas de guerra solo eran comparables a las regiones en conflicto abierto. La ciudad y el país perdieron la lucha diaria a grupos de bandidos jóvenes, poco alfabetizados, mal preparados y crueles, con el único propósito de beneficiarse de la venta de drogas y el robo. Río de Janeiro tocó fondo con una tasa de homicidios de 50 por cada 100.000 habitantes, en una atmósfera de desesperación y pesimismo (ISP, 2021). La estigmatización se refuerza, se fortalece con el “espectáculo” del aumento de la violencia policial y con la presencia del narcotráfico y la organización criminal.

			I. LA LLEGADA DE LAS UPP Y EL SIGNIFICADO DE PACIFICACIÓN 

			UPP: Unidad de Policía Pacificadora. Esta nueva experiencia de la política gubernamental en Río tenía características que parecían bastante radicales en relación con todo lo que existía antes41. En diciembre de 2008, comenzó la primera ocupación de la favela Morro Santa Marta, con nuevos policías.

			La elección de la favela de Santa Marta para inaugurar el modelo UPP no ocurrió al azar: al contrario de lo que cabría esperar, esas favelas no fueron elegidas donde la gravedad de la situación de seguridad pública era evidente. Los criterios de selección fueron definidos por la ubicación en áreas eminentemente turísticas, bordeando el circuito olímpico (Soares, 2019), prácticamente todas las favelas ubicadas en barrios de clase media y alta de la ciudad de Río de Janeiro.

			Según el proyecto UPPs publicado por los medios de comunicación, se prometió un modelo de vigilancia comunitaria o proximidad, “cuyas marcas distintivas son el respeto a la población, la identificación de sus funciones como proporcionar servicio público a la ciudadanía y la estricta fidelidad a los mandatos constitucionales y a los principios establecidos en las declaraciones internacionales de derechos humanos, de las cuales Brasil es signatario” (Soares, 2019, p.140). 

			Si la guerra contra el tráfico, la guerra contra las drogas fue y sigue siendo el paradigma tradicional de la política de seguridad en las favelas de Río de Janeiro durante más de 30 años, con el programa UPP existe la aceptación de que el tráfico no necesariamente será prohibido, porque la UPP es una política en la que las prioridades son la reducción de los enfrentamientos armados y la seguridad de la población local. Y donde no hay confrontación sistemática, en principio, no se permite matar y las oportunidades de intercambios / corrupción con el crimen se reducen o se controlan más.

			Varios intelectuales y sectores de la sociedad han inicialmente apoyado la nueva política del estado de Río de Janeiro con relativo optimismo. Hubo algunas críticas, pero el apoyo y las apuestas fueron que con las UPP se reduciría la criminalización de la favela y sus habitantes. Uno podría esperar que la pacificación “de la favela al menos produzca cambios importantes en su imagen externa y, por lo tanto, en el contenido de la segregación actualmente vigente” (Burgos et al., 2011, p. 83).

			Las principales críticas vinieron de los líderes de las favelas, por ejemplo, como la residente de Maré, la concejala en Río de Janeiro y la científica social, Marielle Franco, brutalmente asesinada el 14 de marzo de 2018. En su libro, deja en claro su posición. “(...) la cuestión de la militarización en la favela es central, y queda en las UPP, dado que la ocupación responde al terror provocado por los llamados allanamientos policiales, pero no responde al poder de las armas territoriales. (...) Hoy, las armas circulan en manos de la policía. (...) Aún hay un proceso de militarización que ha reemplazado al ostensivo despliegue de armas, antes en manos de grupos criminales y hoy en manos del brazo armado y legal del Estado, que tiene poder de uso de la fuerza” (Franco, 2018, p.94). 

			Después de los primeros siete años, con unas 39 unidades instaladas em favelas, los resultados son inciertos. Desde 2016, después del final de los Juegos Olímpicos en Río de Janeiro, el proyecto comienza a interrumpirse en la mayoría de las favelas: el proceso de desmantelamiento de las UPP se intensificó aún más con el debilitamiento de la llamada “policía de proximidad”, la reducción del presupuesto y, posteriormente, del número de Unidades UPP existentes. Dichas reducciones se justificaron públicamente por el hecho de que el proyecto de “pacificación” ya no cumplía sus objetivos principales.

			Según Soares (2019), a pesar de “virtudes innegables”, el proyecto UPP no implementó algunos de los principales aspectos anunciados: “un programa de reforma policial consistente”; “Grandes inversiones en educación, salud, saneamiento, cultura y medio ambiente”; y, principalmente, “la construcción de confianza, que requiere renegociación”, especialmente entre los jóvenes pobres y negros habitantes de favelas y periferias, principales víctimas de la violencia criminal y policial (Soares, 2019, pp.145-6).

			II. LA EXPERIENCIA DE LOS GUÍAS TURISTICOS COMUNITÁRIOS 

			En el contexto del programa de pacificación en las favelas de Río de Janeiro (la UPP), el gobierno del estado inauguró, “espectacularmente”, un proyecto turístico en la favela, en agosto de 2010, en la cancha de la escuela de samba de Santa Marta, con la presencia del entonces presidente Lula, el gobernador y el alcaide. Los tres poderes reunidos para este lanzamiento pretendían ser un hito simbólico para la inclusión de la favela en la ciudad; y también para abrir posibilidades de emprendimiento para los residentes de la favela (Freire-Medeiros, 2015).

			En palabras del entonces alcaide, la “pacificación de Santa Marta y la inauguración del proyecto Rio Top Tour pretendían romper con un pasado de encierro que marcó a la ciudad en su conjunto y conquistar la movilidad de los ciudadanos y turistas” por supuesto, para áreas que antes estaban prohibidas incluso para las autoridades públicas” (Freire-Medeiros, Vilarouca, Menezes, 2016, p. 575). 

			“Visitando, caminando por las calles, estamos seguros de que la comunidad está en paz. Entonces vine en blanco. Para simbolizar ese momento”. Con estas palabras, el presidente Luiz Inácio Lula da Silva lanzó, junto con el ministro de Turismo, el Rio Top Tour, para fomentar el turismo en las favelas pacificadas de la ciudad. La primera favela que se beneficia del proyecto es Santa Marta, en el sur de la ciudad. Segundo o ministro, “el programa de turismo comunitario se centra en la inserción económica y social a través del turismo”: “Las Unidades de Policía Pacificadoras (UPP) están cambiando Río y el turismo está siguiendo esta revolución, abriendo oportunidades para la generación de empleos e ingresos para la población”.42

			El proyecto “Rio Top Tour: Río de Janeiro bajo un nuevo punto de vista” es una experiencia muy discutida e innovadora para las favelas de la ciudad. Con muchas críticas, resistencia y simpatizantes, el proyecto finalmente se estableció en la favela de Santa Marta con la participación de guías locales.

			Es un proyecto cuyo creador, el antropóloga Mônica Rodrigues, en el 14 de julio de 2011, publicó, en su blog personal, sobre Rio Top Tour: “Consiste en un enfoque que valora la cultura y produce autoestima en la favela [...]. Es un manifiesto para la integración, para la mezcla entre las experiencias de asfalto y favela [...] No hay víctimas ni ganadores. Ni el turismo explota el favelado ni el favelado explota el gringo”. (cf. Freire-Medeiros, Vilarouca y Menezes, 2016, p. 573).

			En la primera investigación sociológica sobre el turismo en la favela, destaca la investigación de Freire-Medeiros, que presenta lo que él llamará la experiencia de la pobreza turística, una mercancía intangible (Freire-Medeiros, 2016; Freire-Medeiros, Vilarouca, Menezes, 2016). El turismo comienza a incorporar una nueva imagen urbana, con lugares que anteriormente no se visitaría, ya que se consideraban “no turísticos”. Los territorios previamente inimaginables para el consumo turístico se convierten en parte de esta ruta alternativa: favelas, barrios marginales, municipios, adquieren usos y significados inesperados (Freire-Medeiros, Vilarouca, Menezes, 2016). Esas características de segregación urbana, desorden, insalubridad, violencia, marcas de los territorios que luchan por la plena integración en la ciudad, ahora son “comercializadas” como destinos turísticos, adquiriendo un valor monetario, “transformadas en mercancías” (idem, 2016 ). 

			Según Freire-Medeiros, lo que ella llama tours de pobreza tiene un carácter socio-geográfico particular: se trata de territorios – favela, townships, slums - que habitan la imaginación internacional como una metonimia y una metáfora del subdesarrollo y la iniquidad”. (Freire-Medeiros, 2015, p.189). 

			En Brasil, la pobreza turística “encuentra su referencia simbólica en una favela imaginada, necesariamente incrustada en la montaña, entre el bosque y el mar, desde donde se pueden ver los barrios más ricos de la ciudad. Con respecto a la oferta y la demanda comercial, este territorio de la imaginación se convierte en parte del paquete turístico que da especificidad a la ciudad de Río de Janeiro, en general complementando otros itinerarios más tradicionales o incluso compitiendo con ellos” (2016, p. 572).

			Si desde 1990 la favela Rocinha, la favela más grande de América Latina, era una parte exclusiva del itinerario turístico de la favela, a partir de 2010, con la llegada del proyecto turístico a la favela de Santa Marta, el escenario se diversifica y adquiere otras características.

			Desde mi experiencia de observar el trabajo de las guías de favelas de Santa Marta, así como la serie de reuniones que tuvimos debido al proyecto de investigación43 que coordiné allí con el Grupo Eco, yo pude ampliar mi comprensión de esa experiencia y el trabajo de conjunto de guías locales. Para este análisis del proceso en curso, fue fundamental la lectura de la investigación ya realizada por colegas que me precedieron en la reflexión (Freire-Medeiros, Menezes, Vilarouca y otros). Pero incluso este logro de quiénes serían los guias - fuera o dentro de la favela -, hubo varias situaciones de gran tensión, en la disputa por las narrativas a favor del turismo como una actividad que contribuiría a mejorar la autoestima de los residentes de la favela; lo que complementaría el proceso de pacificación, iniciado por el programa UPP y, por lo tanto, sería parte del proceso de integración de la favela en la ciudad sobre el papel de la reducción de la segregación urbana.

			El debate sobre el turismo en la favela podría resumirse en dos posiciones distintas: el turismo continuaría siendo ejercido por guías “fuera” de la favela, que apuntarían a vender la “favela” de manera genérica, como otro producto turístico. Y los guías “desde adentro”, nacidos y criados en la favela, que presentarían a Santa Marta y valorarían sus luchas, sus tradiciones etc. Como resultado de este choque, prevaleció el formato de las guías de turismo basadas en la comunidad, y el grupo local logró imponer sus reglas a las empresas fuera de la favela, que ahora tenían que pagar un precio por el proyecto local. Esta conquista de los habitantes de la favela, a través de sus guías turísticos, contribuyó fuertemente a resignificar el espacio de la favela y la actividad turística en el lugar. 

			La calidad del trabajo turístico que realizan los guías locales es sin duda excelente, ya que ellos están comprometidos a cumplir con las demandas de los residentes, quienes siempre se sintieron incómodos con los guías externos que no impidieron, por ejemplo, ser irrespetados en sus espacios domésticos, así como en fotos que fueron tomadas sin pedir permiso por adelantado. La expansión del turismo local es una razón para reconocer el valor de la favela, a pesar de atraer principalmente turistas extranjeros o de otras regiones del país. 

			Resultado de décadas de estigmatización y criminalización de esos territorios, la mayoría de los residentes de la ciudad de Río de Janeiro continúa resistiéndose a conocer la favela de su ciudad, de tu barrio, reproduciendo la enorme distancia social entre los lugares de residencia de las clases media y alta y los territorios de pobreza. 

			El trabajo de capacitación de los guías fue precedido por una gran encuesta de los lugares turísticos de la favela, “se instaló un quiosco de información en la entrada de la favela, en la Plaza Corumbá, con información turística y un mapa bilingüe; se abrieron líneas de crédito para renovar los quioscos, y se alentaron muchas otras actividades culturales, artísticas y de marketing de recuerdos” (Freire-Medeiros, Vilarouca, Menezes, 2016, p. 576)

			Sin embargo, ya existía en la favela otra experiencia de organización comunitaria, incluso antes del programa UPP: la empresa Brazilidade - favela culture & identity, fundada en 199244. Su creadora es residente de la favela, donde nació, formada en Turismo y con un MBA en Turismo y Negocios. En 2010, la compañía se convirtió formalmente en pionera del turismo comunitario en la favela de Santa Marta. Según su directora, Brazilidade escapa al estereotipo de la gira de favelas, promoviendo experiencias más profundas para los turistas. Además de promover los servicios turísticos, uno de los principales enfoques de la compañía es en los residentes y sus relaciones con los turistas. Uno de los objetivos de la compañía es romper con las imágenes negativas sobre los residentes de las favelas, permitiendo la interacción entre ellos y los turistas, promoviendo el respeto y el reconocimiento. 

			Brazilidade busca fomentar el trabajo local creando nuevas oportunidades para los empresarios de las favelas y, al mismo tiempo, brindando a los turistas una mayor experiencia. Se ofrecen algunos tipos de servicios, como: la experiencia guiada y otra sobre la Favela Santa Marta, dirigida a romper las etiquetas de la favela y acercarse a la ciudad, para una audiencia de profesores, investigadores y estudiantes. “Pero quien toma la gira Brazilidade se sorprende con algo que va más allá de las postales: la favela en sí, su historia, su gente, su cultura” (Souza, 2016, p. 48). 

			Brazilidade es la primera agencia comunitaria en la favela de Santa Marta, precursora incluso antes del proyecto gubernamental Rio Top Tour. Su objetivo, así como el de sus colegas en el proyecto Rio Top Tour, es valorar la cultura, la memoria, la forma de vivir y hacer las cosas para el residente de las favelas.

			III. CONSIDERACIONES FINALES 

			La implementación de la UPP en la favela de Santa Marta brindó varios logros positivos para la favela y sus habitantes, como el ejemplo de la llegada del turismo al lugar, ejercido por los residentes locales. 

			El turismo de favelas antes de la UPP sería inimaginable como actividad regular, dada la enorme inseguridad que imperaba en la favela. Además, anteriormente, la política turística oficial siempre dirigió a los turistas a evitar acercarse a las favelas, consideradas lugares de peligro. Evidentemente con la secuencia de excursiones turísticas en la favela los turistas comenzaron a cambiar la imagen que tenían de la favela. 

			Brazilidade es una fuerte excepción a la regla imperante: es una iniciativa pionera de un habitante de una favela que desafió la situación de violencia en las favelas de la ciudad. La trayectoria de Sheila Souza merece otro capítulo.

			En otras palabras, la experiencia del turismo en la favela, cuando la llevan a cabo los residentes locales, ha jugado un papel importante en la integración de la favela en la ciudad, comenzando por la inclusión de la favela en el circuito turístico de la ciudad.

			Hasta qué punto la permanencia de este proceso comenzaría a alterar la percepción que el resto de la ciudad y sus habitantes todavía hacen de la favela, sigue siendo un desafío que plantea la virtuosa experiencia del turismo local en la favela. 

			Repitiendo la mayoría de las políticas públicas de calidad para las favelas, la discontinuidad ha sido la regla durante el último siglo. Sin embargo, desde 2016, con el desmontaje progresivo de las UPP, las actividades turísticas se han visto muy afectadas, con constantes tiroteos, que siempre ocurren de manera impredecible. Varias veces los guías estaban con turistas en la favela y la policía vino disparando, poniendo en riesgo a todas las personas. 

			Como conclusión parcial, podría decir que, a pesar de que el gobierno de la ciudad durante la mayor parte de su historia, intentó privar a la favela y a sus habitantes de sus derechos sobre la ciudad, los residentes de la favela siempre resisten y se organizam orgánicamente para se inserir dentro de la ciudad, como lo ejemplifica el caso de los guías turísticos locales, residentes de las favelas. Es una forma de lucha de las favelas por el derecho a la ciudad.
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	35	El término favela se ha utilizado a nivel nacional e internacional para referirse a diferentes formas de territorios que reflejan la tendencia del empobrecimiento urbano. En México se les llama “barrios bajos” o simplemente “barrio pobre”. Algunas características comunes: la posesión irregular de la vivienda, la enorme precariedad de la infraestructura urbana, la alta densidad demográfica, la ubicación en los márgenes de la ciudad, en espacios insalubres, devaluados, de difícil acceso.


						36	 El censo de 2010, IBGE, ha llevantado 763 favelas en la ciudad, que albergan al 22% de la población de la ciudad de Río de Janeiro. Lo que convierte a la capital de Río de Janeiro en el municipio brasileño con el mayor número de habitantes de favelas: 1.393.314 habitantes. La región metropolitana reúne a 1.702.073 personas que viven en favelas, lo que corresponde al 14,4% de la población de la región (http://olerj.camara.leg.br/retratos-da-intervencao/favelas-cariocas).


						37	 La favela de Santa Marta se encuentra en una zona privilegiada de la ciudad de Río de Janeiro, desde 1939, hoy con unos 6 mil habitantes, una favela relativamente pequeña, que ocupa un área de 54.692 m2, en terreno muy empinado.


						38	 Informe de desarrollo humano divulgado por el PNUD (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo). Según el coeficiente de Gini, Brasil es el séptimo país más desigual del mundo, quedando detrás solamente de naciones del continente africano: los datos se refieren al año de 2017. 


						39	 En Brasil, existen dos modelos de policía para el mantenimiento del orden público: la policía civil y la policía militar, esta última considerada la más violenta y que concentra el mayor número de homicidios de habitantes de favelas y periferias. Sobre el tema se pueden revisar varios autores (como Machado da Silva , 2019; Soares, 2019; Moraes, J., Mariano, S.R.H. y Franco, A.M.S. 2015, entre otros).


						40	Allí, el poder de los carteles se parecía a las mafias, amenazando al ejecutivo, el poder judicial y la legislatura, una combinación de secuestros, terrorismo y delincuencia común.


						41	Según los entrevistados, el gobierno del Estado de Río de Janeiro se inspiró en un proyecto implementado en Bogotá (Colombia) para establecer un nuevo modelo de seguridad pública. Multiplicadores, principalmente representantes de la policía de Río de Janeiro, vinieron a conocer la experiencia en el lugar y participar en los entrenamientos en ese país . Esto puede revisarse en la Revista de Administración Pública Rio de Janeiro 49 (2): 493-518, mar./abr. 2015, p 501.


						42http://www.turismo.gov.br/ultimas-noticias/2202-projeto-top-tour-e-lancado-no-rio.html


						43	 El proyecto de Co-Creación, financiado por la Unión Europea Horizonte 2020, bajo la dirección general de la Universidad de Oxford-Brookes. UNAM y PUC-Rio son las dos universidades latinoamericanas que participan en el proyecto.


						44	 Información disponible en www.brazilidade.com.br, además de varias conversaciones con Sheila Souza, a quien entrevisté personalmente y por whatsapp. Início | Brazilidade - Cultura e Identidade da Favela.





Anexo Fotográfico

			Vista aérea de la Favela Santa Marta en la ladera de la montaña

			[image: https://media.tacdn.com/media/attractions-splice-spp-674x446/0a/af/91/9f.jpg]

			Fuente : https://www.google.com/search?q=vista+a%C3%A9rea+favela+Santa+Marta&rlz=

			Foto de parte de la Favela Santa Marta (2009)

			[image: C:\Users\sarah\Downloads\B8P264.jpg]

			Fuente:https://www.alamy.com/stock-photo-favela-dona-marta-rio-de-janeiro-brazil-22612300.html

			BRAZILIDADE: Sheila Souza director turismo

			[image: A imagem pode conter: 2 pessoas, pessoas sorrindo, atividades ao ar livre e texto]

			[image: A imagem pode conter: texto que diz "BRAZi LPADE Cultura e identidade da favela www.brazilidade.com.br"]

			Fuente: https://www.brazilidade.com.br/

			Favela Santa Marta Top Tour

			[image: A imagem pode conter: texto que diz "FAVELA TOP TOUR"]

			Fuente :https://www.facebook.com/favelasantamartatoptour

			Quiosco de Turismo : Turistas con guía local.

			[image: A imagem pode conter: 5 pessoas, pessoas sorrindo]

			Fuente:https://www.facebook.com/favelasantamartatoptour

			Turistas extranjeros caminando por la Favela Santa Marta

			[image: http://4.bp.blogspot.com/-E-xjD1EakRQ/VQcJr94QVRI/AAAAAAAAE1A/fgD7iOcu7OQ/s1600/11045366_10200519408784889_6698364901780086328_n.jpg]

			Fuente: http://favelasantamartatour.blogspot.com

			Turistas extranjeros a la entrada de la favela de Santa Marta

			[image: A imagem pode conter: 7 pessoas]

			Fuente: https://www.facebook.com/favelasantamartatoptour/photos/a.461197577400180/48401423178518
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			En el mundo contemporáneo diversos autores han reflexionado sobre los retos que enfrentan los gobiernos democráticos. Sobre todo, en lo que respecta a la incorporación de nuevas prácticas y mecanismos que permitan, entre otros, la toma de decisiones colectivas, incorporando la participación de los ciudadanos y gobernados. La emergencia de gobiernos democráticos, en los últimos cien años, y su desgaste como forma de gobierno, obligó a intelectuales de diferentes latitudes a pensar sobre los límites de la democracia, pasando por supuesto, por la multicitada “crisis” de representación que, desde nuestra perspectiva, caracteriza a las democracias modernas. Sobre todo, en lo que respecta a sus alcances como forma de gobierno, que, en regiones como la latinoamericana está acompañada de profundas desigualdades y asimetrías sociales, que los análisis más ortodoxos del modelo democrático no atienden y tampoco parecen estar en la agenda de discusión y prioridades. 

			En lo que se refiere al caso mexicano, observamos una paradoja difícil de superar, porque para algunos, la democracia procedimental, es decir aquella que está vinculada con el desarrollo de instituciones y normas jurídicas que “garantizan” el juego democrático entre las élites, ha alcanzado su nivel máximo y ha permitido en sus palabras, una “transición democrática”. Mientras que, para otros, ese desarrollo institucional y normativo -sin duda necesario- no ha sido factor suficiente para modificar las condiciones concretas de vida de los ciudadanos; porque no ha permitido la consolidación de mejores condiciones de vida y, mucho menos, ha funcionado como factor decisivo para superar las desigualdades sociales existentes. Bajo este argumento, nosotros proponemos que la democracia mexicana ha quedado a deber, en lo que se refiere a la construcción de ciudadanía, derechos civiles, políticos y sociales. En otras palabras, para este segundo grupo de académicos, entre los que nos incluimos, la alternancia de partidos en los espacios de gobierno, no ha garantizado la consolidación democrática, porque los beneficios no se han reflejado de manera clara en la calidad de vida de la población en sentido amplio. Probablemente es una de las tesis más importantes de nuestro capítulo, porque entendemos que la democracia debe funcionar como un factor que propicie mejores condiciones para la población. Sin duda, el reto no es menor, por ejemplo en nuestro país, en el que, además de las desigualdades sociales, debemos sumar los antecedentes autoritarios, que suponen una amenaza permanentemente de retorno a prácticas verticales y corporativas. 

			Ahora bien, reflexionar sobre la democracia, representa un reto intelectual importante, porque su largo recorrido histórico abarca, al menos desde sus inicios en el mundo occidental, aportaciones directas o indirectas de pensadores como Aristóteles, Platón, Cicerón, Maquiavelo, Montesquieu, Rousseau, y Tocqueville, hasta los contemporáneos, que sugieren visiones disímbolas tanto en el entendimiento como en los contenidos de la propia democracia como Przeworski, Bobbio, Sartori, Dahl, Duverger, O’Donell, Gramsci y Portantiero por mencionar sólo algunos. 

			Entre esos autores que han propuesto definiciones sobre tipos de sociedades y sistemas políticos, destaca, por una parte, Norberto Bobbio, que define a la democracia como una construcción social en la que coexisten, de manera contradictoria; la libertad y la igualdad. Por su parte, O’Donnell entiende a la democracia, con su vínculo inseparable entre el sufragio universal, las elecciones periódicas -limpias e institucionalizadas-, con la responsabilidad y contrapesos políticos y civiles, pero también, con el reconocimiento de la ciudadanía con derechos civiles, sociales y políticos. Przeworsky, por otra parte, considera que la democracia es un sistema donde los partidos políticos compiten y pierden las elecciones sin que ello genere conflictos y, finalmente, Dahrendorf argumenta que la democracia implica la vigilancia y el control del ciudadano sobre el gobierno, y que éste se organiza con base en controles y contrapesos. (Gutiérrez, 2017). Estas definiciones, integran aspectos que para cada autor son importantes o prioritarios, y de allí, el énfasis que cada uno les otorga. Sin embargo, existen más interpretaciones, que intentan identificar los problemas que la democracia, en tanto forma de organización política puede tener. Así, es el mismo Bobbio, quien señala los límites de la democracia para lo político y, considera que la democratización implica su extensión a la dimensión de las organizaciones sociales e incluso religiosas; además de reflexionar sobre el problema que implica la falta de vinculación entre la oferta política y las acciones de gobierno, relacionadas con las dificultades que representan las fuerzas fácticas que actúan en la toma de decisiones gubernamentales, sin que asuman su responsabilidad pública. Por otra parte, Puhle ubica los principales problemas de la democracia -para los países que se incorporaron en la ola iniciada en la década de los ochenta del siglo pasado-, en el escaso desarrollo de las libertades políticas, llamando democracia defectuosa a la que existe por ejemplo en nuestro país. (Gutiérrez, 2017).

			En México, se ha desarrollado un número importante de investigaciones que reflexionan sobre la democracia, sobre todo, a partir del llamado proceso de “transición”, que adquiere relevancia por lo menos desde 1985. Esas interpretaciones, ente las que destacan las de José Woldenberg y Mauricio Merino, se refieren al cambio político, como: un proceso paulatino definido en la lógica de elecciones conflictivas, el fortalecimiento de las oposiciones al partido hegemónico y las reformas políticas. Como contraparte, César Cansino y Jesús Silva-Herzog Márquez, entre otros, alimentaron cuestionamientos que se vinculan con el estancamiento del proceso democratizador, circunscrito al terreno de lo electoral y las sucesivas críticas a las claras limitaciones de la democracia mexicana, por la ausencia de una cultura de la legalidad, o del escaso desarrollo del Estado de derecho. (Gutiérrez, 2017). 

			Algunos sugieren que los retos teóricos de la democracia le competen a los académicos e intelectuales y, los retos históricos son responsabilidad de los políticos y de la ciudadanía. No obstante, en nuestra opinión, ya es tiempo de cerrar esa brecha, y con ello, plantear una discusión articulada entre los retos teóricos y los históricos que sin duda nos compete a todos por igual (Gutiérrez, 2017). Al mirar los llamados procesos de democratización como el caso Español o el de las dictaduras latinoamericanas de los años setentas y ochentas, uno de los errores que se comete frecuentemente es intentar generalizar los hallazgos y particularidades de una realidad, al conjunto de los problemas y realidades globales o regionales (Gutiérrez, 2013). No obstante, los esfuerzos realizados por algunos que insisten en el hecho de que, la democracia tiene su frontera de acción en su expresión legal y procedimental, lo cierto es que el debate sobre los límites, los alcances y responsabilidades que se pueden imputar a la democracia no son un asunto menor. De hecho, uno de los retos fundamentales que enfrentamos en México sobre el debate democratizante, es que, a lo largo de al menos los últimos treinta años, hemos avanzado en la consolidación de una democracia centrada en un marco institucional, particularmente en el ámbito político electoral, pero que no se corresponde con otras esferas de la vida de los mexicanos. (Gutiérrez 2012, p. 59). De forma paralela al proceso de liberalización política, se ha observado en nuestro país una importante transformación económica y financiera. Sin embargo, hoy la realidad mexicana confirma el hecho de que ambos procesos, sin un adecuado tratamiento de los problemas económicos y sociales, resulta en el tránsito de un sistema político sin competencia, hacia uno de corte democrático, pero que en ningún sentido garantiza por sí mismo mejores condiciones de vida para la población en general. (Gutiérrez, 2012).

			Por ello, la fragilidad de la democracia ha llamado la atención a tal grado que, el día de hoy, se ha dado lugar a discusiones sobre los alcances y la calidad de la propia democracia (O´Donell, 2004, p.15), entre la que destaca el hecho de que, tener elecciones “justas”, no constituye por sí mismo un elemento suficiente para caracterizar a un régimen como democrático. Frente a esta dinámica, algunas disertaciones centran su discusión entre la democracia y sus retos futuros, y por ejemplo en el contexto de la región latinoamericana se ha recuperado la discusión incluso de aspectos que definen el propio significado que tiene la vida democrática para los ciudadanos, tanto en los espacios urbanos como en los rurales; los alcances del modelo, pero también sus altos costos, la crisis institucional y la necesidad de crear nuevos cimientos para impulsar un desarrollo democrático con verdaderos avances en el área económica y social (Gutiérrez, 2013). Cada día parece más claro que una de las paradojas que enfrentan los Estados liberales/democráticos es que, por una parte, se instrumentan medidas que pretenden minimizar la importancia y el papel del propio Estado, pero por otra, promueven la consolidación de ámbitos que son su “potestad” y sobre los que no están dispuestos a renunciar. 

			En el caso de nuestro país por ejemplo, las dificultades que se observan en el rubro de la gobernabilidad, se vinculan con el deterioro de las condiciones económicas y el tejido social, ambos, problemas que configuran un panorama complejo con una “democracia incierta” (O’Donell, G. y P. Schmitter, 1988) que se estancó en la fase de la liberalización de la democracia política y no termina de arribar –a pesar de lo que algunos sugieren- a una verdadera consolidación. Todo ello, en un marco en el que además encontramos una economía frágil, que es dependiente del capital extranjero; y una sociedad en crisis, que busca de manera desesperada soluciones a sus viejos y agudizados problemas. Esos que los grandes modelos de interpretación de la democracia han olvidado, seguramente por descuido.

			No creemos que sea una solicitud fuera de lugar exigir que nuestra democracia, se extienda hacia otras esferas de la vida de las sociedades y las comunidades, tanto en las zonas urbanas como en las rurales, por ejemplo, con medios de promoción del desarrollo más eficaces y adecuados a los marcos territoriales locales. Lo anterior, implica robustecer algunos ámbitos de acción estatal, donde el carácter de promotor del desarrollo económico y social adquiere un lugar fundamental; con mecanismos que permitan procesos de representación social y política más eficientes; con mecanismos de trasparencia que permitan la vigilancia del actuar gubernamental; con medidas que eliminen el voto de la miseria y el fenómeno en que los partidos políticos han encontrado un nicho para lucrar con la pobreza de la población, de esos más de sesenta millones de ciudadanos que se encuentran en condiciones de extrema marginación en México. 

			Para nuestro país es un punto de quiebre reflexionar sobre los retos y alcances futuros del modelo democrático, porque es en los siguientes años cuando habremos de definir qué rumbo pretendemos tomar. No podemos soslayar el hecho de que en el marco de los procesos políticos contemporáneos, el problema de la elección –en el ámbito político electoral- es un ejercicio, utilizado en las democracias modernas para que la transición del poder político sea pacífica, pero también, un proceso en el cual los ciudadanos deciden sus preferencias, que se expresan a través de candidatos y partidos políticos -quienes enarbolan programas y compromisos sociales y políticos- con la finalidad de que ellos actúen y los representen en el espacio del poder público y las instancias de gobierno. 

			Sobre ese último hecho, parece existir un consenso en afirmar que cada día es mayor el número de ciudadanos que participan en asuntos públicos, pese a esto, la participación ciudadana –explican algunos– se inscribe en una dinámica en la que los institutos/partidos políticos resultan insuficientes o por decir lo menos, incapaces para canalizar las demandas ciudadanas (Duverger), que cada día son mayores, sobre todo en países como el nuestro, impregnado de desigualdades sociales vinculadas a la explotación y el territorio.

			Esta situación propicia un desfase significativo entre la participación ciudadana y la representación política, en realidades como la mexicana. Por ejemplo, a través de la participación ciudadana se tendría que ejercer el derecho a influir en las acciones y decisiones de las autoridades públicas, así como tratar de establecer ciertos controles y regulaciones sobre las autoridades. Por su parte, con la representación política las autoridades tendrían el derecho, otorgado legal y legítimamente por parte de los ciudadanos, de llevar a cabo acciones y tomar decisiones en el ámbito público buscando –al menos en el ideal– que prevaleciera un equilibrio entre los diversos intereses ciudadanos y el interés público, que por otra parte permitiera asegurar la estabilidad y el desarrollo del Estado en su conjunto. 

			Sin duda, en términos teóricos, la fórmula parece simple, y el binomio participación ciudadana y representación política, tendría que funcionar sin muchos sobresaltos. No obstante, el aparentemente sencillo proceso por medio del cual los ciudadanos ejercen sus derechos de participación y de elección en los asuntos públicos dentro de los regímenes democráticos liberales como el mexicano, es claro que no todos tienen las mismas posibilidades y capacidades para tomar decisiones, influir y participar. Dicho de otra manera, el ejercicio de participación y elección ciudadanos está, en la mayor parte de las ocasiones, desigualmente distribuido, porque dedicar tiempo a las actividades relacionadas con el ámbito de lo político y lo público, resulta una inversión que es incosteable para la mayoría y, por el contrario, resulta una actividad costeable para unos cuantos, como es el caso de las elites, a las que resulta una inversión necesaria para proteger o hacer prevalecer sus intereses particulares y de grupo. Si a eso sumamos un ámbito como el territorial y el geográfico, el escenario se complica aún más. 

			Al menos durante las últimas tres décadas han sido diversos los actores que en nuestro país pugnaron por tener una “verdadera democracia”. Empezando sin duda, por tener elecciones en las que el voto fuera un mecanismo efectivo para definir quiénes deberían gobernar y representar a los ciudadanos; pero, además, por consolidar procesos que fueran organizados por una institución “independiente” del gobierno en turno y los partidos. Marco que sirvió de referencia para que el entonces Instituto Federal Electoral (IFE), ahora Instituto Nacional Electoral (INE) lograra contribuir en la consolidación de una credibilidad, de la que no gozaban los organismos electorales previos. Pese a ese avance normativo e institucional en el país, y los logros que en su momento representaron un cambio sin precedentes, en un análisis retrospectivo, el balance en materia política-electoral dista mucho de los ideales que se persiguen para la elección de opciones políticas. Y es posible argumentar lo anterior porque la mayor parte de los ciudadanos ven a las elecciones con desconfianza, como algo lejano e incluso ajeno, o –peor aún– como un proceso fuera de su alcance, en la elección de alternativas políticas.

			Desde nuestra perspectiva, el tránsito real a un modelo democrático supone la construcción de instituciones y procesos políticos que integren e incluyan la pluralidad de expresiones políticas, culturales, sociales y territoriales. Pero al mismo tiempo, supone la posibilidad de resolver los problemas vinculados con: la consolidación de un Estado en el que los derechos humanos sean respetados por los gobernantes; y se trabaje en la disminución de los niveles de pobreza y la mejor distribución de los ingresos tanto en el ámbito nacional, como en el espacio sub-nacional; que se integre a los gobernados en la toma de decisiones; y se consoliden canales verdaderos de transparencia y rendición de cuentas, como elementos mínimos que se construyan por medio de políticas que beneficien el vivir en comunidad y en sociedad.

			La coyuntura en nuestro país nos plantea la necesidad urgente de encontrar canales que integren y hagan operativos tanto la participación ciudadana de movilización como la de consulta, con sus respectivos y ya conocidos mecanismos como el referéndum; la iniciativa popular; los derechos de petición, revocación de mandato, reclamación, audiencia pública, acceso a la información, cabildos abiertos, entre otros. Pero por otro lado también, nos invita para abrir la discusión por ejemplo, sobre temas relevantes, como el que se refiere a la posibilidad de que ciudadanos verdaderamente independientes participen con candidaturas en los procesos electorales, federales, estatales y municipales; o la posibilidad de incorporar nuevos ámbitos, espacios y perspectivas de análisis que incorporen el ámbito de lo urbano, lo rural, lo comunitario, las lógicas geográficas y locales en la definición y resolución de los problemas políticos, por mencionar algunos. 

			I. DIFICULTADES DE LA DEMOCRACIA REAL Y CONTEXTUAL

			Ahora bien, una lectura crítica de uno de los clásicos de la teoría hegemónica de la democracia, Robert Dahl (1982), nos puede servir para ejemplificar las dificultades que enfrenta el ideal democrático en la práctica concreta de lo real, pero, además, para dejar claro que, en el mejor de los casos, lo que observamos en las democracias contemporáneas no es el gobierno de todos, sino por el contrario, el gobierno y la influencia plural de algunos, en la toma de decisiones públicas y políticas. 

			De la misma manera, las aportaciones de Dieter Nohlen, nos proporcionan una herramienta pertinente que explica la importancia de entender al institucionalismo contextualizado, como un instrumento que permite esclarecer, como, a pesar de que puedan proponerse hipotéticos marcos y diseños normativos e institucionales, la falta de entendimiento sobre el contexto específico, cultural, social y económico, hace inoperantes y poco prácticos esos arreglos ideales.

			LA DEMOCRACIA REAL DESDE LA PERSPECTIVA DE ROBERT DAHL.

			A Dahl se le reconoce una visión renovada de la democracia y su ejercicio, que algunos académicos contemporáneos deberían releer y analizar, porque entre otros, nos ofrece una interpretación que hoy más que nunca, resulta pertinente para entender los avatares de la democracia, sus especificidades y particularidades, la posibilidad diversa de su interpretación, la complejidad que como categoría de análisis nos ofrece (Berlin, 2011 [1978], pp. 36, 42), pero también y probablemente más importante que todo lo anterior, las verdaderas amenazas que los sistemas democráticos enfrentan en su práctica concreta y cotidiana. El trabajo intelectual de Dahl, representa un esfuerzo, en el marco explicativo de la vida democrática y los fenómenos políticos, por integrar los estudios de teoría y filosofía políticas, con el análisis empírico. De un lado, aquellos que abordan los problemas de la vida política y por consiguiente construyen el objeto de estudio de la disciplina desde un enfoque normativo. Del otro, la reflexión y el estudio sobre aspectos concretos del funcionamiento de los sistemas democráticos (Gutiérrez, 2011, p. 143). 

			En ese sentido, la virtud de la perspectiva y el trabajo desarrollado por Dahl a lo largo de los años, se propone superar de facto una vieja discusión que desafortunadamente aún hoy, marca el rumbo de la disciplina como lo refiere Gabriel Almond (1999) a propósito del desarrollo de la ciencia política, en su texto Una disciplina segmentada. El aporte de Dahl radica precisamente en intentar integrar esas visiones de naturaleza divergente, de aquellos que “especulan” sobre la conducta y el comportamiento políticos, con los que hacen estudios de campo. 

			El libro intitulado en español ¿Quién gobierna? es probablemente uno de los más representativos de la obra de Dahl (1961) y marca un punto de inflexión para el estudio de la democracia desde la perspectiva de la ciencia política contemporánea. El documento busca identificar uno de los elementos que, al menos para la ciencia política resulta un cuestionamiento fundamental incluso en nuestros días: ¿quién gobierna? y ¿cómo se toman las decisiones públicas? El estudio le permitió observar algunas de las condiciones necesarias y suficientes de la práctica política para de ese modo confirmar -al menos parcialmente- el supuesto de que todos los grupos tienen potencialmente la misma capacidad de hacer oír su voz e influir sobre las decisiones públicas (Dahl, 2005 [1961], pp.163, 165). Este trabajo le permitió aseverar que el ejercicio de la democracia en los Estados Unidos era en efecto pluralista. La línea discursiva que sustenta teóricamente al pluralismo democrático, está vinculada con la idea de que el ciudadano mediano tiene influencia en los asuntos públicos, pero no puede ejercer esa influencia por cuenta propia, sino que debe hacerlo en el marco de una mediación propiciada por la organización y estructura grupal45. Por ello, los ciudadanos deben vincularse con otros para dar a conocer sus demandas, pero también debe relacionarse con otros grupos para lograr la satisfacción de esas demandas dentro del sistema (Dahl, 1982, pp. 4, 5). 

			Una idea que cruza la concepción pluralista de la democracia supone que dentro del sistema político emerge una dinámica que no está alejada del control de los recursos y el acceso desigual a ellos. En este caso, los recursos políticos de participación distribuidos de manera desigual, obligan a la conformación de grupos para conseguir las demandas deseadas. Por ello, los recursos políticos permiten a quien los poseen, influir en la toma de decisiones sobre los asuntos públicos. Es por esa razón, que no todos los ciudadanos participan de manera activa dentro del sistema político (Dahl, 1965, pp. 15, 17; 1961, p. 222).46 Finalmente, y derivado de esa perspectiva pluralista, resalta el hecho de que el concepto de poliarquía cobra sentido en ese marco teórico, porque es precisamente la caracterización del funcionamiento de los sistemas democráticos en que la participación por grupos es el núcleo de la acción política. Así, el funcionamiento teórico del pluralismo democrático y la poliarquía, están sustentados en tres oportunidades protegidas por siete principios institucionales. 

			Las tres oportunidades giran en torno a la capacidad del ciudadano de formular, manifestar y recibir un trato equitativo del gobierno en sus preferencias. Por su parte, los siete principios institucionales son libertades y derechos que el ciudadano tiene para hacer valer sus oportunidades como ciudadano: la asociación; expresión; competencia, imparcialidad, circulación y producción de información (Dahl, 1971, pp. 2,3). 

			INSTITUCIONALISMO CONTEXTUALIZADO DE DIETER NOHLEN 

			En el marco de nuestro texto, la importancia de este autor radica en una propuesta de contextualización teórica en la que explica, la perspectiva del institucionalismo contextualizado (Nohlen, 2007) y las posibilidades que esa herramienta nos ofrece para entender el desarrollo institucional-estructural de la democracia.

			De esta forma, la idea de una lectura contextualizada de la realidad y las instituciones político administrativas nos presenta casos en los que a pesar de los pronósticos pesimistas que se tenían sobre la estabilidad de las democracias presidenciales en América Latina, la mayoría de los sistemas políticos en la región, no se han colapsado –al menos- desde la última ola democratizadora y, por el contrario, pareciera que el presidencialismo se ha “fortalecido” como sistema de gobierno “preferido” en la región, a diferencia de lo que algunos supondrían. Una lectura de ese hecho nos sugiere que el presidencialismo ha desarrollado una capacidad de adaptación en la región latinoamericana, que inclusive ha sido llamado como un presidencialismo renovado (Nohlen y Fernández, 1998) que confirma la tesis de que los arreglos institucionales pueden mostrar una mejor funcionalidad, cuando las condiciones contextuales cambian y los actores políticos tienen la capacidad de aprender y de reaccionar a los nuevos desafíos de las democracias modernas. 

			Desde esta perspectiva, el punto de partida es que: la democracia y las instituciones políticas en general tienen diversas funciones que cumplir, funciones que no necesariamente se complementan recíprocamente. Por ello, centrar el análisis institucional de la democracia en una sola función es tan equivocado como reducir a uno solo los factores de su estabilidad. La tensión entre las funciones de participación, estabilidad, efectividad y legitimidad, debe resolverse para cada sociedad y para cada desafío histórico concreto, y no de manera abstracta. 

			En ese sentido, el institucionalismo-contextual (Nohlen 2007, p. 145) acepta la complejidad de los fenómenos políticos y se fundamenta en que: 1) no hay un sistema ideal y el mejor diseño institucional es el que mejor funciona para cada sociedad; 2) no hay ninguna solución universal que se pueda aplicar indiscriminadamente a cualquier caso y; 3) aun en el caso de una solución ideal, no hay forma de imponer una solución institucional sin considerar las fuerzas políticas, los recursos disponibles y el propio contexto, pues la reforma institucional afecta la distribución de poder y, por ende, implica ganadores y perdedores. 

			Para nuestro capítulo, resulta sustantivo recuperar algunos de los enunciados teóricos de Nohlen (2007, p. 148) ya que permiten construir una interpretación más acabada de la democracia en el caso mexicano y permite explicar al menos parcialmente, porque la inserción de instituciones descontextualizadas, traducidas en políticas, programas y arreglos normativos, no siempre tienen el mejor resultado. En un primer momento, resulta un error establecer a priori la superioridad universal de un cierto arreglo institucional, es por ello que resulta indispensable mirar a los sistemas políticos concretos e indagar el peso específico de las instituciones en el desarrollo político, sin perder de vista otros factores de índole sociopolítico, socioeconómico y sociocultural. Asimismo, el papel de los actores políticos y sus interacciones y estrategias dentro del marco institucional es un aspecto crucial de la funcionalidad de las instituciones políticas ya que los actores interpretan las instituciones no sólo como “cadenas” sino también como posibilidades. 

			En lo que respecta a la evaluación histórica y multifuncional de los sistemas de gobierno en contextos específicos, esta exige que la investigación contextual se distancie de la construcción artificial de modelos institucionales “ideales” y de las especulaciones deductivas orientadas en tipos “puros”, en virtud de que el institucionalismo contextualizado aboga por una investigación de las experiencias históricas con los sistemas presidenciales y parlamentarios, no solamente en situaciones de crisis e inestabilidad, sino que también propone buscar factores explicativos de los éxitos de las democracias presidenciales y parlamentarias.

			Por otra parte, la diferenciación de los arreglos institucionales dentro de los sistemas del gobierno representa para el institucionalismo histórico-empírico, la necesidad de considerar la variedad estructural de la organización institucional dentro del presidencialismo. Los componentes institucionales específicos y su combinación dentro de ciertas constelaciones históricas y políticas, pueden ser más decisivos que las diferencias globales entre presidencialismo y parlamentarismo. Lo anterior conlleva que, la democratización, la gobernabilidad y la consolidación democrática no pueden ser explicadas exclusivamente o de manera apropiada mediante variables institucionales. Las instituciones siempre tienen un peso relativo, en la medida en que función, efectos y conveniencia de arreglos institucionales pueden ser determinados contextualmente. 

			A partir de los elementos expuestos hasta este punto, parece claro que tanto la lectura de Nohlen como la de Dahl nos permiten sugerir que al menos una parte del desbalance institucional, la crisis del sistema político y la fragilidad de la democracia en México son resultado de procesos históricos de larga duración. Pero también son resultado del desfase que existe entre el marco jurídico y de diseño institucional respecto de la vida cotidiana, y a la gran carga que tiene la noción de democracia y la imposibilidad en el terreno de lo real para llevarla a cabo como un mecanismo que permita representar a la mayoría de los ciudadanos y que ha permitido además la consolidación de verdaderas oligarquías que definen el destino del país. 

			En ese sentido, la pertinencia de este apartado radica precisamente en señalar las profundas contradicciones que tanto la democracia contemporánea como la vida institucional tienen en la vida cotidiana. Y que, para nuestro capítulo, sirve perfectamente como un marco explicativo, que da cuenta al menos en parte, del surgimiento de canales y vías alternas, que se han abierto camino, al margen de la participación formal, por las demandas no satisfechas en el espacio de lo institucional formal. Los ejemplos que consignamos en nuestro capítulo no son los únicos y probablemente no son los más representativos, sin embargo, sirven como ejemplos claros, de cómo en el espacio territorial urbano, las demandas, necesidades y problemáticas no pueden ser contenidas y se expresan incluso al margen de la vida institucional formal. 

			II. LA BÚSQUEDA DE PRÁCTICAS DEMOCRÁTICAS Y FORMAS DE SOCIABILIDAD ALTERNATIVAS 

			Con los elementos mencionados en los apartados anteriores, podemos sugerir que, actualmente se observa un déficit entre la representación política y la participación, que genera vacíos en los que la mayor parte de la población no tiene clara, ni la responsabilidad ni la función de los poderes federales, estatales y municipales. Diferentes encuestas muestran que los ciudadanos tienen una mala impresión de la actividad de los políticos, las instituciones y los parlamentos; pero que además consideran su labor como inútil para mejorar sus condiciones concretas de vida, incluso desconocen el tiempo que duran los cargos de presidente, legisladores y presidentes municipales.47 

			Cuando la percepción general de la ciudadanía es que tanto los políticos como la política se encuentran fuera de su vida cotidiana, estos entran en el terreno de la duda, la incertidumbre, la falta de información, o peor aún, cuando se le relaciona invariablemente con actos de corrupción, nos encontramos en un punto donde el problema radica no sólo en: ¿a quién representan los políticos? sino también ¿quién se siente representado por ellos? (Gutiérrez, 2008).48

			Tenemos una imperiosa necesidad de revisar los mecanismos de representación y encontrar nuevas fórmulas que no necesariamente coincidan con criterios numéricos y proporcionales a los niveles de votación, que además se salgan del espacio de influencia de las dirigencias partidistas, pero que al mismo tiempo nos permitan profesionalizar, el trabajo legislativo. La intención sería que las minorías, grupos excluidos y discriminados tengan voz en los espacios de la toma de decisiones. En ese sentido, es necesario reconocer que, en el sistema de representación política actual, no hemos encontrado una participación ciudadana activa en los asuntos públicos, pues hemos relegado el papel del ciudadano a los procesos electorales, de la misma manera que los ciudadanos han manifestado su malestar porque los representantes toman decisiones sin tenerlos presentes. 

			En ese mismo marco, no podemos perder de vista que, el cambio de siglo se reveló como un periodo de incertidumbres en el proceso del devenir humano. El nuevo milenio emergió en un contexto en donde el deterioro ambiental, el aumento en la concentración de la riqueza, la violencia patriarcal, la precarización del trabajo y el avance del autoritarismo e ideologías de ultraderecha, nos obligan a cuestionarnos las tesis que postulaban el fin de la historia (Fukuyama 1989) y repensar la manera en la que abordamos el estudio de la realidad social.

			Esta obligación se desprende de la pérdida de confianza epistémica que desde el campo de las ciencias se observa en el agotamiento de las nociones de universalidad y los métodos heredados de las ciencias naturales; lo que nos lleva buscar abrir las ciencias sociales en un primer momento (Wallerstein, 1996) para estar en posibilidad de impensarlas y buscar la autonomía de las disciplinas de acuerdo al origen y contextos de los cultures de la misma, de forma que la diversidad que plantea el conocimiento de lo humano se aborde desde plataformas epistemológicas que arrojen estudios políticos, sociales y culturales de carácter interdisciplinario con rigor académico y no como meros reproductores de las teorías provenientes del centro del campo de las ciencias sociales. (Gutiérrez, 2011)

			En el campo de las formas de organización política y las teorías de las formas de gobierno, la declaración que anunciaba el final de la historia, traía consigo la construcción de un consenso en torno a la democracia liberal como la forma óptima y perfecta de gobierno “elevando, así, una experiencia socio histórica concreta a la categoría de valor absoluto incuestionable”. (Aguiló 2017, p. 26) Dicha experiencia socio histórica se ubica en la visión ideológica impulsada por el liberalismo decimonónico europeo y la consolidación de la democracia como un mecanismo institucional que establece un entramado electoral en donde la disputa del poder por parte de las elites se realiza por medio del voto competitivo del ciudadano-elector (Schumpeter, 1946); basado en estos dos principios se impulsó un proceso de democratización liberal impulsado a escala mundial mediante el sistema de derecho internacional resultante de la Segunda Guerra Mundial y el modelo estado nación de las potencias vencedoras.

			Con el proceso de mundialización neoliberal el consenso monocultural de la democracia liberal, permitió que el otrora binomio liberalismo democracia mutara y “hoy la democracia liberal fue confundida con el neoliberalismo” (Mignolo, 2013), lo cual aceleró y puso en evidencia las carencias y limitaciones de la propia democracia en su versión hegemónica como forma de gobierno universal. De esta manera la imposición a nivel mundial (manu militari, si es necesario) de una forma de democracia procedimental, electoral, parlamentaria, representativa y partidocrática de inspiración elitistas fue el punto de entrada para la consolidación de la globalización hegemónica neoliberal.

			En la periferia del orden mundial, donde el modelo de la democracia liberal fue trasplantado desde el centro el resultado se convirtió en un objeto de estudio en sí mismo y bajo la teoría de la transición a la democracia, se impulsaron las reflexiones respecto a las condiciones de la democracia (Moore, 1966; O’Donell, 1973; Prezrworski, 1985) así como una serie de tipologías que estiraron el concepto de democracia al concebir democracias de fachada, de baja intensidad y concebir la democratización en términos de calidad. 

			Al realizar un balance de los procesos de democratización en la periferia del orden mundial observamos que la democracia liberal se ha revelado como un sistema subordinado a intereses privados caracterizado por estar acompañado de una profunda corrupción objetiva y que no responde a las expectativas de los ciudadanos. Estos fenómenos son resultado de la paradoja que se genera cuando el ciudadano-elector concentra la totalidad de su ejercicio de poder democrático en la elección de actores políticos de tiempo completo encargados de la toma de decisiones. De esta forma una vez elegidos, estos pasan a ser los titulares del poder democrático que ejerce con más o menos autonomía con relación a los ciudadanos (De Sousa, 2009). La paradoja se encuentra en la tensión entre representante y representado, en el momento en el que se trastoca la autonomía del primero en un poder que no se identifica con los intereses y necesidades de los representados que lo eligieron. Esta paradoja en la representación se traduce en una patología en el momento en el que el papel del ciudadano elector se traduce en un poder de autorización para tomar cualquier decisión incluso en contra del propio elector. 

			La patología de la representación conlleva la apropiación de la democracia representativa por parte de intereses económicos minoritarios, pero que no obstante concentran el poder político resultante de su poder económico. Como resultado directo de la patología de la representación, se desencadena otra más que naturalmente implica a la participación. De esta forma, la patología de la participación se refiere a descreencia (Zambrano, 1986) en los procesos democráticos, es decir, las elecciones pueden cambiar, de hecho, muy poco las cosas y, en la medida en que esto ocurre reiteradamente la distancia entre los representados y los representantes crece, trayendo con causa directa la perdida de interés por parte del ciudadano elector para participar de un procedimiento diseñado para que nada cambie.

			El esquema resultante de las patologías de la participación y de la representación, es un esquema que se caracteriza por la desconexión democrática y que por sus características ha sido denominado fascismo social (De Sousa, 1999). Esta forma de fascismo se distingue de los regímenes de partido único durante el periodo entre guerras y se refiere a las “relaciones sociales de poder tan extremadamente desiguales que, en el contexto social y político en el que se producen, la parte –individuos o grupos- más poderosa ejerce un poder de veto sobre aspectos esenciales de la vida de la parte menos poderosa” (De Sousa, 2016). Estas relaciones de poder tan desiguales, se desarrollan en el seno de las democracias de “baja intensidad” y ocasiona que en el ámbito social se desarrollen relaciones de carácter fascista. Son fascistas porque se entienden a partir de su característica fundamental que es el control y dominación total de un individuo o grupo sobre otro, llevándolo a una relación tan leonina que es equiparable a las caracterizadas por los regímenes totalitarios de la primera mitad del siglo XX.

			Las formas y terrenos en donde opera el fascismo social, se expresan en el núcleo duro de las relaciones sociales y como ejemplo pueden señalarse las relaciones de trabajo al margen de las leyes laborales o que involucran inmigrantes, especialmente a los indocumentados; las relaciones familiares atravesadas por la violencia doméstica en sus múltiples formas, las relaciones de apartheid social basadas en el racismo, presentes en las sociabilidades y las estructuras urbanas y rurales, las comunidades campesinas víctimas de la violencia de grupos paramilitares la privatización de los bienes públicos esenciales como el agua (De Sousa, 2017) que se traducen en que las grandes empresas adquieran derecho de veto sobre la vida de las personas

			Frente al fascismo social resultante de las patologías de la representación y de la participación, el ciudadano elector es cooptado por poderes fácticos que ponen en duda la participación del ciudadano en el contrato social. Lo anterior obedece a que el contenido del propio contrato comprende las pautas de inclusión y exclusión social. De esta forma, el fascismo social, hace evidente la contrapartida del contrato social la cual se expresa en una radical separación entre los incluidos y los excluidos. En ese sentido es que el contrato social ha llegado a soportar una tensión irresoluble, ahora desbordada, entre quienes forman parte del contrato social, los que alguna vez lo fueron y los que esperan formar parte algún día. 

			En síntesis, la confusión entre democracia y neoliberalismo ocasionó que la democracia perdiera sentido emancipador y se concentrará en los procesos de competencia electoral por el poder. Esta forma de democracia basada en el principio de las elites, conlleva la separación del ejercicio de política formal por parte del ciudadano, reducido a un ciudadano elector -en términos de la poliarquía- y por ende desconectado del ejercicio democrático. Así, la desconexión democrática hace evidente la crisis del contractualismo, a partir del modo en el que se han consolidado de forma estructural los procesos de excusión sobre los de inclusión y que se manifiestan en dos tendencias de la crisis del contrato social: el post-contractualismo y el pre-contractualismo. 

			El post-contractualismo constituye el proceso mediante el cual grupos e intereses sociales hasta ahora incluidos en el contrato social quedan excluidos del mismo, sin perspectivas de poder regresar a su seno, mientras que el pre-contractualismo, implica impedir el acceso a la ciudadanía a grupos sociales anteriormente considerados candidatos a la ciudadanía y que tenían expectativas fundadas para poder acceder a ella (De Sousa, 1999). 

			Esta situación nos lleva a que frente al desgaste y crisis de la democracia liberal, se consolide una desconexión democrática, entre los individuos que componen la sociedad y que adquieren un doble carácter subalterno, frente a los ciudadanos que todavía son parte de contrato social y que conforman la cara formal de la sociedad y por otro lado frente al gobierno y la propia democracia, en donde son invisibilizados o cooptados por redes clientelares de tinte corporativista que los instrumentalizan como factores de presión política.

			La desconexión democrática se desprende de la contradicción evidente hoy en día de la democracia liberal: la libertad económica y la celebración del crecimiento económico del estado y el éxito económico de los individuos atentan contra todos los demás componentes del orden sociopolítico (Mignolo, 2014). Hoy en día resulta evidente que la democracia no puede abordarse exclusivamente como un problema político, en realidad, hoy en día el Estado y la sociedad son partes de la economía y la política se supedita a la misma, actualmente la crisis de la democracia liberal se expresa en dos caras de una misma moneda, por un lado como estructura y forma de gobierno, es decir, como medio de organización política y como fin, en el marco de la garantía de los derechos fundamentales de la persona humana que hacen posible la libertad individual y económica.

			Frente a la perdida de legitimidad como forma de gobierno y a su sentido emancipador, hoy en día se hace necesario explorar nuevas formas de organización democrática que vayan más allá de lo estipulado por el consenso de la democracia liberal, reconocer nuevas formas de ciudadanía y participación a partir de la búsqueda de lo nuevo en lo ancestral y en los procesos invisibilizados por la propia lógica democrática occidental. El estiramiento conceptual de la democracia, su asimilación al diseño institucional y al entramado jurídico electoral, aunado al deterioro del tejido social resultante de la exclusión social, ha mostrado la obsolescencia de la democracia liberal. En el aspecto teórico, las teorías elitistas, procedimentalistas y economicistas de la democracia dominantes en la academia, no fueron capaces de dar cuenta de una realidad de indignación que revela el desgate del propio modelo. El agotamiento de la teoría de la transición a la democracia (Carrothers, 2004) y la ausencia de herramientas metodológicas para dar cuenta del estado actual de la democracia, son las principales muestras de lo anterior.

			En el aspecto práctico, vemos que, la presencia de fascismos sociales en el marco de sistemas capitalistas dependientes de Occidente, sustentados en la democracia liberal globalizada, generaron espacios de exclusión que son invisibles para el propio modelo de forma que las aspiraciones populares de aquellas personas, grupos y comunidades fuera del contrato social se transforman en indignación, descontento con la democracia y la natural desconexión democrática que le sucede. A primera vista, esto ocasiona la pérdida de legitimidad y crisis del consenso monocultural de la democracia liberal; sin embargo, un análisis más profundo, nos permite entender que hay formas de organización en dichos espacios de exclusión que son y deben ser considerados como experiencias democráticas alternativas al propio consenso monocultural de la democracia liberal, pero que no obstante son invisibilizadas y en última instancia buscan ser cooptadas por los aparatos partidistas que la competencia electoral exige. 

			Este fenómeno revela el carácter colonial de la democracia hegemónica, como el mecanismo de reproducción de un imaginario eurocéntrico para el cual la democracia constituye un producto natural y exclusivo de Occidente, se erige como un dispositivo de civilización que establece una monocultura articulada en torno a cinco ejes de producción de hegemonía. El primero de ellos se refiere a la ortodoxia liberal, es decir el establecimiento de un régimen de visibilidad en torno al modelo que descalifica teorías y prácticas alejadas del mismo (…) ello contribuye a subalterizar las formas no liberales de democracia (Aguiló Bonet, 2017). El segundo se refiere a la instauración de orden social compatible con el capitalismo que hace pasar los intereses particulares de las clases dominantes como intereses generales. El tercero se refiere al metarrelato moderno de construcción de la democracia, con base en las revoluciones inglesa, francesa y norteamericana. El cuarto se erige como la misión civilizadora que impone la importación del modelo a todos los rincones del planeta y finalmente el último eje, se articula en torno a lo que Francis Fukuyama denominaba la forma final de gobierno (Fukuyama, 1989)

			Es en ese contexto cuando se hace pertinente argumentar que el proceso democrático va más allá del arreglo jurídico electoral y la competencia de las elites por el poder en el mercado electoral. Se debe reconocer que las personas que habitan espacios de exclusión generan modelos y alternativas que constituyen prácticas democráticas que van más allá del imaginario político liberal y que, esa demodiversidad está siendo desperdiciada al no formar parte de los mecanismos para la elaboración de políticas públicas y herramientas de apertura del canon democrático y de la reflexión académica. 

			Es por tanto necesario, desnaturalizar la democracia representativa e investigar otras formas de deliberación democrática, estableciendo nuevos vínculos entre ellas y ampliando los ámbitos de deliberación democrática más allá de campo político liberal. 

			III. HACIA UNA CIUDAD MÁS COHESIVA. TRES EJEMPLOS LOCALES EN LA ZMVM 

			Finalmente, y después del recuento que hemos hecho sobre la democracia y sus profundas contradicciones. Tal como lo mencionamos desde el primer apartado de nuestro capítulo, parece fundamental que el día de hoy, realicemos un ejercicio para repensar la democracia y la participación ciudadana, desde diferentes perspectivas que integren problemas: ambientales, territoriales, comunitarios y por supuesto desde las lógicas sub-nacionales. En ese sentido, parece fundamental reflexionar sobre esa aspiración en la que la ciudadanía ejerza de manera plena desde la participación, sus derechos, con un impacto en el desarrollo de las comunidades, urbanas y rurales. En ese sentido, la participación tiene que ser considerada como un derecho al que todo ciudadano aspira, de tal modo que le permita, ejercer su libertad, con responsabilidad, con la idead de ser protagonistas de su propia historia, de su barrio, de su comuna y de su ciudad.

			En ese sentido, la definición política de cada uno, respecto a cuál es el rol que corresponde a cada actor, por ejemplo, urbanos, para poder participar del Estado, del sector privado y de la comunidad con sus organizaciones. Generalmente la democracia se concibe en sentido estricto con su dimensión política, pero en pocas oportunidades se identifica su dimensión urbana “socio-espacializada”. Por ello, el concepto democracia urbana debe pensarse como forma de gobierno que, fundamentada en la democracia política y la existencia de una sociedad que procura ser democrática, se plantea como objetivo la consecución del derecho a la ciudad en el que su eje de vinculación, en el espacio de lo público, cruza por la asignación de cualidades a la ciudad en sus diferentes dimensiones y, con cada una de ellas, expectativas presentes y futuras. Desde una perspectiva multidimensional y transdisciplinaria, lo público es político y es urbano, y transita por los estudios urbanos y sociológicos, para desde allí, hacer sentido en la ciudad y la democracia urbana. (Altamirano, 2015)

			De esta manera, el papel que tiene el gobierno desde su acción pública institucional para producir ciudad y espacios públicos especializados -parques, plazas y equipamientos sociales, por ejemplo- en tanto posee la atribución jurídica del dominio sobre el suelo y administra el presupuesto, resulta clave para orientar el desarrollo de la misma, como espacio público, perteneciente y creado con los ciudadanos. Dado lo anterior, la problemática del espacio público trata de su misma producción, que permeada por el capitalismo alude a un espacio dialéctico o de contradicciones. Caracterizado por un conflicto permanente entre los intereses del capital y las necesidades sociales, reflejado a nivel espacial urbano. (Altamirano, 2015)

			Por ello, en un contexto tan poco halagüeño para la democracia como forma de gobierno, que se mantiene epistemológica e institucionalmente dominante, el sur global enfrenta dificultades aún más profundas, pues sus integrantes como parte del proceso político no hacen sino legitimar con su presencia, la suma de condiciones de exclusión, mientras más lejos de los centros de poder se encuentren. Las zonas adyacentes a las grandes ciudades -cinturones de miseria, asentamientos irregulares, entre otros- son uno de los ejemplos más grandes de esta paradoja de la modernidad contemporánea.

			No obstante, las personas buscan de forma autogestiva, tanto solventar sus necesidades, como abrir el espacio que les ha sido negado en el espacio público. De esta manera, los espacios para la ciudadanía se multiplican en el contexto contemporáneo dentro y fuera de las instituciones. En ese contexto, el proyecto H2020 Co-Creation The Cohesive City: Adressing stigmatization in disadvantaged neighbourhoods, plantea que una de las necesidades urgentes en las ciudades actualmente es reducir las abismales desigualdades en el espacio urbano.

			Una vez planteados: el enfoque decolonial, el marco de referencia conceptual y el largo proceso histórico en México, podemos reconocer la necesidad de incluir sujetas y sujetos dejados al margen por la epistemología dominante49. Por ello, en este apartado buscamos ilustrar cómo ambas perspectivas coinciden respecto a la búsqueda de la eliminación de estos grandes espacios y distinciones presentes en las ciudades, y específicamente, cómo desde esos márgenes, la ciudadanía se construye y fortalece de forma autogestiva. Es decir, la ciudad cohesiva busca que el espacio urbano sea menos desigual y más incluyente a través del ejercicio de ciudadanía, pero no necesariamente por las vías o mecanismos formales e institucionales. 

			Por ejemplo, en la Zona Metropolitana del Valle de México, es posible conocer incontables situaciones de estas zonas estigmatizadas en desventaja. No obstante, también es posible reconocer cómo los habitantes de esas zonas construyen tejido social por sí mismos, con o sin apoyo institucional. En virtud de lo anterior, nos detenemos a revisar brevemente tres ejemplos de cómo los habitantes de dichas zonas “marginadas” hacen suyos los espacios públicos aún a pesar de las inercias estructurales que les marginan y estigmatizan. 

			En primer lugar, se explicará brevemente el caso de la Asamblea de Barrios, liderada entre otros por Marco Rascón, también conocido como “Súper Barrio Gómez”, quien coadyuvo a la organización de múltiples barrios de las zonas estigmatizadas de Tepito -la Lagunilla- entre muchos otros, en busca de vivienda digna para sus habitantes. El segundo ejemplo, son las “Barras Praderas” un gimnasio público y gratuito donde hombres y mujeres jóvenes en una zona de marginación encuentran un espacio de solidaridad y apoyo que les permite salir de dinámicas autodestructivas de delincuencia y drogadicción. Finalmente, la iniciativa “Mominoki” de madres organizadas que dadas las condiciones incompatibles que el mercado y la sociedad exigen a las mujeres que son madres, estas tejen redes de solidaridad en donde se apoyan para una crianza colectiva de los niños en un entorno amable con sus necesidades.

			¿UNA CIUDAD COHESIVA EN LOS AÑOS 80? “SUPER BARRIO GÓMEZ” ACTIVISTA Y SUPERHÉROE LOCAL

			La década de los ochenta se destacó por cambios radicales en los aspectos sociales, políticos y económicos. Luego de varias décadas de estabilidad, los efectos de la economía internacional y el agotamiento del modelo económico hicieron crisis. La devaluación de la moneda, y la pérdida de poder adquisitivo, fue un gran golpe para amplios sectores de la población, que enfrentaron también desempleo y falta de estabilidad, situación que comenzó a agudizarse en la Ciudad de México, donde la presión incrementó luego de varias décadas de migración constante del campo a las ciudades, en particular, hacia la ciudad de México.

			El movimiento social de Asamblea de Barrios surgió de la presión social a partir de los grupos organizados de damnificados del terremoto de 1985; no obstante, los problemas de desigualdad y exclusión ya habían llegado a un punto álgido antes del sismo (Altamirano, 2015); que detonó la canalización de las demandas sociales de muchas personas que reivindicaban su derecho a una vivienda digna y en términos de la filosofía liberal contemporánea, el derecho a la ciudad. (Delgadillo Polanco, 2012 y Rascon, 2016).

			Si nos limitamos al análisis del origen y surgimiento del movimiento Asamblea de Barrios, entre 1985 y 1988, previo a su participación en la creación del Partido de la Revolución Democrática, y los resultados que tuvo hasta alrededor de 1997, es posible observar que la participación política no institucionalizada, así como la demanda de vivienda digna, eran el núcleo de este movimiento (Rascón, 2016): organizaciones vecinales y barriales, muchas veces creadas y nutridas por la participación de las mujeres “amas de casa” que previamente no ocupaban espacios ni simbólica, ni concretamente en lo político. En palabras de sus fundadores, la capacidad de organización y el impulso de que le imprimieron las mujeres a dicho movimiento fueron fundamentales (Altamirano, 2015).

			Por ahí de 1980 llegué a la Unión de Vecinos de la colonia Guerrero por un problema inquilinario, sin experiencia política previa. En la vecindad donde vivía se dio la crisis clásica con el casero y fuimos a buscar a los de la oposición […]. Fue impresionante para nosotros que las señoras nos hayan dado nuestra primera clase de defensa inquilinaria (De Serna, 1995, p.18).

			Analizar el contexto en que surgió y se desarrolló inicialmente este movimiento social resulta imprescindible para aprehender su importancia y la posibilidad que representó antes de ser absorbido de forma corporativa por un partido político. En los barrios del centro de la ciudad de México un enmascarado sostenido por un creciente grupo de mujeres etiquetadas como amas de casa, asumía la defensa de los inquilinos pobres y demandaba viviendas dignas para todos los “sin techo”. Movilizaciones, mítines y discursos en donde se exaltaban valores como la dignidad, la honestidad, la solidaridad y la justicia aparecían como las expresiones de un movimiento social que encaraba así, uno de los problemas sociales más graves de la ciudad de México: la escasez de vivienda.

			La crisis económica, cuyos efectos se agudizaron a partir del sismo, devino también en una crisis de legitimidad del sistema político entero y entre otros factores, posibilitó su apertura. Ello, aunado a la presión ejercida por la creciente población de los márgenes, permitió también que sus demandas se hicieran oír. Así, después de dos años, la Asamblea de Barrios pasó de ser un movimiento de los damnificados pos terremoto, a un movimiento de solicitantes de vivienda bajo el lema “¡Ni un lanzamiento más!”. 

			Desde las primeras semanas, aún en los campamentos de Tlatelolco y Santa María La Ribera, las listas de familias que demandaban vivienda crecían sin parar; pronto sumaron más de 50 mil familias y 650 barrios de la Ciudad que se negaron a ser expulsados a la periferia ya fuera como damnificados propietarios, como solicitantes de vivienda (i.e. los habitantes organizados de los cuartos de servicio en Tlatelolco) (Rascón, 2016), así que el movimiento cobró vida, a través de la expresión de las demandas de la sociedad civil en una organización hasta entonces con poca o nula jerarquía y un amplio poder de convocatoria.

			En su proceso de afirmación como sujeto social, la Asamblea de Barrios se definió frente a las instituciones abocadas a desarrollar las políticas de vivienda, y también frente al PRI y el gobierno de la ciudad. En estos espacios dicha Asamblea se convirtió en un gestor importante de créditos y vivienda digna a precios asequibles en zonas céntricas de la Zona Metropolitana; asimismo, en promotora de una ley inquilinaria más ventajosa para los inquilinos, y se dio a la tarea de tratar de Impedir los lanzamientos. La cultura y prácticas de la política en México marcaron el desarrollo y la evolución de esta organización que, eventualmente contribuyó con la consolidación del Partido de la Revolución Democrática, y lo que queda de la entonces llamada Asamblea de Barrios, al parecer es ya solo el nombre del que se han apropiado otras 15 organizaciones que se lo adjudican y se han llegado a vincularse con actividades ilícitas que abarcan desde la invasión de inmuebles y predios, hasta la distribución de drogas (Delgadillo, 2012).

			DOS EJEMPLOS CONTEMPORÁNEOS 

			Cohesión en la zona conurbada de CdMX: Las Barras Pradera

			Los linderos entre las demarcaciones del Estado de México y la Ciudad de México se caracterizan en su mayoría por ser zonas de alta estigmatización y exclusión social, con condiciones estructurales que contribuyen a la reproducción de estos rasgos. En uno de estos espacios, altamente estigmatizados por los altos índices de delincuencia, ha surgido un espacio que ha contribuido en gran medida a la construcción del tejido social y la solidaridad comunitaria.

			Las Barras Pradera es un espacio gratuito para hacer ejercicio, que en su propia descripción de Facebook se define: “Es un gym comunitario para toda la banda que no tiene los recursos para pagar uno privado! Si eres de los que te gusta el eje [ejercicio] ven y construye tu cuerpo” (Barras Pradera, 2020)

			Fundado por Paul Villafuerte, quien luego de perder una pierna a los 23 años por un balazo, cayó en depresión, alcoholismo y drogadicción. El autor de la frase viral que lo hizo famoso en redes sociales “sin miedo al éxito”, buscó rehabilitarse a través del ejercicio físico, pero la falta de recursos y el desempleo le impedían pagar un gimnasio privado (EFE, 2020). En el barrio Praderas de San Mateo, Naucalpan, en donde Paul es vecino, detectó un terreno baldío en que las personas de alrededor tiraban indistintamente basura. Como él mismo lo narra, pensó en un gimnasio gratuito que recibiera a quienes se sintieran igual que él: excluidos por su situación económica, por la falta de oportunidades y que probablemente, también pasaban por procesos de adicción al alcohol o las drogas que solo agravaban su situación (EFE, 2020)

			Paul y sus “hermanos” empezaron a limpiar el terreno y a construir las barras por las que se hicieron famosos entre la comunidad de Naucalpan primero, y luego en redes sociales, en donde suman más de un millón de seguidores (FanPage Barras Praderas, 2020). De acuerdo con estimaciones recientes, al gimnasio gratuito asisten regularmente alrededor de 100 personas, y registra alrededor de 600 visitas semanales. Desde que inició sus actividades con esfuerzo y recursos propios, Paul Villafuerte ha recibido creciente atención mediática que adereza con carisma que como él mismo dice “es de barrio”, creando frases que ya tienen identidad propia; de tal forma que la viralización del gimnasio público y su difusión a través de los medios hizo que el presidente López Obrador, al conocer la contribución social de Villafuerte, haya puesto en marcha la gestión para ayudar y respaldar esta iniciativa que poco tiempo después de materializó en techo e iluminación para el gimnasio (Gutiérrez, 2019).

			En términos de la propuesta de la visión de ciudad cohesiva, el de Barras Pradera puede considerarse un ejemplo de la construcción de ciudadanía en condiciones de exclusión, a pesar de las condiciones materiales adversas, que logra abrirse paso por sí mismo hasta los espacios de decisión y logra canalizar recursos para fortalecer su causa. Sin duda, éste es un ejemplo de cohesión social “desde abajo” -no institucional- que logra su objetivo de manera plena: es inclusivo, construye tejido social e impacta positivamente su entorno inmediato, sin participación de partidos políticos. 

			MOMINOKI. CRIANZA CONSCIENTE Y MATERNIDAD EN EL CONTEXTO DE LAS CIUDADES CONTEMPORÁNEAS

			La última década, y sobre todo los años recientes han visibilizado de forma creciente la estigmatización y desigualdades colectivas en razón de género. Si bien, la lucha por los derechos de las mujeres en México, ha develado una situación grave de violencias hacia las mujeres, cuya expresión más extrema es el feminicidio -en el que México ocupa los primeros lugares a nivel mundial- el resto de las violencias no pasa desapercibido, ni se aminora.

			Las condiciones de exclusión y estigmatización para las mujeres suman una larga lista que históricamente ha consolidado y reproducido la desigualdad. Sin duda, una de estas es la incompatibilidad de la vida laboral y profesional con el ejercicio de la maternidad. Y no necesariamente se plantea el trabajo como una necesidad de autorrealización y plenitud individual, sino como una imperante necesidad económica para sostener a las familias en un contexto social y laboral altamente exigente, poco humanizado y crecientemente excluyente. 

			Sin duda, observamos un choque entre la necesidad económica y realización personal de las mujeres, y las posibilidades de hacerlo al tener hijos bajo a su cuidado. Como lo denuncia la activista colombiana Diana Ibagón respecto al “imaginario de la productividad en la maternidad”, los estándares y expectativas sociales de las obligaciones y cargas de las madres en el mundo contemporáneo exhiben la total desconexión de la dignidad de las mujeres y una necesidad colectiva de seguir sobrecargando a las mujeres de trabajo, además de responsabilizarlas del todo por la formación de personas funcionales en esta sociedad (la totomai, 17 de agosto de 2020)

			En este contexto, surgen diversas iniciativas y organizaciones para recuperar la tribu materna, para acercar a las madres y a sus hijos, modalidades más amables de crianza consciente, colectiva y respetuosa. Como diría el filósofo Iván Illich, una formación más convivencial y desescolarizada (Illich, 2010). El primer septenio de los niños es el periodo clave en la formación de una personalidad sana y segura, en este sentido, la recuperación de una comunidad -tribu- que contenga a las madres y colabore colectivamente en la crianza constituye un espacio excepcional en el contexto y práctica hegemónica sometida a los cánones del mercado.

			Mominoki, es un ejemplo de una comunidad que entiende así la crianza y el desarrollo del niño, como una aproximación amable e integral que incluye a padres e hijos. Se hace énfasis en la maternidad, porque numéricamente son muchas más mujeres las que participan en este espacio. Esta comunidad, surge también como resultado del terremoto de 2017 en la Ciudad de México. Entonces llamada “Hierbabuena, su intención era proporcionar un espacio y condiciones para educar en la pedagogía Waldorf.

			No obstante, la comunidad se reformuló poco tiempo después, cuando en agosto de 2019 surgió Mominoki como una comunidad educativa con énfasis en el apoyo comunitario a las madres para una crianza más amable. Aunque es una organización sin fines de lucro, cobran cuotas de recuperación variables en función de las actividades que se realicen presencialmente, de esta forma logra correr con los gastos de operación de inmueble y materiales. Aunque no es una institución de educación formal, coadyuva a una formación más heterodoxa y con mayor contención para las familias, que permite un desarrollo más libre de los niños a través del juego y la creatividad (Mominoki, 2019).

			De una forma menos visible, comunidades como esta contribuyen en pequeños espacios a construir tejido social también en la medida en que apoyan a mujeres para enfrentar situaciones de exclusión y estigmatización impuestas en el contexto laboral y / o social, como es ser cabeza de una familia monoparental con recursos limitados, o bien, carecer de una red de apoyo primaria que respalde una crianza que no deje sola a la madre.

			IV. REFLEXIONES FINALES 

			Los canales institucionales de participación y la innovación legal en materia política no garantizan un efectivo ejercicio ciudadano de corresponsabilidad en el ejercicio de los asuntos públicos. Las metrópolis latinoamericanas se construyeron con un carácter excluyente -desde sus inicios coloniales- y fueron divididas de acuerdo con ciertas características de los habitantes que las componían. Esto generó un desarrollo urbano formal a espaldas de uno informal y, un esquema en donde hay ciudadanos en ejercicio de derechos que forman parte del contrato social, y agentes subalternos urbanos que aspiran ser parte del mismo, pero que son invisibilizados por medio de la estigmatización y la exclusión del propio sistema político

			Desde la perspectiva decolonial y de las epistemologías del sur esto genera divisiones cartográficas que establecen un pensamiento abismal. Líneas que dividen el espacio público a partir de la tensión que representa la emancipación y la regulación (De Sousa, 2009). Así, las formas de participación se encuentran cooptadas por estructuras partidistas que, mediante redes clientelares, sostienen el andamiaje electoral y socavan las formas de participación tradicional. Por su parte, las formas no formales de participación se diluyen en la manifestación callejera, la ocupación de plazas y la indignación general. Por ello, es deseable que con miradas como la co-creación se encuentre: lo nuevo en lo ancestral, que, entre otros, recupere formas de participación que fueron ignoradas, invisibilizadas o no reconocidas como válidas por el propio sistema político.

			En México y América latina, podemos referir lo que ocurrió en la década de los ochenta, que se denominó mundialmente como la década perdida por su nulo crecimiento económico, pero también por la inequidad y desigualdad que lo definieron. Más de un cuarto de siglo ha transcurrido desde entonces y a pesar de los esfuerzos emprendidos para contrarrestar dicha situación, los resultados no son alentadores ni en el espacio latinoamericano ni en México. (Valverde y Gutiérrez, 2010). En fecha reciente diferentes datos confirman este hecho y están consignados en el Informe de Desarrollo Humano correspondiente a los años 2005 y 2012 del Programa de la Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) (2005 y 2012) en el que se menciona que nuestro país se ubica en el lugar número 53 y 61 respectivamente del Índice de Desarrollo Humano (IDH) con un desarrollo medio definido por valores de 0.814 y 0.775 y un Coeficiente de Gini50 de 54.6 y 48.3. También el Informe sobre Desarrollo Humano para México (2006-2007 y 2008-2010)51 reconoce un valor del IDH de 0.8031 y 0.8323 a nivel nacional. Nuestro país se mantiene con profundas inequidades y desigualdades sociales, que perpetúan las condiciones de “exclusión” para buena parte de la población. Un elemento que corrobora esta percepción es el hecho de que el 10% de la población mexicana más pobre, participa con el 1.0% del Producto Interno Bruto (PIB) mientras el 10% de la población más rica, lo hace con el 43.1% (PNUD, 2005 y 2012).52 Así, para 2005 y 2012 al menos el 28.3% y 31.8% de los hogares mexicanos y el 35.5% y 36.3% de sus habitantes, se encontraban en situación de pobreza extrema, lo cual representa al menos un rango de entre 36 y 37 millones de personas (CEPAL, 2006 y 2012).

			Derivado de las consideraciones anteriores, es posible afirmar que un importante número de mexicanos carecen de oportunidades durante toda su vida para formar y desarrollar sus capacidades como seres humanos, y por consiguiente, también como ciudadanos53. Por ello, si a este panorama de inequidad social que indica profundos niveles de desigualdad y asimetrías en el rubro de los derechos fundamentales, sumamos los procesos de exclusión en el rubro de la construcción de ciudadanía y la participación ciudadana (Valverde y Gutiérrez, 2010) encontramos entonces un ambiente en el que poco vale reflexionar si lo que se requiere es modificar la forma de gobierno actual, sin un paso intermedio que evalúe la trayectoria institucional en México y las profundas inequidades que no han permitido el goce de los derechos a los que los ciudadanos -se supone- tenemos derecho de acceso en términos negativos, pero en menos de las ocasiones en un sentido positivo (Berlin, 1988).

			Frente a esta situación, en que la constante son las profundas desigualdades sociales, se concentra una deuda histórica y una demanda de millones de mexicanos de buscar por cualquier medio sensibilizar a quienes ocupan posiciones estratégicas en la toma de decisiones, para que entiendan que de manera prioritaria se deben atender los problemas de la pobreza, incrementar las oportunidades para ingresar y permanecer en el ámbito educativo; obtener un empleo cuyo ingreso permita satisfacer sus necesidades mínimas y gozar tanto de sus derechos humanos como de sus derechos ciudadanos.

			En México es más que una percepción el hecho de que los legisladores en su trabajo, responden más a los intereses de sus partidos o al de los grupos (Przeworski, Stokes y Manin, 1999)54 de poder internos y externos, que en la mayor parte de las ocasiones poco o nada tienen que ver con la responsabilidad social, política o ética que debería estar presente en las definiciones del marco normativo e institucional que, entre otros, permitiría la resolución de problemas que aquejan a la ciudadanía. 

			No obstante, es importante referir que la eficacia en el desempeño de cualquier sistema político, no depende únicamente del diseño institucional o de los sistemas jurídico, electoral o de partidos —si bien tienen una influencia decisiva en el conjunto como ya lo hemos referido— sino que, además, es necesario considerar igualmente importantes otros elementos como la historia y la cultura política de cada sociedad. De tal manera que resulta fundamental situar en un marco más amplio el análisis sobre las condiciones reales, para entender el desarrollo de las democracias (Espinoza, 1997, p. 2).

			Un análisis de las condiciones reales, permitiría ampliar el canon democrático, configurando a la demodiversidad y la ecología de saberes como alternativas en el campo de la teoría democrática. Una ecología de saberes que nos permita convertir la diversidad en un factor de visibilidad, enriquecimiento y fuerza colectiva, para no desperdiciar ninguna experiencia social de lucha y resistencia, e incorporarlas a teorías de la democracia que partan de las experiencias de los grupos oprimidos y que reflejen la complejidad política de aquellos que fueron excluidos del contrato social. La finalidad sería, ir más allá de lo abstracto y ubicarse en el tiempo y espacio concreto, teorías que deban trascender lo institucional observando lo que ocurre fuera y, revierta el pensamiento abismal a partir de razonamientos en términos de co-presencia y complementariedad. 

			Lo anterior solo se podrá llevar a cabo con la participación de la academia, los profesionales de la política y la sociedad. Este esfuerzo se traduce en la búsqueda por el reconocimiento de los sujetos políticos hasta ahora ignorados, grupos y personas cuyas formas de lucha no se inscriben en las estructuras partidistas convencionales y que construyen otros espacios de deliberación democrática que van más allá de lo institucional y finalmente el establecimiento de formas de sociabilidad alternativas que superen el consumismo e individualismo extremo, al tiempo de generar valores y principios sociales acordes con los procesos horizontales en la toma de decisiones. En otras palabras, frente al agotamiento del consenso de la monocultura de la democracia liberal, es a partir de la demodiversidad y la participación conjunta de políticos, sociedad y academia que se podrá ampliar el canon democrático por medio de la redefinición y significación del concepto de democracia.
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		45	 Para Dahl, la influencia es la capacidad de que un individuo A logre que un individuo B realice una acción C que beneficia a A sin necesidad de coerción, por tanto, basado en la persuasión. El planteamiento del concepto se da en: Who Governs?, se estructura, esquematiza y abstrae en Modern Political Analysis (40-49), y a partir de ahí sería una constante en su corpore teórico expresado con claridad en Dilemmas of Pluralist Democracy (17-20). El concepto de poder está intrínsecamente vinculado al de influencia, en tanto poder se refiere a ejercer dicha influencia en la toma de decisiones en lo público.


						46	 Dahl hace una distinción entre el homo civicus y el homo politicus, que sin duda se vinculan con el nivel de satisfacción y las maneras en que los ciudadanos logran sus metas. Mientras el primero puede satisfacer sus intereses en diferentes campos de la vida social, el segundo sólo lo hace en el espacio público (1961, pp. 222, 228). Explica que el homo politicus es un sujeto que cuenta con diferentes recursos y, esos recursos políticos pueden entenderse como “[…] cualquier cosa que pueda ser usada para influir en las elecciones específicas o las estrategias de otro individuo” (1961, p. 226).


						47	 Cifras de la Encuesta Nacional sobre Cultura Política y Prácticas Ciudadanas de la Secretaría de Gobernación (SEGOB) realizada en los años 2005 y 2012 (ENCUP, 2005 y 2012) muestran que la calificación general que los ciudadanos otorgan para el Congreso disminuyó al pasar de un 8% de los ciudadanos que confiaban mucho en esta institución en el 2003, al 5.09% en el 2005 y al 4.4% para el 2012. En tanto, los partidos políticos también disminuyeron su porcentaje de confianza al pasar del 6.04 al 3.13% de 2003 a 2005, y a 4.4% en 2012. La Encuesta Nacional de la Juventud del 2005 y 2012 muestra que las instituciones y personajes calificados con menores niveles de aceptación por los jóvenes son la policía con un promedio de 5.9 y 4.3; los partidos políticos y los diputados federales con 6 y 4; y los sindicatos con 6.5 y 4.5 (ENJ, 2005 y 2012). 


						48	 Según datos revelados por la Encuesta realizada por Observatorio Ciudadano en el 2006, los tres temas centrales que en opinión de los legisladores debe atender el Congreso son: 1) las reformas estructurales, 2) los recursos públicos, y 3) el empleo. No obstante, para los tres principales partidos el tema de las reformas estructurales ocupa el primer lugar. Sobre este punto bien vale la pena reflexionar, cómo es que en un país como el nuestro los temas y la discusión legislativa sobre problemas que aquejan a millones de mexicanos se ubican en lugares “tangenciales” o menos importantes: para el PAN con un 38%, mientras que para el PRI con un 26% y para el PRD, representa el 34% en importancia. Sobre los recursos públicos, es ahora el PRI quién muestra mayor preocupación con un 14%, seguido del PRD con un 9% y el PAN con 8%. El tercer sitio lo ocupa el tópico del empleo con un 9% para el PAN; un 9% del PRI y un 4% del PRD. Mención especial haremos tanto al problema de la pobreza, que ocupa en la encuesta referida el octavo lugar como tema de interés para los legisladores con un 7% del PRD, 2% del PAN y 2% del PRI. Por otra parte, entre los diez temas menos prioritarios destacan los relacionados con: indígenas, alimentación y salud, en dónde 13, 4 y 4 legisladores, respectivamente, mostraron preocupación al respecto. 


						49	 Para ver un ejemplo del enfoque decolonial en una aproximación al espacio urbano visitar el blog del proyecto H2020 “Decolonising knowledge production: mexican visitors in the City of Bath” https://www.co-creation-network.org/co-creation-as-an-arts-based-approach-to-decolonising-knowledge-production-mexican-visitors-in-the-city-of-bath/


						50	 El coeficiente de Gini es una medida de la desigualdad ideada por el estadístico italiano Corrado Gini. Normalmente se utiliza para medir la desigualdad en los ingresos, dentro de un país, pero puede utilizarse para medir cualquier forma de distribución desigual. El coeficiente de Gini es un número entre 0 y 1, en donde 0 se corresponde con la perfecta igualdad --todos tienen los mismos ingresos-- y donde el valor 1 se corresponde con la perfecta desigualdad. Aunque el coeficiente de Gini se utiliza sobre todo para medir la desigualdad en los ingresos, también puede utilizarse para medir la desigualdad en la riqueza.


						51	 Aunque el Informe está dedicado al tema de la migración se señalan algunos datos generales que fueron considerados para esta reflexión.


						52	 Los datos se refieren al año más reciente disponible durante el periodo de 1990 a 2003 y 2012.


						53	 Tomamos aquí la idea de Stuart Corbrige (2001), Development as Freedom: the spaces of Amartya Sen, London School of Economics and Political Science, University of Miami, en la que reflexiona sobre el trabajo de Sen, sobre el desarrollo como libertad. Es decir, la posibilidad de todo ser humano para formar capacidades y posteriormente ponerlas en práctica. 


						54	 Otro estudio que reflexiona sobre la problemática es Shugart y Mainwaring (2002). Para el caso mexicano los textos que sirven de referencia son Béjar (2006) y Reveles Vázquez (coord.) (2005).





¿PUEDEN LAS REDES CLIENTELARES CONSTRUIR CAPITAL SOCIAL? 

			Luz María Cruz Parcero, ORCID: 0000-0002-2640-253X

			La pregunta que provoca la reflexión de este texto pasa necesariamente por la revisión del uso que damos al concepto de clientelismo en las sociedades contemporáneas. Se trata de una propuesta de revisión que, sin desconocer que una de sus dimensiones o caras se asocia con relaciones de desigualdad e incluso corrupción, pone el énfasis en su capacidad para la organización de la acción colectiva. 

			Si asumimos de manera mecánica la perspectiva más ampliamente difundida que ve en el clientelismo formas de intercambio cimentadas en relaciones asimétricas, de subordinación y desigualdad o como una red vertical incapaz de sostener la confianza y la cooperación social (Putnam 2011, 248), la pregunta planteada en el título resultaría ociosa.

			Si por el contrario, buscamos abrir el horizonte de análisis, es posible descubrir en este tipo de arreglos los medios que permiten obtener bienes colectivos, así como cierta funcionalidad que, en una lógica estatal, actúan como canales de comunicación y atención de demandas de ida y vuelta, donde si bien los actores organizados en redes clientelares pueden incorporar demandas en las instituciones formales del Estado, este último puede también entrar en las agrupaciones políticas, sociales y hasta religiosas a nivel local. Extendiendo los alcances analíticos, las redes clientelares también pueden contribuir a la estabilidad de los sistemas sociales. (Vommaro y Combes, 2016, p. 11)

			Abordar el clientelismo desde la perspectiva de la cohesión social, tema eje del libro del que forma parte el presente trabajo, implica también descubrir cuáles son aquellos mecanismos que promueven o limitan la inclusión social y cómo se comportan los actores para promover o minar este tipo de mecanismos.

			El análisis del clientelismo desde la perspectiva de redes permite comprender, por un lado, el porqué de la persistencia de este tipo de arreglos al paso de los años, por otro lado, los mecanismos que mueven y aceitan las relaciones que se dan dentro y fuera del sistema, así como evidenciar cuáles de estos mecanismos tienden a promover la inclusión y la cohesión social.

			Entender el clientelismo en clave de red, permite comprender la importancia de los mecanismos de coordinación social inmersos en los entramados clientelares para determinar en qué medida limitan, promueven o facilitan la capacidad de los individuos y/o agrupaciones para resolver diversos problemas relacionados con la acción colectiva.

			I. CLIENTELISMO Y CAPITAL SOCIAL. TRAZANDO LÍNEAS DE CONVERGENCIA CONCEPTUAL 

			Apuntábamos que la diversidad de definiciones de la palabra clientelismo se asocia mayormente con relaciones personalizadas, altamente jerarquizadas, cuyo mecanismo relacional es el intercambio desigual de bienes y/o favores.

			De acuerdo con el Diccionario crítico etimológico de la lengua castellana, la palabra cliente proviene del latín cliens que significa protegido o persona defendida por un patrón; de aquí se deriva clientela (Corominas 1974, p. 820). También Gómez Silva lo define como proveniente del latín clientem, acusativo de cliens (radical client) ‘cliente, protegido’ (sentido implícito: ‘persona que se apoya en otra’), del indoeuropeo kli-ent- ‘que se apoya’, de klei- ‘apoyarse’ (Gómez de Silva 1988, p.169).

			El origen de ambas definiciones es la sociedad romana donde este tipo de relación tiene dos caras, por un lado, la del cliente que necesita del patrono y por el otro, la del patrono “quien corre tras el cliente, en su propio provecho. En la primera especie, el patrono ejerce realmente un poder; en la segunda, los patronos se disputan entre sí los clientes, que son los verdaderos amos” (Veyne 1987, p.111).

			Recuperar el origen del concepto y ubicarlo en una dimensión histórica resulta un punto de partida necesario para comprender sus características originarias, así como las mutaciones que lo han dotado de nuevos o distintos atributos. 

			Además de la dimensión histórica o temporal que siempre resulta necesario considerar, el concepto se ha movido en una dismensión disciplinaria –en la que sus atributos se definen a partir de la disciplina desde la que se estudia, ya sea la Historia, la Antropología, la Sociología o la Ciencia Política–, y también en otra dimensión territorial que describe las relaciones clientelares en distintos espacios geográficos.

			La revisión de la investigación académica contemporánea que aborda el fenómeno clientelar en México permite establecer una clasificación que resulta de gran utilidad como punto de partida. La propuesta que hacemos recoge características y metodologías desde el ámbito de las distintas disciplinas que se han abocado a su estudio.

			La primera es la historicista, más general y vinculada a los procesos de formación del sistema político mexicano (Semo, 2012; Meyer, 2000; Ai Camp 1996; Cornelius y Craig, 1988; Falcón, 1984; Córdova, 1973).

			Una segunda perspectiva, desarrollada en la Ciencia Política ha privilegiado la dimensión electoral donde es posible identificar dos vertientes: la que denominaremos denunciativa, orientada a subrayar los efectos nocivos que para la democracia electoral tienen las prácticas clientelares (Ugalde, 2012; Casar, Ugalde, Mata y Nuñez, 2018)55 y otra que reflexiona sobre la caracterización, cambios, continuidades y los nuevos mecanismos que favorecen la reproducción de las clientelas electorales (Magaloni, Díaz-Cayeros y Estévez, 2007; Cobilt, 2008; Zaremberg, 2011 y 2014; Beltrán y Castro, 2015).56 

			Es en una tercera perspectiva donde encontramos una mayor complejidad en términos de clasificación, ya que los análisis toman elementos desde las perspectivas teóricas del institucionalismo, pero también de los enfoques de acción colectiva y movimientos sociales. Esta riqueza analítica permite ampliar nuestro horizonte sobre las relaciones clientelares. Se trata de una perspectiva cuyo origen podríamos ubicar en textos de Guillermo O’Donnell (1996, 2011) que se relacionan con reflexiones teóricas ancladas en el institucionalismo (Helmke y Levitsky, 2006; Cameron, Hershberg y Sharpe, 2012), y que han sido enriquecidas por una serie de trabajos de corte etnográfico que articulan movimientos sociales, partidos políticos y estructuras gubernamentales. Esta perspectiva, ampliamente desarrollada por Javier Auyero (1997), ha generado prolíficas reflexiones sobre las que se han tejido trabajos referenciales como los de Gay (1998), Paladino (2014a y 2014b), Tejera (2003, 2015) y Zaremberg (2011).

			Las perspectivas de Auyero y Gay tienden líneas de análisis relacionadas con otra vertiente poco explorada que es la del capital social. Si bien sus trabajos no consideran expresamente este enfoque, sí es posible encontrar algunos puentes que conectan sus observaciones con la perpsectiva del capital social. Si bien el clientelismo resulta ser un mecanismo de control social, este no es unidireccional e inclusive destacan el papel de las redes clientelares como medios para conseguir bienes colectivos y no solamente individuales, donde también pueden descubrirse elementos relacionales para la organización colectiva (Gay, 1998 p.14). 

			Una autora que avanza en la perspectiva de capital social es Zaremberg (2011) en su estudio sobre los ambulantes en la Ciudad de México. 

			Desde nuestro punto de vista, la perspectiva de capital social constituye una herramienta con amplia capacidad explicativa para el análisis de las redes clientelares toda vez que ésta consiste en analizar los factores que afectan la capacidad de los individuos para resolver problemas de acción colectiva relacionados con el desarrollo económico y político57 (Ostrom y Ahn, 2003) y apunta a la observación de los mecanismos de coordinación social inmersos en las relaciones clientelares con el fin de determinar la medida en la que estos limitan, promueven o facilitan la capacidad de individuos y/o asociaciones para resolver problemas de acción colectiva. Cuando Ostrom se preguntaba por qué algunas instituciones han tenido éxito en superar la lógica de la acción colectiva y otras no, encontró algunos factores en los diseños institucionales que influían en este comportamiento: límites de la institución claramente definidos, participación de las partes afectadas en el establecimiento de reglas, sanciones graduales para los infractores, disponer de mecanismos de bajo coste para la resolución de conflictos (Ostrom, 2011).

			En este mismo sentido, existe evidencia relevante tanto en México como en el contexto latinoamericano para observar que el involucramiento de la ciudadanía en programas gubernamentales de corte social redundan en beneficio de los habitantes de zonas tradicionalmente marginadas y contribuyen al fortalecimiento de lazos comunitarios que aumentan la cohesión social (Valverde y Pacheco, 2020).

			El enfoque de la coordinación social mediante redes se centra en las relaciones y no en los atributos de los elementos, trata con datos relacionales, entendidos como los vínculos específicos existentes entre un par de elementos (Molina, 2001, p. 13). En el marco del enfoque de capital social, las redes se entienden como los espacios donde los individuos interactúan en la búsqueda de obtener beneficios (Lin, 1999). Se trata de un enfoque que concibe la vida social en términos de una densidad significativa de actores donde la coordinación social no depende exclusivamente de un ordenamiento jerárquico. Desde esta perspectiva, lo que se busca es observar la pluralidad representativa de intereses y opiniones como formas de “coordinación horizontal entre diferentes actores interesados en un mismo asunto con el fin de negociar y acordar una solución” (Lechner, 1997, p. 14).

			Para Robert Putnam 

			Cualquier sociedad ---moderna o tradicional, autoritaria o democrática, feudal o capitalista--- se caracteriza por redes interpersonales de comunicación e intercambio, tanto formales como informales. Algunas de estas redes son principalmente “horizontales”, y aúnan agentes de estatus y poder equivalentes. Otras son básicamente “verticales” y vinculan a agentes desiguales, formando relaciones asimétricas de jerarquía y dependencia. En el mundo real, por supuesto, casi todas las redes combinan relaciones horizontales y verticales: hasta los equipos de bolos tienen capitanes e incluso los guardias de prisiones fraternizan con los reclusos (Putnam, 2011,p. 245).

			Estudiar las relaciones clientelares a partir del enfoque de redes permite comprender los intercambios en una dimensión no valorativa sino relacional y funcional. Se trata de observar los mecanismos que favorecen, que aceitan cierto tipo de intercambios en el marco de funcionamiento de la lógica institucional de los estados contemporáneos. 

			Tanto desde la teoría del capital social como desde la de redes es posible un mejor acercamiento a la comprensión del fenómeno clientelar sin invisibilizar la serie de arreglos jerárquicos que soportan las redes clientelares. Con estos enfoques resulta posible observar la existencia de lazos verticales basados en diferencias de poder y en desigualdad (Auyero, 1997), así como un tipo de relaciones que también permiten organizar la acción colectiva (Auyero, 2012) y que pueden funcionar también como medio para conseguir bienes colectivos y no solamente individuales y, donde también se observan tanto elementos jerárquicos y relacionales como elementos de organizaciónn colectiva e identidad (Gay, 1998) y así también cierto tipo de arreglos jerárquico funcionales que permiten la incorporación de demandas y necesidades en una lógica de eficiencia institucional (Briquet, 1998).

			II. PARTICIPACIÓN Y CONSTRUCCIÓN DE CIUDADANÍA EN UN ESCENARIO CLIENTELAR

			Además de una forma de relación, el clientelismo es también una forma de participación donde la autoridad y los individuos o grupos se relacionan mediante el intercambio de favores por cosas (Saltalamacchia y Ziccardi, 2005) y donde también se intercambian recursos simbólicos y sociables o expresivos (promesas de lealtad y solidaridad) (Auyero, 1997).

			En la Ciudad de México la coordinación de los grupos a través de redes clientelares puede observarse en distintos momentos clave. El primero que recorre el periodo 1928-1985 se caracteriza por relaciones clientelares claramente determinadas en función de los servicios que las autoridades priistas otorgaban a grupos cuyas necesidades encontraban satisfacción mediante su adscripción como bases de apoyo partidista, la aparición de organizaciones de colonos independientes del partido oficial y la creación del andamiaje institucional necesario para regular los procesos de urbanización. 

			El segundo periodo parte de la emergencia ciudadana derivada de los sismos de 1985 y se extiende hasta julio de 1997, fecha en la que se da la primera elección de Jefe de Gobierno de la etapa contemporánea. Este periodo se asocia con formas de participación autónoma en la constitución de las organizaciones vecinales quienes demandan una administración urbana más eficiente (Tarrés y Ducci 1986 en Ziccardi 1998, p.131).

			Un tercer periodo que abarca de 1997 a la fecha se caracteriza por un escenario de mayor pluralidad y articulación de las organizaciones sociales en torno al PRD, la emergencia de una nueva fuerza política (Morena) y la rearticulación de las esctructuras clientelares en torno al nuevo partido gobernante.

			Entre las características sobresalientes en los últimos periodos cabe destacar la contradicción entre una construcción democrática que por un lado presenta un avance en la democrcia institucional pero a la vez un mayor avance en la exclusión y desigualdades sociales (Álvarez 2006, 43). En términos de cohesión social simulan dos vías que corren de manera paralela en un contexto democrático que debiera hacerlas convergentes. 

			Otra periodización que vale la pena apuntar obedece a la lógica de la construcción de la participación en la Ciudad de México y ha sido expuesta por Álvarez (2006), en los siguientes términos: 

			
					Un primer momento en la década de 1970 relacionado con la modificación de la Ley Orgánica del Distrito Federal “que institucionaliza a las primeras instancias de representación ciudadana y a los primeros mecanismos de participación en el ámbito capitalino (Consejo Consultivo y Juntas de Vecinos, en 1970; Asociaciones de Residentes, Comités de Manzana, plebiscito y referéndum, en 1978).” (Álvarez L, 2006, p. 44).

					Un segundo periodo que va de 1980 a 1987 caracterizado por la crisis económica, el desmantelamiento del Estado de bienestar y la implementación de una serie de medidas de ajuste estructural con un fuerte impacto en el empleo y el poder adquisitivo, políticas que generaron un fuerte activismo con incorporación de demandas relacionadas con la defensa del trabajo y la economía popular, la lucha por la vivienda y en contra de la carestía y la austeridad; es en esta etapa donde organizaciones como el MUP y sobre todo la CONAMUP generan nuevas estrategias de negociación con el gobierno y se convierten en actores relevantes para la negocación de proyectos habitacionales, desde entonces organizados como solicitantes de vivienda (Álvarez L, 2006, p. 53-54). 

					El periodo que abarca de 1988 a 1996 se caracteriza por una “efervecencia democrática desarrollada en el ámbito federal en torno al proceso electoral de 1988” que para la Ciudad de México representa la pérdida electoral del PRI. Es en este periodo donde la lucha de un tipo de actor muy relevante como los ambulantes comienza a mover los ejes de su relación claramente de corte clientelar hacia opciones políticas distintas al partido oficial. La disputa del espacio político-electoral entre el PRI y el PRD genera el traslado de algunas de las clientelas más arraigadas del priismo hacia la búsqueda de espacios de negociación con el PRD. 

			

			Entre estos grupos de comerciantes ambulantes las redes sociales y los vínculos políticos resultan condiciones esenciales para el mantenimiento de las actividades. Aquí se observan relaciones familiares con vínculos muy fuertes que a su vez se conectan con líderes que desmepeñan las funciones de intermediación política al constituirse en puentes para sostener relaciones de corte corporativo y clientelar ante autoridades locales y partidos políticos. La densidad reticular crea vínculos muy fuertes que resultan fundamentales para el mantenimiento de las actividades.58 

			El tipo de mecanismos utilizados en el establecimiento de vínculos que caracterizan el comercio en la vía pública resultan ser, por un lado la intermediación y por el otro las redes densas que promueven cooperación y confianza (Gómez M, 2007, p. 44).

			Lo que podemos destacar en los peridodos anotados es que la construcción de la participación ciudadana ha transitado tanto por la vía de la formalidad a partir de la incorporación de mecanismos de inclusión y participación ciudadana, como por la vía de la informalidad a través de las estructuras corporativas y clientelares.

			Entre las redes informales se tejen una serie de mecanismos que juegan un papel relevante en términos de sostenimiento de la red, colocación de demandas en las instituciones formales y cohesión social. Para la Ciudad de México grupos demandantes de vivienda o ambulantes se erigen como amplios laboratorios para el estudio de las redes clientelares que, al mismo tiempo, permiten evidenciar cierta estrechez conceptual y analítica cuando la revisión de sus estructuras y funcionamiento se hace a partir de evaluaciones morales.

			En el caso de los comerciantes ambulantes interesa destacar la integración de mecanismos informales al interior de la red y la manera en la que se dan las negociaciones entre los líderes y las autoridades. 

			Trabajos como los de Gómez (2007) y Zaremberg (2005, p. 2011) ilustran el funcionamiento del tejido reticular interno que en un inicio se construye a partir de fuertes lazos familiares y de amistad que dotan a la red de un elemento fundamental para acrecentar su capital social: la confianza.

			Estas redes personales se constituyen en nodos que generan lazos de solidaridad y confianza y al mismo tiempo favorecen su extensión. Un segundo nodo central es el representado por los líderes que otorgan los espacios y permisos y que al mismo tiempo cuentan con la capacidad para negociar con autoridades. Estos últimos resultan ser los intermediadores, es decir, actores con ventajas posicionales que ejercen la intermediación gracias a las asimetrías que existen en los poderes y que al mismo tiempo cuentan con la capacidad necesaria para controlar la información que fluye en la red (Zaremberg y Gurza, 2014, p. 30)

			Lo que en téminos muy generales se relaciona con redes clintelares, en este tipo de trabajos adquieren un perfil que se asemeja más a un tipo de relaciones con capacidad de contruir capital social. El enfoque para su análisis se mueve de una observación de relaciones puramente instrumental a una serie de redes que favorecen la constitución de redes de capital social. 

			Si entendemos la cohesión social como una “dialéctica entre mecanismos instituidos de inclusión y exclusión sociales y las respuestas, percepciones y disposiciones de la ciudadanía frente al modo en que ellos operan” (CEPAL, 2007, p. 16), el abordaje del clientelismo desde la perspectiva de redes nos ayuda a comprender de qué manera cierto tipo de mecanismos favorecen la interconexión entre líderes y actores institucionales (partidos, representantes en congresos, autoridades gubernamentales, etc.) y redundan en mayores capacidades para dar respuesta a demandas que, por otras vías se perciben bloqueadas o resultan insuficientes.

			III. COMENTARIOS FINALES

			A partir de lo expuesto consideramos posible la búsqueda de rutas teóricas y metodológicas que permitan descubrir una mayor diversidad de enfoques desde los cuales pueden observarse las relaciones clientelares. 

			Trabajos que se circunsciben a la denuncia del fenómeno adolecen de la capacidad para comprender los mecanismos que permiten el sostenimiento y reproducción de estas complejas redes clientelares. En contraste, análisis construidos con base en enfoques que buscan comprender los mecanismos de coordinación, permanencia y negociación, apoyados en el trabajo empírico, permiten acercamientos con una mayor capacidad explicativa sobre la complejidad del fenómenos clientelares
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		55	 El trabajo de Ugalde por ejemplo, hace referencia a los problemas sistémicos de la democracia, entre los cuales aborda el clientelismo, al que caracteriza como “un sistema de intercambio de beneficios entre un “patrón” y sus “clientes”, entre políticos que dan prebendas, cargos públicos y presupuestos a cambio de apoyo político o económico; un sistema de intermediación en el cual los patrones (el gobierno, el partido) dan dinero, puestos, beneficios laboradles, contratos y concesiones a diversos clientes organizados (los sindicatos, las organizaciones campesinas, los grupos urbanos, los gremios empresariales y de profesionistas) a cambio de votos, de financiamiento para campañas o, simplemente, para que haya estabilidad y orden”. En este capítulo el autor refiere un tipo de clientelismo corporativista, vinculado con sindicatos (FSTSE, SNTE, STPRM, SNTSS, STUNAM, UNT), centrales (CNC), grupos urbanos (PRD-DF), o empresariales (TELMEX) que se han caracterizado por su poder, membresía y recursos.


						56	 Estos autores vinculan el tema con la conquista del sufragio popular, sin embargo, y siguiendo la recomendación de Médard (1998, 313), es importante ampliar las investigaciones hacia formas no solamente referidas al ámbito de lo electoral. 


						57	 Como concepto, el capital social permite, por un lado, delinear las capacidades de la acción colectiva construidas sobre las bases materiales y simbólicas que circulan en las redes sociales, a partir de las cuales se construyen y refuerzan los lazos de confianza necesarios para su reproducción; y por el otro, dar cuenta de las relaciones entre el aumento del capital social y mejoras en las condiciones económicas, mayor desarrollo de la ciudadanía y desarrollo democrático, temas sin lugar a dudas relevantes en el contexto latinoamericano y sobre los cuales se ha refrescado el debate.


						58	 La densidad de las redes ha sido un tema relevante. Trabajos como los de James Coleman Coleman al<todo de la capacidad para generar vínculos fuertes o débiles dentro de las redes.
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			En México, la inseguridad se ha instalado en el centro de las preocupaciones públicas y remite a datos concretos sobre incidencia delictiva, pero también a un conjunto de percepciones y sentimientos que no necesariamente se asocian a los registros de victimización59. A esto se refiere la distinción entre inseguridad “objetiva” y “subjetiva” (Kessler, 2009) mientras que la primera se relaciona con los delitos ocurridos, la segunda se experimenta como un temor cotidiano que puede traducirse en desconfianza hacia la capacidad del Estado para garantizar la integridad física y patrimonial de la ciudadanía.

			La percepción de inseguridad suele ser más compleja que el temor al delito, al incluir variables que trascienden la dinámica delictiva, tales como la vulnerabilidad física y social, la existencia o no de redes de apoyo y asistencia mutua, así como la confianza y desconfianza hacia las instituciones de justicia, la conformidad o disconformidad con la infraestructura urbana y de servicios, entre otras (Vilalta, 2012). Sin embargo, esa percepción no es homogénea, pues frente a las mismas inquietudes se posicionan comportamientos y testimonios diversos, algunos de los cuales encuentran promoción de demandas punitivas y recrudecimiento de los procesos de discriminación y segregación socioresidencial (especialmente de quienes se ubican en zonas categorizadas como peligrosas) y también resistencia por parte de quienes asumen a los procesos de estigmatización como “injustos”, generadores de mayores desventajas y legitimadores de la distancia social y el abandono institucional. 

			Así, siguiendo a David Garland (2001) es posible señalar que el temor al delito articula una compleja red de inquietudes diversas, incluyendo aquellas que se anclan a la representación del Estado como incapaz de garantizar la seguridad o la respuesta ante distintos riesgos (como el desempleo, por ejemplo) y producen el incremento cuantitativo y cualitativo de alteridades concebidas como amenazantes o responsables de todos los males que aquejan a la sociedad. Asimismo, el temor al delito puede redundar en autoritarismos cotidianos (Ascensio y Tellez, 2015), cuando algunos grupos sociales asumen que pueden restringir los derechos de otros en aras de la seguridad. Esto favorece la fractura del sentido de comunidad, la desconfianza inter e intracomunitaria, la criminalización de la pobreza, la “justicia por mano propia” y la erosión institucional en los entornos más desfavorecidos (Wacquant, 2010).

			En este trabajo, se presentan algunas reflexiones al respecto con énfasis en la percepción. En una primera sección, se ofrece una revisión de la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre la Seguridad Pública (ENVIPE) cuyo objetivo es medir la victimización y las variables asociadas al sentimiento de inseguridad en México. Pero, la percepción de inseguridad no afecta a todos por igual, existen diferencias importantes en relación con el género, la edad y la zona en la que te desenvuelves. Con este interés, se estudia la Colonia Pedregal de Santo Domingo en la Alcaldía de Coyoacán y en la tercera parte de este trabajo, presentamos las percepciones de las y los jóvenes que en ella habitan. También, recuperamos las perspectivas de jóvenes que viven en esta colonia de la Ciudad de México, la cual es presentada regularmente por los medios de comunicación impresos y virtuales como insegura, delictiva y deteriorada.

			Conviene señalar que la percepción de inseguridad se encuentra en disputa, especialmente por la resistencia de quienes se enfrentan con la categorización de “degradados y peligrosos” que se cierne sobre sus barrios y colonias. Este es el caso de las y los jóvenes que los habitan de manera permanente o temporal. Además, el temor a ser víctima de delitos o violencia puede estar asociado con señalamientos, procedentes de las autoridades y los medios de comunicación, que clasifican a ciertas zonas de la ciudad como “peligrosas y degradadas”, principalmente cuando se trata de asentamientos urbanos precarizados. De esta manera, se observa un paisaje urbano dividido, física y simbólicamente, entre zonas seguras e inseguras, con la imagen recurrente de operativos policiales, botones de emergencia, cámaras de videovigilancia, empresas de seguridad privada y enormes letreros que anuncian alarmas vecinales o bien claras amenazas de linchamiento dirigidas hacia potenciales delincuentes.

			¿Cómo revertir esta situación? ¿Cómo desdibujar esta dinámica para generar relaciones comunitarias que promuevan bienestar y calidad de vida para todas y todos los habitantes? La construcción de ciudadanía radica en la capacidad que las personas o grupos posean para corresponsabilizarse auténticamente sobre los asuntos públicos y comunes, de manera que “cuando hablamos de ciudadanía en relación con una inclusión social plena nos estamos refiriendo, por tanto, a esta arena de participación de todos y todas en la resolución de los asuntos comunes” (Subirats, 2010, p. 40) Es decir, la ciudadanía debe manifestarse en la práctica cotidiana de la participación, sólo así será posible alcanzar, con el impulso que para ello reciban por parte de la autoridades o instituciones, la calidad de vida, el bienestar, la inclusión y el desarrollo independientemente de los individuos en una sociedad.

			La participación alienta los procesos de desarrollo al vincular a los habitantes de una comunidad en las actividades económicas, cuidado de enfermedades, superación educativa, formas innovadoras de producción y prevención de violencia. En ese sentido la reflexión sobre la percepción de inseguridad pasa por una preocupación por impulsar procesos participativos que integren, de alguna manera, a la comunidad para enfrentar y contrarrestar problemáticas sociales. 

			I. PREOCUPACIONES Y CAMBIOS EN LOS COMPORTAMIENTOS POR LA PERCEPCIÓN DE INSEGURIDAD 

			En México, la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre la Seguridad Pública (ENVIPE) busca medir la victimización y las variables asociadas al sentimiento de inseguridad, principalmente a partir de tres grandes temas: 1) las principales preocupaciones de la ciudadanía; 2) la percepción sobre la seguridad pública y 3) los cambios en los comportamientos. En lo que se refiere a las principales preocupaciones de la ciudadanía, la ENVIPE 2019 reportó que en la Ciudad de México el 79.9% de la población de 18 años y más considera a la inseguridad como el problema más importante que aqueja a su entidad federativa (superior al promedio nacional de 67.2%), seguido de la falta de castigo a delincuentes (37.6%), la corrupción (29%) y el desempleo (25.9%). 

			[image: ]

			Fuente: Encuesta Nacional de Victimización y Percepción Sobre la Seguridad Pública, INEGI, 2019. 

			Además, la percepción de que la Ciudad de México es insegura alcanza el 89.2% y la población que considera inseguro vivir en su alcaldía, municipio o demarcación territorial alcanza el 80.7%. Estos porcentajes sólo descienden un poco cuando se pregunta a las personas si vivir en su entorno más cercano (colonia o localidad) es inseguro, pero aun así el porcentaje alcanza el 68.8%. 

		[image: ]

			Fuente: Encuesta Nacional de Victimización y Percepción Sobre la Seguridad Pública, INEGI, 2019. 

			En lo que se refiere a la percepción sobre la seguridad pública, los espacios señalados como más inseguros en la CDMX fueron: el transporte público (91.5%), el cajero automático en la vía pública (90%) y la calle (84.8%), todos estos porcentajes son superiores a los del promedio nacional. Por último, las tres principales conductas delictivas o antisociales reportadas por las y los encuestados en los alrededores de su vivienda se ordenaron de la siguiente manera: el consumo de alcohol en la calle (76.1%), los robos y asaltos frecuentes (74.1%) y el consumo de droga (70.9%). 
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			Fuente: Encuesta Nacional de Victimización y Percepción Sobre la Seguridad Pública, INEGI, 2019. 

			En lo alusivo al cambio en los comportamientos, las/los encuestados dejaron de: permitir que sus hijos menores de edad salieran (78.4%), usar joyas (75.6%), llevar dinero en efectivo (67%), salir de noche (59.9%), llevar tarjeta de crédito o débito (52.5%), tomar taxi (44.7%) y salir a caminar (44.3%).
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			 Fuente: Encuesta Nacional de Victimización y Percepción Sobre la Seguridad Pública, INEGI, 2019. 

			Estos tres temas dan cuenta de la magnitud de la percepción de inseguridad en la Ciudad de México, muestra algunas de las consecuencias que ésta tiene en los comportamientos y en la rutina cotidiana de quienes la experimentan, y representa un punto de arranque para la recuperación de datos a nivel local que permitan identificar lugares, grupos, incidentes y horarios que generan una mayor sensación de inseguridad, considerando que estos serán distintos de acuerdo con los grupos etarios y sociales, por razones de género y también territorialmente. 

			Conviene señalar que la percepción de inseguridad presenta un componente cognitivo cuando se ha presencia un delito o se tienen referencias indirectas de su ocurrencia, pero también un componente emocional, cuando a pesar de no haber tenido acceso a tales experiencias, el temor se funda en un conjunto de factores como la infraestructura urbana degradada, la escasez de servicios públicos, el consumo de alcohol y drogas en la vía pública, las riñas y la presencia de grupos violentos, además de los imaginarios sobre lugares y grupos sociales clasificados como peligrosos y decadentes. 

			Como también ha indicado Carrión (2007), la percepción de inseguridad se enlaza con sentimientos de soledad que resultan de la desconfianza entre vecinos o de la débil organización social y el sentimiento de oscuridad anclado a la falta de alumbrado y a la apropiación de los espacios públicos por ciertos grupos en detrimento de otros. Esto además vulnera el goce del derecho a la ciudad, pues la percepción de inseguridad favorece una modificación de rutinas, rutas y relaciones sociales, generando temor a transitar o permanecer en las calles y otros espacios públicos, dando lugar a un confinamiento involuntario por la inseguridad o la percepción de peligrosidad, soledad y oscuridad. 

			Por ello, el componente subjetivo de la inseguridad requiere aproximaciones que integren la experiencia cualitativa de las y los ciudadanos (Oviedo y Rodríguez, 1999), especialmente en los entornos clasificados como inseguros debido a la degradación de la infraestructura y de servicios o por la violencia cotidiana que ahí se manifiesta (Dammert y Oviedo, 2004). Asimismo, la percepción de inseguridad puede favorecer el involucramiento de las personas en los problemas que les aquejan y avanzar hacia propuestas que les permitan el pleno goce de sus derechos. 

			En ese sentido, se torna relevante la participación comunitaria en el planteamiento de alternativas para reducir tanto la incidencia delictiva como las condiciones y contextos que incrementan la sensación de vulnerabilidad. De esta manera, la construcción de ciudadanía implica trascender la noción de que las personas son meros receptores de las políticas establecidas por el Estado y su reconocimiento como actores capaces de reconocer y ofrecer respuestas que coadyuven a la resolución de las necesidades locales y mejoren su calidad de vida. 

			II. DIFERENCIAS EN LAS PERCEPCIONES SOBRE INSEGURIDAD

			Las y los jóvenes son actores centrales para analizar la percepción de inseguridad, dado que constituyen uno de los grupos sociales que utiliza en mayor medida los espacios públicos y, en consecuencia, los temores que experimentan suelen asociarse con sus actividades cotidianas especialmente cuando están en la calle o en los trayectos de su vivienda al trabajo o a la escuela (Johansson et al, 2010). Esta variación se constata también en los distintos momentos del día, siendo la noche cuando los jóvenes experimentan mayor temor (Vilalta, 2014), especialmente asociado con el sentimiento de soledad y oscuridad, o bien la presencia de individuos y grupos que consumen alcohol o drogas en la vía pública. Esto sugiere una percepción de inseguridad que se ancla a horarios, pero sobre todo a lugares que suelen percibirse como más inseguros por la noche. 

			Tanto la incidencia delictiva como la elevada percepción de inseguridad favorecen el deterioro de la vida comunitaria, principalmente porque inciden en la organización social, las relaciones de confianza intervecinal y el abandono de los espacios públicos. En ese sentido, la percepción de inseguridad suele estar presente en entornos con problemas de integración social, pero también puede ser causante de estos. 

			En lo que se refiere al género, diferentes estudios han mostrado que las mujeres experimentan mayores niveles de temor y preocupación de riesgo de victimización (Rountree y Land, 1996) y, como ya se mencionó, esto se acentúa en el caso de las mujeres jóvenes. Como ha señalado (Vera et al, 2017), a los varones les preocupa menos el delito de violación que a las mujeres, pues aunque ambos pueden considerar la integridad sexual como importante, la posibilidad de ocurrencia es percibida en una mayor medida por las mujeres. Conviene señalar que la violación aparece como una preocupación central para las mujeres jóvenes, pero también el acoso verbal y visual que experimentan al transitar por las calles de su colonia. 

			En otro orden de ideas, a veces la percepción de inseguridad persiste en entornos con niveles de victimización relativamente bajos, pero otras veces tanto victimización como percepción de inseguridad pueden coincidir. En estos casos, tanto las intervenciones para prevenir y sancionar el delito son centrales, como aquellas orientadas a reducir la percepción de inseguridad mediante la transformación de los diversos factores que favorecen la percepción de inseguridad, tales como la degradación de los espacios físicos, zonas oscuras y callejones, basura y autos desvalijados o abandonados, carencia de servicios públicos, grupos que consumen alcohol y drogas en la vía pública, entre otros. 

			Por último, diversos estudios reconocen que la percepción de inseguridad contiene una dimensión emocional (temor), una dimensión cognitiva (noción de riesgo de victimización) y una dimensión conductual (estrategias y comportamientos preventivos), de tal manera que ésta se ancla a la probabilidad inferida de ser víctimas de delitos -muchas veces asociada a las experiencias directas e indirectas- y a una reacción emocional en torno a esta posibilidad que se puede traducir en un cambio comportamental, al dejar de realizar ciertas actividades o transitar por determinados espacios.

			III. EL CASO DE LA COLONIA PEDREGAL DE SANTO DOMINGO

			La Colonia Pedregal de Santo Domingo ubicada en la Alcaldía Coyoacán, emergió en el año de 1971 como resultado de una invasión masiva en tierras comunales inhóspitas (herencia de las erupciones del Volcán Xitle). Actualmente colinda con la Av. Antonio Delfín Madrigal al poniente, al norte con el Eje 10 Sur y al oriente con Av. Aztecas. 

			Tras arduos esfuerzos colectivos y una historia de lucha y resistencia para consolidar a la colonia, ésta actualmente se ha consolidado. Esto significa que , después de 50 años, se observan mejoras en las viviendas -aunque el estado de avance es heterogéneo- y una dotación, aunque deficiente, de servicios básicos. En 1992 finalizó el proceso de pavimentación, lo que posibilitó la emergencia de rutas de transporte público y la conexión con la línea 3 del Sistema de Transporte Colectivo Metro, dirección Indios Verdes – Universidad (Valverde y Zárate, 2015). 

			Aunque la invasión se llevó a cabo recién iniciados los años setenta, será hasta 1997 cuando se consiga la regularización de 11,527 predios, casi la totalidad de los existentes en la colonia. Asimismo, la dinámica poblacional de la colonia tiende a incrementarse pues de 20,000 personas que arribaron en 1971 (Ward, 1978), en 2010 alcanzó los 95,489 habitantes (INEGI, 2010). 

			Es muy importante señalar la modificación en la localización de Santo Domingo, que ha dejado de ser una zona periférica de la ciudad y ahora es parte del anillo intermedio de la misma (Valverde y Zárate, 2015). En ese sentido, se ha convertido en una zona estratégica al contar con infraestructura vial de primer orden y una amplia oferta de centros comerciales y equipamientos, entre los que destaca la Ciudad Universitaria de la UNAM, con la que colinda en su lado oeste. Un gran número estudiantes, del profesorado y de trabajadoras y trabajadores de esa casa de estudios vive en la colonia y, en los últimos años, ésta se ha convertido en un mercado importante de vivienda en renta, debido a la amplia demanda de alojamiento por parte de estudiantes de la periferia de la ciudad, de otras entidades federativas e incluso de otros países. 
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			Fuente: imagen tomada de Google Maps

			El dinamismo de esta colonia implica la llegada de estudiantes, trabajadoras/es y académicos/as de la UNAM que favorecen a quienes participan de la oferta habitacional en la zona, mediante el alquiler de cuartos solos o pequeños apartamentos, redundando en un incremento de sus ingresos. Sin embargo, el desplazamiento no ha sido masivo y ello puede deberse, como han propuesto Valverde y Zárate (2015) a que la colonia ha sido estigmatizada como insegura, violenta y sucia, lo que inhibe la llegada de nueva población. 

			Por otro lado, la colonia ha resistido, desde su origen, a grupos y empresas que pretenden arrebatarles sus predios o construir megaproyectos como resultado de la valorización de la zona, que las y los habitantes reconocen como resultado del esfuerzo colectivo que fundó a la colonia, algunas de sus luchas más recientes han tenido como resultado la derogación de proyectos inmobiliarios y de transformación urbana, mediante la organización vecinal a gran escala (actualmente asentada en la Asamblea de Pueblos, Barrios, Colonias y Pedregales de Coyoacán) que pretendían instaurarse con el pretexto de revitalizar un entorno “degradado”, “obsoleto” y “peligroso”. 
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			Imagen tomada del Sitio Web:https://mediosindependientes.wordpress.com/2015/07/23/contra-megaproyecto-zodes-foros-23-24-julio-5-encuentro-asambleas-los-pedregales-25-julio/

			Debido a la densidad poblacional de la colonia, ésta representa un importante bastión político tanto en la Alcaldía Coyoacán como en la Ciudad de México en su conjunto, lo que ha dado lugar a numerosas prácticas clientelares, presiones electorales mediante el abasto discrecional de los servicios públicos y una importante presencia policial con el argumento de la “peligrosidad” de Pedregal de Santo Domingo. 

			Las aproximaciones políticas y mediáticas que clasifican a la colonia como una de las más peligrosas de la ciudad tienden a impactar a quienes nunca han tenido relación con la zona en cuestión, pero también a los propios residentes en sus representaciones y prácticas. Aunque los problemas de la colonia trascienden el tema de la seguridad, ésta suele ser destacada en mayor medida que la vida comunitaria y la organización social presente en la zona. 

			De esta manera, la estigmatización profundiza situaciones de exclusión y privación que están ya presentes en la colonia, como la carencia o deterioro de los servicios públicos, la lejanía de las oportunidades laborales y el bajo nivel de ingreso de los habitantes, y tiende a obstaculizar los procesos de mejora espacial y social.

			Dado que uno de los problemas que acarrea la desigualdad es la exclusión, hemos de poner la mirada en que esta última es un proceso multidimensional que contempla áreas tanto estructurales como dinámicas dentro de la organización social. Es un fenómeno complejo que afecta a las personas y grupos en tanto provoca el cierre de espacios y limita la asignación de recursos. En efecto, “el problema de inclusión y exclusión radica, también, en el establecimiento de los límites de intervención del Estado en la tarea de dotar de un sustrato material al estatus formal de la ciudadanía”. (Meyenberg, 1999, p.18)

			IV. PERCEPCIONES Y APRECIACIONES DE JÓVENES QUE HABITAN EN LA COLONIA PEDREGAL DE SANTO DOMINGO 

			Este apartado se basa en el material producido mediante grupos focales con residentes que habitan en la Colonia Pedregal de Santo Domingo, algunos durante toda su vida y otros por un lapso mínimo de dos años. La información se obtuvo mediante la realización de grupos de enfoque con jóvenes estudiantes de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la UNAM que viven o rentan temporalmente una vivienda en la colonia. Nos interesaba conocer la forma como la colonia es comprendida y experimentada por ellas/as y cómo esto se relaciona con su percepción de seguridad e inseguridad.

			Se hicieron tres grupos que en total integraron a 22 estudiantes, 10 mujeres y 12 varones. Las preguntas se centraron en la percepción de inseguridad, mediante el resalte de los lugares, horarios y grupos asociados con el sentimiento de estar inseguros/as, y otros relacionados con la infraestructura física y de servicios en la colonia. Dado que el foco de atención es la percepción de inseguridad y la construcción de ciudadanía, nos interesamos además por los principales problemas que destacan las/los entrevistados y las alternativas que proponen para atenuarlos y resolverlos. 

			Aunque la colonia ha estado siempre presente como un asunto público, debido a su origen y a la resistencia de sus residentes, adquiere el carácter de problema público cuando irrumpen numerosas notas de prensa destacando sus rasgos de territorio peligroso y señalando a sus habitantes como colectivamente sospechosos. Además, la clasificación de la colonia como una de las más peligrosas de la ciudad -con base en las carpetas de investigación y el número de presos que aporta al sistema penitenciario- cristaliza las desigualdades y los miedos sociales que rodean a los barrios empobrecidos de la ciudad. 

			En el análisis se recuperan los consensos principales que emergen de la discusión grupal, sin anular los disensos que irrumpen (Petracci, 2007). La discusión en los grupos tuvo una duración promedio de una hora y media y se promovió el involucramiento de las y los participantes, con base en un guion flexible de entrevista grupal.

			La técnica de los grupos focales ha adquirido gran relevancia para la investigación cualitativa en ciencias sociales (Bloor et al, 2001) al permitir la exploración de características y dinámicas grupales que permiten la “creación colectiva de significado” (Denzin y Lincoln, 2015). De esta manera, los grupos focales facilitan la emergencia de reservas compartidas de conocimiento que cobran relevancia en la interacción social que se promueve.

			Además de aportar una importante cantidad de material empírico, los grupos focales “capitalizan la riqueza y la complejidad de las dinámicas grupales” (Denzin y Lincoln, 2015), pues la interacción social que se establece permite la producción de recuerdos, posiciones, ideologías, prácticas y deseos entre grupos de personas. Al descentrarse el rol de quien investiga, en los grupos las/los participantes se posicionan en relación unos/as con otros/as al procesar, preguntas, cuestiones y temas. 

			De hecho, la dinámica grupal en sí misma constituye una unidad de análisis relevante para los estudios cualitativos al constituirse como un espacio democrático que facilita la interacción cara a cara en una sociedad cada vez más atomizada. Asimismo, los grupos focales permiten la proliferación de significados y perspectivas múltiples que interactúan entre sí y dan cuenta del carácter situado, provisional, contingente, inestable y modificable de sus percepciones y de las normas grupales.

			Con base en lo anterior, se recuperaron los temas que surgieron durante la conversación y que fueron destacados insistentemente por las/los participantes, considerando tanto las semejanzas como las diferencias argumentativas. En todos los grupos los consensos superaron a los disensos y aunque en un principio se posicionó la imagen de la colonia como diversa, cultural y tranquila, inmediatamente irrumpieron temas como la violencia, la inseguridad y la desorganización y se instalaron a lo largo de todas las reuniones. 

			Los temas incluidos en las discusiones fueron principalmente, los siguientes: ¿Qué piensan sobre la colonia? ¿Qué les gusta y qué no les gusta? ¿Qué lugares y horarios les parecen inseguros o seguros en la colonia? ¿Cuál es su experiencia como estudiantes que viven o rentan en la colonia? ¿Qué acciones consideran que podrían atenuar su percepción de inseguridad en los espacios y horarios señalados? ¿Consideran que cuentan con espacios efectivos de participación en la colonia? Los resultados se exponen a continuación agrupados en tres líneas de conclusiones principales: cómo se considera que es la colonia; la percepción de inseguridad; y la percepción sobre los espacios públicos y la participación.

			V. Cómo es Santo Domingo

			Una colonia viva 

			Al responder a la pregunta sobre cómo perciben a la colonia, las/los participantes de los grupos coincidieron en que la Colonia Pedregal de Santo Domingo es un lugar con “diversidad” y “riqueza cultural”, en el que se puede encontrar una presencia regular de personas y una intensa actividad comercial, principalmente en las avenidas y calles principales. También destacaron las tradiciones, ferias, tianguis y posadas que son recurrentes en la colonia. En general coincidieron en que se trata de un lugar tranquilo y económico. 

			“Puedes salir y en la esquina hay una tienda, al lado un puesto de tacos, tortas, todo está muy a la mano. Hay mucha gente y a la hora que salgas puedes encontrar lo que quieras”.

			“Me parece un lugar tranquilo, económico, con variedad, con servicios, mucha cultura, feria, tianguis, posadas. Me gusta que es una comunidad muy variada, con personas de intercambio y personas que ahí nacieron. Hay gente que viene y se va”.

			“He tenido distintas experiencias, es un lugar con diversidad y riqueza cultural. Hay capillas, rezos, ferias, tianguis. El ritmo de vida es tranquilo”.

			Una colonia “desordenada”

			En general, las/los participantes coincidieron en que la colonia es “desordenada”, dado que diversos vecinos y grupos se apropian de los espacios públicos mediante diversos objetos. Esta queja se extendió hacia quienes usan las calles como estacionamientos o el comercio ambulante que se instala en las aceras y dificulta la movilidad, además de forzarles a caminar por el arroyo vehicular. 

			“No me gusta que siempre se apropian de los espacios públicos con objetos…”

			“Es una colonia desordenada. Es un lío llegar en coche, porque las calles son usadas en ambos sentidos como estacionamiento. No se puede caminar libremente por la calle porque hay mucho comercio informal. Las aceras también son un lío.”

			“Hay irregularidades al recolectar la basura, fugas de agua, siento que es una colonia muy sucia y descuidada”.

			“Definitivamente hay un desorden brutal. La gente exige que se mantengan las calles que habían hecho y los callejones que ya estaban. Los tianguis tiran mucha basura”
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			Fuente: imagen tomada de Google Maps

			Esta concepción de la colonia como “desordenada” se entrecruza con una connotación sobre la misma como “sucia” y “descuidada”, en el primer caso por el ineficiente servicio de recolección de basura y en el segundo por la carencia o las fallas en el alumbrado público y la presencia de autos abandonados e incluso desvalijados. También fue recurrente la alusión a la propia configuración de la colonia, dado su origen como asentamiento urbano irregular, como favorable a la inseguridad por la existencia de callejones que se perciben como “sombríos y abandonados” y calles “confusas” en las que es posible perderse y arribar a zonas solitarias y problemáticas. 

			Percepción de Inseguridad

			“Nunca me han hecho nada, pero pienso que podría pasar”

			Aunque reconocen la riqueza cultural de la colonia, las/los participantes reconocieron que se trata de una zona caracterizada por la violencia. En ese sentido, expresaron su inquietud por la presencia de pandillas y la existencia de puntos de venta de drogas. Estos “puntos” fueron recurrentes en las intervenciones, especialmente como espacios que debían evitarse o bien por los que había “que caminar rápido”. 

			 “En general no me gusta la violencia que se da. Sí es un espacio muy violento desde lo más pequeño que son las palabras hasta lo más fuerte que es la muerte…”

			 “Las avenidas principales son seguras, pero hasta la gente te alerta que al meterte a las calles -que por lo regular son cerradas- hay pandillitas y esas cosas, por lo que a veces hay que caminar muy rápido. En Eje 10 me sentía seguro en el día, pero en la noche ya casi no hay gente y hay pandillas en las esquinas”.

			“Hacia arriba de la colonia hay algunos puntos de droga y gente en la calle. Otras calles están llenas de puntos. El paso hacia CU y esa zona me parece insegura. Hay una calle donde hay edificios que según yo pertenecen a un grupo criminal y ha habido balaceras”.

			Además de las pandillas y narcomenudistas, es importante señalar que las/los participantes reportaron como un factor de inseguridad, la presencia de trabajadores consumiendo alcohol en la vía pública, personas en situación de calle y también grupos de “chavos” que no les hacían sentir seguros. Estos grupos y sus lugares de reunión fueron reportados como lugares conocidos que sabían que debían evitar. 

			“Las que me parecen más inseguras son las calles transversales que son largas y en medio les falla la iluminación. Saliendo del paso de CU hacia la izquierda hay una zona con talleres mecánicos y los trabajadores se juntan para tomar alcohol. Nunca me han hecho nada, pero pienso que podría pasar”.

			“En mi calle hay una bajadita y un taller mecánico, siempre huele a mariguana y se siente intranquilidad por la gente que puede estar fumando. Casi para llegar a Eje 10 hay un centro de recolección de basura y ese lugar tiene una vibra pesada, no hay nadie pero sientes que te están observando”.

			“En los callejoncitos luego ves gente que está platicando en buena onda, sobre todo chavos, pero uno piensa que le pueden hacer algo. No te hacen sentir seguro”.

			“Hay un puente en Delfín Madrigal donde venden droga, hacia arriba del FAMSA también hay puntos. Ahí debes pasar con cuidado o no pasar. También en la colonia hay un parquecito donde se junta el Escuadrón de la Muerte, son indigentes que están desnudos o drogándose. Son puntos específicos que ya conocemos y sabemos que debemos evitar”.

			UN SANTO DOMINGO EN EL DÍA Y OTRO EN LA NOCHE

			En cuanto a los horarios que les producían mayor inseguridad, coincidieron en distinguir dinámicas sociales específicas durante el día y otras por la noche. Estas experiencias se anclaron tanto a experiencias directas como indirectas, e incluso imaginadas, de victimización. 

			“A altas horas de la noche se pone muy rudo el ambiente en Santo Domingo, para mis amigas y para mí es sumamente inseguro salir en la noche”.

			 “Yo creo que hay un Santo Domingo en el día y otro en la noche. Yo vivía cerca de una pequeña avenida que en la noche se volvía un punto para la venta de drogas y se juntaban muchos chavos. A dos compañeros los asaltaron al llegar al departamento. En el día hay movimiento normal, pero en la noche es la dinámica del narcomenudeo. La venta de drogas y la violencia estaban cerca. A partir de las 10pm ya está complicado salir. Yo tuve una experiencia con de los que se paraban en la esquina a vender droga, les eché bronca por no dejar dormir y casi me pican”.

			“El ambiente de la colonia se siente pesado e inseguro”

			Además de los horarios, el género tiene un efecto particular en lo que se refiere a la percepción de inseguridad, lo que es reconocido tanto por varones como por mujeres. La preocupación se ve acentuada por la presencia de narcomenudistas y pandillas, pero también por incidentes documentados como el intento de secuestro de una mujer en la colonia. Esto ha llevado a varios jóvenes a organizarse como una red informal de protección hacia las mujeres que viven o transitan por la colonia. 

			 “Hace medio año unos tipos quisieron subir a una chica a un auto y salieron vecinos a defenderla”.

			“Las chavas que rentábamos sufríamos acoso y a una la intentaron secuestrar…”

			“Yo nunca he sufrido ninguna agresión de los narcomenudistas y las pandillas, pero mis amigas afirman que se han sentido inseguras…”

			“Si salía con un vestido, hasta las mujeres de la colonia me decían: mira cómo estás vestida. Yo me siento muy insegura al usar el transporte en la colonia, prefiero ir caminando y correr si es necesario. Muchas veces prefiero ir debajo de la banqueta porque hay callejoncitos desde los que te pueden jalar”.

			“Las personas que trabajan por donde vivo a veces están tomando, creo que trabajan en un taller mecánico. Entonces pasas por donde están tomando y debes abrazar tus cosas. Hay calles donde la gente se junta a tomar y ponen música en el auto. Para mí el ambiente de la colonia se siente pesado e inseguro”.

			“Cuando llevo short o falda me miran insistentemente y algunos me dicen cosas, pero de ahí no pasa. En la noche me da más miedo, porque están drogándose y tomando. Yo, cuando voy a llegar tarde, lo hago en taxi o en uber”.

			“Sea el horario que sea, las mujeres tienen un peligro más inminente, por eso algunos chavos de la colonia hemos hecho redes de ayuda y si vemos algo nos asomamos para que no le hagan daño a las chicas”.

			“Así ha sido siempre, pero ahora hacen más ruido por la droga que se vende en CU”

			Quienes han vivido en la colonia durante muchos años, consideran que la violencia no ha cambiado, sino que ha adquirido nuevas formas. Según sus testimonios, la “fama” de la colonia se debe a los enfrentamientos entre pandillas y con la policía, que hubo hace años, pero ahora se debe a la venta de drogas y a la difusión mediante las redes sociales. Afirman que la colonia está más presente en los medios debido a la droga que se vende en Ciudad Universitaria.

			“Así ha sido siempre, pero ahora hacen más ruido por la droga que se vende en CU. Ha habido más luchas de poder por los puntos de venta. Yo desde que era pequeño siempre me han dicho que es un lugar peligroso y que no pase por ciertas zonas”.

			“Yo creo que se ha mantenido igual de violento por la venta de drogas, pero antes era el pandillerismo y los enfrentamientos con la policía. Desde ahí se quedó el estereotipo de que la colonia era violenta, por la lucha entre pandillas. Las redes sociales han ayudado a conocer más lo que ocurre en otras zonas de la colonia”.

			“No se meten contigo por ser estudiante de la UNAM, como que ese es un tipo de barrera”

			A pesar del reconocimiento de la colonia como peligrosa y con altas tasas de incidencia delictiva y otras formas de victimización, las/los entrevistados consideran que es una protección estudiar en la UNAM, pues dado el ingreso tan importante que representan las rentas para diversos habitantes se ha buscado proteger a los estudiantes. 

			“Hay personas muy conflictivas, tienen sus problemas entre ellos, pero no se meten contigo por ser estudiante de la UNAM, como que ese es un tipo de barrera”.

			“Tienen claro que la colonia subsiste en gran medida por el arrendamiento de estudiantes y por eso muchas veces nos protegen”.

			“En Santo Domingo, las rentas por la universidad representan un ingreso importante y violentar la zona no haría que el lugar fuera atractivo para los estudiantes”.

			“Hay gente que ha construido cuartos para rentar a los estudiantes. Algunos no hacen más que rentar y con eso se mantienen”.

			“Hay que desarrollar estrategias para moverse”

			Incluso en el caso de aquellos/as estudiantes que llevaban toda la vida en la colonia, sus testimonios remitían a un conjunto de estrategias que implementaban para protegerse de la inseguridad, lo cual denota una concepción de la colonia como insegura para quienes no llevan a cabo esas tácticas de protección. Las estrategias eran diversas, incluían evitar transitar por ciertas calles, utilizar bicicleta o esforzarse por saludar y conversar con mucha gente en la colonia. 

			“Yo asistí a la secundaria 256 que es apodada como “El reclusorio”, conforme vas creciendo aprendes a moverte en la colonia. Hay que desarrollar estrategias para moverse”.

			“Mi estrategia es usar bicicleta. Voy casi a cualquier lado en ella, aunque mi mayor peligro son los perros. Sé que hay puntos de venta de droga y ha habido balazos, esos lugares los evito”.

			“Yo no me siento en un lugar inseguro porque conozco a la gente que está incluso en situación de calle. Si te empiezas a conocer con el barrio no tienes ese tipo de problemas”.

			 “Hay una ley implícita en Santo Domingo, no me ha pasado nada, pero sé que hay peligro latente y gente que se dedica a la maldad. Sea el horario que sea”.

			VI. Espacios públicos y participación

			“A pesar de que siguen siendo ignorados por las autoridades, son espacios para los usos y costumbres de la zona”

			Tanto quienes han vivido desde la infancia en la colonia, como quienes llevan apenas unos cuantos años, consideran que deben fortalecerse los espacios culturales que existen en la colonia, regular la instalación del comercio informal y mejorar los servicios en la colonia (principalmente en lo alusivo a la iluminación, recolección de basura, ampliación de banquetas, retiro de escombros y dotación de vivienda para personas en situación de calle), lo interesante es que todas estas propuestas surgen de la pregunta sobre cómo mejorar la seguridad en la colonia y no se centran en las demandas tradicionales de más patrullas, botones de emergencia o cámaras de videovigilancia. Destaca particularmente la falta de un espacio céntrico e icónico en la colonia y la intención de apropiarse o abrir espacios ya existentes en la colonia, debido a la complejidad para crear espacios nuevos. 

[image: ]

			Fuente: imagen tomada de Google Maps

			“Creo que hay que seguir impulsando a la Escuelita Emiliano Zapata que ahora es un Pilares, además del Pilares de la Cantera que también promueve actividades culturales”.

			“En la Escuelita hay una biblioteca y un comedor comunitario, hasta hay clase de inglés para los niños”.

			“El Teatro del Barrio se me hace muy interesante porque hay clases creo que martes y jueves y tienen un espacio que es como un taller. A pesar de que siguen siendo ignorados por las autoridades son espacios para los usos y costumbres de la zona, por ejemplo, cuando se organizan los rezos y los ritos con atuendos específicos”.

			“Eventos no hay muchos, pero está la Escuelita Emiliano Zapata, ahí hay talleres, eventos culturales, conciertos de rock de bandas emergentes”.

			“La Escuelita es un centro en el que se te forma la identidad como habitante de la zona, dan talleres de pintura y clases de inglés, pero sin el apoyo de las autoridades, hasta ahora que ya es un Pilares”

			“Yo veo muchos espacios por recuperar… sé que hay muchas cosas por hacer, pero hay abandono”

			Las/los participantes asumieron la iniciativa de proponer acciones para reducir la percepción de inseguridad, los cuales se centraron en las actividades culturales mencionadas, pero también en la iluminación, recolección de basura, retiro de autos abandonados, pavimentación, albergues para personas en situación y de calle, mejora del alumbrado y aprovechamiento de algunos camellones al interior de la colonia. Nuevamente insistieron en la necesidad de un mayor control y regulación de los arrendamientos en general, pero principalmente los de estudiantes. 

			“Santo Domingo es un desastre por la informalidad y la gente se apropia como quiere de los espacios públicos, yo creo que deberían regular la forma como se instala el comercio”.

			“Yo creo que habría que quitar bultos, iluminar las calles, llevarse los carros abandonados, poner albergues para la gente de la calle, repavimentar, recoger la basura, ampliar las banquetas y acabar con la corrupción”.

			“Creo que hay que mejorar el alumbrado. Además, para que haya más espacios para la recreación, creo que hay camellones que se podrían recuperar porque los niños se la pasan jugando en las calles y sólo algunos van hasta los camellones del Eje 10”.

			“Yo veo muchos espacios por recuperar, en los que se puede instalar alumbrado, sé que hay muchas cosas por hacer pero hay abandono. En mi calle se tardaron dos meses para repavimentar. Además creo que debería haber más control en los arrendamientos”.

			“Aquí es difícil hacer algo porque hay casas sobre casas y hasta casas de seguridad de criminales. También creo que hay que regular las rentas porque hay mucho abuso”.

			“En el centro podemos ir al parque del mezquite pero siempre hay gente drogándose”. 

			“Habría que aprovechar las primarias, las secundarias y hasta las iglesias”

			Sobre el aprovechamiento de espacios ya existentes, algunos/as de los participantes propusieron abrir espacios como los patios y canchas de escuelas primarias y secundarias, e incluso espacios de las iglesias como puntos de encuentro y esparcimiento para las/los residentes de la colonia. 

			“Antes, los domingos abrían una Telesecundaria y prestaban su cancha para hacer torneos. Yo creo que habría que aprovechar las primarias, las secundarias y hasta las iglesias”.

			“Hay que apropiarse de los espacios que se pueda, porque la colonia es muy densa y no queda más que aprovechar lo que ya existe, podrían ser las primarias”.

			“Las autoridades dejan de prestarle interés y se pierde de nuevo”

			Aunque la mayoría coincidió en que se han hecho esfuerzos por realizar intervenciones en la colonia, también afirmaron que estos esfuerzos carecen de continuidad y, en el caso de recuperación de espacios e incluso de instalación de gimnasios al aire libre, denunciaron la falta de mantenimiento tanto por parte de las autoridades como por la comunidad. 

			“Se ha tratado de hacer de todo, hubo un tiempo en que el gobierno prestaba instrumentos de música, de aquí, de la colonia, salieron varios músicos, también se han hecho grafitis, pero la población es diversa y muchos vienen y se van al poco tiempo. Por ejemplo, con los estudiantes no se puede hacer mucho porque contamos con ellos y al poco tiempo ya no contamos”.

			“Han hecho gimnasios al aire libre, pero no les dan mantenimiento”.

			“Hace varios años hubo un proyecto de recuperación del espacio público del Copete, con la Casa de las Mujeres que está ahí, hasta hubo conciertos, skate, pero a la larga se va perdiendo esa apropiación. Las autoridades dejan de prestarle interés y se pierde de nuevo, a ver si no pasa lo mismo con el parque que hicieron apenas junto a la Planta de Asfalto”.

			“Los mayores llevan la voz… son la resistencia en vida y se les respeta”

			Finalmente, las/los entrevistados señalaron las dificultades para la participación de las/los jóvenes en una colonia donde los fundadores tienen la voz y representan a la “resistencia en vida”, de esta manera incluso legitiman los escasos momentos en que toman en cuenta su opinión, principalmente para realizar acciones directas de protesta como estrategia para reclamar la dotación de un servicio básico.

			“Muchas veces con los vecinos de la calle sólo se toma en cuenta el punto de vista de los fundadores. Ya cuando hay elecciones y un problema más grande, entonces sí toman en cuenta el punto de vista de los jóvenes. A veces nos preguntan qué pensamos sobre cerrar una avenida porque no hay agua. Nuestra participación depende de la situación”.

			“La participación es diversa, hay grupos. Los mayores llevan la voz, la experiencia, son la resistencia en vida y se les respeta. A los jóvenes realmente no nos toman en cuenta”.

			“Hay unos que van más por la vía institucional y otros creen que la resistencia es lo que cuenta”

			La organización de la colonia se divide entre grupos que confían en una participación institucionalizada e incluso colaboran con las iniciativas de gobierno en ese sentido o bien con partidos políticos, y grupos que se asumen como la “resistencia”, es decir, la acción política al margen de los contornos políticos definidos formalmente. 

			“Hay grupos que creen en las instituciones y otros se conforman como asambleas. Hay unos que van más por la vía institucional y otros creen que la resistencia es lo que cuenta. También hay gente que está cooptada por los partidos políticos, antes por el PRD y ahora por MORENA. Estos grupos están en el mismo espacio, a veces trabajan juntos y a veces se dividen en sus posiciones”.

			“Ni me siento representada en ese espacio que no es mío”

			Por su parte, las/los estudiantes foráneos indicaron que no se sentían con el derecho a participar dado que la mayoría del tiempo lo pasaban en Ciudad Universitaria, pues salían temprano y sólo llegaban a dormir. Esta posición refleja una barrera para la participación de quienes pasan poco tiempo en un lugar específico, pero se ven afectados por las decisiones que ahí se toman, ya sea por un largo o corto periodo de tiempo. 

			“Los estudiantes foráneos nos involucramos poco en los asuntos de la colonia, porque generalmente salimos muy temprano y llegamos cuando ya está anocheciendo”.

			“Veo que hay murales y anuncios de mujeres organizadas, pero al ser foránea no me involucro ni me siento representada en ese espacio que no es mío”.

			VII. CONCLUSIONES 

			Las y los jóvenes pasan más tiempo en los espacios públicos y esto repercute en su percepción sobre la inseguridad y el riesgo de ser víctimas de algún delito. Como se ha señalado a lo largo de este capítulo, las consecuencias de esta percepción se expresan mediante el abandono de espacios públicos y comunitarios, así como en la desorganización social y el abandono de las dinámicas participativas. Las respuestas obtenidas por estudiantes de la UNAM que viven o rentan en la colonia, permiten dar cuenta de una contradicción importante: el reconocimiento de la diversidad y riqueza cultural de la colonia, pero al mismo tiempo el resalte de problemas como la violencia y la incidencia delictiva. 

			Otras dinámicas frecuentes en la colonia como el consumo de alcohol y otras drogas por parte de algunos grupos de jóvenes y adultos se presentan también como un elemento central para la percepción de inseguridad en general, pero principalmente en el caso de las mujeres. Sobre ese punto, llama la atención que varios/as señalaron que, desde su punto de vista, diariamente ocurren delitos que no son denunciados ni difundidos por los medios de comunicación. Incluso en el caso de quienes han vivido ahí desde la infancia, la percepción de inseguridad prevalece, pero se atenúa por lo que denominan “estrategias” para evitar ser víctimas, entre las que destacan el hecho de conocer a las personas de la colonia e identificar que zonas deben evitarse. 

			Las y los estudiantes, tanto quienes han habitado la zona desde hace muchos años como aquellos con menor tiempo, identifican espacios y acciones que podrían mejorar su estancia y tránsito por la colonia, entre los que incluyen aspectos relacionados con el mejoramiento de la infraestructura y el equipamiento urbano, pero también el apoyo hacia los centros culturales icónicos de la colonia y el mantenimiento de los espacios públicos que son recuperados. Reconoce que la densidad de la colonia, por el hecho de haber respondido a una necesidad de vivienda, dificulta la creación de espacios públicos dentro de la colonia, pero proponen aprovechar aquellos que ya existen, como es el caso de escuelas e iglesias.

			Sobre su participación en las decisiones relevantes de la comunidad, en general consideraron que la voz de la juventud es poco considerada, al predominar el punto de vista de las y los fundadores, a quienes denominan “la resistencia en vida” y reconocen que suelen ser los grupos más relevantes en la colonia, aunque hay otros que se orientan hacia las vías institucionales mediante la participación en partidos políticos. En el caso del estudiantado foráneo, el hecho de participar ni siquiera les parece posible, debido al tiempo que pasan en la colonia y su condición de residentes temporales.

			Estos son algunos de los resultados de los grupos focales que fueron realizados, a partir de ello creemos importante resaltar al menos dos aspectos fundamentales: inseguridad y participación. Hay una percepción de inseguridad que es enfrentada principalmente de dos formas, existen quienes reconocen el problema y buscan salidas, incluso siendo una de ellas hacerse miembros de la comunidad universitaria y otros que crean formas alternas, se hacen amigos del barrio o crean horarios y rutas para evitarlo; ninguna de esas situaciones favorece en realidad a la creación de vínculos sociales y sin embargo, la colonia tiene ahí otro aspecto fundamental, su participación. 

			Los espacios públicos de la colonia si bien se reconoce están cooptados por algunos grupos al mismo tiempo son un puente en la comunidad en donde algunos de ellos dan talleres y fomentan formas de participación. Ahí conviven jóvenes y adultos, se crean historias compartidas que si bien no han tenido la fuerza suficiente para generar resultados de largo plazo, si han logrado algunos movimientos en la defensa del territorio o por el reclamo de servicios. Hay en la comunidad rasgos que permiten creer que la existencia de un reconocimiento de la colonia como propia con características históricas y territoriales importantes pueden ser un punto de entrada para otro tipo de participación. Quizá ahí hay puntos por los cuales actualmente Santo Domingo también es foco de atención en las campañas políticas y un territorio en disputa. 

			La Universidad y su comunidad en Santo Domingo genera vínculos y sin embargo estos se vuelven temporales dada la movilidad de los estudiantes, es un reto generar otros lazos más permanentes que contribuyan a combatir la inseguridad, su percepción y la vulnerabilidad de la comunidad. Un proceso participativo y sin duda co-creativo permite conocer estas diferencias en las percepciones, los esfuerzos de cada grupo y los puntos a favor o retos que deben ser potenciados.
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PROVISIÓN DE ESPACIOS PÚBLICOS Y DEPORTIVOS EN LA CIUDAD DE MÉXICO

			Denise Aline Ramírez Campos

			La presente investigación surgió del cuestionamiento de las circunstancias por las cuales jugadores de futbol aficionado tienen que pagar para poder utilizar una cancha construida sobre suelo de propiedad pública.

			La hipótesis general es que la Ciudad de México cuenta con una amplia infraestructura pública y privada para la práctica de deporte individualizado, mientras que el deporte en equipo se enfrenta a escasez de espacios públicos en buenas condiciones.

			Lo anterior deriva en la comercialización de espacios públicos con canchas deportivas, de forma que, al solicitar cuotas para su utilización, se genera exclusión al interior de equipamientos públicos, dentro de los que destacan las canchas de futbol.

			La investigación consiste en una revisión histórica que permite entender el proceso a través del cual se llegó a los mecanismos con los que se administran los bienes de uso común en la Ciudad de México, en este caso, equipamientos deportivos. Se presenta también la oferta de servicios de recreación públicos y privados en la Ciudad de México, a través de un análisis de su distribución territorial. Finalmente se exponen algunas reflexiones en torno a esta porción de la urbanidad en la capital mexicana.

			I. ANTECEDENTES 

			La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece en su artículo 4° el derecho de toda persona a la cultura física y a la práctica del deporte, correspondiendo al Estado su promoción, fomento y estímulo.

			En este sentido, el artículo 73 asigna al Congreso la facultad de legislar en materia de cultura física y deporte para cumplir con lo previsto en el artículo 4°, “estableciendo la concurrencia entre la Federación, las entidades federativas, los Municipios y, en su caso, las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias; así como la participación de los sectores social y privado”. (Comisión Permanente del Honorable Congreso de la Unión, 2011).

			De esta forma, el Estado busca garantizar el derecho a la cultura física y a la práctica del deporte a través de la coordinación de todas aquellas entidades interesadas en la promoción deportiva, sin embargo, esta apertura determina la forma en que la población mexicana es provista de infraestructura para la cultura física y el deporte, es decir los equipamientos deportivos.

			II. PROBLEMA 

			Según la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición 2018, el 12.2% de la población de la Ciudad de México de 12 a 19 años presenta obesidad (Instituto Nacional de Estadística y Geografía, 2020). Asimismo, de acuerdo con el banco de datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), del año 2006 al año 2018, el porcentaje de población con 20 años o más que tiene obesidad en la Ciudad de México ha pasado de 30.8% a 36.3% (Instituto Nacional de Estadística y Geografía, 2020).

			En los últimos 12 años, el gobierno central y los gobiernos locales de la Ciudad de México han tomado acciones para promover la actividad deportiva de la población a través del mejoramiento de espacios públicos, la instalación de aparatos de ejercicio en parques y camellones de libre acceso, la creación de espacios e infraestructura para el uso de la bicicleta como medio de transporte, la impartición de clases y talleres sobre diversas disciplinas físicas, entre otras actividades, e infraestructura que se centran en la práctica deportiva individual.

			Al mismo tiempo, se ha promovido la remodelación de canchas deportivas, las cuales son la única opción para realizar actividades en equipo, sin embargo, el esquema de administración de la gran mayoría de las canchas rehabilitadas requiere que las personas interesadas en hacer uso de ellas cubran distintas cuotas antes de poder acceder a ellas.

			Esta clase de prácticas podría estar segregando a la población que no se encuentra en condiciones económicas de incurrir en este tipo de gastos, limitando su acceso a espacios que les permitan procurar una condición física saludable y la realización de actividades de esparcimiento.

			Cabe mencionar que las canchas remodeladas bajo esta condición están diseñadas, en su mayoría, para practicar futbol, el deporte más popular del país.

			Actualmente, muchas de estas canchas son administradas de forma tal que solamente albergan partidos entre equipos pertenecientes a ligas amateur, permaneciendo cerradas el resto del tiempo, aún en horarios matutinos y vespertinos, de modo que están siendo comercializadas y usadas privativamente, lo cual resulta interesante no sólo por las condiciones de salud en las que se encuentra la población de la ciudad, sino porque se trata de espacios que se ubican en parques y deportivos, los cuales son bienes del dominio público.

			De esta forma, resulta necesario reflexionar si la manera en la que se administran las canchas deportivas ayuda a fomentar la práctica deportiva en una población con los problemas de salud antes mencionados.

			III. EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL EQUIPAMIENTO DEPORTIVO EN LA CIUDAD DE MÉXICO

			Este apartado consiste en un breve análisis histórico de las políticas públicas y estrategias empleadas en la Ciudad de México para la provisión de equipamientos públicos deportivos a través de los años y de diversas administraciones públicas. Lo anterior se logró a partir de la revisión de libros sobre el desarrollo urbano de la Ciudad de México, publicaciones de planeación, arquitectura y diseño urbano editados en diversas épocas, así como a través de los informes presidenciales y reportes de diversas administraciones públicas que presentan la planeación, construcción y remodelación de instalaciones deportivas dentro de la capital mexicana, los cuales solían formar parte de conjuntos de vivienda construidos por el Estado o de proyectos estratégicos para el mejoramiento de la infraestructura urbana existente. 

			LOS EQUIPAMIENTOS DEPORTIVOS DEL PORFIRIATO (1894-1916) 

			El 20 de marzo de 1894 se fundó el primer equipo de futbol oficial en México del que se tiene registro, en las instalaciones del Reforma Athletic Club que se encontraban localizadas al occidente del Bosque de Chapultepec, en un predio que fue cedido por el entonces Presidente Porfirio Díaz y donde se jugaban partidos amistosos todos los sábados (Pérez, 2016, p. 28).

			A finales del siglo XIX, la influencia extranjera en la alta sociedad mexicana se reflejaba en el aumento de las actividades deportivas, las cuales pronto se convirtieron en una de las maneras más populares de recreación. En aquella época, se abrieron al público deportivos donde los asistentes podían recibir instrucción en la práctica de disciplinas como el boxeo, pesas y gimnasia a cambio de cuotas. Destacan el Mexican National Athletic Club y el American Olympic Club (Beezley, 2010). 

			Tan sólo tuvieron que pasar ocho años de la inclusión del futbol al bagaje de entretenimiento de la burguesía mexicana, para que se integraran equipos en la Ciudad de México, Pachuca, Real del Monte y Orizaba, permitiendo la conformación de la National League of Amateur Football Association. La razón de que el nombre de la liga estuviera en inglés radica en el hecho de que todos los jugadores eran inmigrantes británicos que llegaron al país junto con las industrias promovidas por el presidente de México, siendo hasta 1908 que debutó el primer jugador mexicano en la liga (Pérez Rico, 2016, p. 30).

			Los equipos fueron conformados por importantes empresas y compañías extranjeras que jugaban en instalaciones propias. Con el paso de los años y el estallido de la Primera Guerra Mundial, el deporte se “nacionalizó”, destacando la creación del Club Guadalajara y el Club América en 1909 y 1916, respectivamente. Si bien los equipos eran mexicanos, sus integrantes eran hombres de clase media, instruidos y que jugaban en instalaciones privadas.

			LA REVOLUCIÓN MEXICANA EN EL DEPORTE (1917-1927)

			La existencia de espacios deportivos para la clase obrera podría añadirse a la lista de conquistas del Movimiento Revolucionario, ya que en el artículo 123 de la Constitución de 1917 se establecieron las bases para las leyes de trabajo, resultando de particular interés la fracción XIII, donde se señalaba que aquellos centros de trabajo con una población mayor de doscientos habitantes, debería “reservarse un espacio de terreno, que no fuera menor de cinco mil metros cuadrados, para el establecimiento de mercados públicos, instalación de edificios destinados a los servicios municipales y centros recreativos” (Órgano del Gobierno, 1917).

			En el año de 1923 se creó la Dirección de Educación Física dentro de la Secretaría de Educación Pública (SEP), en ese mismo año se fundó la Escuela Elemental de Educación Física, la cual ya contaba con alrededor de 600 alumnos inscritos en el año 1924 (Cámara de Diputados LX Legislatura (a), 2006, p. 312). 

			Para 1925 la Ciudad de México contaba con 38 jardines de niños, 283 escuelas primarias, 6 secundarias y 14 técnicas industriales y oficios (Cisneros, 1993, pág. 19) que formaban parte del proyecto nacionalista y tenían dentro de sus programas educativos la promoción del deporte. 

			La relevancia del deporte también formaba parte de las discusiones técnicas entre los profesionistas de la época. Así lo muestra el primer número de la Revista Planificación, editada en septiembre de 1927, el cual incluye un artículo del Arquitecto Carlos Contreras en el que señala que la planificación de regiones y ciudades “proporciona los espacios libres adecuados para campos de juego, de recreo y de descanso para TODOS60: pobres y ricos, hombres y mujeres, viejos y NIÑOS.” (ANPRM, 1927, p. 4).

			Esta acepción de la planificación establece una relación directa e inquebrantable entre los espacios libres y la posibilidad de todas las personas de acceder a ellos sin condicionante alguna, de ahí precisamente el adjetivo relativo a la libertad, el cual fue sustituido con adjetivos alusivos a su publicidad y apertura con el paso de las décadas como resultado de transformaciones políticas e ideológicas.

			Un claro ejemplo de estas transformaciones en las características otorgadas a los espacios públicos se presenta en el mismo número de Planificación en un artículo que reflexiona en torno al precio de la salubridad pública, concluyendo que 

			“Toda ciudad debe pagar un buen precio por la salud de sus habitantes. 

			El precio de compra de la salud pública es el precio de la adquisición de campos de juego –de media hectárea y situados de manera que cada niño tenga uno de estos campos cuando más a 5 minutos de su casa–; la creación de parques de diferentes tamaños para diferentes usos”. (ANPRM, 1927, p. 25).

			De esta forma, los equipamientos públicos deportivos son un bien de la ciudad, tanto en el sentido económico como físico, debido a que procuran condiciones de salubridad convenientes tanto para la población como para el aparato gubernamental de las ciudades.

			A finales de los años veinte prevalecía la idea a nivel internacional de que los “espacios libres en abundancia y numerosos pulmones, parques, campos de juego, reservas forestales, plazas” permitían una ciudad saludable, ejemplo de la tendencia a concebir la ciudad como un organismo vivo al cual se le puede atender y curar como a un enfermo. Bajo esta lógica se habían desarrollado lugares destinados a recreos al aire libre en diversas partes del mundo, y se buscaba hacer lo mismo en México.

			PRIMEROS DEPORTIVOS DEL DEPARTAMENTO DEL DISTRITO FEDERAL (1928-1932)

			El 31 de diciembre de 1928 se decretó la Ley Orgánica del Distrito y de los Territorios Federales, la cual organizaba el territorio del Distrito federal en un departamento central y trece delegaciones, a cargo del Departamento del Distrito Federal, el cual contaba con atribuciones que iban desde “organizar a la policía de seguridad de todo el Distrito Federal hasta expedir los reglamentos de servicios, pasando por la realización de grandes obras públicas.” (Cisneros, 1993, p. 24).

			Una de las primeras acciones de la nueva administración fue el inicio de las obras de construcción del Centro Social Deportivo Obrero en unos terrenos cercanos al Campo Hípico Militar, ubicados sobre la calzada de Balbuena el 18 de febrero de 1929.

			El complejo tenía una extensión de 15 hectáreas, contaba con un cine para 1,500 espectadores, un gimnasio con las mismas dimensiones, un casino, una biblioteca, un área para infantes, un teatro al aire libre, jardines, dos albercas, una pista atlética, cinco frontones, un campo de béisbol con capacidad para 1,300 personas y un campo de futbol. Ofreciendo así, de forma oficial y ostentosa, instalaciones deportivas accesibles a la clase obrera.

			De esta forma, a sólo treinta y cinco años de su llegada a México, el deporte pasó de ser un entretenimiento de las clases altas, a un espacio pensado para la clase trabajadora. La construcción de infraestructura pública deportiva permitía establecer un vínculo entre el gobierno y la población, siendo el primero “el constructor de una nueva sociedad por la vía de la promoción del deporte y la cultura.” (Cisneros, 1993, p. 29).

			Hacia 1931 aún no se tenían bien asimiladas las diferencias entre jardines, parques y campos deportivos; razón por la cual el presidente en turno los agrupó indistintamente dentro del aumento de 50,000 metros cuadrados, de lo que ahora podemos referir como espacio público, que tuvo lugar durante su mandato, con lo cual se pretendía “formar un verdadero sistema que será de vital importancia para la higiene y para la creación de una juventud vigorosa. (Cámara de Diputados LX Legislatura (d), 2006, p. 186). Algunos de estos nuevos espacios, fueron donados por particulares y destinados a campos de deporte; algunos otros cambiaron su vocación anterior, “embelleciendo e higienizando los lugares que estaban libres”.

			LA PLANIFICACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL Y LOS EQUIPAMIENTOS DEPORTIVOS (1933-1952) 

			El 17 de enero de 1933 se publicó la Ley de Planificación y Zonificación del Distrito Federal y Territorios de la Baja California en el Diario Oficial de la Federación, documento que reconocía en la fracción V de su 2° artículo que la creación de campos de juego y estadios formaba parte de la planeación. Así mismo, el reglamento que la facultaba refería en la fracción tercera de su 2° artículo que la urbanización comprendía el cuidado, “el proyecto, distribución, construcción y creación de bosques, parques, jardines, plantaciones y alineamiento y plazas, ya sean de ornato, ventilación o diversión, o bien de deportes o para turistas”. (Órgano del Gobierno Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, 1933, p. 11).

			A mediados de la década de los treintas se construyeron las instalaciones del Instituto Politécnico Nacional en el Casco de Santo Tomás, siendo las primeras en contar con un estadio para la comunidad universitaria. Resulta evidente que en aquellos años a todo desarrollo educacional de relevancia se le acompañaba de las condiciones necesarias para el desarrollo de la actividad deportiva, convirtiéndose en un rasgo indispensable dentro de los conjuntos educacionales que habrían de construirse en años futuros en todo México.

			En 1939, el Departamento del Distrito Federal informó sobre la construcción de los Campos Deportivos “18 de marzo”, en los límites de la Colonia Industrial (ahora colonia Tepeyac Insurgentes, Alcaldía Gustavo A. Madero) y “Plan Sexenal”, en San Jacinto (ahora colonia Nextitla, Alcaldía Miguel Hidalgo). El primero cuenta con una superficie de 7.5 hectáreas, mientras que el segundo con una de 8.5 hectáreas; ambos campos están compuestos, entre otros elementos, por una cancha de futbol.

			Hacia 1946 se puso en marcha un programa de parques que incluyó la construcción de 18 campos deportivos. Sin duda alguna, estas acciones favorecían las condiciones urbanas de la capital, aumentando la cantidad de equipamientos existentes, ordenando el espacio y ampliando las opciones de entretenimiento de la población en general.

			De igual forma, se dio impulso a las actividades deportivas desde las empresas, quienes, instruidas por el gobierno, construyeron equipamientos de salud, educativos y deportivos para sus trabajadores como una forma de aumentar la cooperación entre ambas partes, destacan las obras de Teléfonos de México y de la refinería de Azcapotzalco, donde se construyó un centro deportivo para los trabajadores en 1952.

			EQUIPAMIENTOS DEPORTIVOS PARA LA CAPITAL MEXICANA (1953-1986)

			Hacia 1953 había 132 cines, 22 teatros para todos los géneros, dos plazas de toros, 125 cabarés, 37 clubes deportivos, y 17 estadios y arenas deportivas en el Distrito Federal, que en conjunto sumaron una asistencia de más de 43 millones de espectadores en 1956. (Cisneros, 1993, p. 140).

			En correspondencia, el gobierno mexicano construyó grandes equipamientos y complejos urbanos temáticos como la Ciudad Deportiva, en Magdalena Mixhuca, la cual cubría un área total de 2,298,835 m² y contaba con dos albercas de natación y una de clavados; 69 campos de futbol, 22 juveniles y tres infantiles, la mayoría de ellos con tribunas para espectadores; 23 canchas de basquetbol; 51 de volibol; 28 campos de béisbol, los principales con tribunas; tres de softbol; una pista de patines; un velódromo; un autódromo de cinco kilómetros; un campo de tiro con arco; un estadio de béisbol; un estadio y una pista de práctica de atletismo y un campo de golf para prácticas. Todo lo cual fue atribuido a la promoción del desarrollo deportivo de la ciudad, que pretendía dar “la solución a un problema de integración del individuo, culto y formación de su carácter.” (Dromundo, 1964, p. 177).

			Cabe mencionar que desde 1952 y hasta 1962 el Licenciado Ernesto P. Uruchurtu fungió como Regente del Departamento del Distrito Federal durante las presidencias de Adolfo Ruiz Cortines y Adolfo López Mateos, por lo que la ciudad se desarrolló siguiendo un programa que privilegió el deporte en todas sus escalas, construyéndose trece centros deportivos con un área total de 4, 157, 355 m² dentro de los cuales había 123 campos deportivos distribuidos en diversos rumbos de la ciudad, “ubicándolos en lugares de gran concurrencia juvenil.” (Dromundo, 1964, p. 155).

			Posteriormente, con motivo de la celebración en la Ciudad de México de los XIX Juegos Olímpicos, la promoción del deporte alcanzó dimensiones sin precedentes al construirse y acondicionarse diversos espacios para el desarrollo de las justas olímpicas.

			Dentro de los nuevos espacios destacan el Canal de Cuemanco, la Alberca Olímpica, la Sala de Armas de la Magdalena Mixiuhca y la Villa Olímpica, desarrollo inmobiliario con 1,408 departamentos, alberca y pista de atletismo. En cuanto a las remodelaciones, podemos encontrar las obras en el estadio de la Ciudad Universitaria, el Campo Marte, el Auditorio Nacional y otros centros privados de espectáculos como la Arena México, para el boxeo, y el Teatro de los Insurgentes para las pruebas de levantamiento de pesas. (Cisneros, 1993, pp. 182, 186).

			Durante la década de 1960 se construyeron 50 campos deportivos “para fomentar las actividades deportivas populares.” (Cámara de Diputados LX Legislatura (j), 2006, p. 231). Dichos espacios “de orientación masiva” constaban de una o dos canchas de futbol con gradas para los espectadores; una o dos canchas de basquetbol, un frontón, aparatos gimnásticos al aire libre y zonas de juegos infantiles (DDF, 1970, p. 316).

			En años siguientes, se destinaron recursos para la renovación de 110 instalaciones deportivas y para la construcción de “un gran gimnasio popular con una inversión de 40 millones de pesos”. (Cámara de Diputados LX Legislatura (k), 2006, p. 83).

			Sin duda alguna, durante la segunda mitad del siglo XX existió un auténtico crecimiento en el interés de la población por el deporte, especialmente por el futbol, de tal forma que el sector privado construyó un estadio de futbol con capacidad para 100,000 espectadores en Santa Úrsula Coapa, Alcaldía Coyoacán (Ramírez, 1967, p. 131).

			Fue en este equipamiento donde, en 1970, se celebró la inauguración de la Copa Mundial de Futbol; evento nunca organizado en México, y que al igual que los juegos olímpicos de dos años antes, evidenció la capacidad de la capital para centralizar “las imágenes y las representaciones de la modernidad urbana de prácticamente toda la nación”. (Varela, 2014, p. 172).

			A partir de la década de los 70´s México atravesaría por crisis macroeconómicas que serían sorteadas a través de la reestructuración de las finanzas y la administración pública, derivando en la reducción del gasto público y la consecuente renuncia a la provisión de equipamientos públicos deportivos.

			No obstante, en 1986 el país auspició nuevamente la realización del Campeonato Mundial de Futbol, cubriendo “ampliamente los gastos erogados con motivo del mundial con los ingresos extraordinarios derivados del mismo.” (Cámara de Diputados LX Legislatura (l), 2006, p. 170).

			PROMOCIÓN PÚBLICO-PRIVADA DEL DEPORTE (1987-2017)

			Hacia 1987, con la intención de ampliar el acceso de la población a servicios educativos, dentro de los que se agruparon la cultura, recreación y deporte, se construyeron “ciudades deportivas” en Iztapalapa, Gustavo A. Madero y Álvaro Obregón, así como 15 centros deportivos que se sumaron a la adecuación de 700 módulos deportivos. Cabe mencionar que las intervenciones de mayor dimensión fueron las de Parque Cuitláhuac, en Iztapalapa y la Alameda Poniente en Santa Fe, ambos construidos en antiguos tiraderos de basura a cielo abierto y con los cuales se presumió un aumento de 2.4 a 4.5 metros cuadrados de área verde por habitante. (Cámara de Diputados LX Legislatura (l), 2006, pp. 292, 353). 

			Lo anterior, pese a que las condiciones económicas del país no mejoraron al acercarse el final de la década.

			Para 1995, la Asamblea de Representantes del Distrito Federal decretó la Ley de Deporte para el Distrito Federal, a través de la cual se estableció el Sistema del Deporte del Distrito Federal, integrado por habitantes, deportistas, asociaciones y organismos deportivos del Distrito Federal (Asamblea de Representantes del Distrito Federal, 1995). Los integrantes del mencionado Sistema tenían derecho a “utilizar las instalaciones deportivas de acuerdo con la normatividad establecida”.

			En el año 2000, la Ley sufrió algunas reformas dentro de las que destacan la salida de habitantes y asociaciones deportivas del Sistema del Deporte del Distrito Federal, no obstante, se declaró de utilidad social la “construcción, conservación y mantenimiento de las instalaciones deportivas, propiedad del Gobierno del Distrito Federal con el objeto de atender adecuadamente las demandas que requiera la práctica del deporte.”

			Dieciocho años más tarde, se emitió la Ley de Educación Física y Deporte del Distrito Federal, en ella se reconoció “el derecho de todo individuo al conocimiento, difusión y práctica del deporte sin distinción, exclusión o restricción basada en cualquier origen étnico, sexo, edad, discapacidad, condición social o económica, condiciones de salud, lengua, opiniones, preferencias sexuales, estado civil, militancia o creencia religiosa.” (Jefatura de Gobierno, 2008). Sin embargo, el artículo 16 de la misma ley otorga únicamente a miembros del Sistema de Cultura Física y Deporte y Deporte del Distrito Federal, el derecho de utilizar las instalaciones deportivas del DF bajo la normatividad establecida, imposibilitando el derecho de cualquier otra persona a practicar deporte en dichas instalaciones.

			En la última década puede observarse la generación de nuevos espacios públicos en polígonos urbanos de gran dimensión inutilizados durante varios años. Tal es el caso del Parque Bicentenario, equipamiento recreativo de 55 hectáreas construido en los terrenos de la antigua Refinería 18 de marzo, clausurada en 1991. Otro proyecto similar fue el equipamiento SUSTENTA Bio Parque San Antonio, inaugurado en 2012 en un antiguo depósito de residuos sólidos, “la mayoría provenientes de demoliciones” (Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, 2019). 

			Durante la gestión de Miguel Ángel Mancera como Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, se rehabilitaron un gran número de equipamientos deportivos, incluyendo en el programa arquitectónico la construcción de skate Parks, tal fue el caso de San Juan de Aragón, Azcapotzalco y el Parque de la Juventud, destaca en este último el papel de la empresa Nike como promotora del equipamiento. De esta forma, las asociaciones público-privadas fueron la constante en dicha administración. 

			El final de esta revisión histórica sobre la progresiva transferencia a privados de equipamientos públicos deportivos resulta intrigante gracias al cambio de administración ocurrido en 2018 y al programa PILARES promovido por Claudia Sheinbaum, primera mujer elegida como gobernante en la historia de la capital mexicana.

			Los Puntos de Innovación, Libertad, Arte, Educación y Saberes (PILARES) pretenden ser equipamientos de capacitación y esparcimiento ubicados en “barrios, pueblos y colonias que presentan condiciones de vulnerabilidad o marginación en la Ciudad de México”. (PILARES, 2019) El uso de instalaciones y el acceso a sus actividades es gratuito y se pretende que para 2024 existan 300 en la ciudad. 

			Si bien, los PILARES inaugurados hasta finales de 2019 revelan un patrón de rehabilitación de equipamientos existentes, estrategia que ya fue documentada durante varias páginas; lo verdaderamente diferente es que parece haber cesado la transferencia de equipamientos públicos a administraciones privadas.

			IV. ADMINISTRACIÓN DE LOS EQUIPAMIENTOS PÚBLICOS DEPORTIVOS EN LA CIUDAD DE MÉXICO

			Este apartado consiste en una revisión de las disposiciones legales que rigen la forma en la que los espacios públicos deportivos de la Ciudad de México son administrados actualmente.

			El capítulo tercero del Código Civil para el Distrito Federal publicado en 1928 y vigente hasta el día de hoy, está destinado a “los bienes y las personas a las que pertenecen”. Su artículo 764 establece que los bienes pueden ser “de dominio del poder público o de propiedad de los particulares” (Órgano del Gobierno Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, 1928). 

			Los bienes de dominio del poder público son aquellos pertenecientes a la Federación, a los Estados o Municipios; pudiendo ser bienes de uso común, bienes destinados a un servicio público o bienes propios.

			Según el mismo Código, los bienes de uso común son inalienables e imprescriptibles, es decir, que no pueden ser comercializados y que su calidad de uso común no caduca en el tiempo. Los bienes de uso común pueden ser aprovechados por todos los habitantes, de acuerdo con las restricciones establecidas por las leyes que correspondan, “pero para aprovechamientos especiales se necesita concesión otorgada con los requisitos que prevengan las leyes respectivas” (Órgano del Gobierno Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, 1928).

			Estos aprovechamientos especiales se encuentran regulados en la Ley del Régimen Patrimonial y del Servicio Público de la Ciudad de México, la cual señala que el patrimonio de la Ciudad de México se compone de bienes de dominio público y bienes de dominio privado.

			Los primeros se encuentran conformados por bienes de uso común, bienes muebles e inmuebles destinados a la prestación de servicios públicos o para el desarrollo de las actividades de las Dependencias y Entidades de la Ciudad de México, entre otras. Por otro lado, los bienes de dominio privado son aquellos cuyo uso y utilidad no tienen interés público.

			Los bienes de dominio público se caracterizan por ser inalienables, imprescriptibles, inembargables y no estar “sujetos a ningún gravamen o afectación de dominio, mientras no cambien su situación jurídica, a acción reivindicatoria o de posesión definitiva o provisional” (Asamblea de Representantes del Distrito Federal, 1996).

			Son bienes de uso común de la Ciudad de México las vías terrestres de comunicación que no sean federales o de particulares; los montes y bosques que no sean de la Federación ni de los particulares, y que tengan utilidad pública; las plazas, calles, avenidas, viaductos, paseos, jardines y parques, así como los mercados, hospitales y panteones públicos.

			Sin embargo, existen mecanismos a través de los cuales los bienes de uso común pueden ser administrados por el sector privado, uno de ellos son los Permisos Administrativos Temporales Revocables (PATR).

			PERMISOS ADMINISTRATIVOS TEMPORALES REVOCABLES

			Los PATR son actos administrativos a través de los cuales se otorga a una persona física o moral el uso de bienes inmuebles propiedad de la Ciudad de México, ya sean del dominio público o privado.

			Existen dos tipos de PATR, a título gratuito, cuando no se exige al particular contraprestación alguna a cambio del uso y goce temporal del inmueble permisionado; o a título oneroso, cuando se exige una contraprestación fijada por Oficialía Mayor y la Secretaría de Finanzas de la Ciudad de México.

			La vigencia máxima de los PATR es de 10 años, pudiendo prorrogarse, “especialmente en los casos en que la persona física o moral a la que se haya otorgado el permiso tenga como finalidad la asistencia privada, el desarrollo de actividades educativas y deportivas, así como las que reporten un beneficio en general a la comunidad o se deriven de proyectos para el desarrollo de la Ciudad de México.” (Asamblea de Representantes del Distrito Federal, 1996).

			En 2019, el Congreso de la Ciudad de México facultó a las Alcaldías para decidir sobre la prórroga de los PATR. La iniciativa que pretendía reducir de diez a cinco años la vigencia máxima de estos actos administrativos fracasó al refrendarse el plazo de una década y posibilitar su prórroga hasta por un periodo que no exceda dos veces el periodo por el que se otorgó originalmente. 

			Durante el proceso legislativo, Gabriela Salido, presidenta de la Comisión de Uso y Aprovechamiento del Espacio Público, señaló que los PATR se encuentran poco regulados, y que el aumento de su uso en los últimos nueve años pervirtió “su finalidad al poner por delante el interés económico sobre el interés general y el derecho de los capitalinos al uso, disfrute y aprovechamiento de espacios públicos de calidad, inclusivos y accesibles”. (Bolaños Sánchez, 2019).

			De 2012 a 2018, la Oficialía Mayor otorgó cerca de 150 PATR para inmuebles, espacios públicos y vialidades. (González, 2019). Resulta conveniente señalar que los PATR tienen aplicaciones tan amplias como la instalación de parquímetros en la vía pública, lo cual los convierte en actos administrativos sumamente versátiles.

			El procedimiento para obtener un PATR es bastante sencillo. Tan sólo es necesario presentar una solicitud por escrito con croquis de la ubicación del predio, la delimitación del espacio solicitado con medidas, linderos y colindancias, así como el uso y destino del inmueble solicitado. (Asamblea de Representantes del Distrito Federal, 1996).

			De acuerdo con Orlando Anaya González, quien fuera presidente de la Comisión de Juventud y Deporte en la Asamblea Legislativa del Distrito Federal entre 2012 y 2015, la recuperación de equipamientos públicos deportivos bajo la figura de concesión o PATR, debía cuidarse para evitar la privatización de estos espacios. 

			En su momento, Anaya González responsabilizó a las ligas deportivas de “generar costos altísimos por utilizar las pocas instalaciones deportivas que hay en la ciudad”, reflexionando sobre la necesidad de remodelar sin perder la vocación de espacio público, buscando fomentar el deporte “de manera libre y gratuita”. (Asamblea Legislativa del Distrito Federal, 2014).

			IMPLICACIONES Y EXCLUSIONES

			Inicialmente, la presente investigación buscaba documentar la privatización de los equipamientos públicos deportivos, sin embargo, el hecho de que los PATR sean otorgados a personas físicas o morales, no basta para hablar de privatización de los bienes públicos.

			Si bien Carrión señala que la privatización de los espacios públicos se expresa en parques y plazas cerradas donde se reserva el derecho de admisión o se permite “su uso tan sólo mediante el pago de una tasa a empresas privadas de servicios, que son las que finalmente las administran” (Carrión, 2016, p. 38), la privatización, en sentido económico implica que su uso por un consumidor excluye el uso por otros (Topalov, 1979), sin embargo, las canchas de futbol son usadas simultáneamente por grupos de personas organizadas en equipos. 

			En consideración a lo anterior, se decidió abordar el problema estudiando la mercantilización de equipamientos públicos deportivos. Según Topalov, una mercancía es la relación entre un valor de intercambio y un objeto fraccionable capaz de circular. En contraposición a las mercancías, sitúa a los bienes colectivos, los cuales son inmóviles, durables e indivisibles. Tal es el caso de los equipamientos, espacios que no pueden ser transferidos y se encuentran sobre suelo que no puede ser fraccionado.

			No obstante, el capital privado puede acceder a los equipamientos a través de la intervención del Estado, el cual le “hereda” infraestructuras producidas con anterioridad. Al otorgar PATR, el Estado adjudica a un solo capitalista la explotación de un elemento que solía formar parte de una red o sistema. Este fraccionamiento de los equipamientos deportivos posibilita su circulación.

			Sin embargo, no todos los equipamientos tienen el mismo potencial de mercantilización; según Topalov, “el capital sólo invertirá donde ya se dan condiciones de rentabilidad. No invertirá en otra parte. Lo que va a bloquear el desarrollo en las zonas que no lo están. A raíz de esto se produce una desigualdad en el desarrollo espacial de las infraestructuras”. 

			De esta manera, las canchas de futbol que son remodeladas y acondicionadas generan diferencias en la calidad de los equipamientos al interior de la Ciudad de México, dependiendo de la rentabilidad de la zona en la que se encuentren.

			El hecho de que sean los privados quienes realizan las remodelaciones a través de PATR, refleja que el “Estado asegura su circulación, pero no su producción.” (Topalov, 1979). El llamado Estado Capitalista se caracteriza por satisfacer las necesidades de la población en forma insuficiente e inadaptada a las exigencias sociales; de modo que el capital público, ya sea una inversión o propiedad, se desvaloriza.

			En sentido opuesto, las inversiones privadas se valorizan al realizarse en localizaciones que garantizan una amplia demanda debido a la escasez generada por el bajo ritmo con el que el Estado Capitalista desarrolla los equipamientos.

			El sistema Capitalista asigna un valor de cambio a las fuerzas de producción a través del salario, el cual debe posibilitar la adquisición de mercancías que permitan satisfacer las necesidades mínimas de reproducción de las fuerzas de trabajo. Las necesidades que no puedan ser cubiertas por el salario individual pueden ser socializadas a través de subsidios y equipamientos colectivos cuando éstas son socialmente reconocidas como relevantes.

			La permisión de equipamientos deportivos corresponde a un Estado Capitalista porque los espacios creados a partir de inversiones públicas con la finalidad de satisfacer necesidades no cubiertas por el salario se convierten en mercancía. De esta forma, el Gobierno de la Ciudad de México está desconociendo a la actividad deportiva en equipo como condición necesaria para la reproducción de la fuerza de trabajo.

			V. OFERTA DE EQUIPAMIENTOS DEPORTIVOS EN LA CIUDAD DE MÉXICO

			Con el objetivo de identificar si existen diferencias entre la dinámica de provisión de equipamientos públicos deportivos y la oferta de instalaciones deportivas del sector privado, se analizó la distribución geográfica de estos espacios en la Ciudad de México, por lo que se conformó un sistema de información geográfica (SIG) que permite contrastar la actual oferta de equipamientos deportivos por sector y actividad económica.

			Lo anterior fue posible gracias al Directorio Estadístico Nacional de Unidades Económicas (DENUE), un proyecto del INEGI que en su versión de 2019 agrupó 5 millones 447 mil 591 establecimientos de todos los sectores de la actividad económica –exceptuando las actividades agropecuarias y forestales– agrupándolos de acuerdo con el Sistema de Clasificación Industrial de América del Norte, SCIAN 2018. (Instituto Nacional de Estadística y Geografía, 2019)

			A través de la consulta en línea del DENUE, se identificaron espacios deportivos pertenecientes a los siguientes grupos:

			
					Centros de acondicionamiento físico del sector público y privado

					Parques de diversiones y temáticos del sector público y privado

					Clubes deportivos del sector público y privado

			

			De esta forma, se conformó un SIG que contiene 2,594 equipamientos con nombre e información sobre número de personas ocupadas, lo cual que puede asociarse al tamaño de las instalaciones y al número de personas atendidas. 

			Tabla 1.
 Unidades económicas relacionadas a los servicios relacionados en la Ciudad de México.

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Unidades económicas por sector

							0 a 5

						
							
							Personas ocupadas

						
					

					
							
							6 a 10

						
							
							11 a 30

						
							
							31 a 50

						
							
							51 a 100

						
							
							101 a 250

						
							
							251 y más

						
							
							Sin datos

						
							
					

					
							
							Centros de acondicionamiento físico

						
							
							Públicos

						
							
							109

						
							
							37

						
							
							51

						
							
							14

						
							
							17

						
							
							6

						
							
							2

						
							
							6

						
					

					
							
							Privados

						
							
							1,662

						
							
							308

						
							
							119

						
							
							18

						
							
							2

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							4

						
					

					
							
							Clubs deportivos

						
							
							Públicos

						
							
							12

						
							
							7

						
							
							6

						
							
							3

						
							
							2

						
							
							1

						
							
							-

						
							
							-

						
					

					
							
							Privados

						
							
							40

						
							
							10

						
							
							28

						
							
							17

						
							
							29

						
							
							13

						
							
							3

						
							
							3

						
					

					
							
							Parques de diversiones y temáticos

						
							
							Públicos

						
							
							24

						
							
							6

						
							
							11

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							-

						
							
							1

						
							
							16

						
					

					
							
							Privados

						
							
							3

						
							
							2

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							-

						
							
							-

						
					

					
							
							
							TOTAL

						
							
							1,771

						
							
							345

						
							
							170

						
							
							32

						
							
							19

						
							
							6

						
							
							2

						
							
							10

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia con base en DENUE, 2019.

			La tabla 1 se conformó con base en DENUE, por lo que inicialmente sólo se incluyeron espacios que generan empleos, las cantidades indicadas en la columna “Sin datos” corresponden a lugares que fueron identificados a través de Google Earth y que cuentan con canchas deportivas. De esta forma, resulta evidente la supremacía de instalaciones pequeñas.

			A continuación, se analizan las distribuciones y características de la oferta de servicios recreativos en la Ciudad de México.

			CENTROS DE ACONDICIONAMIÉNTO FÍSICO 

			Ilustración 1. 
Centros de Acondicionamiento Físico Públicos y Privados en la Ciudad de México.

			[image: ]

			Fuente: Elaboración propia con base en DENUE, 2019.

			Los centros de acondicionamiento físico del sector público son espacios donde las personas pueden realizar actividad física deportiva y recreativa, incluyen deportivos, canchas, gimnasios, casas de cultura y centros comunitarios donde se imparten clases de danza y diversas artes marciales. Destacan la zumba, salsa, ballet, yoga, taekwondo y box como las actividades más frecuentes, las cuales suelen requerir del pago de una cuota de recuperación en cada sesión a la que se asiste.

			Los centros de acondicionamiento físico del sector privado cuentan con instalaciones donde las personas pueden realizar actividad física deportiva y recreativa, incluyen gimnasios, centros de enseñanza de danza, artes marciales y boxeo, así como canchas deportivas y estudios de meditación. Destacan espacios donde se imparten clases de spinning, pole dance, zumba, crossfit, fitness, pilates y diversas artes marciales, de modo que requieren de equipamiento especializado. Existen lugares que ofrecen una amplia gama de actividades a cambio de una cuota mensual y del pago de anualidades, sin embargo, también ofrecen la posibilidad de pagar por sesión o por visita a las instalaciones. 

			CLUBES DEPORTIVOS

			
				
					Ilustración 2. 
Clubes Deportivos Públicos y Privados en la Ciudad de México.

					[image: Imagen que contiene texto, mapa  Descripción generada automáticamente]

					Fuente: Elaboración propia con base en DENUE, 2019.

				

			

			Los clubes deportivos del sector público son equipamientos donde es posible realizar actividad física y recreativa, incluyen deportivos, gimnasios, y centros comunitarios con diversas canchas deportivas.

			Los clubes deportivos del sector privado son aquellas instalaciones habilitadas para el desarrollo de diversas actividades recreativas y deportivas. Suelen contar con canchas para diferentes deportes, albercas y salones para la impartición de diversas clases. Al igual que los centros de acondicionamiento del sector privado, requieren del pago de cuotas mensuales, de inscripción o visita.

			PARQUES DE DIVERSIONES Y TEMÁTICOS

			Los parques de diversiones y temáticos del sector público son espacios abiertos donde pueden realizarse diversas actividades recreativas, suelen contar con canchas deportivas, zona de juegos infantiles, vegetación y áreas de descanso. Su acceso es público, aunque cuentan con cercas o elementos verticales que restringen los horarios de uso.

			Los parques de diversiones y temáticos del sector privado son espacios de tipo ecoturístico, por lo que cuentan con arquitectura de paisaje, instalaciones recreativas y, algunos pocos, con canchas deportivas, ya que la gran mayoría suelen tener juegos mecánicos o áreas de interacción con animales, características ajenas a los fines de esta investigación. 

			Al realizar un análisis comparativo de la distribución de los diversos servicios de esparcimiento con la distribución poblacional al interior de la ciudad, podemos observar que los centros de acondicionamiento físico públicos y privados, así como los clubes deportivos públicos, se concentran en las alcaldías con mayor población, es decir, Iztapalapa, Gustavo A. Madero, Álvaro Obregón y Tlalpan (ver tabla 2). Lo anterior está relacionado con una mayoría de establecimientos pequeños, por lo que la numerosa oferta de centros de acondicionamiento busca atender la gran demanda poblacional. De igual forma, deben tomarse en consideración que las dimensiones requeridas para la instalación equipamientos medianos y grandes requiere de extensiones de terreno que difícilmente están disponibles para el desarrollo de equipamiento, pues la concentración poblacional hace más restable el desarrollo de vivienda. 

			
				
					Ilustración 3. 
Parques de Diversiones Públicos y Privados en la Ciudad de México.

					[image: Imagen que contiene texto, mapa  Descripción generada automáticamente]

					Fuente: Elaboración propia con base en DENUE, 2019.

				

			

			Por otro lado, los clubes deportivos privados se concentran en las alcaldías del poniente y centro de la ciudad, es decir, Álvaro Obregón, Miguel Hidalgo, Benito Juárez, Cuauhtémoc, Cuajimalpa, Coyoacán y Gustavo A. Madero. Si bien esta última alcaldía se encuentra al norte de la ciudad, la concentración de instalaciones puede asociarse a su elevado número de habitantes, mientras que el resto de estas alcaldías se caracteriza por ser residencia de la población con mayores niveles socioeconómicos de la ciudad.

			En el caso de los parques de diversiones públicos, las alcaldías mejor servidas son Iztapalapa, Álvaro Obregón, Coyoacán y Venustiano Carranza. Si bien el caso de las dos primeras podría asociarse a la demanda poblacional, las otras dos son alcaldías históricamente bien servidas. Finalmente, los parques de diversiones privados con instalaciones deportivas se encuentran en alcaldías con poblaciones importantes y cierta disponibilidad de suelo urbanizable.

			Gracias a la revisión de los registros del SIG de Servicios Recreativos en la Ciudad de México, es posible confirmar que abundan espacios donde se imparten clases grupales de artes marciales, baile, fitness y meditación para el mejoramiento individual. En esta misma línea se encuentra la masa de gimnasios de activación muscular. Sin embargo, las ligas de futbol americano, soccer y demás deportes en equipo son considerablemente menos frecuentes.

			De esta forma, ya sea por baja disponibilidad de suelo o por el monto de las inversiones y costos en mantenimiento, queda en evidencia que tanto el sector público como el privado tienen una mayor oferta para actividades deportivas y recreativas individuales que en equipo.

			Tabla 2. 
Distribución de servicios de esparcimiento en la Ciudad de México, por Alcaldía y número de personas ocupadas. 

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Alcaldía

						
							
							Población

						
							
							Centros de acondicionamiento físico del sector

						
							
							Clubes deportivos del sector

						
							
							Parques de diversiones y temáticos del sector

						
					

					
							
							Público

						
							
							Privado

						
							
							Público

						
							
							Privado

						
							
							Público

						
							
							Privado

						
					

					
							
							Álvaro Obregón

						
							
							727,034

						
							
							19

						
							
							139

						
							
							3

						
							
							19

						
							
							8

						
							
					

					
							
							Azcapotzalco

						
							
							414,711

						
							
							9

						
							
							66

						
							
							
							8

						
							
							4

						
							
							1

						
					

					
							
							Benito Juárez

						
							
							385,439

						
							
							7

						
							
							114

						
							
							3

						
							
							16

						
							
							1

						
							
					

					
							
							Coyoacán

						
							
							620,416

						
							
							14

						
							
							122

						
							
							3

						
							
							13

						
							
							6

						
							
					

					
							
							Cuajimalpa

						
							
							186,391

						
							
							7

						
							
							51

						
							
							1

						
							
							14

						
							
							
					

					
							
							Cuauhtémoc

						
							
							531,831

						
							
							12

						
							
							138

						
							
							2

						
							
							15

						
							
							1

						
							
					

					
							
							Gustavo A. Madero

						
							
							1,185,772

						
							
							31

						
							
							271

						
							
							7

						
							
							11

						
							
							5

						
							
							1

						
					

					
							
							Iztacalco

						
							
							384,326

						
							
							11

						
							
							71

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							4

						
							
					

					
							
							Iztapalapa

						
							
							1,815,786

						
							
							33

						
							
							450

						
							
							1

						
							
							7

						
							
							12

						
							
					

					
							
							Magdalena Contreras

						
							
							239,086

						
							
							12

						
							
							55

						
							
							1

						
							
							2

						
							
							2

						
							
					

					
							
							Miguel Hidalgo

						
							
							372,889

						
							
							11

						
							
							88

						
							
							2

						
							
							18

						
							
							2

						
							
					

					
							
							Milpa Alta

						
							
							130,582

						
							
							10

						
							
							39

						
							
							
							2

						
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							Tláhuac

						
							
							360,265

						
							
							14

						
							
							130

						
							
							1

						
							
							2

						
							
							3

						
							
					

					
							
							Tlalpan

						
							
							650,567

						
							
							30

						
							
							176

						
							
							3

						
							
							5

						
							
							2

						
							
							2

						
					

					
							
							Venustiano Carranza

						
							
							430,978

						
							
							11

						
							
							95

						
							
							
							2

						
							
							6

						
							
					

					
							
							Xochimilco

						
							
							415,007

						
							
							11

						
							
							108

						
							
							2

						
							
							7

						
							
							3

						
							
					

					
							
							TOTAL

						
							
							8,851,080

						
							
							242

						
							
							2,113

						
							
							31

						
							
							143

						
							
							60

						
							
							5

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia con base en DENUE 2019, INEGI.

			Si bien las preferencias de la población atendida por estos servicios afectan directamente la demanda y oferta de equipamientos privados, la oferta pública debe procurar las condiciones para el desarrollo de actividades individuales y en equipo.

			VI. CONCLUSIONES 

			El análisis de más de 100 años de provisión de equipamientos deportivos en la Ciudad de México revela los cambios ocurridos en la administración de sus bienes públicos, y permite comprender la complementariedad de los equipamientos deportivos privados construidos en toda la Ciudad.

			Adoptar la estrategia de proveer cada nueva extensión de la ciudad con equipamiento público deportivo, generó escasez debido a que, desde hace varios años, la ciudad crece en términos de densidad constructiva y habitacional, por no mencionar las áreas de la ciudad socialmente producidas que no contemplaron la provisión de espacios comunes. En todo caso, la densificación ocurre sobre espacios privados, reduciendo cada vez más la oferta de equipamiento público deportivo per cápita.

			Si bien, el otorgamiento de permisos administrativos temporales revocables de administración ha facilitado el acceso de las personas a equipamientos deportivos en buenas condiciones, la situación económica de cada persona termina por definir este disfrute y aprovechamiento sin mayores opciones para diversos sectores de la población.

			De cierta forma, el otorgamiento de PART limita la privatización de los espacios públicos porque pone de manifiesto la autoridad y la potestad de la administración pública sobre los bienes de uso común.

			Sin embargo, la transferencia de equipamientos producidos de manera pública a empresas privadas resulta inapropiada en una ciudad donde sobran instalaciones privadas para realizar deporte, especialmente actividades individuales.

			A lo largo de esta investigación se ha dado cuenta del marco político y administrativo a través del cual se ha provisto a la Ciudad de México de equipamientos deportivos, mecanismos que configuran “un régimen de derechos y deberes de los espacios públicos” (Carrión, 2016, p. 87).

			Ilustración 4.
 Oferta de equipamientos públicos deportivos y servicios recreativos privados en la ciudad de México. 

			[image: ]

			Fuente: Elaboración propia con base en DENUE, 2019. 

			derechos y deberes debe prevenir situaciones de crisis donde los espacios públicos caigan en baja utilización o reduzcan la gama de interacciones entre “usuarios-beneficiarios” y actividades varias. Asimismo, debe evitar tensiones y conflictos en torno a “la distribución social del recurso-espacio, puesto que habitualmente las carencias, la escasez o tensiones generan situaciones de privilegio de unos y exclusión de otros.” (Carrión, 2016, p. 88). 

			El marco administrativo ideal de los equipamientos públicos deportivos debe evitar que existan “ganadores y perdedores en relación con los usos y las disponibilidades de los espacios de la ciudad.”

			La provisión de equipamientos públicos deportivos debe generar un equilibrio entre el beneficio individual, una amplia oferta de actividades y horarios, buenas condiciones de acceso y nula discriminación.

			“Desde esta lógica, cada uno de estos espacios podría ser, por lo tanto, objeto de regulaciones diferentes, y de ‘pactos’ de uso diferenciados. Estableciendo en algunos casos cuotas de acceso, de uso y de tiempos, que permitieran gestionar el espacio sin perder la densidad ni la existencia de relaciones. (Carrión , 2016, p. 92).

			Esta investigación deja en evidencia que las canchas deportivas no son para todas las personas, poder hacer uso de ellas representa un gasto que se encuentra supeditado a la desigualdad de ingresos económicos.

			Lo anterior sustenta el objetivo principal de esta investigación, que es desnormalizar la exclusión e inaccesibilidad a servicios y lugares públicos, así como buscar garantizar el pleno ejercicio de los derechos urbanos desde el cuestionamiento de las condiciones actuales.
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LA CIUDAD NEOLIBERAL. DESIGUALDAD Y EXCLUSIÓN SOCIAL EN LA PERIFERIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO: EL CASO DE CUATITLÁN IZCALLI

			Luis Pablo Lorencez Santillán

			La Ciudad de México representa el núcleo de la actividad económica, política y cultural del país. Su importancia, sin embargo, trasciende las fronteras del país, siendo parte fundamental de la red de ciudades globales por donde circulan gran cantidad de capitales y se realizan intercambios de todo tipo con el resto del mundo. En contraparte a su faceta de ciudad cosmopolita y fuente del desarrollo, también es escenario de las desigualdades y pobreza que se vive en todo el país. 

			La arquitectura espacial de la megalópolis se ha transformado rotundamente a partir del siglo XX a causa de una gran industrialización motivada por los esfuerzos del Estado. En este texto se pretende evidenciar este proceso de rápido desarrollo urbanizador y las consecuencias sociales que conlleva. Al respecto, se distinguen dos fases de desarrollo que responden a lógicas de regulación y acumulación de capital fundamentalmente distintas, aunque entrelazadas. 

			Se presenta el argumento que identifica las grandes transformaciones urbanas como consecuencia del modo de producción y la implantación de reformas políticas y económicas que derivan de éste. Interesa particularmente la reestructuración urbana bajo la lógica del capital en su fase neoliberal, pues se identifica una amplificación de las desigualdades y el deterioro en la calidad de vida de una parte importante de los habitantes de la metrópoli como resultado de este proceso. Sin embargo, es preciso evidenciar las condiciones contrastantes entre la urbanización coherente con la actividad económica transfronteriza y la que está basada en la protección de las clases trabajadoras y la industria enfocada en el mercado interno, así como el impacto social que generan, particularmente para los habitantes de la periferia en el municipio de Cuautitlán Izcalli. 

			Se advierte un proceso de amplificación de las desigualdades, marcada por la periferización de la pobreza y el déficit en el acceso a bienes y servicios, que mantienen una relación estrecha con el nuevo orden territorial motivado por la implementación de políticas neoliberales. Estas condiciones de desventaja para los habitantes de la periferia no sólo componen un impedimento a la movilidad social, sino que, además, se reproducen e intensifican en el tiempo. A través de un análisis de las des/ventajas acumuladas se pretende evidenciar cómo se entretejen y potencian estos marcadores negativos.

			Las ideas centrales de este trabajo se desarrollan en cuatro apartados. En el primero se explora la relación entre el modo de producción y la configuración urbana. En el segundo se hace una revisión conceptual de la llamada ciudad neoliberal y la teoría de las des/ventajas acumuladas, mediante la cual se pretende otorgar al lector una aproximación a la exclusión social para el caso de Cuautitlán Izcalli. El tercer apartado describe el proceso de industrialización de la Ciudad de México y su periferia. Por último, se hace un somero análisis sobre las condiciones de desventaja que enfrenta el municipio estudiado y se incluyen algunas consideraciones finales. 

			I. EL MODO DE PRODUCCIÓN Y SU REPERCUSIÓN EN EL ESPACIO URBANO

			Partimos de la tesis que plantea un nexo indisoluble entre el modo de producción y el proceso de urbanización. La entramada dinámica de producción, distribución y consumo de mercancías fija la pauta del ordenamiento espacial. Esto quiere decir que, por una parte, cada modo histórico de producción estableció un proceso urbanizador diferente y, por otra parte, cada fase del desarrollo de este mantiene una serie de especificidades en este proceso. Para efectos de este trabajo, nos limitamos al análisis de la relación de la producción / urbanización del modelo fordista y el tránsito hacia una economía global.

			En las primeras líneas de la que fuera una de sus obras más importantes, El derecho a la ciudad, Lefebvre (1978) señala que para tratar cuestiones referentes a la “problemática urbana”, habría primero que distinguir un punto de partida: el proceso de industrialización. Si bien ésta tiene su origen en la urbanización, al menos en el marco de una producción capitalista, “se revierte sobre su propia causa”. La industrialización, pues, se presenta como el elemento que define la pauta de la urbanización

			Conviene definir la urbanización como el “[…] proceso de transformación paulatina de la estructura y superestructuras rurales en la estructura y las superestructuras urbanas” (Garza, 1985, p.40). De acuerdo con esta definición y siguiendo la premisa de la industrialización como la base de la urbanización, tenemos que este efecto del modo de producción no solo define espacialmente el núcleo urbano, sino su propia relación con el espacio rural que lo rodea, o bien las periferias urbanas.

			Una vez considerada esta dinámica dicotómica, se retoma la tesis planteada por Gustavo Garza en su estudio El proceso de industrialización en la Ciudad de México 1821-1970, “[…] la alta concentración económico-demográfica en una ciudad o región es una ley tendencial del modo de producción capitalista” (Garza, 1985, p. 43). Aunado a esta concentración espacial de la fuerza de trabajo y los medios de producción, Marx (1980) señala “Al acelerarse así la concentración de masas de hombres y de capital en determinados puntos avanza la concentración de estas masas de capital en pocas manos” (p.223).

			La urbanización propia del modo de producción capitalista concentra territorialmente los medios de producción y define la división social del trabajo. Paralelamente, existe un proceso de centralización del capital, y con ello una escalada de las desigualdades económicas, que se traduce en un incremento exponencial de las desigualdades sociales y políticas. Sin embargo, esclarecer esta cuestión requeriría un análisis técnico y específico de las diferentes ramas de la industria, sin considerar, por otra parte, la aparición de nuevas actividades económicas propias de la economía globalizada. Para este breve apéndice teórico basta revelar los elementos que determinan la antes mencionada concentración económico-demográfica. 

			Para comprender la relación entre la estructura económico-social y su expresión en el espacio urbano, es necesario tener en mente la lógica de la producción capitalista: la generación de plusvalía en función de la acumulación de capital. En la economía industrial y urbanizada, el proceso productivo no se hace posible exclusivamente a causa de la empresa capitalista, sino que la ciudad cumple un papel preponderante. La ciudad puede ser considera como un elemento de la fuerza productiva, en términos marxistas, sin la cual “es inconcebible la realización del proceso global de producción industrial” (Garza, 1985, p. 311).

			Existe un proceso de transferencia de valor en la producción que se realiza en la ciudad. Según explica Gustavo Garza (1985), toda la infraestructura urbana -drenaje, agua, electricidad, transporte, etcétera- constituye medios de producción socializados, en el sentido que hacen posible no sólo la vida cotidiana, sino la producción. De tal forma, “la utilización extensiva de los medios de producción socializados de la ciudad principal permite extraer igual plusvalía empleando un menor volumen de capital constante con relación a la variable” (Garza, 1985, p. 314).

			La tesis mencionada tiene validez, en general, en el marco de una producción capitalista, pues la concentración de la actividad económica en las grandes urbes es un elemento que la define. No obstante, el binomio industrialización/urbanización se configura particularmente en cada etapa de desarrollo por la suma de las especificidades que traen consigo elementos como la política urbana o económica, así como cambios trascendentales en el patrón de consumo y producción. Por ejemplo, la industrialización lograda en el marco de un Estado del bienestar se distingue en diversas categorías de la industrialización ligada a las actividades económicas propias de una producción globalizada en el contexto de una política económica neoliberal. En este sentido, las siguientes líneas tienen por objetivo descifrar estas diferencias entre la industrialización de mediados del siglo XX y el proceso más reciente, que tiene sus inicios en las últimas décadas del mismo siglo, particularmente para el caso de la Ciudad de México.

			II. LA CIUDAD NEOLIBERAL Y LAS DESVENTAJAS ACUMULADAS

			El medio urbano ha adquirido relevancia de una manera generalizada a raíz de la creciente interconexión, particularmente económica, del mundo. Poco más de la mitad de la población mundial vive en ciudades y se proyecta que esa cifra siga en aumento. Lo que resulta más contrastante es que los orígenes de esta urbanización masiva son relativamente recientes. La fase particular en el desarrollo de este modo de producción por la que transitan gran parte de los Estados del mundo trae consigo marcadores particulares en este proceso urbanizador. Como señalan Hidalgo y Janoschka “[…] las políticas neoliberales ha(n) alterado profundamente cómo las ciudades son imaginadas, percibidas, apropiadas, así como simbólica y materialmente transformadas por los diferentes actores sociales, políticos y económicos” (2014, p. 10).

			Bajo la lógica del capital en su fase neoliberal, la ciudad constituye un activo fundamental para la acumulación. El desarrollo urbano, consecuentemente, enfrenta un proceso de mercantilización, cuyo eje axial se encuentra en la generación de plusvalía. Si bien la industria inmobiliaria no es nueva, las políticas desregulatorias han permitido que esta actividad económica sea más lucrativa y, con ello, más atractiva para el capital (Hidalgo y Janoschka, 2014, p. 14). Sin embargo, la importancia de las ciudades en el marco del capitalismo imperante no se reduce a la generación de valor a partir de la urbanización, sino que representan espacios de aglomeración y expansión del capital que, a su vez, se interrelacionan con otros territorios que forman parte de las diferentes cadenas productivas diferenciadas. 

			Sassen (2003) desarrolla el concepto “ciudad global” para evidenciar el funcionamiento de la ciudad actual como un nodo del poder económico mundial, que se encuentra inscrito en una extensa red de transmisión de valor y es parte de la dinámica de acumulación mundial, en apariencia dispersa, pero con un alto grado de integración global. Este proceso está asociado, necesariamente, al desarrollo de las tecnologías de la información y comunicación, así como a la hipermovilidad del capital. No se entienda, por ello, que el plano material pierde relevancia. Al contrario, “las tecnologías de la información no han eliminado la importancia de las concentraciones masivas de recursos materiales, sino que más bien han reconfigurado la interacción entre rigidez e hipermovilidad del capital” (Sassen, 2003, p. 28).

			La globalización y el impulso neoliberal han reducido el control del Estado sobre la industria, asegurando así las exigencias del capital para desarrollar su actividad transfronteriza. No obstante, la desregulación no sólo es financiera, sino que incluye al mercado laboral, haciendo posible la precarización del trabajo y la emergencia de nuevas ofertas de subempleo (Hidalgo y Janoschka, 2014, p. 16).

			En suma, la ciudad neoliberal se enmarca en un modo de producción que se destaca por desposeer a la clase trabajadora de los recursos comunes de la ciudad en favor de la mercantilización del espacio público, así como una precarización del trabajo que se traduce en una creciente desigualdad económica y con ello una disminución en la calidad de vida. De lo anterior se derivan una serie de desventajas que tienen un carácter concentrado y acumulativo (Aguilar y López, 2016).

			La teoría de las des/ventajas acumuladas, señala Saraví (2020), “brinda una interpretación de los mecanismos por los cuales opera la desigualdad, por un lado, y la exclusión social, por otro” (p. 235). Si bien la teoría no fue planteada originalmente para abordar la exclusión social, resulta de gran utilidad en el sentido que puede interrelacionar los diferentes marcadores y analizar su efecto social en conjunto. 

			Existen tres elementos a considerar al momento de someter el caso a un análisis de des/ventajas acumuladas: a) incremento o encadenamiento, refiere a la acumulación y señala que una des/ventaja puede incrementarse en magnitud o desencadenar una nueva; b) diacrónico o sincrónica, en este caso hace alusión de la dimensión temporal que se puede manifestar de dos maneras: la primera, diacrónica, se desarrolla en el transcurso del tiempo; la segunda, sincrónica, describe a un disparador que desencadena de manera inmediata todas o un conjunto de las des/ventajas potenciales preexistentes; c) acumulación de desventajas o desventaja acumulativa, la primera ya ha sido brevemente explicada aquí, sin embargo es preciso diferenciar la segunda en tanto el desencadenante inicial no indica una magnitud o exposición, sino a una condición, como puede ser la raza o el género, a la que se van sumando una serie de desventajas relacionadas con la discriminación o el estigma (Saraví, 2020, p. 238).

			Ahora bien, este tipo de análisis, enfocado en la exclusión social, permite evidenciar varias cuestiones importantes de la dinámica que incrementa y reproduce las desigualdades a través del tiempo. Una desventaja inicial, como lo es la pobreza, puede derivar en un acceso diferenciado a servicios y recursos, como la educación y ello, a su vez, al empleo. De esta manera se van sumando los marcadores negativos en el transcurso del tiempo, lo que hace más difícil erradicar las condiciones de desventaja iniciales. En contraparte, una ventaja inicial permite sumar condiciones positivas para unos cuantos, en detrimento de los demás. 

			III. SUPERCONCENTRACIÓN INDUSTRIAL Y NUEVA ARQUITECTURA ESPACIAL EN LA CIUDAD DE MÉXICO

			Uno de los procesos de industrialización más importantes para nuestro país tiene su origen, según demuestra Haber (1993), en el siglo XIX y sólo se vio interrumpido por el inicio del proceso revolucionario. No obstante, en este periodo se sentaron las bases que permitieron la posterior concentración industrial, principalmente por el desarrollo en materia de comunicaciones. El impulso en la red de transportes, particularmente las vías ferroviarias, rompieron la atadura histórica que mantenía a la industria ligada geográficamente a la localización de los recursos naturales, para ligarla ahora a la disponibilidad de la mano de obra. 

			Al menos hasta la década de 1930, a causa del proceso revolucionario que atravesó el país y el convulso periodo posrevolucionario, el desarrollo industrial se vio sumamente entorpecido. La naciente institucionalización política y el impulso por restaurar la economía permitieron un nuevo periodo de superconcentración industrial, que mantuvo ciertas características, aproximadamente, hasta la década de 1980. Sólo se entiende la nueva industria ligada a la economía mundial que comienza con la apertura económica a partir de este proceso previo. 

			Hacia 1930, la Ciudad de México contaba con el 6.8% de los establecimientos industriales del país, en 1970, la cifra pasó a 27.9%, un crecimiento de 3,180 a 33,185 (Garza, 1985, p. 140). Por otra parte, no sólo hubo un crecimiento exponencial en la concentración industrial en la Ciudad de México, las cifras son todavía más dramáticas en cuanto a productividad se refiere: según el valor agregado industrial, la industria capitalina pasó de participar con el 27.2% del total nacional en 1930, a 48.6% en 1970 (Garza, 1985, p. 144).

			Otro aspecto por destacar de este periodo es la innovación y desarrollo en los procesos productivos. Para esta época dorada, la actividad industrial no sólo creció, sino que se hizo más eficiente y esto derivó en una mejora generalizada en la calidad de vida. El avance tecnológico tiene repercusiones trascendentales en la producción, particularmente en dos sentidos: 1) la mejora en los procesos productivos, su mecanización o automatización desplazan el trabajo humano y aumentan la producción, así como la acumulación; 2) El acortamiento de distancias en torno al desarrollo de las tecnologías de la información mejora exponencialmente ciertas ramas de la economía global, como el mercado financiero, uno de los más lucrativos en la actualidad (Harvey, 2007, p. 8).

			La concentración industrial no implica, necesariamente, concentración demográfica, esto debido a que el impacto sobre la productividad y el empleo es diferenciado. No obstante, al menos a partir de la década de 1930 la expansión demográfica en la Ciudad de México, motivada en parte por la mejora en la calidad de vida, mantuvo tasas aceleradas de crecimiento en relación con el resto de país. Mientras que en 1930 la ciudad tenía poco más de un millón de habitantes, que representaba el 7.4% de la población total del país, para 1970, esta cifra asciende a 14.25% con cerca de siete millones de habitantes (INEGI, 1993).

			El crecimiento demográfico es un común denominador para todos los países en esta época. Para ponerlo en perspectiva, “la producción mundial de manufacturas se cuadruplicó entre principios de los cincuenta y principios de los setenta, y, algo todavía más impresionante, el comercio mundial de productos elaborados se multiplicó por diez” (Hobsbawm, 1999, p. 264). La producción de alimentos también aumentó de forma inusitada, tanto así que, en esta época, señala Hobsbawm (1999), “no hubo grandes épocas de hambre, salvo como resultado de la guerra y de locuras políticas, como en China” (p. 263). 

			Este crecimiento se manifestó en una urbanización masiva. La aparición de grandes centros industriales trajo consigo la necesidad de vivienda en estos nacientes núcleos urbanos. 

			“Como las autoridades tanto del Este como occidentales descubrieron que podía utilizarse algo parecido a los métodos industriales de producción para construir viviendas públicas rápido y barato, llenando los suburbios con enormes bloques de apartamentos anónimos, los años sesenta probablemente pasarán a la historia como el decenio más nefasto del urbanismo humano (Hobsbawm, 1999, p. 265).

			Para el caso mexicano, si bien la explosión demográfica tuvo su epicentro en la Ciudad de México, en general todas las poblaciones urbanas mantenían tasas elevadas de crecimiento, esto debido a las mejores condiciones de vida en las grandes ciudades y el consecuente éxodo de la población rural en busca de oportunidades. Para 1930, la población rural era de poco más de once millones, que representaba el 66.5% de la población total, mientras que la población urbana era de cinco millones y medio con un 33.5% del total. Esta situación se revierte en 2010, teniendo la población rural un 23.2% del total, mientras que la población urbana representaba el 76.8% (INEGI, 2013, p. 7).

			A partir de 1930 hubo un importante proceso de industrialización y urbanización en México y particularmente en su capital. Sin embargo, las cifras por sí mismas no dan luz sobre la configuración espacial de la ciudad y tampoco se ha considerado, hasta ahora, la expansión territorial que unió a la capital con los municipios periféricos del Estado de México. Según señalan Garza y Damián (1991), en su estudio “Ciudad de México. Etapas de crecimiento, infraestructura y equipamiento”, de 1900 a 1980, la expansión urbana transitó por 3 etapas diferentes de crecimiento -y se proyectó una cuarta, que va de 1980 a 2010, en donde se señala la posible aparición de una zona megalopolitana, pasando de comprender tan solo una parte de las ahora alcaldías de la ciudad a las 16 que la conforman y una cantidad importante de municipios conurbados.

			La primera etapa, crecimiento del núcleo central (1900 – 1930) comprende las cuatro delegaciones de la ciudad central -Miguel Hidalgo, Benito Juárez, Cuauhtémoc y Gustavo A. Madero-. En la segunda etapa de crecimiento, denominada expansión periférica (1930-1950), la urbanización se concentró en las delegaciones periféricas de la ciudad central. Este constituye el primer proceso de descentralización de la actividad económica y culmina al alcanzar los límites de la superficie de la ciudad en 1950. 

			A partir de esta fecha, en una tercera etapa dinámica metropolitana (1950-1980), se comienzan a incorporar los municipios del Estado de México en el sistema urbano de la Ciudad de México, en orden cronológico, para 1950 lo hizo el municipio de Tlalnepantla al norte; en 1960 lo hicieron Naucalpan, Chimalhuacán y Ecatepec; entre 1960 y 1980 se agregaron Atizapán de Zaragoza, Nezahualcóyotl, Huixquilucan, La Paz, Coacalco, Cuautitlán, Cuautitlán Izcalli, Chalco, Chicoloapan, Ixtapaluca, Tultitlán y Nicolás Romero (Garza y Damián, 1991).

			En los siguientes años se siguieron sumando municipios al área conurbada de lo que se conocía como la Zona Metropolitana de la Ciudad de México (ZMCM), y que en 2005 se denominó la Zona Metropolitana del Valle de México (ZMVM). Según la última actualización, la ZMVM abarca 59 municipios del Estado de México, 16 delegaciones de la Ciudad de México y el municipio de Tizayuca del Estado de Hidalgo, con una superficie total de 7,854 km². 

			Sin embargo, el crecimiento exponencial de la zona metropolitana no implica una expansión proporcional de la zona urbana. La definición de las localidades que forman parte de la ZMVM se basa en dos criterios, el primero refiere a los municipios vecinos, predominantemente urbanos y con un alto grado de integración socioeconómica; el segundo criterio considera sus características particulares y los incluye si son relevantes para la planeación y política urbana de las zonas metropolitanas en cuestión, a pesar de no tener continuidad urbanística (SEDESOL-CONAPO-INEGI, 2018). Estos criterios de selección coinciden con la definición de zona metropolitana de Unikel (1978)

			“La extensión territorial que incluye a la unidad político-administrativa que contiene a la ciudad central, y a las unidades político-administrativas contiguas a ésta que tiene características urbanas, tales como sitios de trabajo o lugares de residencia de trabajadores dedicados a actividades no agrícolas y que mantienen una interrelación socioeconómica directa, constante e intensa con la ciudad central y viceversa” (p. 118).

			Derivado del proceso de expansión territorial, es necesario retomar y hacer una comparativa de la población de la ciudad y la de la ZMVM, que se puede consultar en la Gráfica 1. Como se puede observar, desde la década de 1980 el crecimiento de la ciudad se detiene y se traslada a la periferia. La explicación de este fenómeno es multifactorial, algunas de las razones se encuentran en la migración interna de las zonas rurales a la zona urbana de la capital del país; la creación de nuevos centros industriales, particularmente en los municipios de Naucalpan, Ecatepec y Tlalnepantla; el crecimiento demográfico por el que atravesaba todo el país; el desplazamiento de muchas familias capitalinas a causa del terremoto de 1985, la legislación del entonces Distrito Federal que ponía ciertas dificultades a la construcción de nuevos fraccionamientos y los precios prohibitivos de la vivienda. 

			Gráfica 1.
Población total en la Ciudad de México y la ZMVM (1930-2010)
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			Fuente: Elaboración propia con base en las referencias siguientes. Periodo 1930-1990: Garza, G. & Damian, A. (1991). Ciudad de México: etapas de crecimiento, infraestructura y equipamiento. En Schteingart M. (Ed.), Espacio y vivienda en la Ciudad de México, pp. 21-50. México, D.F.: El Colegio de México. Periodo 2000-2010: INEGI (2013). Censo de Población y Vivienda 2010. Recuperado de:https://www.inegi.org.mx/contenido/productos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/censos/poblacion/2010/perfil_socio/uem/702825047610_1.pdf25047610_1.pdf

			Hay algunos elementos que resultan innegables para este periodo de crecimiento urbano: 1) el tránsito de un país prominentemente rural a uno urbano; 2) la expansión territorial creció exponencialmente, aun cuando se considere sólo el área urbana y no el conjunto de la ZMVM; 3) una superconcentración industrial; y 4) una industria más productiva en comparación con otros centros urbanos del país. 

			Sin embargo, en conjunto con las razones expuestas que pretenden explicar el traslado del crecimiento de la ciudad central a su periferia, se encuentra la constante reconfiguración de la Zona Metropolitana, específicamente a causa de la transformación en la estructura productiva que coincide con la implementación de políticas neoliberales y la integración de la actividad económica de México al mercado global. A partir del estudio estadístico de Pradilla (2016), Zona Metropolitana del Valle de México: neoliberalismo y contradicciones urbanas, se describen los procesos de desindustrialización y terciarización de la economía en la ZMVM con un marcado dominio de la economía informal. 

			La década de 1980 es un punto de inflexión en cuanto a la conformación demográfica de la ZMVM, así como para su constitución territorial. La Ciudad de México ha perdido su cualidad como el centro del desarrollo industrial más importante del país a partir de la implementación de políticas neoliberales, no así con el Estado de México. A partir de los censos económicos levantados por el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI) en los años 1980, 1988, 1993, 2003 y 2008, Pradilla (2016) señala que, a una tasa anual promedio, el número de establecimientos industriales en la Ciudad de México creció al 0.03%, el Estado de México lo hizo al 5.44% y la ZMVM en 1.83% (p. 63).

			Respecto al personal ocupado en la industria, la participación de la CMDX disminuyó a una tasa anual promedio de -2.57%, en los municipios conurbados del Edomex creció 0.73% y el conjunto de la ZMVM al -1.36%. Las remuneraciones del personal ocupado también sufrieron caídas drásticas, en la CDMX cayeron -2.92%, en los municipios conurbados -2.05% y en la ZMVM -2.58% (Pradilla, 2016, p. 64). El incremento en la productividad de la industria puede explicar, en parte, la reducción del personal ocupado y, en consecuencia, la disminución en las remuneraciones. De forma paralela, se habla de una contracción del salario real desde la década de 1980 (Bortz, 1986). Un indicador más para revelar esta contracción industrial es el Valor Agregado Censal Bruto, de acuerdo con el cual en la CDMX se disminuyó en un -2.21% en promedio anual, en los municipios conurbados -0.37% y en la ZMVM -1.45% (Pradilla, 2016, p. 64). De acuerdo con estos datos, se puede observar que la desindustrialización más severa ocurrió en la ciudad central, aunque en su conjunto, la ZMVM presenta un panorama negativo en cuanto a salarios industriales y empleo. 

			Aunque las razones son complejas, la apertura económica del país puede explicar esta desindustrialización en varios sentidos. La entrada de México al libre mercado expuso a la industria a una competencia desigual y muy desfavorable; se desarticularon las cadenas de valor al sustituir a los proveedores de insumos locales por extranjeros; la gran movilidad del capital hace más atractiva la zona norte del país -particularmente por su cercanía al mercado estadounidense-, provocando una relocalización de las empresas que se encontraban en la CDMX; por último, se sustituye la actividad industrial por la actividad terciaria, formal e informal, que representa mayores tasas de acumulación, en tanto tiene menores costos productivos y requiere una cantidad muy inferior de mano de obra.

			El rápido crecimiento de la actividad terciaria de la economía responde a dos lógicas diferentes en cuanto al sector formal e informal. Por una parte, el sector formal se caracteriza por su alta productividad y un mercado enfocado en las clases medias y altas. El crecimiento de este sector evidencia un anclaje pronunciado de la economía local al intercambio internacional, así como un nuevo patrón de consumo. En contraparte, el sector informal es una actividad de baja productividad, enfocada al consumo de las clases bajas y con condiciones precarias de trabajo. Asimismo, está motivada por la baja absorción de mano de obra en el sector formal, tanto en el sector terciario como en la manufactura (Pradilla, 2016, p. 68).

			Este proceso no es exclusivo de la Ciudad de México, sino que se repite alrededor del mundo, particularmente en las sociedades más industrializadas y se enmarca en el contexto de una modificación estructural histórica del capitalismo, en tanto altera el modo de producción y las relaciones sociales derivadas de ello. A partir de un análisis materialista histórico, Joachim Hirsch (1996) apunta a que la globalización, fundamento de esta nueva dinámica productiva, representa un modo de acumulación y regulación que se distingue del modo fordista de producción. Particularmente, este nuevo patrón, puso fin a la relación armónica, si se le puede describir de alguna manera, entre la ganancia del capital y el bienestar colectivo. El compromiso de clases que consistía en incluir a la clase trabajadora en el proceso de reproducción del capital es sustituido por una sociedad de clases basada en la explotación del trabajo vivo, con marcadores muy particulares y distinguibles del viejo capitalismo liberal (Hirsch, 1996).

			En resumen, a partir de la década de 1930 la Ciudad de México creció tanto en términos de concentración industrial como demográfica. Respecto a la cuestión demográfica, desde 1950 se puede observar un proceso de crecimiento hacia las periferias y en 1980 se observa una estabilización del crecimiento dentro de los límites político-administrativos de la ciudad, pero un crecimiento sostenido de la periferia. La industrialización o actividades secundarias, por otra parte, presentan un proceso de contracción, que es rápidamente sustituido por actividades terciarias, que, aunque reducen los desequilibrios regionales, tienen un impacto negativo en el mercado laboral de la ZMVM. La dinámica social y el territorial también ha mutado sus formas de maneras muy complejas, aunque, en esencia, se podría señalar que se apunta a una precarización de las condiciones de vida de las clases trabajadores al margen de una apropiación del suelo urbano por parte del gran capital y la industria inmobiliaria. 

			IV. LA PERIFERIZACIÓN DE LA POBREZA Y LAS DESVENTAJAS ACUMULADAS: EL CASO DE CUATITLAN IZCALLI

			De manera paralela al proceso de desconcentración industrial y demográfica de la ZMVM, la metrópoli transita por una marcada tendencia a la periferización de la pobreza, es decir, la aparición de localidades con márgenes elevados de exclusión social y déficits en el acceso a servicios públicos (Aguilar y López, 2016, p. 8). En este sentido, se puede señalar que los espacios de pobreza no coinciden fielmente a los límites político-administrativos, ni se limitan, para el caso de la ZMVM, a los municipios conurbados del Estado de México.

			La generalidad de la información de las bases de datos municipales disponibles para este texto es insuficiente en términos de un análisis conclusivo. Sumado a esto, sería necesario un análisis comparativo con los indicadores de otras municipalidades, lo cual excede el alcance de este texto. No obstante, a pesar de la ambigüedad que podría presentarse con el uso de estos datos, son útiles para ofrecer al lector una primera aproximación a la situación de desventaja que presentan estos enclaves de pobreza. A efectos de este esfuerzo, se presentan datos respecto a la situación de pobreza, mercado laboral, educación, protección social -estos dos últimos partes del Índice de Desarrollo Humano (IDH)- y movilidad.

			La creación del municipio de Cuautitlán Izcalli en 1973 coincide con el crecimiento periférico de la Ciudad de México. Algunas de las situaciones expuestas anteriormente favorecieron un rápido crecimiento demográfico, para 2018 contaba con una población superior al medio millón de habitantes, distribuidos casi en su totalidad en zonas urbanas, haciendo de este uno de los municipios más poblados del Estado de México y la ZMVM. De la totalidad de su población, en 2010, 25.64% (146, 640 habitantes) se encontraba en situación de pobreza, 2.69% en pobreza extrema y 22.95% en pobreza moderada, en contraparte, sólo 31.08% están clasificados como no pobres y no vulnerables (SEDESOL, 2013a). Lo que indica una alta concentración de pobreza y población vulnerable. 

			La Población Económicamente Activa (PEA) es de 221,343, el 55.24% de su población, de los cuales 94.54% (209, 253) están ocupados. Si se divide por sectores, 73% se encuentran en actividades terciarias, particularmente en los ramos de comercio al por mayor (9, 545) y por menor (41, 350) y 24.6% en actividades secundarias con 42, 203 personas ocupadas en la industria manufacturera (SEDESOL, 2013b). Respecto a las Unidades Económicas por actividad económica, al 2017 habían 1, 556 en el sector de la industria y 16, 698 en el sector servicios, de los cuales 15, 671 son de tamaño micro. No hay información precisa sobre cuántas de las personas empleadas se encuentran en empleos informales, sin embargo, con ciertas precauciones, se puede considerar que una parte importante, de acuerdo con la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo del 2012, alrededor de un 60% del sector terciario se encuentra en esta situación, lo que indica, también, un grado elevado de vulnerabilidad laboral. 

			En 2010, Cuautitlán Izcalli era el municipio de la ZMVM con IDH más elevado con 0.820 puntos, pasando al segundo lugar en 2015, sólo por detrás de Coacalco de Berriozábal, con 0.827 puntos. De acuerdo con el PNUD (2019), esta cifra representa el promedio de los índices de educación, salud e ingreso, con 0.765, 0.919 y 0.806 respectivamente. Estas calificaciones clasifican al municipio estudiado como uno de los municipios con desarrollo humano muy alto. Los años de escolaridad promedio del municipio es de 10.7, un poco arriba del promedio nacional. Respecto al acceso a la salud, 75.88% de la población se encuentra afiliada a algún servicio de protección, público o privado. En contraparte, 123, 217 habitantes no cuentan con ningún tipo de afiliación a servicios de salud. En este sentido, a pesar de tener una posición privilegiada sobre los municipios conurbados y el promedio nacional, hay un sector de la población muy vulnerable, particularmente porque el acceso a los servicios de salud está condicionado al empleo. Derivado de lo anterior, los costos de la salud son relativamente más elevados y, en muchas ocasiones, prohibitivos para la población en situación de pobreza. 

			Respecto a la movilidad, el municipio de Cuautitlán Izcalli, al igual que la ZMVM, tiene una red de transporte público saturada, sumada a vialidades congestionadas por el flujo vehicular. Se cuentan con poco más de 12, 000 unidades de transporte público y cerca de 275, 000 vehículos particulares. Sumado a esto, el único transporte público masivo de la localidad es el Tren Suburbano, con la estación de lechería en los límites de Cuautitlán Izcalli y Tultitlán, que conecta con el Sistema de Transporte Colectivo Metro de la Ciudad de México y que atiende alrededor de 40, 000 viajes diarios de izcallenses. Se realizan cerca de 180, 000 viajes diarios hacia otras localidades en total y 630, 000 viajes al interior del municipio, posicionando al municipio como una de las zonas de mayor movilidad de la ZMVM (INEGI, 2017). El costo del transporte es superior, tanto en términos relativos como absolutos, en el Estado de México en comparación con la Ciudad de México, asimismo lo es el tiempo de traslados, con un promedio de 1 hora por trayecto para los viajes fuera del municipio. En este sentido, el desplazamiento de los habitantes de Cuautitlán Izcalli representa un gasto importante del ingreso familiar. 

			La suma de los factores expuestos hasta ahora representan un proceso de desventajas acumuladas para los habitantes de la periferia, que se traduce en la precarización de las condiciones de vida y un proceso importante de exclusión social. Aunque son factores diversos, todos ellos se interrelacionan y potencian en sentido negativo, no sólo produciendo condiciones de pobreza, sino reproduciendo éstas mismas con el paso del tiempo. Los marcadores iniciales, relacionados con el lugar de residencia, se convierten en limitantes para el desarrollo futuro. Dichas condiciones de desventaja son incluso superiores para las zonas más alejadas del núcleo urbano o los enclaves periféricos que concentran las unidades económicas con mejores condiciones laborales u ofertas de educación superior. De tal manera, los habitantes de la periferia se ven obligados a asumir costos elevados para el acceso a un trabajo y educación de mejor calidad o insertarse en el mercado informal, con reducidos márgenes de productividad y que apenas aseguran condiciones de subsistencia. 

			V. CONCLUSIONES

			La problemática urbana en el siglo XXI es basta y se encuentra en constante reconfiguración, por esta razón, parte del fenómeno urbano aún no recibe un análisis apropiado y aun cuando el tema ha sido explorado, las conclusiones pierden vigencia rápidamente a causa del surgimiento de nuevas aristas en el problema. Ciertamente, el análisis presentado no pretende aportar conclusiones definitivas, aunque sí pone en evidencia diferentes elementos que apoyan la premisa central de este texto: la reconfiguración urbana, motivada por la implementación de una política neoliberal y el nuevo orden de regulación y acumulación capitalista, tiene como consecuencia un impacto negativo en la igualdad y el desarrollo, tanto entre ciudades como al interior de estas. Con énfasis en la Ciudad de México, este proceso ha fomentado la aparición de espacios de pobreza que se concentran en las periferias y que presentan condiciones sumamente deficientes y precarias en cuanto al acceso a servicios e infraestructura. Todo ello constituye una serie de desventajas de carácter acumulativo que representan un impedimento para la movilidad social y reproducen las desigualdades en el tiempo.

			La construcción de este argumento, no obstante, parte de la primicia que relaciona la configuración urbana con el modo de producción. En este sentido, se reconocen dos periodos de urbanización que, en conjunto, desembocan en una etapa de crecimiento de la desigualdad y problemas de exclusión social. El primer periodo hace referencia a la fase fordista de producción, en la cual el Estado empuja la creación de un aparato industrial mediante diversos mecanismos, como los estímulos fiscales, la construcción de infraestructura y absorbiendo parcialmente el costo de los salarios a través del subsidio de una gran cantidad de bienes y servicios. En consecuencia, este periodo representa un momento de crecimiento acelerado, tanto en términos económicos como demográficos. 

			El segundo periodo de urbanización surge del binomio de una economía globalizada y una dirección económica neoliberal que de manera contigua provocaron el desplazamiento del sector industrial por el de servicios, cuyo efecto más notorio es la reducción del empleo formal y bien remunerado, abriendo la brecha entre las clases medias y las bajas. La manifestación urbana de esta nueva dinámica de producción es, primero, el crecimiento de las periferias, así como la concentración de la pobreza en la misma y, segundo, un crecimiento agudo de la actividad terciaria informal, que implica una precarización importante de las condiciones laborales.

			En este contexto, se pretende abordar la situación de desventaja que mantienen los enclaves de pobreza distribuidos en la periferia, particularmente en el municipio de Cuautitlán Izcalli. De acuerdo con una primera aproximación, la locación territorial en conjunto con la pobreza como condiciones iniciales tienen las características de una desventaja de carácter acumulativo en el sentido que restringe la movilidad social al representar mayores costos relativos y en ocasiones absolutos en el acceso a diferentes servicios como la educación, el mercado de trabajo, la salud y el transporte, entre otros. Todos estos factores no sólo producen condiciones de pobreza, sino que las reproducen e intensifican en el tiempo. En contraparte, se generan condiciones de ventajas acumulativas para una proporción menor de la población, que se beneficia del reparto desigual de bienes y servicios, restringiendo el derecho a la ciudad para la mayoría. 
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